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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau. Asimismo, estuvieron presentes el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade, y el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores Vargas.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:14, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 66ª y 67ª, ambas ordinarias, en 8 y 9 de noviembre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 
El señor GIRARDI (Presidente).- Se suspende la sesión.

)---------------(



--Se suspendió a las 16:14.



--Se reanudó a las 16:18.

)---------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Continúa la sesión.
IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero comunica, en relación con el proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática, que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política (boletín N° 7.962-06).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con los dos siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que establece normas de excepción en materia de subvenciones a establecimientos educacionales (boletín N° 8.021-04).



2.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



Con el cuarto hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho del proyecto que reemplaza los artículos 2° bis y 9° de la ley N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos (boletín N° 7.849-11).



Con el último retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “simple”, para el despacho del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la propuesta, de fecha 12 de octubre de 2011, en la que solicitó el acuerdo del Senado para nombrar integrantes del Consejo para la Transparencia a los señores Samuel Donoso Boassi y José María Eyzaguirre García de la Huerta (boletín N° S 1.416-05) y recaba, asimismo, el acuerdo del Senado para nombrar integrantes del mencionado Consejo a la señora Vivianne Amelia Blanlot Soza y al señor José Luis Santa María Zañartu (boletín N° S 1.427-05) (con la urgencia del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Se toma conocimiento y pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo comunica su ausencia del territorio nacional, entre los días 10 y 14 de noviembre en curso, para realizar una visita de Estado a Estados Unidos de América y participar en la "Cumbre de Líderes APEC 2011", en la ciudad de Honolulú, Hawái.



Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, al proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo sobre el ejercicio de actividades remuneradas por parte de familiares dependientes de miembros de las misiones diplomáticas, representaciones consulares y misiones permanentes, suscrito en Santiago, Chile, el 16 de marzo de 2011 (boletín N° 7.775-10).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el segundo da a conocer que prestó su aprobación al proyecto de ley que obliga a las empresas de casinos a indicar los riesgos que implica la práctica compulsiva de juegos y apuestas en los jugadores (boletín N° 7.942-23) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 11 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y 1° de la ley N° 19.989, sobre reprogramación de deudas a los Fondos de Crédito Solidario.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Justicia:



Atiende solicitud, remitida en nombre de los Honorables señores Walker, don Patricio, y Letelier, relativa al envío a tramitación legislativa de un proyecto sobre creación de una Defensoría de los derechos del niño y del adolescente.



Del señor Ministro de Salud:



Responde solicitudes de antecedentes enviadas en nombre de la Honorable señora Alvear sobre los siguientes asuntos:



1.- Incorporación de un nuevo tratamiento para la esclerosis múltiple remitida recurrente.



2.- Ingreso de representantes de las distintas iglesias a los hospitales, con el fin de prestar asistencia espiritual a los pacientes que así lo requieran.



Da respuesta a peticiones de información, cursadas en nombre del Honorable señor Navarro, referentes a las siguientes materias:



1.- Derrame de combustible en la planta Pureo y cierre preventivo de cinco centros de cultivo en la poza del mismo nombre, comuna de Calbuco.



2.- Composición de las bombas lacrimógenas y sus efectos en la salud humana.



3.- Contaminación con arsénico que afectó a 17 trabajadores de una empresa contratista de la División Codelco de El Teniente.



Contesta petición formulada en nombre del Honorable señor Muñoz Aburto, en cuanto a incorporación del personal de salud de la comuna de Punta Arenas al régimen de jornada continua de los empleados públicos.



Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables señor Ruiz-Esquide, señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Girardi, Lagos, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma y Zaldívar, don Andrés, acerca de la calidad de vida y la salud de la población y el tratamiento de los desechos tóxicos (boletín N° S 1.389-12).



Por último, atiende a una solicitud, remitida en nombre del entonces Senador señor Adolfo Zaldívar, para considerar el envío a tramitación legislativa de un proyecto que consulte la bonificación de los gastos en que incurre el acompañante de un paciente de enfermedad catastrófica.



Del señor Subsecretario de Minería:



Contesta solicitud de información, recabada en nombre del Honorable señor Navarro, respecto de un posible conflicto de intereses entre el señor Ministro de Minería y el Subgerente General de SQM.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Da respuesta a solicitud de información, requerida en nombre del Honorable señor Navarro, concerniente al estado de tramitación del Protocolo de Acuerdo para la creación de la Reserva Nacional Nonguén, Región del Biobío.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato (boletín N° 7.411-01) (con urgencia calificada de "suma") (Véase en los Anexos, documento 3).


Segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Gobierno, Descentralización y Regionalización, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).


--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Prokurica y Ruiz-Esquide, con la que dan inicio a un proyecto que propone la modificación de la ley que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, para reconocer facultades certificadoras a los Comités Regionales y crear la figura de inspector civil.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, en conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables señora Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, García, Horvath y Walker, don Ignacio, sobre establecimiento de un régimen indemnizatorio especial, a todo evento, aplicable a contratos de trabajo por obra o faena (boletín N° S 1.426-12) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional



Solicitud del Honorable señor Navarro para ausentarse del territorio nacional entre los días 19 y 26 de noviembre en curso.



--Se autoriza.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor BIANCHI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, fue declarada inadmisible una iniciativa que modifica la ley que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor. Pido que se oficie el Ejecutivo para solicitarle que la patrocine.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se hará.



--Así se acuerda.

)----------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solicito que el proyecto que se halla en el segundo lugar del Orden del Día, relativo a la creación de juzgados de policía local en las comunas que indica, sea tratado como si fuera de Fácil Despacho. Fue aprobado por unanimidad en la Comisión.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si los señores Senadores se comprometieran a no fundamentar el voto, podría ser.

El señor SABAG.- Podemos verlo de inmediato.

El señor NOVOA.- ¿No se tomó un acuerdo sobre el particular?

El señor GIRARDI (Presidente).- Así es. Luego se dará a conocer lo determinado por los Comités. Pero si se asume el compromiso -repito- de no fundamentar el voto, podría ser.

El señor NOVOA.- No se reunirá el quórum suficiente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Además, deseo recordar que los Comités decidieron que en la presente sesión se realice primero el debate de los asuntos y que se vote a las 18.



Le propongo al Senador señor Gómez que incluyamos en dicho tratamiento la iniciativa que menciona y que nos pronunciemos a esa hora sobre tres proyectos, en definitiva.

El señor CANTERO.- Pido la palabra.

El señor GIRARDI (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, quizás lo pertinente es conocer primero los acuerdos de Comités.



El proyecto relativo al fortalecimiento de la radiodifusión regional y local, signado con el número 5 en el Orden del Día, lleva muchas semanas en el cuarto o quinto lugar. Es de extremadamente fácil despacho. No voy a explicar su mérito, pero quisiera que se tratara hoy o mañana en esta última condición.

El señor GIRARDI (Presidente).- Vamos a enfrentar la misma dificultad, Su Señoría. Prefiero que se den a conocer los acuerdos de Comités, porque hoy y mañana sesionaremos hasta las 18 y a partir de esa hora lo hará la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión celebrada el día de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Que se trate en el primer lugar del Orden del Día de la presente sesión el proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones.



2.- Colocar en el primer lugar de la sesión ordinaria de mañana miércoles 16 la proposición del Ejecutivo relativa al nombramiento de los integrantes del Consejo para la Transparencia y, en segundo término, el proyecto de ley que establece normas de excepción en materia de subvenciones a establecimientos educacionales.



3.- En las sesiones ordinarias de hoy y de mañana se pondrán en votación, a partir de las 18, todos los proyectos que se hayan debatido hasta ese momento y se procederá a levantarlas una vez terminados los pronunciamientos respectivos.



También se acordó que ello será sin fundamentación.



4.- Trasladar la semana regional del mes de noviembre a aquella que comienza el lunes 5 de diciembre.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.



Debo recordar que la delegación de Austria se encuentra esperando que la invitemos a pasar.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el proyecto de ley sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura, signado con el número 4 en el Orden del Día, reviste suma urgencia, por cuanto la gran cantidad de pesquerías en nuestro país operan de acuerdo con el concepto mencionado en primer lugar. Eso termina el próximo mes de diciembre.



Las personas que han trabajado en la actividad pasarían a incorporarse a los registros de la pesca artesanal y, por tanto, los pescadores artesanales, las plantas y todo lo que funciona en ese ámbito depende de que saquemos el proyecto, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, antes de dicho mes.



En consecuencia, solicito que la iniciativa sea incluida en la tabla de Fácil Despacho o en el primer lugar de la tabla, dadas las razones expuestas.

El señor GIRARDI (Presidente).- Los Comités ya establecieron las prioridades para la presente sesión ordinaria y la próxima.



Si realizamos la tarea legislativa con rapidez, podemos intentar que ese asunto sea parte de la discusión de mañana a fin de que se pueda votar a las 18.



Les pido que avancemos para que ingrese a la Sala la delegación de Austria que nos visita.



Puede intervenir el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, reitero mi petición.



Entiendo que los Comités han llegado a un acuerdo, pero repito que la moción a que he hecho referencia busca ampliar el plazo para los concursos de radiodifusión, en particular tratándose de aquellos que hoy día corresponden a la frecuencia AM, dado que su número ha sido escaso y, además, es recomendable que emigren hacia esa frecuencia.



El proyecto es de muy fácil aprobación. Y pido que se discuta como si fuera de Fácil Despacho en esta sesión o en la de mañana.

La señora RINCÓN.- Mañana, mejor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Vamos a intentar que sea mañana porque, de verdad, si se cumplen los plazos y no despachamos la iniciativa, muchas pequeñas radios van a quedar en situación de orfandad.



Sin embargo, les quiero recordar que, así como hoy tenemos la visita de una delegación de Austria, mañana efectuaremos un homenaje a don Gabriel Valdés y las sesiones deben terminar a las 18, ya que estamos sometidos a la urgencia que nos plantea la discusión del Presupuesto.



No obstante, vamos a hacer todo el esfuerzo.



A continuación, voy a solicitar que ingrese la delegación de Austria, encabezada por la Presidenta del Consejo Federal de Austria, señora Susanne Neuwirth.

RECIBIMIENTO A DELEGACIÓN DE CONSEJO FEDERAL DE AUSTRIA

El señor GIRARDI (Presidente).- Estamos muy contentos de tener hoy día acá a la excelentísima Presidenta del Consejo Federal de Austria, señora Susanne Neuwirth.



Bienvenida.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Aprovecho de saludar también a los Vicepresidentes del Consejo Federal de Austria, señores Harald Himmer y Reinhard Todt.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Saludo además a todas las señoras Senadoras y señores Senadores; al señor Ministro Larroulet, que nos acompaña hoy; a los integrantes de la comitiva oficial del Consejo Federal de Austria; al Excelentísimo Embajador de Austria en Chile, señor Wolfgang Angerholzer, viejo amigo nuestro, y a todos quienes se encuentran en las tribunas: niños, señoras y jóvenes.



Señora Presidenta:



Para nosotros es un honor poder compartir con usted esta tarde. Hemos sostenido largas conversaciones. Austria y Chile tienen desafíos comunes, lo cual quedó claro en nuestro intercambio. 



Hoy el Senado la recibe con especial aprecio.



Tal como señaló usted, vivimos un momento muy especial, una época que está y tiene que estar dispuesta a revisar sus convicciones, porque el mundo ha cambiado, y a formularse preguntas sobre su realidad presente y sobre el futuro que se nos viene encima.



Usted nos recordó algunas realidades que están en el centro de los debates contemporáneos. Sin duda, la diplomacia parlamentaria es una excelente herramienta, en esta sociedad global, para aprender de las mejores prácticas de otros Estados.



Nos recordó, por ejemplo, la especial inquietud que se vive en las calles de Chile. Sí, este es un momento en que los liderazgos políticos y las instituciones democráticas están siendo puestos a prueba, desafiados, por una ciudadanía cada vez más consciente de sus derechos. La gente aspira, con toda razón, a desempeñar un papel protagónico en la definición de las políticas públicas que la afectan directamente.



Pero, señora Presidenta, el tiempo que vivimos es complejo para todos, no solo para los chilenos. Nuestro país vive el síntoma de la misma oportunidad que se abre en todos los rincones del planeta. Hay movimiento en las calles de Santiago, de Madrid, de El Cairo, de Washington y en todas las del planeta. Y, si no es en las calles, de igual modo existen descontentos y anhelos de cambio respecto del actual estado de las cosas, que, o bien resiente la pérdida de calidad de vida en los antiguos Estados de Bienestar, o bien aspira, desde sociedades en crecimiento -como la nuestra-, a lograr un mejor nivel de vida, de participación, de derechos, en términos de convivencia, de calidad de la democracia, de la libertad.



Yo diría que el gran problema que enfrentamos hoy es la asimetría existente en materia de derechos políticos, de libertades, de igualdad económica, de igualdades sociales.



Esas asimetrías le hacen mal a nuestra sociedad. Y, evidentemente, debemos disminuirlas radicalmente; terminar con esas injusticias, con esas desigualdades, y distribuir mejor el poder político, social y económico. 



Reconocemos que Austria registra avances significativos en materia de educación de calidad. Conversamos sobre la discusión que tenían los austríacos. La educación es un derecho universal, gratuita para todos. Y allí se planteaba si no sería necesario restringir ese derecho para algunos. 



Pues bien, nosotros vivimos, como usted sabe, un período de discusión “en negativo” respecto de lo que se debate hoy en su país.



También valoramos el reconocimiento de los derechos de todos los colectivos humanos y del derecho a la salud, que en nuestro país vive una situación tal vez similar a la de la educación. Esperamos que se resuelvan sus problemas antes de ver a futuro “marchas de camillas”. Asimismo, valoramos el reconocimiento del derecho a la salud de madres y niños. Usted reconoce igualmente el avance registrado en el último tiempo. Es una lección para todos. Esos modelos de bienestar son un posible camino a seguir para un país como el nuestro, cuya economía crece sostenidamente pero no logra traspasar ese crecimiento a todos los ciudadanos.



Aprovecho la oportunidad, estimada Presidenta, para hacer otro reconocimiento, muy sentido por la mayoría de los chilenos, a Austria, país que hace tres décadas acogió con espíritu solidario a cientos de compatriotas que buscaron refugio luego de ser perseguidos en Chile por la dictadura militar. A pesar del paso del tiempo, no olvidamos la nobleza y el cariño de los austríacos, y queremos reiterarles esta tarde, en nombre de miles y miles de chilenos y chilenas, nuestra gratitud.



Señora Presidenta, nos enfrentamos además a otros desafíos relevantes. El mundo ha experimentado transformaciones profundas. La ciencia y la tecnología han evolucionado con un dinamismo que transforma de manera exponencial las actividades sociales; están cambiando nuestra cultura, están haciendo emerger una nueva civilización. 



Frente a ello, los legisladores hemos quedado rezagados, lo que dificulta generar una regulación efectiva que oriente el progreso con parámetros humanistas y criterios de bien común y que no permita en el futuro la aparición de nuevas brechas, más profundas y complejas que las heredadas del siglo XX.



En torno a estas inquietudes, el Congreso Nacional de Chile -el Senado y la Cámara de Diputados en conjunto- ha convocado a connotados científicos y académicos a un Congreso del Futuro -del cual ya hemos hablado-, que se realizará a principios del próximo mes de diciembre. Su objetivo es poder compartir los desafíos del futuro con estos invitados, con los legisladores, con los ciudadanos, y buscar que se hagan comprensibles los temas que enfrentará la humanidad. Porque solo si tenemos el conocimiento adecuado los ciudadanos y los políticos podremos decidir e incidir en ellos y no permitir que otros decidan por nosotros, lo que significaría que la política, de alguna manera, renuncia a su tarea.



Así, esperamos crear un necesario espacio de convergencia entre el mundo de la ciencia y la política, de manera que los representantes de la voluntad popular comprendamos los desafíos del devenir y el mundo de la ciencia se acerque a los ciudadanos.



En nuestro diálogo de hoy, señora Presidenta, hemos compartido interrogantes, inquietudes y alternativas de políticas públicas que podrían estar presentes en los programas que los Estados llevan a cabo en ambos países.



Las respuestas, naturalmente, han de ser formuladas tras someterlas al acuerdo de las mayorías ciudadanas. En un mundo aquejado de crisis sistémicas, en un planeta que se enfrenta a una catástrofe ambiental si no enmienda rumbos decisivos, la demanda de la ciudadanía por cambios profundos representa una voz que no puede y no debe ser desoída.



Señora Presidenta, le reitero mi gratitud desde el Congreso en Valparaíso, una de las ciudades más bellas del planeta. Sé que el Embajador se ha comprometido a efectuarle un recorrido para que la conozca mejor.



Le deseo una grata estadía en este rincón, no digo del fin del mundo -espero que a futuro sea parte del comienzo del mundo-, y que podamos compartir juntos esta maravillosa aventura de desafiar el futuro, que no es un futuro de certezas. A la política le corresponde gobernar la incertidumbre, en un mundo que no sabemos por dónde se va a escurrir, que requiere de pensamiento nuevo, de instituciones nuevas, desafío que solo podremos enfrentar todos los ciudadanos del planeta en conjunto.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



--El señor Guido Girardi (Presidente del Senado) impone a la Excelentísima señora Susanne Neuwirth la condecoración Orden al Mérito del Senado de la República de Chile.

 

--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

La señora NEUWIRTH (Presidenta del Consejo Federal de Austria).- Señor Presidente del Senado, don Guido Girardi; señor Vicepresidente del Senado, don Juan Pablo Letelier; señoras Senadoras y señores Senadores; Honorable Senado:



I. Es un gran honor para mi delegación y para mí ser huésped aquí, en Valparaíso, de nuestra Cámara hermana del Parlamento chileno.



Quiero agradecer también, en nombre de mis dos Vicepresidentes y de toda la delegación, muy sinceramente el cordial recibimiento. Esta presencia hoy en el Pleno del Senado y el poder hacer uso de la palabra durante la sesión es una señal de confianza frente a nosotros, los austríacos, y de la apertura al mundo que caracteriza al parlamentarismo chileno.



El Congreso chileno celebra este año sus 200 años de vida. En nombre del Parlamento de Austria y de mi colega Barbara Prammer, Presidenta del Consejo Nacional (que corresponde en Chile a la Cámara de Diputados), y con su especial autorización, les transmito sus sinceras congratulaciones para este aniversario. El Parlamento chileno es una de las instituciones democráticas más antiguas del mundo y puede mirar con orgullo sus 200 años de tradición y de independencia.



Valparaíso es el punto de partida de las relaciones austríaco-chilenas. La primera oficina consular de la monarquía Austro-Húngara se estableció aquí en 1847. Luego Valparaíso fue elegido en el continente sudamericano como uno de los tres puntos diplomático-consulares cruciales del Imperio Austríaco. Fueron especialmente intereses comerciales los que unieron a Austria y Chile, y por este motivo el comienzo de las relaciones bilaterales entre ambos países estuvo estrechamente ligado a los puertos de Trieste y Valparaíso.



Tuve la oportunidad de visitar esta mañana el Museo Naval en el cerro Artillería, y me impresionó la fuerte influencia del legado marítimo en la identidad chilena. Toda nación rinde homenaje a sus héroes: Arturo Prat no solo personifica la temeridad y la valentía, sino que además sirvió a su país con lealtad incondicional, una virtud que también nos incumbe a nosotros, los políticos.



II. Honorables señoras y señores:



¿Qué une a dos países tan distantes el uno del otro desde el punto de vista geográfico?



Por un lado, valores fundamentales como la democracia, el parlamentarismo, el libre comercio y la economía de mercado, el respeto por la primacía del Derecho en las relaciones internacionales, la defensa de los derechos humanos, pero, al mismo tiempo, temas de actualidad de índole social.

· ¿Cómo manejamos las nuevas formas de la convivencia familiar? Tanto en Austria como en Chile tenemos casi el mismo número de familias “patchwork”, o familias reconstituidas, como familias tradicionales padre-madre-hijos.

· ¿Parejas del mismo sexo deberán gozar ante la ley de la misma protección que las parejas heterosexuales?

· ¿La educación es un derecho de la juventud, un servicio que emana del mercado, un deber de Estado o un cometido común de la sociedad?

· ¿El sistema de salud público deberá ofrecer a todas las personas las mismas prestaciones a los mismos precios, o es inevitable la diferenciación entre la medicina pública y la privada?

· Nuestras sociedades envejecen. ¿Cómo creamos un sistema de cuidado al adulto mayor que, complementado con el sistema de salud, permita envejecer con dignidad?

· ¿El pago de la jubilación incumbe al individuo o debería intervenir el Estado para nivelar el manejo de riesgos?

· ¿Cómo manejamos los evidentes desequilibrios materiales de la sociedad? ¿Cuándo y en qué dimensión puede o debe el Estado gravar con impuestos el patrimonio privado?



Todas estas preguntas (y muchas más) surgen de manera similar en Chile y en Austria; ellas encuentran respuestas en parte diferentes, en parte parecidas. Tampoco nuestros puntos de partida son iguales: allá, Austria, un país industrializado con una red social compleja, inserto en las estructuras europeas; aquí, Chile, un Estado emergente y aspirante, con instituciones sociales del Estado relativamente jóvenes, donde amplios ámbitos son traspasados a la iniciativa y la responsabilidad privadas.



La diplomacia parlamentaria no es un fin en sí misma; está al servicio de la recopilación de información, del enriquecimiento de nuestros conocimientos y del intercambio de ideas. Como parlamentarios, podemos sacar provecho de las comparaciones a nivel internacional, incorporando los análisis y fórmulas de solución de otros órganos legislativos como impulsos de reflexión para nuestra propia labor legislativa.



En resumen, estamos convocados a conocer el trabajo de las Cámaras amigas.



III. Honorable señor Presidente, Honorable Cámara Alta:



Permítanme presentar algunos ejemplos concretos, en los que valdría la pena conocer mutuamente nuestro trabajo:



1.- Hace poco tiempo se promulgó en Chile la Ley de Transparencia, que obliga al mundo político y a la administración a dar acceso a la información pública. Porque el ciudadano debe saber en qué se gastan los pesos de sus impuestos. La declaración de patrimonio de cada uno de los políticos deberá garantizar que no sean descubiertos posteriormente o incluso demasiado tarde las incompatibilidades, cohibiciones o intereses de las personas que se desempeñan en la administración pública.



En el Parlamento austríaco se constituyó hace pocas semanas una comisión investigadora para aclarar una serie de procesos que tuvieron lugar durante los últimos años en el punto de incisión entre la política y la economía. Sus resultados nos ayudarán a establecer una norma más exacta del “political correctness” en los ámbitos de la política, la economía y la administración pública.



Siempre hay que buscar “best practices”, las mejores prácticas. Una institución que a nivel internacional realizará un trabajo básico y de formación es la Academia Internacional de Anticorrupción -Internationale Antikorruptionsakademie (IACA)-, recientemente creada en Laxenburg, cerca de Viena. Chile también firmó el Acuerdo de Fundación de esta organización. Me valgo de esta oportunidad para pedirles a ustedes una pronta aprobación parlamentaria de este Acuerdo, para que Chile pueda participar a mediados de 2012 en la primera constitución de los órganos de esta organización internacional.



2.- Hace dos años, después de largos debates a nivel político y social, se introdujo en Austria el concepto de la “pareja inscrita”, como unión legal de personas de la misma orientación sexual. En cambio, no hemos creado una institución legal para una vida en común heterosexual, “matrimonio light”, como livianamente se la denomina a menudo. Sin embargo, nuestra legislación contempla en el derecho privado y en el derecho público muchos aspectos de la existencia de uniones civiles de facto.



En el Parlamento chileno se encuentran desde hace poco tiempo mociones de ley para un “acuerdo de vida en común”, y su discusión no será menos comprometida y controvertida de lo que fue en su momento en Austria. En el Instituto Nacional de Derechos Humanos tendremos mañana la oportunidad de compartir las experiencias y puntos de vista austríacos con representantes de la sociedad civil chilena que defienden los derechos de personas de orientación no heterosexual.



3.- En Chile recientemente se extendió a seis meses el posnatal para las madres que tuvieron un hijo. En Austria existe desde hace bastante tiempo un posnatal madre/padre, y existen incentivos para que los padres hagan uso de él. Considero el posnatal del padre como un aporte importante para la igualdad de oportunidades de los sexos, dado que la maternidad no debería significar automáticamente una interrupción prolongada de la carrera profesional de la mujer.



4.- Hay un tema omnipresente en estos días: el sistema de educación. También en Europa hemos seguido el movimiento estudiantil en Chile, y lo entendemos como expresión de una lucha por la repartición justa del bien social educación. El espectro político transversal quiere lograr una eficiente educación, accesible para todos y también al alcance económico de las generaciones siguientes. La política en Chile ha reconocido la necesidad de reformas, se están analizando falencias estructurales y se buscan ensayos de solución. Los reportajes sobre luchas callejeras y violencia, que acompañan a las manifestaciones, no cuadran, sin embargo, con nuestro concepto de la disciplinada y ordenada sociedad chilena.



En Austria también tenemos actualmente una discusión bastante ferviente en relación con la educación. Se trata, entre otros, del reordenamiento de la educación básica, colegios unificados para todos los niños entre 10 y 14 años, aranceles universitarios y calidad en la ciencia e investigación. Además, hace pocos días se celebró una iniciativa popular, presentada por privados, para una reforma de la educación en Austria.



En nuestro país, desde hace casi 40 años, la educación escolar y el estudio en universidades estatales están exentos de aranceles. Fue y sigue siendo una meta política el acceso económico igual para todas las personas en el campo del conocimiento y de la educación. De todas formas, el estudiante o su familia deben solventar otros gastos económicos que implican inevitablemente la asistencia a la escuela o a la universidad.



Desde hace años algunos partidos políticos y los rectores apoyan el restablecimiento -si se los compara internacionalmente son muy moderados- de aranceles universitarios (no así en los colegios de enseñanza básica o media) para incrementar los recursos económicos de las universidades, aumentar la calidad de la oferta de estudios y crear conciencia acerca de la educación como un bien social de valor. Aquí nos encontramos con más de una comparación emocionante entre la situación que se vive en Austria y en Chile.



Permítanme una palabra más acerca de la ciencia e investigación.



En mayo de este año, una delegación de rectores y científicos austríacos visitó Chile y tuvo numerosos contactos con representantes de la ciencia, investigación y universidades del país. La impresión que se obtuvo fue muy positiva -pienso- para ambas partes.



Con Chile -asociado de la Unión Europea y reciente miembro de la OCDE- quisiéramos trabajar de manera más intensa también en los campos de la ciencia, la investigación y la tecnología. Nos gustaría mucho que una delegación de científicos chilenos visitara Austria, de modo que se pudieran profundizar los contactos establecidos. ¿Por qué una delegación científica chilena no podría estar encabezada por un parlamentario?



Honorable señor Presidente, Honorable Cámara Alta: los contactos entre el Consejo Federal de Austria y el Senado chileno se establecieron hace diez años. Muchos de nosotros tenemos un buen recuerdo de la visita a Viena del entonces Presidente del Senado Honorable señor Andrés Zaldívar en 2003. Un año antes, una delegación del Consejo Federal de Austria, encabezada por el Presidente Ludwig Bieringer, quedó profundamente impresionada tras su visita a Chile. Hoy continuamos con esta tradición aquí, en Valparaíso. Espero que muy pronto podamos proseguir nuestro diálogo en Austria, así que les extiendo una muy cordial invitación para que realicen una visita a mi país.



Recibir hoy de parte de esta Corporación la Medalla al Mérito del Senado es una señal de la unión entre ambas representaciones parlamentarias. La recibo en nombre del Consejo Federal de la República de Austria como símbolo del aprecio mutuo, y con mis sinceros agradecimientos.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se suspende la sesión por 5 minutos.

)--------------(



--Se suspendió a las 16:53.



--Se reanudó a las 17:1.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Continúa la sesión.

El señor GÓMEZ.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, antes de la lectura de los acuerdos de Comités, pedí que se tratara como si fuera de Fácil Despacho el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre creación de  juzgados de policía local en las comunas que indica, que viene aprobado por unanimidad en la Comisión. 



Su Señoría manifestó que si existía el acuerdo de la Sala lo íbamos a considerar.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Hay acuerdo para poner en Fácil Despacho, sin discusión, el proyecto sobre juzgados de policía local?



Sobre las otras iniciativas nos pronunciaremos a las 18.

El señor CANTERO.- Votemos todos los proyectos a esa hora.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, se votaría a las 18.



Acordado.

El señor CANTERO.- Pido igual tratamiento para el proyecto relativo al fortalecimiento de la radiodifusión regional y local, que figura en la tabla con el número 5.

El señor GIRARDI (Presidente).- El Honorable señor Cantero hace la misma solicitud para una iniciativa cuyo despacho es urgente, a fin de que las pequeñas radios se puedan acomodar a la nueva legislación y no queden en el vacío.



¿Si les parece, podríamos pronunciarnos también sin discusión a las 18?



Acordado.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el proyecto sobre pesca de investigación, pesquerías artesanales, manejo de recursos bentónicos y cuota global de captura, al cual se refirió el Senador señor Horvath, debería quedar para mañana en el primer lugar de la tabla.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se discutirá mañana.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, antes de iniciar el debate del proyecto sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones,  debemos ponernos de acuerdo acerca de cómo vamos a proceder en la votación, particularmente de los artículos que serán sometidos al pronunciamiento de la Sala. 



Por eso, pido que la Secretaría clarifique el procedimiento, porque, como la iniciativa ya fue vista en general, podríamos abocarnos a una discusión más específica. 



Lo primero es saber qué artículos vamos a votar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Antes, propongo dejar en claro que los dos proyectos anteriores los vamos a votar sin discusión. 



En segundo lugar, pido al señor Secretario que, al momento de la relación de la iniciativa, explique lo planteado por el Honorable señor Pérez Varela.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón. 

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, me gustaría sumar un tercer proyecto a los que se van a votar sin discusión. Me refiero a la moción, en primer trámite constitucional, que regula el trabajo en altura por sobre el nivel del mar, aprobada por unanimidad en la Comisión de Minería -lo he conversado con su Presidente-, lo que permitirá iniciar su discusión en particular.

El señor CANTERO.- Estamos de acuerdo en que se vote en general.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en relación con el proyecto de ley sobre inscripción automática, sugiero que, dado que lo debatimos ampliamente en general en la Sala, nos pronunciemos respecto de aquellos artículos en que la votación fue dividida, ya que en una cantidad enorme de disposiciones hubo unanimidad. 



De esa manera, podemos despacharlo con la rapidez que exigen las circunstancias y que desea la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, como hay voluntad en la Sala de votar sin discusión varios proyectos, considero que el de pesca también podríamos tratarlo hoy, ya que mañana está citada la Comisión respectiva, como lo planteó su Presidente, Senador señor Horvath.



Por lo tanto, pido que lo tramitemos de la misma forma.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hay un compromiso que no puedo modificar, consistente en que todas las votaciones se realizarán a las 18.



Es un acuerdo de Comités que debe respetarse hoy y mañana.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Está bien, ¿pero es posible incluir el relativo a pesca?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tal iniciativa sobre pesca quedará para mañana, lo que ya se acordó. Además, ahora hay dos proyectos que se votarán sin debate. 



Algunos parlamentarios plantearon objeciones en la reunión de Comités, por lo cual debemos conversar primero con ellos.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Que, por lo menos, quede en el primer lugar de la tabla.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tengo que concordarlo con los parlamentarios que manifestaron ciertas dudas en la reunión de Comités. Y la tabla de mañana ya está confeccionada. 



De la misma manera como sucedió hoy, y si hay acuerdo, podríamos someterlo a votación, sin debate, a las 18.



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, sin ánimo de generar ruido, solicito que el proyecto sobre radiodifusión regional y local, en primer trámite constitucional, e iniciado en moción del Honorable señor Cantero, que se tratará como si fuera de Fácil Despacho, se analice con mayor detención. No considero que se discuta en forma rápida, porque contiene una materia que me han hecho presente distintas instituciones. 



Entonces, pediría verlo mañana, a fin de reunirme ahora con el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Con mucho gusto podemos juntarnos a conversar.

El señor LAGOS.- Porque los que son de Fácil Despacho se supone que son de “fácil despacho”.

El señor CANTERO.- Así es. Insisto en que nos pongamos de acuerdo.

El señor LAGOS.- ¿Y si no llegamos a consenso? Porque yo tengo que volver a la Comisión Mixta de Presupuestos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Muy bien.



Pasamos al Orden del Día.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea juzgados de policía local en las comunas que indica, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (5906-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 34ª, en 13 de julio de 2011.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 65ª, en 2 de noviembre de 2011.


Discusión:



Sesión 35ª, en 19 de julio de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 19 de julio del año en curso. 



El segundo informe de la Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1º, 2º, 4º, 5º (que pasó a ser 10), 6º (que pasó a ser 11) y 7º (que pasó a ser 16) permanentes y primero y segundo transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones -o sea, conservan el mismo texto despachado en general-, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite la discusión y votación de alguno de ellos.



Cabe hacer presente que los artículos 1º, 4º y 6º (que pasó a ser 11) permanentes y primero transitorio son normas con rango de ley orgánica constitucional, por lo que requieren para su aprobación los votos conformes de 22 señores Senadores. 



Por otra parte, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, referidas fundamentalmente a la creación de juzgados de policía local adicionales en las comunas de Quillota, Vitacura, San Miguel, Lo Espejo y Puerto Montt; a cambios en las plantas de funcionarios de las municipalidades respectivas, y a una nueva modalidad de concesión de la asignación mensual de responsabilidad judicial. 



Todas estas modificaciones, que fueron acordadas por unanimidad, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión. 



De esas enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 3º y 5º, 6º, 7º, 8º y 9º, nuevos, son de rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación 22 votos a favor. 



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las modificaciones introducidas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Según lo acordado, el proyecto se votará en particular sin discusión a partir de las 18.



--Queda pendiente la votación. 

FORTALECIMIENTO DE RADIODIFUSIÓN REGIONAL
El señor GIRARDI (Presidente).- En seguida se procederá a votar, sin discusión, según lo acordado, el proyecto, iniciado en moción del Senador señor Cantero, relativo al fortalecimiento de la radiodifusión regional y local.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7931-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Cantero):


En primer trámite, sesión 52ª, en 13 de septiembre de 2011.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es prorrogar la vigencia de la ley que modificó el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora y extender el plazo legal de tres a seis años, de manera que una mayor cantidad de radiodifusores AM con mayor antigüedad y que no poseen una concesión FM en la misma plaza puedan postular a los concursos de frecuencia modulada y hacer valer su derecho preferente.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Cantero, Girardi, Novoa y Prokurica.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (29 votos contra uno y 2 abstenciones), quedando despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Lagos.



Se abstuvieron los señores Quintana y Tuma.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se ha cambiado el voto del Senador señor Letelier, quien apretó mal el botón, consignándose que, en vez de abstenerse, se pronunció a favor.

El señor LETELIER.- El resultado no cambia.

REGULACIÓN DE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA, SERVICIO ELECTORAL Y SISTEMA DE VOTACIONES

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones, con segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7338-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Gobierno, Descentralización y Regionalización, unidas (segundo): sesión 68ª, en 15 de noviembre de 2011.


Hacienda: sesión 68ª, en 15 de noviembre de 2011.


Discusión:



Sesiones 15ª, en 4 de mayo de 2011 (queda pendiente su discusión en general); 16ª, en 10 de mayo de 2011 (se aprueba en general).
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa  fue aprobada en general en sesión de 10 de mayo del presente año. 



Las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 4°, 5°, 6°, 7° y 12 permanentes y segundo, cuarto, quinto y sexto transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



De las disposiciones mencionadas, los artículos 4°, 5°, 6° y 7° permanentes y segundo, cuarto y quinto transitorios son normas de quórum orgánico constitucional. Por consiguiente, requieren para su aprobación 22 votos favorables. 



Asimismo, las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, efectuaron una serie de modificaciones al texto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad, con excepción de dos de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente. 



La Comisión de Hacienda, por su parte, aprobó en particular la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa), en los mismos términos en que lo hicieron las Comisiones unidas.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión y votación o existan indicaciones renovadas. 



De esas modificaciones unánimes, las recaídas en los artículos 1º y 3º permanentes y primero, tercero, séptimo, octavo y noveno transitorios son normas de carácter orgánico constitucional, por lo que también requieren 22 votos afirmativos para ser aprobadas. 



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a la vista, se transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por las Comisiones unidas y el texto final que resultaría de acogerse todas las modificaciones propuestas. 



De conformidad con lo acordado por los Comités, las votaciones pertinentes se efectuarán a partir de las 18.

El señor GIRARDI (Presidente).- Pido la autorización para que ingresen a la Sala el señor Alvarado, Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, y el señor Flores, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.



--Se accede.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela. 

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, si bien estuve atento a la relación del Secretario, quiero hacer una consulta sobre el quórum de los artículos 8º, 9º, 10 y 11 permanentes, que fueron objeto de indicaciones en las Comisiones unidas.  



El artículo 8º introduce modificaciones a los artículos 29 y 30 de la Ley General de Educación. Por su parte, los artículos 9º, 10 y 11 crean beneficios asociados al derecho a sufragio, modificando, por tanto, el sistema electoral. 



En las Comisiones unidas no analizamos lo relativo al quórum de las disposiciones mencionadas, y no sé cuál es la posición de la Mesa al respecto. Reitero sí que ellas fueron modificadas en dicha instancia. 



A nuestro juicio, debe haber claridad sobre el particular para que el proyecto después no tenga ningún problema de constitucionalidad. 



Mientras la Secretaría nos entrega una respuesta con relación a los cuatro artículos aludidos, aprovecho de referirme al trabajo realizado por las Comisiones unidas de Gobierno y de Constitución.



El análisis, básicamente, estuvo orientado a ver cómo podíamos implementar la inscripción automática sin menoscabar la calidad de un sistema electoral que nos debe enorgullecer. Este permitió, por ejemplo, que en la última elección presidencial conociéramos a las 6 de la tarde el resultado de la segunda vuelta, sin que existiera ninguna duda al respecto. Todo el país se sintió orgulloso de lo bien que transcurrió todo el proceso electoral, tanto en las elecciones parlamentarias como en la presidencial, incluida la segunda vuelta. 



Por lo tanto, reformar el sistema por otro de inscripción automática nos lleva necesariamente a actuar con especial cuidado y rigurosidad, para que el nuevo padrón electoral cuente con una sólida normativa y todos los ciudadanos puedan hacer uso de él sin problemas. 



En el actual sistema hay 8 millones 100 mil inscritos, los que mantendrán su registro electoral; o sea, conservarán sus mesas de votación. 



El Servicio de Registro Civil nos informó que cuenta con antecedentes (cédula de identidad y domicilio) de alrededor de 13 millones 500 mil personas mayores de 17 años. 



En consecuencia, el padrón electoral se ampliará en casi 5 millones de personas. 



¿Cómo hacemos para que esa cantidad de gente quede inscrita en mesas -serán mixtas a partir de esta legislación- correspondientes al lugar donde cada cual desea votar? 



Esa es una de las materias centrales que busca resolver la iniciativa sobre inscripción automática. 



En ese sentido, el Gobierno propuso normas que, a nuestro juicio, son fundamentales para ir solucionando las dificultades y los obstáculos a que nos podemos ver enfrentados. 



Una de esas disposiciones consistió en entregar al Registro Civil la potestad de establecer un registro domiciliario. Hasta antes de tal planteamiento -de hecho, hace pocos días se aprobó un proyecto que menciona este punto en una de sus disposiciones permanentes-, dicho Servicio no tenía ni la obligación ni la facultad de contar con un padrón domiciliario.



Pese a ello, como nos informaron las autoridades del Registro Civil y del Servicio Electoral en las Comisiones unidas, la poca certeza del domicilio de las personas -con cédula de identidad y con posibilidad de ser inscritas por el solo ministerio de la ley- provocará dificultades en un tercio de los casos. Así se comprobó en una simulación realizada a 90 mil chilenos. 



El punto es cómo resolver tal situación.



Los Senadores señora Alvear y señor Patricio Walker plantearon una iniciativa -fue unida como indicación a un proyecto presentado por el Ejecutivo- que busca entregarle al Registro Civil la facultad de establecer un registro domiciliario. Pero tal medida sin duda operará a futuro. Así se resolverán los problemas de información sobre el domicilio, a fin de que esta sea de calidad y confiable.



Y la otra manera -¡ineludible!- es fijar un período -si mi memoria no me engaña- de alrededor de 120 días...

El señor BIANCHI.- Así es.

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor PÉREZ VARELA.- ...para que las personas, en el marco de una campaña de difusión del Servicio Electoral, conozcan el lugar donde quedaron inscritas por el solo ministerio de la ley. Si están de acuerdo con el registro, lo mantienen. Y si quieren modificarlo, en ese período podrán ir a las juntas inscriptoras a cambiar el domicilio, las que seguirán funcionando para ese solo efecto. De esta forma, los chilenos quedarán inscritos donde verdaderamente quieren votar.



Es básico entender lo anterior para darnos cuenta de las dificultades técnicas que enfrenta un proyecto de esta naturaleza.



Por un lado, debemos considerar las atribuciones y las facultades del Servicio de Registro Civil y, por otro, la participación de las personas, para mejorar la calidad de la información entregada en su momento por ellos mismos a dicho Servicio. Ello, en atención a que en las simulaciones realizadas entre el Servicio Electoral y el Registro Civil se evidenciaron ciertas dificultades.



Creemos que el mecanismo que se establece en la iniciativa permitirá resolver adecuadamente las objeciones o los temores que se han planteado en torno a la inscripción automática. 



Recordemos que hoy las personas, para estar en los registros electorales, deben acudir a una junta inscriptora. A partir de la normativa en proyecto, por el solo ministerio de la ley, quedarán inscritas. Por lo tanto, la calidad de la información que obtenga el Registro Civil nos parece fundamental para operar confiablemente.



No tengo tiempo suficiente para referirme a todas las materias que aborda la iniciativa.



Uno de los elementos fundamentales es la modificación del Servicio Electoral. Existirá un Consejo Directivo -será un órgano colegiado-, cuyos integrantes serán designados por el Presidente de la República previo acuerdo del Senado. El Consejo tendrá la facultad de nombrar al Director y al Subdirector del Servicio Electoral. Con ello habrá claridad sobre la autonomía del sistema, lo que dará garantías a todos los sectores.



También se consideran normas para agilizar y hacer muy fluida y menos burocrática la inscripción de candidatos. Quienes han tenido obligaciones en tal sentido saben que eso será un alivio, pues el sistema actual en verdad podría calificarse de angustiante.



Pero lo central es el establecimiento de un Registro Electoral. En efecto, a partir de la aprobación de la ley en proyecto, en un padrón electoral se inscribirá automáticamente a alrededor de 5 millones de chilenos, quienes podrán saber dónde votarán.



La entrega de información por parte de la gente al Registro Civil no es todo lo confiable que uno hubiera esperado. Muchas personas sacan su cédula de identidad en el lugar en que trabajan, que comúnmente no es donde viven o donde concurren a votar. 



También se da el caso de jóvenes de mi zona que son enviados a Punta Arenas a efectuar el servicio militar, y obtienen allá su cédula de identidad. Pero después regresan a la Región del Biobío. Si no cuentan con un plazo para modificar su inscripción, quedarán registrados en el padrón electoral de Magallanes.



Por eso es necesario que las normas presentadas por el Ejecutivo para resolver la situación tengan una aplicación adecuada.



Finalmente, insisto en mi consulta a la Secretaría respecto del quórum de las cuatro normas mencionadas al inicio de mi intervención. Es importante definir el punto. En las Comisiones unidas, si bien modificamos tales disposiciones, no analizamos lo del quórum.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, el Titular de las Comisiones unidas de Gobierno y de Constitución ha explicado el contenido de la iniciativa.



En realidad, resulta importante que hoy demos una señal al país al aprobar el proyecto de inscripción automática. Esto era un compromiso. Ya se incluyó en la Constitución, y ahora es necesario legislar para implementar el cambio que significa la inscripción automática y la transformación del Servicio Electoral. Y también esperamos que se otorgue por fin derecho a voto a los chilenos que viven en el exterior.



Tal como se estaban dando las cosas en el último tiempo con el sistema de inscripción voluntaria, que implicaba acudir a las juntas inscriptoras electorales, quedaba demostrado que los chilenos que cumplían la edad para ejercer su derecho a voto estaban inscribiéndose cada vez menos. Evidentemente ello está afectando la legitimidad de nuestra democracia. Ya hay sobre un 25 por ciento de gente que, pudiendo participar en los actos electorales, se ha venido restando. Y eso, por cierto, afecta la legitimidad.



De ahí la necesidad -compartida por todos- de efectuar un cambio de 180 grados hacia al sistema exactamente contrario: de inscripción voluntaria y voto obligatorio a inscripción automática y voto voluntario. Esto, de conformidad con la reforma constitucional aprobada en 2009.



Como muy bien señaló el Senador Pérez Varela, una de las preocupaciones importantes surgidas en las Comisiones -ahí se escuchó a los técnicos, al Director del Servicio de Registro Civil e Identificación, al Director del Servicio Electoral y a los representantes del Gobierno- fue la de cómo garantizar la mantención de lo que hoy constituye un bien para nuestro país: la legitimidad de los resultados electorales.



Una de las mayores ventajas de nuestro actual sistema electoral es su credibilidad. Nadie osaría poner en duda el resultado parcial, alrededor de las 8 de la noche, con cierto grado de certeza, respecto de quien es el Presidente electo. Y nunca, desde que regresamos a la democracia, ha habido un cuestionamiento en este sentido.



Entonces, nuestra preocupación es legítima.



Y quiero ser muy clara: queremos aprobar este proyecto lo antes posible. Por eso nos allanamos como Oposición a tratarlo hoy en la tarde. ¡Que nadie diga que nosotros le estamos poniendo obstáculos, como se ha insinuado en las redes, en los medios! Ello es inexacto. Me parece absolutamente desproporcionado que se señale que los políticos no tendríamos interés en sacar adelante esta iniciativa, porque vienen las elecciones y no nos favorece que en ellas participen alrededor de 5 millones de personas más, pues no sabemos quiénes son.



En este punto quiero ser muy clara y categórica: es exactamente lo contrario. Nosotros pensamos que el sistema actual, tal como está, no da el ancho; nos deslegitima. En consecuencia, consideramos sumamente importante contar con la inscripción automática.



Celebro que el Gobierno haga todos los esfuerzos para que esto se concrete. Y se encuentra presente el Ministro Secretario General de la Presidencia, quien nos ha acompañado varias veces, junto con los expertos, en las Comisiones unidas. Me alegro por ver materializado este compromiso, que atañe tanto al Gobierno como al Congreso, incluyendo a parlamentarios de Oposición y del oficialismo.



Nosotros tenemos el mayor interés en sacar adelante este proyecto. Por eso mi primer acto es desmentir a aquellos que plantean que nosotros queremos ponerle piedras.



Eso sí, deseamos no perjudicar el bien ya mencionado. 



Por ello, es muy importante que el padrón electoral que tendrá a su cargo el Servicio Electoral, luego de sacar los datos del Registro Civil y e Identificación, efectivamente abarque a la totalidad de la gente, y que esta cuente con el tiempo prudente que permita, si hay un error, la rectificación. Y pensamos que en 120 días es posible hacer las enmiendas que se requieran. No habría problemas.



Pero sí quedamos preocupados cuando se nos dijo que se realizó un test experimental y que de 90 mil casos tomados como muestreo, un tercio no reunía las condiciones para poder afirmar que el padrón electoral se halla debidamente constituido. Es lógico, porque el Servicio de Registro Civil e Identificación no contempla entre sus funciones la elaboración de un padrón de domicilio, sino que circunstancialmente registra la dirección.



No obstante, como muy bien se ha señalado, puede haber errores. De modo que es muy importante contar con ese tiempo prudencial.



Señor Presidente, en aras del tiempo, deseo expresar lo siguiente.



Existe un compromiso de parte del Gobierno que espero lo cumpla, en cuanto a que junto con despachar sin retardo la inscripción automática, se siga avanzando en las reformas políticas que ha anunciado, las cuales comparto, ya que son de gran interés.



Considero fundamental que por ley tengamos primarias abiertas y vinculantes. Por lo tanto, que puedan ser aplicadas y reciban financiamiento público.



Asimismo, espero que se cumpla el compromiso de otorgar el derecho a voto de los chilenos en el extranjero. Es algo muy anhelado, perseguido, buscado, respecto de lo cual nos ha costado mucho llegar al acuerdo que por fin hemos alcanzado y que debe ser refrendado por el Parlamento, en su momento.



Al iniciar la tramitación de esta materia se intentó poner condiciones, lo cual era un despropósito. Avanzar en democracia significa permitir el ejercicio de ese derecho. La situación vigente no se condice con los tiempos y las comunicaciones actuales. El hecho de considerar que el vínculo se muestra por un viaje, es algo completamente absurdo, sobre todo cuando hoy día las comunicaciones son instantáneas y da lo mismo si la gente vive en Austria, en China o en Chile, pues tiene conocimiento inmediato del acontecer nacional y puede participar plenamente de él a través de los medios y las redes. De manera que no se precisa estar físicamente en el país, como ya está demostrado. Por lo demás, así sucede en casi todas las naciones donde rige esta legislación.



Por lo tanto, señor Presidente -reitero-, espero que el Ejecutivo cumpla su palabra.



Acordamos que íbamos a tratar la inscripción automática, pero también queremos garantizar el derecho a voto de los chilenos que viven en el extranjero. Por ende, abrigo la esperanza de que el Gobierno cumplirá al respecto y dará el paso que anhelamos.



Además de las elecciones primarias vinculantes y abiertas, hay otras reformas políticas anunciadas por el Ejecutivo, las cuales me parecen muy importantes y estamos absolutamente dispuestos a apoyar.



Nosotros deseamos que los consejeros regionales sean elegidos por votación directa; que haya primarias. Queremos, por supuesto, el derecho a voto de los chilenos en el exterior y la inscripción automática. Asimismo -lo digo muy sinceramente, a pesar de que no es una opinión compartida por todos en esta Sala-, creo que ya es tiempo de cambiar el sistema binominal.



Respecto a esto último, francamente, no hay que temerle a mayores competencias. No nos hace bien tener ciertas zonas llamadas “electorales” casi aseguradas, con candidatos únicos o con un compañero débil. Este sistema no resiste más. La ciudadanía ya no quiere más ese tipo de conducta, sino que exige de nosotros reales competencias. Y esto último pasa por presentar más candidatos, lo cual no es posible hoy día con el sistema binominal.



Así que, señor Presidente, además de la reforma anunciada anhelo que también se incorpore, como corresponde a una auténtica democracia, a mi modo de ver, el cambio del sistema binominal.



Por lo tanto, desde ya anuncio mi voto favorable.



Es satisfactorio poder avanzar en la línea de lo que he señalado. Esto implica, además, la posibilidad de participar en plebiscitos, para lo que también se requiere otra modificación legal. Porque lo que actualmente se podría considerar como plebiscito, carece de sentido para la ciudadanía.



Hay temas que perfectamente podrían ser parte de una motivación, de una participación ciudadana, lo cual hoy día no es posible. Espero que alguna vez llevemos a cabo la reforma constitucional o legal que permita cambiar el criterio y ampliar las posibilidades de participación de la gente. Porque al tener lugar mayor participación hay más legitimidad, y al haber más legitimidad se produce un mayor grado de cohesión; se avanza más en la democracia y nos hace bien como país.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina, después los Senadores señora Alvear y señor Bianchi.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito al Ministro señor Cristián Larroulet, porque, de verdad, él ha puesto toda su voluntad...

El señor GIRARDI (Presidente).- Excúseme, Su Señoría.



La Senadora señora Alvear me pide la palabra para una moción de orden.

La señora ALVEAR.- Gracias, señor Presidente.



Yo deseo ser muy franca y plantear que acordamos un procedimiento. Nosotros ya tuvimos la discusión en general del proyecto. Entonces, lo que corresponde es abocarnos a los artículos -que son bastante pocos- en que hubo votación dividida en la Comisión, donde, además, figura una indicación presentada por el Senador señor Bianchi.



Si nuevamente debatimos toda la iniciativa, no se alcanzará a votar a las 18.



Propongo proceder de la manera que he señalado, a fin de avanzar. De lo contrario, lo más probable es que quede postergado el despacho de este proyecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Continúa con el uso de la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no quiero entorpecer para nada la tramitación de la iniciativa. Aunque comparto lo planteado por la Honorable señora Alvear en el sentido de que es preciso despacharla.



Sin embargo, deseo referirme a dos o tres ideas generales, para que queden en la historia fidedigna de la ley, porque ha pasado mucho tiempo desde que tratamos este proyecto.



Me haré cargo de los ataques que recibió el Parlamento -de los cuales me enteré por la prensa-, en el sentido de que algunos de los parlamentarios que hemos estado involucrados en la tramitación de esta iniciativa -lo recuerdo perfectamente- habrían dilatado, de una u otra forma, su aprobación con el propósito de que solo rigiera para las elecciones municipales de 2016. ¡Y eso es falso!



La manera que uno tiene para hacer valer sus puntos de vista en democracia es, hasta el día de hoy, aquí, en el Senado.



Quiero reiterar las felicitaciones al Ministro señor Larroulet, sinceramente, porque pienso que sacar adelante este proyecto, con la complejidad que revisten sus normas, no es fácil.



Hay iniciativas que en su conjunto son extraordinariamente complejas. Recuerdo, por nombrar algunas, la reforma procesal penal; la creación de los tribunales ambientales. Sin embargo, un tema técnico y complicado es cómo se diseña el mecanismo para sacar adelante la inscripción automática, porque implica muchos cambios. 



Actualmente es claro el sistema: tenemos mesas de hombres y de mujeres, existe un padrón electoral conocido, son aproximadamente 8 millones 100 mil votantes -como me señaló el Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el Senador señor Víctor Pérez-, y pretendemos que adicionalmente voten o lleguen a votar 5 millones 200 mil ciudadanos más.



Entonces, no es fácil un proyecto de esta naturaleza.



En primer lugar, reconozco que la voluntad y decisión del Gobierno del Presidente Piñera, expresada a través del Ministro señor Larroulet, se ha ido cumpliendo paso a paso.



En segundo término, es preciso señalar que este debe ser el cambio más relevante en el ámbito electoral que se ha hecho en Chile. Porque incorporar a 5 millones 200 mil personas en los registros electorales; gran parte de ellas son jóvenes, significa una sana y buena incertidumbre de lo que va a ocurrir en el futuro. Y esto beneficiará al país, porque va a exigir a los candidatos y a los partidos a lo menos dos cosas:



Primero, que sus propuestas logren captar la adhesión de la ciudadanía, de tal manera que esta vote no por obligación, sino, simplemente, porque le atrae la proposición de determinado candidato o partido.



Segundo, que las políticas públicas sean más profundas y cercanas al mundo de los jóvenes. Y eso ayudará al país, pues tenemos muchos vacíos que es necesario llenar en políticas que permitan a aquellos su participación en forma más activa en los distintos ámbitos de nuestra sociedad.



Por lo tanto, me hago cargo de desmentir a quienes señalaron que este proyecto se había dilatado con el propósito de no aplicarlo, lo cual        -reitero- no es verdad.



Quiero ser franco, esta iniciativa estuvo mucho tiempo paralizada, porque había una profunda discrepancia. Esta se fue limando y fuimos acercando posiciones respecto del voto en el extranjero. Lo que pasaba era que la Concertación vinculaba el proyecto de la inscripción automática con el derecho a voto de los chilenos en el extranjero -no emito juicio de valor-. ¡Gracias a Dios!, se fueron  aproximando las distintas visiones y, hoy día, se puede consensuar la forma como nuestros compatriotas votarían en el exterior. Y eso me parece un paso importante dentro del perfeccionamiento de la democracia chilena.



En seguida, señor Presidente, voy a referirme a lo que se ha hecho sobre el sistema electoral.



Uno puede estar en contra o a favor del sistema binominal; pero no es dable sostener que este es más o menos democrático que el proporcional.



Eso, desde luego, porque yo, entre ser partidario de un sistema mayoritario o de uno proporcional, prefiero el mayoritario. 
Considero que a Chile le favorece mucho más una elección donde se elija un candidato que  2, 3, 4 o 5. 



Inglaterra y Estados Unidos, países a los que nadie puede acusar de no ser democráticos, tienen sistemas mayoritarios uninominales, donde se elige un candidato por cada circunscripción o distrito. Y es posible que un partido con el 50,1 por ciento de los votos obtenga el 100 por ciento de los cargos, y el 49,9 por ciento de los ciudadanos quede sin representación popular. Y no he escuchado a nadie sostener o acusar al Reino Unido ni a Estados Unidos de no ser democráticos. Incluso más: eso podría pasar con el 33,4 por ciento también si hubiera 3 candidatos. 



Por lo tanto, el problema de la legitimidad no reside en si el sistema es mayoritario o proporcional, sino en cómo se consigue tener mayor cantidad de candidatos. 



En consecuencia, más importante que si nuestro sistema es mayoritario o proporcional, y teniendo en cuenta que el binominal es un sistema mayoritario atenuado, es ver realmente cómo incrementar el número de candidatos respecto de los cuales la gente tiene opción de elegir. 



Y en eso sí que el actual sistema es muy limitado, porque solo permite dos candidatos por pacto, con lo cual la posibilidad de que la gente escoja entre varios candidatos es bastante más restringida.



En seguida, quiero exponer otra consideración.



Siempre se ha tratado de señalar que el sistema proporcional es mejor que el binominal. Yo no lo creo: tiene ventajas y desventajas. 



El sistema proporcional apunta, fundamentalmente, a que haya más diversidad en la elección de los miembros del Parlamento; pero genera más fraccionamiento y, por lo tanto, impide la conformación de mayorías estables. 



El sistema mayoritario es una limitante para los grupos más pequeños, más minoritarios; pero simultáneamente ayuda a la formación de grandes coaliciones y a la moderación de estas en busca del voto de centro.



Sin embargo, debo mencionar otra cuestión: a todos los que de repente sostienen que el sistema proporcional sería más democrático que el binominal -afirmación que no comparto en absoluto-, se les olvida que en la mayor parte de los países donde existe el sistema proporcional la ciudadanía no vota por un candidato, sino por la lista.



Con relación a experiencias externas, yo no pongo en duda la legitimidad de la elección en España ni la fortaleza de su democracia -las ha demostrado con creces y es una nación a la cual todos le tenemos mucho aprecio y cariño-, pero quiero contarles a Sus Señorías que allí la ciudadanía no vota por un candidato. ¡Vota por una lista! O sea, la resolución acerca de quién será candidato no recae en los ciudadanos, sino en el partido. 



¡Y no he escuchado a ninguna de las personas que critican los sistemas electorales hacer referencia a esa realidad!



En la mayoría de los países con sistemas de elección proporcionales no se vota por el candidato. Es decir, la ciudadanía nunca tiene la opción de sufragar por el candidato que le gusta; debe votar por el partido. Y es este, a su vez, el que, de acuerdo con la decisión de su orgánica interna, pone en una lista a los candidatos de la colectividad. Por ende, aquel que figura en el primer lugar tiene la seguridad de que, si ese partido, en razón de las mayorías políticas, elige 2 o 3 representantes, resultará electo.



Con lo expuesto estoy tratando de señalar, simplemente, que en esta clase de debate es menester ir al fondo de la materia.



Entonces, no creo que el problema en Chile radique en si el sistema electoral existente es binominal,  mayoritario o proporcional. 



En primer término, lo relativo a la participación ciudadana se va a resolver en gran parte mediante la inscripción automática y el voto voluntario. 



En segundo lugar, cometimos un error cuando establecimos las primarias; deberían haber sido obligatorias para todos los cargos, siempre y cuando haya candidatos que quieran tomar parte en ellas.



Porque una elección primaria no se lleva adelante si en un distrito, en una circunscripción o en una coalición política hay un solo postulante.



Reitero: deberíamos haber establecido la obligatoriedad de realizar elecciones primarias  para la totalidad de los cargos de elección popular, salvo que se presentara nada más que un candidato.



En todo caso, la ley vigente dispone que son voluntarias. Y yo espero que se efectúe la mayor cantidad de primarias abiertas a la ciudadanía, porque les dan mucha legitimidad no solo a los postulantes, sino también a la forma en que nosotros determinamos la cantidad de ellos.



Ahora, ¿el sistema binominal se puede corregir, perfeccionar? ¡No me cabe la menor duda, señor Presidente!



Finalmente, debo manifestar que me alegro de que aprobemos este proyecto. Se trata de una muy buena iniciativa. Y felicito tanto al Presidente de la Comisión de Gobierno, Senador señor Pérez Varela, como a la Presidenta de la Comisión de Constitución, Senadora señora Alvear. 
Creo que todos quienes participamos en las Comisiones unidas pusimos el mayor empeño en elaborar un buen proyecto. Espero que lo despachemos, siga su tramitación en la Cámara de Diputados y se transforme en ley, a fin de que pueda regir en las próximas elecciones municipales y contemos con un padrón electoral que proporcione las garantías, transparencia, seguridad y confiabilidad del que actualmente existe en Chile.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Quedan dos oradores inscritos: los Honorables señores Bianchi y Gómez, a quienes les recuerdo que restan 15 minutos para el término de la sesión y que solo puedo poner en votación los proyectos que hayan sido discutidos.



Por lo tanto, les solicito a Sus Señorías que sean lo más breves posible.



Además, el señor Ministro desea hacer un planteamiento.



Tiene la palabra, señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, no voy a fundamentar el proyecto, pues esto se ha efectuado en varias oportunidades. Solo quiero corroborar dos cosas.



Primero, lo manifestado por la Senadora señora Alvear en cuanto a que son muy pocos los artículos de esta normativa que corresponde votar, y segundo, que el proyecto sobre plebiscitos comunales, cuyo debate ya se hizo -si no me equivoco- en la sesión anterior y respecto del cual también se señaló aquí que se podría votar inmediatamente.



Ambas iniciativas forman parte de una legislación muy importante, orientada a perfeccionar nuestra democracia y a aumentar la participación ciudadana. 



Por eso quise intervenir en esta ocasión.





Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- El Honorable señor Gómez no está de acuerdo en restringir los tiempos.



Después de que intervengan ambos señores Senadores, procederemos a cerrar el debate y a votar los dos proyectos aludidos, más el que pidió despachar el Honorable señor Cantero.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, yo acojo su solicitud de ser breve y, por lo tanto, me sumo a lo expresado por las Senadoras y los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



Felicito a los integrantes de las Comisiones unidas, donde procuramos avanzar en forma muy rápida, y, de paso, agradezco a quienes realizaron la importante labor de Secretaría, donde una vez más pudieron entregarnos todos los antecedentes que se requirieron.



Y para concretar mi compromiso en cuanto a brevedad, me referiré únicamente a la indicación N° 23, que formulé y que apuntaba a ver si existía o no voluntad en los colegas para avanzar hacia un cambio del sistema binominal acogiendo un elemento distinto, más allá de lo establecido con relación a las fuerzas políticas.



Por eso, me pareció curioso, a lo menos, escuchar las declaraciones de la Senadora señora Allende -a quien profeso un tremendo afecto- en el sentido de que aspira a perfeccionar, mejorar y resolver por fin la situación que se crea con el sistema binominal. Sin embargo, ¿qué ocurrió con la indicación, señor Presidente? Lo siguiente, y esta verdad hay que darla a conocer.



Al votarse dicha indicación, que no pretendía sino posibilitar que los independientes -es mi caso- pudieran participar en los procesos electorales en iguales condiciones que quienes están dentro de las estructuras políticas, todos -¡todos!- los miembros de las Comisiones unidas, pertenecientes a los distintos partidos políticos representados en el Parlamento, votaron en contra. ¡No pasaron la prueba de la blancura!



Yo desde el comienzo tenía claro que la indicación no sería  acogida por ningún parlamentario. Y no podía ser de otra forma porque, en definitiva, ven en los candidatos independientes una competencia no deseada, cuando existe la posibilidad de que muchos que en los comicios populares quedaron en tercer lugar hoy estén sentados aquí, en el Congreso Nacional.


Entonces, si uno quiere decir la verdad, debe decirla completa.



Aquí hubo una indicación, signada con el número 23, que, tal como lo establece nuestra Constitución en su artículo 18, pide la igualdad entre partidos políticos e independientes. Sin embargo, cuando se emite pronunciamiento sobre ella, se vota en contra. Y luego se viene a esta Sala para expresar que existe el ánimo -y esto lo digo en general- de avanzar en el cambio del binominal, de que haya más competencia, de que se registre una renovación, etcétera.



Señor Presidente, la indicación número 23 -respecto de ella hubo un debate del cual, afortunadamente, quedó constancia en un acápite del informe- fue rechazada con los votos negativos de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Senadoras señoras Allende, Alvear (con dos votos), Rincón (con dos votos) y Von Baer (con dos votos) y el pronunciamiento favorable de quien habla.



En dicha instancia se dieron muchos argumentos, todos respetables, muy valorables, muy entendibles, muy aceptables. Pero el que faltó fue el de que la aprobación de esa indicación constituía una verdadera oportunidad de avanzar para cambiar el sistema binominal.



En definitiva, no se aprovechó esa ocasión.



Señor Presidente, yo me alegro, pues esta iniciativa permitirá que del orden de cuatro millones de personas, si lo desean, voten.



Empero, eso no va a hacer el cambio: el cambio tiene que producirlo la clase política.



Se piensa que por el solo hecho de aprobarse la ley en proyecto habrá más gente votando.



¡Eso es un tremendo error mientras la clase política, quienes participamos hoy en esta actividad no seamos capaces de entender que estamos brutalmente distanciados de la gente, de la ciudadanía!



Yo concurrí con mi pronunciamiento favorable a casi todas las indicaciones (muy pocas fueron objeto de votación dividida). Y lamento profundamente que, una vez más, aquellos que de manera legítima se encuentran dentro de las estructuras políticas no hayan querido avanzar en la posibilidad de que exista igualdad entre ellos y quienes gozamos de la condición de independientes.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hago presente que restan ocho minutos para el término del debate y el comienzo de la votación.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, cuando di mi acuerdo para sumarme al procedimiento que seguimos esta tarde no dimensioné la importancia que reviste el hecho de hacer constar este debate en la historia de la ley, pues recae en uno de los proyectos más significativos que se van a decidir en el Parlamento.



Aquí estamos cumpliendo un compromiso que adquirimos hace mucho tiempo: el de que exista inscripción automática (porque el voto voluntario ya está consagrado en la Constitución).



Por lo tanto, lo razonable es que haya espacio suficiente para dejar clara la posición de cada cual sobre esta iniciativa.



Ahora bien, debo hacer presente en primer término que estamos votando este proyecto hoy día porque existe un acuerdo político entre la Oposición, los parlamentarios de Gobierno y el propio Ejecutivo, que tiene que ver con algo que manifestamos desde el comienzo. Y quisiera que el Ministro lo ratificara.



Nosotros teníamos una dificultad con la postura del Gobierno en el sentido de establecer criterios de vinculación para que los chilenos que se hallan en el extranjero pudieran votar.



El Ejecutivo partió con una cantidad de meses que les significaba a esos compatriotas viajar a nuestro país por casi un período de vacaciones completo (tres semanas al año) para emitir su voto.



Finalmente, aterrizamos en el acuerdo -entiendo que es el que se recoge en el informe; la Senadora Alvear deberá ratificarlo- de que los chilenos que se encuentran en el exterior podrán votar en las elecciones si se inscriben o manifiestan su voluntad a este respecto en el consulado correspondiente, a los efectos de que exista el registro suficiente de personas dispuestas a seguir ese camino. 



No hay ninguna otra fórmula. Eso permitió destrabar el problema. Y nos demoramos ocho meses en la discusión porque el proyecto adolecía de tal dificultad.



En segundo término, me parece relevante dejar establecido que el Ministro también se comprometió -y así lo dijo en  las Comisiones unidas- a que, paralelamente a este proyecto, el que nos ocupa esta tarde, se tramitara el otro, el que se encuentra radicado en la Cámara de Diputados, a los efectos de que ambos terminaran el proceso legislativo en el mismo período, para que pudieran votar voluntariamente en las elecciones tanto los chilenos que están en Chile como los que se hallan en el extranjero.



Quiero dejar en claro, pues, que no es aceptable aprobar esta iniciativa y, si no se cumple el compromiso, dejar la otra guardada en un cajón.



Por eso, espero que el Ministro, en representación del Gobierno, cumpla ese acuerdo, que fue lo que destrabó el proyecto.



De otra parte, el proyecto en debate requiere fundamentalmente, en mi opinión -y no tengo claro si ello está bien reflejado-, un componente de educación, de participación, de definición, en el sentido de que en las escuelas y en los colegios haya educación cívica y se manifieste la voluntad de participar en las elecciones.



Tal como indicó el Senador Bianchi, cuatro millones y medio a cinco millones de nuevos votantes podrán expresar su opinión. Sin embargo, se necesita un proceso de educación y de integración para que los jóvenes sepan que la política, aunque la vean a distancia, es tan importante desde el punto de vista del futuro del país que precisa su participación y una votación que determine quiénes serán los legisladores y quiénes los gobernantes que llevarán adelante los proyectos  que ellos esperan que Chile desarrolle.



Por eso, no votar y, a veces, no participar posibilitan que algunas instituciones se mantengan pétreas y no logren la participación de instancias que no sean necesariamente las que se organizan a través de los partidos políticos.



En razón de ello es tan significativo que exista ese proceso de educación como parte relevante del proyecto en debate.



Tercero: me parece del caso establecer los incentivos indispensables para que la gente vaya a votar. Porque -lo que señalé antes va unido a esto- necesitamos que la gente tenga la decisión de participar. Y por eso se discutió bastante lo concerniente a los incentivos, a los efectos de que exista también la alternativa de manifestar opinión.



La expresión de la opinión es muy importante, señor Presidente. Si, al final del cuento, la votación del ciudadano determina quién se sienta en estas bancas y cómo se hacen las leyes, quién se sienta en La Moneda y cómo se gobierna.



Por eso es tan significativo que, en último término, haya suficiente fuerza y participación de los ciudadanos, para que se produzca lo que todos esperamos con este proyecto: un remezón en el sistema político.



Los cargos emanados del sistema binominal están decididos prácticamente desde el comienzo. La idea es que se abra la puerta a través de la participación muy potente de una ciudadanía que nunca ha querido participar (valga la redundancia) porque ha visto cerrados los espacios.



A mí no me cabe duda de que en la definición de esta iniciativa y en la forma como se plantea hay algo que se debe asegurar. Y ello también es obligación clara y precisa del Gobierno.



Chile es reconocido internacionalmente por su capacidad para decidir las elecciones en corto plazo. Aquí no ocurre lo que en otros países, que demoran dos, tres días o una semana para resolver.



El proyecto que nos ocupa tiene una serie de cambios que requerirán del Gobierno suficiente claridad y trabajo serio y responsable para que en las próximas elecciones, en que, por ejemplo, habrá mesas donde no se distinguirá entre hombres y mujeres, registros con inscritos fuera de Chile, etcétera, se cumpla el compromiso como el Ministro lo dijo en las Comisiones unidas.



En consecuencia, la gran cantidad de cambios que se han registrado hará necesario un trabajo muy responsable, para no perder el prestigio internacional de Chile en el ámbito eleccionario.



Señor Presidente, algo dijo mi estimado amigo el Senador Espina con relación a si el sistema proporcional es más o menos democrático. 



A mí no me cabe duda de que se requiere que en este Parlamento haya diversidad y existan independientes como el Senador Bianchi, quien hace un alegato correcto de su punto de vista. Porque la representatividad no necesariamente está dada por los partidos o por las organizaciones con esa capacidad, sino también por la diversidad. Y eso lo permite el sistema proporcional. Jamás lo posibilita el sistema binominal que tenemos hoy, y menos aún el uninominal; porque -¡y no me vengan con cuentos!- estos sí que son una definición clara de quién va o no al Parlamento.



Espero que en nuestro país nunca tomemos el camino de tener simplemente la definición de los bloques y que por lo menos a partir de ahora, con la aprobación de este proyecto, no exista el cierre que aquello envuelve en el ámbito democrático.



Señor Presidente, confío en que los cuatro millones y medio a cinco millones de jóvenes que podrán votar lo hagan. Y ojalá que por esta vía se produzca un cambio, un “barajo” en lo que significa la política.



Porque si para algo puede servir esto es para que los jóvenes manifiesten opinión; para que aquellos que no han querido participar en política digan: “Para el próximo período queremos a esta gente”. Nueva, distinta, a lo mejor; pero que lo decidan y que tengan la voluntad de pronunciarse.



Sistemas como el binominal o el uninominal no dan esas garantías. 



Y yo le quiero decir, Senador Bianchi, que estoy dispuesto a votar a favor de su indicación. No tengo ningún problema. A mí me parece (y se lo expresé en otra oportunidad) que la Constitución les garantiza a los independientes el mismo nivel de participación que a los partidos políticos. Y hay que ir al Tribunal Constitucional para que así lo refrende.



Por tanto, señor Presidente, voy a votar a favor, entendiendo que los compromisos que el Ministro Larroulet, en representación del Gobierno, tomó en las Comisiones unidas se van a cumplir.



He dicho.

La señora ALVEAR.- Pido la palabra.

El señor GIRARDI (Presidente).- Lamentablemente, tenemos el compromiso de cerrar el debate a las 6 para votar.



No obstante, si le parece a la Sala, podemos darle un par de minutos a la Senadora señora Alvear.



Acordado.



Tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Gracias, señor Presidente, seré muy breve.



Quiero puntualizar dos cosas, para luego referirme a un asunto que deberemos votar, relacionado con la indicación del Senador Bianchi.



Primero, voy a reiterar -lo he señalado ya en esta Sala- la preocupación fundamental que hemos compartido en las Comisiones unidas en el sentido de que hoy existe incertidumbre -sigo teniéndola- respecto a los domicilios de las personas que van a votar en las próximas elecciones.



El cruce de datos entre el Registro Civil y el Servicio Electoral determina que un tercio de los chilenos no tengan registrado domicilio. Y, a mi juicio -lo he señalado-, la única manera de corregir el problema es por la vía de que el Servicio de Registro Civil tenga el registro de los domicilios.



Existió -no me voy a referir a ello porque lo vimos con antelación- una iniciativa legal para los efectos de superar tal situación.



Sin embargo, señor Presidente -lo digo nuevamente aquí-, el Gobierno se comprometió a que ella estuviera superada antes de las próximas elecciones.



Nosotros, como Parlamento, tenemos que aprobar las leyes. Y es el Ejecutivo quien debe implementarlas. De manera que vamos a aprobar esta iniciativa legal, pero pasa a ser responsabilidad del Gobierno que el día de mañana no tengamos un desaguisado o una dificultad por la falta eventual de domicilio, que puede llevar a que, con justa razón, los afectados reclamen en los recintos de votación por no poder sufragar.



Entonces, subrayo que, una vez que se apruebe la ley en proyecto, eso será de responsabilidad del Ejecutivo.



En segundo término, es efectivo que, fruto de un compromiso del Ministro Secretario General de la Presidencia, se presentó en la Cámara de Diputados la modificación constitucional que les permite a los chilenos que viven en el exterior votar previa inscripción en los consulados.



Por último, señor Presidente, en forma muy breve -porque igual vamos a tener que pronunciarnos sobre la norma respectiva-, deseo llamar la atención de la Sala con respecto a la indicación del Senador Bianchi.



Comparto cien por ciento la importancia de que los independientes estén en el Congreso Nacional. No obstante, debo puntualizar que el artículo 18 de la Constitución señala expresamente: “Habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos.”.



En consecuencia, si la Carta Fundamental se modificara y se dijera otra cosa, se podría hacer algo diferente en la ley. Pero hoy ella dispone claramente en su artículo 18 que la igualdad es entre los candidatos independientes y los candidatos de partidos políticos. No establece una igualdad entre los candidatos independientes y los partidos políticos. Esto es una cosa distinta; y es lo que el Senador Bianchi, por todas las razones que expuso -las respeto-, quiso introducir a través de su indicación.



Esa indicación es inconstitucional, porque no corresponde a lo que establece la Carta Fundamental. La igualdad -repito- es entre los candidatos independientes y los candidatos de partidos políticos. 



Por lo tanto, hago un llamado de atención a esta Sala. Y, por intermedio del señor Presidente, le señalo expresamente al Senador Bianchi que quien habla -y voy a responder por mí- nunca ha estado en contra de las candidaturas de los independientes. Muy por el contrario, me importa que en el Senado y en la Cámara de Diputados se halle representada la pluralidad de la sociedad. De manera tal que no se puede atribuir a una argumentación que dimos con fundamento en la Constitución que queremos impedirles a los independientes la participación en igualdad de condiciones.



El Texto Fundamental dispone que tienen igualdad los candidatos independientes y los candidatos de los partidos políticos, no los candidatos independientes y los partidos políticos, porque de lo contrario aquellos pasan a ser partido político.



Eso es lo que preceptúa la Carta.



Y termino con aquello porque justamente este es uno de los artículos que deberemos votar.



Esa fue la razón por la cual la mayoría de los miembros de la Comisión rechazamos la indicación propuesta por el Senador Bianchi.



He dicho.

El señor BIANCHI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Senador Bianchi, ayude a que podamos cumplir nuestros propios acuerdos.



Le voy a dar la palabra por dos minutos.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, yo no tengo problema en ayudar a que esto salga rápido. Pero, con todo cariño y afecto, debo señalar que la argumentación final de la Senadora señora Alvear claramente llama a votar que no.

El señor ESPINA.- ¡Obvio!

El señor BIANCHI.- Sé que es obvio, Senador Espina, para usted y para muchos otros colegas que van a rechazar la indicación número 23. Pero la igualdad entre candidatos que se encuentran dentro de un partido político y los candidatos independientes está garantizada en el artículo 18 de la Constitución.



Lo que se está pidiendo es que un candidato independiente tenga la misma posibilidad que uno de un partido político de hacer pactos. Eso hoy día no se está dando, lo cual es absolutamente inconstitucional.



Por lo tanto, así como la Senadora señora Alvear hizo un llamado a votar en contra de la indicación, yo insto a aprobarla.



Gracias, señor Presidente.

CREACIÓN DE JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL. VOTACIÓN

El señor GIRARDI (Presidente).- Según convinimos, voy a poner en votación el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea juzgados de policía local en diversas comunas.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La relación de este proyecto ya fue hecha por la Secretaría.



Las enmiendas realizadas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización fueron determinadas por unanimidad. Pero existen normas de quórum especial que deben ser sometidas a la resolución de la Sala, naturalmente, y que requieren 22 votos para ser aprobadas. Fueron señaladas en la relación.



Se acordó pronunciarse sin debate.

El señor NOVOA.- Sin fundamentación del voto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Si los señores Senadores están de acuerdo, se puede efectuar una sola votación.

El señor CANTERO.- Conforme.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 36 votos a favor, se aprueban las proposiciones de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y queda despachado en particular el proyecto.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Se hace constar la intención de voto favorable del Honorable señor Horvath.

REGULACIÓN DE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA,

SERVICIO ELECTORAL Y SISTEMA DE VOTACIONES. VOTACIÓN

El señor GIRARDI (Presidente).- A continuación corresponde votar el último proyecto, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones. Luego se levantará la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe hacer presente que hay normas de quórum especial tanto en los artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones como en aquellos en los cuales se introdujeron enmiendas acordadas por unanimidad.



Si Sus Señorías lo desean, se puede efectuar una primera votación respecto de todos ellos.



Después sería preciso realizar una segunda votación, referida a las disposiciones que fueron objeto de un pronunciamiento dividido.



Además, un señor Senador formuló una consulta con relación al quórum de algunos preceptos, atendido que las Comisiones unidas no lo precisaron en su informe.



Si le parece a la Sala, se procederá a la primera votación.

La señora ALVEAR.- ¿Cuáles son los artículos?

El señor PIZARRO.- ¿Es posible especificarlos?

El señor GIRARDI (Presidente).- El señor Secretario explicará de nuevo de qué se trata.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera votación se refiere a las disposiciones que, aun cuando no fueron objeto de indicaciones ni de enmiendas, requieren quórum orgánico constitucional.

La señora ALVEAR.- ¿Cuáles son?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se incluyen también las que, habiendo sido modificadas, registraron unanimidad en las Comisiones unidas. Porque en ese caso asimismo se encuentran algunas que contienen normas de quórum especial.



Eso comprende la primera votación.

El señor PIZARRO.- ¿Cuál es el número de los artículos?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero saber cuáles son los artículos que la Secretaría ha estimado que exigen quórum especial, por cuanto la votación va a depender de eso.

El señor LARRAÍN.- Todos fueron acordados por unanimidad.

El señor PIZARRO.- No importa. Queremos saber el número de cada uno.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los artículos respecto de los cuales un señor Senador pidió decidir si son o no de quórum especial no se encuentran incluidos en la primera votación, porque la Comisión solo los acogió por mayoría.



Los de quórum especial que sí se hallan comprendidos en ella son los artículos 4°, 5°, 6° y 7° permanentes y Segundo, Cuarto y Quinto transitorios. Y los aprobados con enmiendas son los artículos 1° y 3° permanentes y Primero, Tercero, Séptimo, Octavo y Noveno transitorios.

El señor PIZARRO.- Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Por unanimidad, se aprueban los artículos de rango orgánico constitucional referidos, dejándose constancia, para los efectos del quórum exigido, de que emiten pronunciamiento 37 señores Senadores.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer, y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación al artículo 2º del proyecto, en el Nº 75, que pasa a ser Nº 74, las Comisiones unidas, por mayoría de votos, recomiendan eliminar, en el inciso segundo del artículo 160, la expresión “Consejeros Regionales”.



Votaron a favor los Honorables señora Von Baer y señores Bianchi, Espina y Pérez Varela, este último con dos votos, y en contra, los Senadores señora Alvear, con dos votos, y señor Escalona.



Quienes deseen que se apruebe lo propuesto deberán votar a favor. 

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, lo que se argumentó fue que la indicación respectiva, la Nº 43, iguala la situación con otros cargos de elección popular, como los de parlamentarios. Tanto el Senador señor Escalona como quien habla expusimos que si bien los consejeros regionales ejercen efectivamente una función política, también manejan recursos que se traducen en obras que pueden influir, en mayor o menor medida, en una futura elección de autoridad. Entonces, así como se señala que en los otros casos ello se traduce en una inhabilidad, creemos que deben ser excluidos por las mismas razones.



Por eso se registra una votación de minoría del Honorable señor Escalona y de la Senadora que habla.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, se trata de algo bastante sencillo. La idea es aplicar, en estos casos, el criterio de que la ley pareja no es dura. Los consejeros regionales no solo tienen que ver con recursos, sino que deciden su entrega. O sea, con mayor razón tendrían que estar afectados por la norma. Si no, esta pierde toda coherencia.

El señor GIRARDI (Presidente).- Queda claro.



Los que aprueben lo planteado por la Comisión, tienen que pronunciarse a favor.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, no logro comprender la votación.



Entiendo, por lo que se explica, que si votamos a favor de la proposición del informe, correspondiente al voto de mayoría, los consejeros regionales... 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Quedarán eliminados.

El señor PIZARRO.- ...quedarán excluidos de las limitaciones para ser apoderado.

La señora ALVEAR.- Podrán serlo.

El señor CHAHUÁN.- Así es.

La señora ALLENDE.- En efecto.

El señor PIZARRO.- Mi Honorable colega Alvear ha dicho que no deberían serlo, porque deciden en materia de recursos y todo lo demás.



O sea, para que no puedan ser apoderados hay que votar en contra.

La señora ALVEAR.- Exactamente.

El señor PROKURICA.- El pronunciamiento a favor apunta a eliminar la restricción.

El señor PIZARRO.- Muchas gracias. Me costó un poquito captarlo, pero les agradezco a todos los señores Senadores que intervinieron para aclararme la situación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- La votación está planteada de forma tal que quienes voten que sí van a permitir que un consejero regional sea apoderado. Por el contrario, quien se pronuncie en contra los dejará incluidos entre las personas con inhabilidades para tal efecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el boletín comparado, en la tercera columna, establece cómo va a quedar la norma: “Con todo, no podrán ser designados apoderados los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores”, etcétera. Se excluirá a los consejeros regionales.



Por lo tanto, tienen que votar que sí quienes no quieran que los consejeros regionales sean apoderados.

La señora ALVEAR.- ¡No!

El señor ESPINA.- Según lo recomienda la Comisión, la norma expresaría:



“Con todo, no podrán ser designados apoderados los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y Alcaldes; los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia,”, etcétera.



No se consideraría, entonces, a los consejeros. Por ende, quien quiera eliminarlos tiene que votar que sí para que el texto quede como lo presenta el órgano técnico.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La redacción propuesta en el informe de las Comisiones unidas dice relación con que los consejeros pueden ser apoderados.

El señor ESPINA.- ¡No señor Presidente! ¡Léala!

El señor CHAHUÁN.- ¡Al revés!

El señor ESPINA.- ¡No es eso!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le pido al Honorable señor Espina reparar en la negación inicial.

El señor GIRARDI (Presidente).- Trataremos de ordenar un poco la discusión.



Pienso que el proyecto requiere algo de debate.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el texto que se votará se encuentra en la cuarta columna del boletín comparado, no en la tercera. Lo que expresamos es que “no podrán ser designados apoderados los Ministros de Estado”, etcétera, y dejamos fuera a los consejeros regionales.

El señor ESPINA.- ¡Es preciso votar que sí!

La señora RINCÓN.- No, señor Senador, porque Su Señoría rechazó la indicación de la tercera columna. Por tanto, los consejeros estarían incorporados en la norma.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la indicación aprobada apuntó a eliminar las expresiones “Consejeros Regionales” en el inciso que los tenía excluidos.

La señora RINCÓN.- Los tenía excluidos. ¡Exactamente!

El señor LARRAÍN.- No.



El artículo de la ley vigente dispone: “Con todo, no podrán ser designados apoderados los Ministros de Estado, Subsecretarios,...

La señora RINCÓN.- ¡No aparecen los consejeros!

El señor COLOMA.- No están.

El señor TUMA.- ¿Dónde encontramos a los consejeros?

El señor LARRAÍN.- Espérense. En algún minuto se incorporó a los consejeros regionales.

El señor GIRARDI (Presidente).- Por justicia, le voy a dar la palabra a la Senadora señora Alvear.



Después, procederemos a votar.



La Mesa ya ha planteado un punto de vista.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, les pediría que por favor...

El señor GIRARDI (Presidente).- ¡Les ruego que escuchen a la Honorable señora Alvear!



Luego vamos a votar.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, lo que se sugiere votar es la propuesta de las Comisiones unidas, que excluye de la inhabilidad a los consejeros regionales.



En el texto que ellas plantean solo se excluye a los ministros, a los subsecretarios, a los intendentes, a los gobernadores, a los alcaldes, a los magistrados y jueces, a los jefes superiores de servicio, etcétera. No aparecen mencionados en él los consejeros regionales.



Presentamos una indicación -que fue rechazada- cuyo propósito era excluir, junto a los ministros de Estado, subsecretarios y demás autoridades que se señalan, a los consejeros regionales. Sin embargo, ganó la otra posición, que propugnaba incluirlos.



Entonces, efectivamente, como indica el Senador Espina, si se quiere aprobar el informe de las Comisiones unidas, hay que votar sí, para no inhabilitar a los consejeros regionales; ahora, si se pretende que estos queden inhabilitados para ser designados apoderados, hay que votar que no.

El señor LAGOS.- ¡Volvemos al principio!

El señor GIRARDI (Presidente).- Volvemos a la postura inicial de la Mesa, así que...

El señor COLOMA.- ¡Primera vez que le apunta....!

El señor GIRARDI (Presidente).- Ya está en votación lo propuesto. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de las Comisiones unidas para eliminar del inciso segundo del artículo 160 de la ley Nº 18.700 las expresiones “Consejeros Regionales” (28 votos en contra y 8 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Coloma, Horvath, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

El señor GIRARDI (Presidente).- Pido calma a los señores Senadores y señoras Senadoras.



Sé que estamos frente a un tema apasionante y que apasiona.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, las Comisiones unidas recomiendan incorporar en el proyecto los artículos 8º, 9º, 10 y 11, nuevos, que figuran en el comparado.



Su aprobación fue objeto de votaciones divididas.



Ahora bien, de esos cuatro artículos, las Comisiones consideraron de carácter orgánico constitucional solamente el 8º.



Sin embargo, un señor Senador ha planteado que los artículos 9º, 10 y 11 también lo serían, y se ha pedido la opinión de la Secretaría del Senado al respecto, atendido que el informe respectivo no lo señala.



Parto diciendo que el artículo 8º, efectivamente, es de quórum especial, por cuanto obliga a colocar en la malla curricular de la educación determinadas materias. Y eso es, claramente, de quórum orgánico constitucional.



En relación con los artículos 9º, 10 y 11, esta Secretaría estima que no revisten el mismo carácter, pues no modifican la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, sino que solo otorgan a los trabajadores el derecho a media jornada de descanso compensatorio por el tiempo que ocupen para votar en elecciones y plebiscitos (el artículo 9°) y regulan una preferencia respecto de quienes ejerzan su derecho a sufragio en una elección o plebiscito regulado por la ley Nº 18.700, en caso de igualdad de condiciones en listas de elegibles para un empleo público o en la adjudicación de becas por parte del Estado (los artículos 10 y 11).


Se trata de un otorgamiento de beneficios que, a juicio de esta Secretaría, no reviste carácter de norma orgánica constitucional.



Lo que correspondería primero, en todo caso, ya que ha sido planteado por un señor Senador, es que la Sala se pronuncie sobre si los artículos mencionados tienen esa jerarquía o no.

El señor LETELIER.- ¿Por qué no votamos antes el artículo 8º, que sí es orgánico constitucional?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se puede votar separadamente, si así se pide.

La señora ALVEAR.- Es mejor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ese artículo recibió votación dividida, igual que los otros, pero ya se ha decidido que tiene rango orgánico constitucional.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, en votación el artículo 8°.



--(Durante la votación).

La señora ALVEAR.- Algo muy corto, señor Presidente.



Efectivamente, el artículo 8° es de ley orgánica constitucional, pero su objetivo es dar educación cívica.



Lo digo para que se entienda lo que vamos a votar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ya estamos en votación, Su Señoría.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 20 votos a favor, 10 en contra y 2 abstenciones.

El señor GIRARDI (Presidente).- Quedaría aprobado, entonces.

El señor NOVOA.- ¡No, porque es de quórum!

El señor LETELIER.- Las abstenciones inciden.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las abstenciones inciden en el resultado, por cuanto hay 20 votos a favor...

El señor COLOMA.- ¡No influyen para los efectos del quórum!

El señor NOVOA.- ¡La norma es orgánica constitucional!

El señor LABBÉ (Secretario General).- Exactamente.



Al ser orgánica constitucional y no reunir 22 votos...

El señor COLOMA.- Queda rechazada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Queda rechazada.

El señor LETELIER.- Pero las abstenciones inciden.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para aclarar el punto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El resultado de la votación fue de 20 votos a favor, 10 en contra y 2 abstenciones.



De consiguiente, al no reunirse el quórum orgánico constitucional, el artículo 8° estaría rechazado.



--Queda rechazado el artículo 8° por no reunir el quórum de norma orgánica constitucional (20 votos a favor, 10 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Se abstuvieron la señora Pérez (doña Lily) y el señor García.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto de los artículos 9º, 10 y 11 correspondería, primero que todo, decidir si tienen carácter orgánico constitucional, como ha planteado un señor Senador.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa, y después, el Senador señor Zaldívar.



Luego procederemos a votar.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, a nuestro juicio, estas normas no son de quórum especial, pero sí inconstitucionales, porque establecen una preferencia en función de si se ejerce o no el derecho a voto. Y eso es discriminatorio.



Ya acordamos constitucionalmente que el sufragio es voluntario. Y, siendo así, dar preferencia a una persona por ejercer su derecho resulta contradictorio con aquello. ¿En qué quedamos? ¿Es voluntario o es obligatorio el voto?



Nosotros, en todo caso, hacemos reserva de constitucionalidad. No vamos a entrar a polemizar porque acordamos que se iba a votar sin dar argumentos. Así que quienes deseen votar a favor, que lo hagan, pero los Senadores que votaremos en contra hacemos reserva de constitucionalidad.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 



Luego se abrirá la votación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, una norma puede ser contradictoria o puede ser inconstitucional, pero no ambas cosas a la vez.



En este caso, puede que haya contradicción. Sin embargo, no veo inconstitucionalidad. Hay muchas leyes que establecen preferencias o entregan beneficios. De hecho, discriminamos cuando se los damos a los tres primeros quintiles y no a los otros. La legislación permanentemente efectúa diferencias en materia de beneficios. Y ahora se produce una situación equivalente.



Por lo tanto, dejo de lado la inconstitucionalidad.



Ahora, en cuanto a lo otro, yo creo que no hay ninguna contradicción. Se podrá estar de acuerdo o en desacuerdo en otorgar un beneficio a quien hace ejercicio de un derecho. En este caso, ello tiene por objeto motivar al ciudadano a participar. 



Y quienes afirman que existe contradicción más bien deberían ser partidarios del voto obligatorio y no del voto voluntario, como personalmente lo soy. Pero, como se escogió la segunda alternativa, lo lógico es motivar a los ciudadanos para que ejerzan su derecho.



En consecuencia, considero perfectamente posible, primero, que se declare que las normas no tienen rango orgánico constitucional, y segundo, que cada uno vote conforme a su propia convicción en cuanto a si desea motivar al ciudadano a participar o, simplemente, dejarlo a su mera voluntad.



En lo que a mí respecta, soy partidario de estimular a los ciudadanos para que participen.

El señor GIRARDI (Presidente).- Señores Senadores, hay trece inscritos, pese a que se había acordado que no habría discusión.

El señor LAGOS.- ¡Seamos parejos, señor Presidente! ¡No dé más la palabra!

El señor GIRARDI (Presidente).- Lo estamos siendo, señor Senador. 



No voy a otorgar más la palabra. Existe un acuerdo y, si no lo respetamos, no podremos avanzar.



Voy a abrir la votación, pero primero lo haré con respecto al artículo 9°, que no presenta ningún problema, para luego pasar a los artículos 10 y 11.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se votará en primer lugar el artículo 9°, que no es de quórum orgánico constitucional, para el cual un señor Senador pidió votación separada.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación el artículo 9°.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 9° (23 votos a favor, 11 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.



Se abstuvo el señor Bianchi.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación la Sala debe pronunciarse sobre los últimos dos artículos que fueron aprobados con votación dividida, que son los que se agregan como artículos 10 y 11 del proyecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- La reserva de constitucionalidad ya se hizo.



Estamos en votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los artículos 10 y 11 (19 votos a favor y 15 en contra), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

El señor GIRARDI (Presidente).- El Senador señor Gómez ha señalado que hay un problema de redacción, el cual será corregido por la Secretaría.

El señor GÓMEZ.- Muy bien.

El señor GIRARDI (Presidente).- Como ahora se debe reunir en la Sala la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío anunció el señor Presidente son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Presidente de la República y al señor Ministro de Educación, para pedir REMISIÓN DE RESPUESTA A SOLICITUD DE CENTRO DE ALUMNOS DE INSTITUTO SANTO TOMÁS, DE PUNTA ARENAS, SOBRE BECAS, y al señor Subsecretario de Previsión Social, con el objeto de que informe cuáles son las PENSIONES QUE DAN CALIDAD DE BENEFICIARIO DE SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS, MONTO MÁXIMO Y REQUISITOS.



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de que instruya al Director Nacional de Obras Hidráulicas y al Director General de Aguas para que informen sobre PROYECTO DE AGUA POTABLE EN SECTOR CORONEL DE MAULE, COMUNA DE CAUQUENES (Región del Maule Sur); al señor Ministro de Salud, pidiéndole antecedentes acerca de MODELO DE CONCESIONES EN MATERIA HOSPITALARIA; al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole instruir al Director del SERVIU para que informe sobre ENTREGA DE VIVIENDAS CON SUBSIDIOS DE RECONSTRUCCIÓN EN COMUNA DE RETIRO (Región del Maule Sur), y al señor Ministro de Agricultura, solicitándole información en cuanto a DENUNCIAS SOBRE MUERTE MASIVA DE ABEJAS EN COMUNAS DE PARRAL, PELLUHUE Y CAUQUENES (Región del Maule Sur).

)-----------------------(



--Se levantó la sesión a las 18:48.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S

1

OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA A LA SEÑORA VIVIANNE AMELIA BLANLOT SOZA Y AL SEÑOR JOSÉ LUIS SANTA MARÍA ZAÑARTU 

(S 1427-05)

GAB. PRES. Nº 1924

DE:
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
A:
PRESIDENTE DEL H. SENADO
1. De acuerdo a la ley N° 20.285, la administración y dirección superiores del Consejo para la Transparencia está a cargo de un Consejo Directivo, el que está compuesto de cuatro miembros, designados por el Presidente de la República previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio.
2. Dado que por decreto supremo N° 123, de 2008, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, se nombró a don Juan Pablo Olmedo Bustos y a don Raúl Urrutia Ávila como Consejeros del Consejo para la Transparencia, por el período de tres años, que venció el 28 de octubre de 2011, mediante Oficio Gab. Pres. N° 1667, de 12 de octubre de 2011, se propuso a la Corporación que Ud. preside, para ocupar los cargos de Consejeros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, a los señores don Samuel Sergio Enrique Donoso Boassi y don José María Eyzaguirre García De La Huerta.
3. No obstante, como es de público conocimiento y por motivos personales, tanto don Samuel Sergio Enrique Donoso Boassi como don José María Eyzaguirre García De La Huerta, solicitaron se retirase su nombre de dicha propuesta.
4. Por lo anterior, vengo en solicitar se retire la propuesta realizada el 12 de octubre de este año y en proponer, en su lugar, para ocupar los cargos de Consejeros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, a:
VIVIANNE AMELIA BLANLOT SOZA
RUT:
6.964.638-7

JOSÉ LUIS SANTA MARÍA ZAÑARTU
RUT:
4.606.509-3

5. Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Saluda a V.E.,
(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique,

Presidente de la República
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PROYECTO LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OBLIGA A LAS EMPRESAS DE CASINOS A INDICAR LOS RIESGOS QUE IMPLICA LA PRÁCTICA COMPULSIVA DE JUEGOS Y APUESTAS EN LOS JUGADORES

(7942-23

                  Oficio Nº 9813   


VALPARAÍSO, 10 de noviembre de 2011


Con motivo de la Moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7942-23.

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpórase en la ley N°19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, el siguiente artículo 5° bis:


“Artículo 5° bis.- El operador de casinos de juego deberá someter a la aprobación de la Superintendencia los planes y programas destinados a prevenir el juego patológico en sus instalaciones.

Un reglamento determinará la forma y plazos en que habrá de cumplirse la señalada obligación, como, asimismo, las medidas a ejecutar por el operador destinadas a educar al respecto, tanto a los partícipes de los juegos de azar, como a la generalidad de la población.

La Superintendencia instruirá a los operadores de casinos acerca de la forma de aplicar e implementar los planes y programas aprobados en conformidad al inciso primero.”.

Artículo transitorio.- Los actuales operadores de casinos de juego deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en esta ley dentro del plazo de 60 días, a contar de la fecha de publicación del respectivo reglamento.”.

                                |

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MEJORA LA FISCALIZACIÓN PARA LA PREVENCIÓN DEL DELITO DE ABIGEATO

(7411-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma“.

De la iniciativa se dio Cuenta a la Sala del Honorable Senado en la sesión del 27 de septiembre del presente año, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura. No obstante lo anterior, la Comisión estimó que, en la discusión en particular, el proyecto también debe ser informado por la Comisión de Hacienda por contener materias propias de su competencia. 

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros:

Del Ministerio de Agricultura: el Ministro, señor José Antonio Galilea y el Fiscal, señor Mauricio Caussade. 

Del Servicio Agrícola y Ganadero: el Director Nacional Subrogante, señor Horacio Bórquez y el Asesor, señor Domingo Rojas.

Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Asesor Legislativo, señor Juan Eduardo Vega. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora señora Nicole Bravo.

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley busca mejorar la fiscalización y el control que realizan los organismos estatales, asignándoles mayores y mejores herramientas para la prevención del delito de abigeato. Además, pretende facilitar la verificación de la ocurrencia de este hecho ilícito y de sus responsables, a fin de permitir una mejor aplicación de la ley N° 20.090.

- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- El decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, del Ministerio de Hacienda.

2.- La ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.

3.- El Código Penal.

4.- La ley N° 11.564, que dispone que todo local o establecimiento en que se realice el beneficio habitual de animales, vacunos, equinos, ovejeros, caprinos y porcinos y, cuya instalación se haya efectuado sin las autorizaciones legales será considerado matadero clandestino.

5.- El Título XI, del Libro III, del Código de Procedimiento Civil.

6.- El Párrafo 1°, del Título II de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

7.- La ley N° 20.090, que sanciona con mayor vigor el abigeato y facilita su investigación.
8.- El artículo 55 del decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

2.1. El Mensaje que da inicio al presente proyecto de ley, señala que el robo o hurto de animales constituye una problemática que se ha ido incrementando en los últimos años, afectando a miles de propietarios de ganado de nuestro país. Comenta que según datos de Carabineros de Chile, durante el año 2009 se sustrajeron 13.465 cabezas de ganado, por las que resultaron detenidas 519 personas, y que se detectaron 149 plantas faenadoras de carne clandestina. Asimismo, precisa que las cifras de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones, en relación al delito de abigeato, indican que durante el año 2009 se registraron un total de 6.569 casos, entre denuncias y detenciones y que ingresaron cerca de 7.000 mil causas al Ministerio Público por el delito de abigeato.

Además, refiere que la misma fuente revela que durante el período comprendido entre los años 2006 al 2009 el número de casos existentes -por cada cien mil habitantes- se incrementó en un 50%, cifra que corresponde a un importante aumento si se compara con otros delitos de similar naturaleza, como el robo con fuerza en lugar deshabitado, que registró un aumento de un 17%.

Luego, repara que, de acuerdo a los datos contenidos en el Sistema de Apoyo a los Fiscales del Ministerio Público, durante el año 2009 se puso término a cerca de ocho mil causas por el delito de abigeato, de las cuales sólo el 3% culminó con una sentencia definitiva condenatoria. Complementó que el 8,97% de estas causas terminó por otras vías, tales como acuerdos reparatorios, sentencias definitivas absolutorias, sobreseimientos temporales o suspensiones condicionales del procedimiento. Acotó que el 83,7% de estas causas finalizó por archivo provisional, incompetencia del Tribunal o por aplicación del principio de oportunidad, y que un 3,86% concluyó por otras razones, entre las que destaca la acumulación a otras causas, la anulación administrativa y la existencia de causales de suspensión o de término del procedimiento penal. A mayor abundamiento, considera que en este delito existiría una alta tasa de impunidad, que se debería principalmente a las dificultades existentes para determinar a los autores del delito y a la procedencia, legítima o ilegítima, de los animales.

Acota que la concentración geográfica de este delito se produce en la zona centro sur del país, específicamente, en las Regiones del Maule, Bío-Bío, La Araucanía, Los Ríos y Los Lagos. Al respecto, puntualiza que en ellas se han registrado más del 77% del total de las denuncias y las detenciones de todo el país.

En seguida, señala que a la fecha se han presentado cinco proyectos de ley vinculados a esta materia, a saber: el que modifica el Código Penal incorporando la asociación ilícita en el robo de animales (Boletín N° 6.958-07); el que entrega mejores herramientas de investigación para combatir el delito de abigeato (Boletín N° 7.002-07); el que establece penas accesorias al delito de abigeato (Boletín N° 7.058-07); el que faculta a la autoridad sanitaria para proceder a la investigación del delito de abigeato (Boletín N° 7.059-07), y el que establece nuevas sanciones y medidas preventivas al delito de abigeato (Boletín N° 7.084-07), todos iniciados mediante mociones parlamentarias, que han intentado resolver desde distintas perspectivas el problema del abigeato en Chile. Explica que las ideas que subyacen a las referidas mociones apuntan a tres áreas, en particular. 

En efecto, precisa que existe un grupo de mociones que pretende aumentar las sanciones asignadas a las conductas tipificadas en la ley e incrementar las facultades de investigación de los órganos persecutores. Hace presente que esta lógica fue la que siguió la modificación que introdujo la ley N° 20.090 al delito de abigeato en el año 2006, cuyo impacto aún no sería posible medir dado el escaso período de vigencia de esta ley. Por lo anterior, refiere que el Gobierno ha decidido evaluar la eficacia de dicho aumento de penas, antes de resolver sobre la conveniencia de una nueva elevación de las sanciones. Por otra parte, señala que otro grupo de mociones sugiere aprobar medidas tendientes a proteger la salud de las personas que pueden resultar afectadas por la existencia de enfermedades en los animales ilegalmente faenados. Por último, indica que existe un tercer grupo que plantea establecer medidas dirigidas a mejorar la fiscalización y el control que ejercen las entidades estatales, que no están encargadas de dirigir la persecución penal.

Dada la gravedad del problema que se enfrenta y, considerando las propuestas de algunos señores Parlamentarios, arguye que el Gobierno se hace cargo de este problema y que por ello se ha dispuesto de una agenda legislativa conjunta con los Ministerios de Justicia, Agricultura e Interior para presentar a tramitación ante el Congreso Nacional el presente proyecto de ley, que establece medidas para perfeccionar la normativa relacionada con el delito de abigeato.

Acota que, teniendo en cuenta la regulación actual y las últimas modificaciones legales al delito de abigeato, esta propuesta se ha concentrado en las soluciones desde la perspectiva penal, intentando adelantarse a la comisión de este delito. De esta forma, recalca que se propone mejorar la normativa referida a la fiscalización que realizan los organismos estatales, asignando mayores y mejores herramientas para desarrollar un rol preventivo de las mismas. Con ello, sostiene que no sólo se podrá prevenir el delito, sino que también se podrá verificar con mayor facilidad la ocurrencia del ilícito y sus responsables, lo que permitirá una mejor aplicación de la normativa penal introducida por la ley N° 20.090.

A continuación, hace referencia a la Guía de Libre Tránsito, que actualmente se utiliza para el transporte de ganado. A su respecto, repara que no contiene antecedentes que sean útiles para ejercer una adecuada fiscalización, ya que no cuenta con información respecto de quién realiza el transporte, desde y hasta dónde se realiza, y cuáles son los animales transportados. Por lo anterior, indica que el Servicio Agrícola y Ganadero, en el marco de su Programa Nacional de Trazabilidad Animal, ha desarrollado un documento para el transporte de ganado denominado “Formulario de Movimiento Animal”, el que deberá ser utilizado cada vez que se movilicen animales desde un establecimiento pecuario bovino a otro, que se encuentren en el Programa, independientemente de la distancia que exista entre el lugar de origen y el lugar de destino del transporte, debiendo completarse un formulario por cada destino de animales. Precisa que este instrumento será de uso obligatorio sólo para aquellos transportistas de ganado que estén regulados por el referido Programa. Asimismo, resalta que el referido documento contendrá información más útil para realizar la fiscalización del transporte de ganado y complementó que, además, podrá ser perfeccionado por el Servicio Agrícola y Ganadero para mejorar aún más su contenido. En razón de lo anterior, resalta que este proyecto de ley propone reemplazar la “Guía de Libre Tránsito” por el “Formulario de Movimiento Animal”.
Por otra parte, señala que, con la finalidad de mejorar las facultades fiscalizadoras, este proyecto de ley faculta a los inspectores del Servicio Agrícola y Ganadero realizar una serie de acciones tendientes a determinar la existencia de la infracción e impetrar medidas conservativas tendientes a mantener bajo sello aquellos elementos que permitan determinar la existencia del delito de abigeato. En esta misma línea, resalta que esta iniciativa legal considera que frente a un caso de tenencia de animales en que no se puede justificar su origen, además de aplicar la normativa penal y tributaria, se deberá poner en conocimiento de este hecho a la autoridad administrativa correspondiente, ya sea el Servicio Agrícola y Ganadero o el Servicio de Salud respectivo, a fin de que se determine íntegramente la responsabilidad de quien comete el delito de abigeato, de tal manera que se agote efectivamente la aplicación de la normativa correspondiente.

Posteriormente, informa que este proyecto de ley modifica el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, del año 1963. En particular, refiere que reemplaza el Título Tercero “De las Guías de Libre Tránsito de Animales” por otro denominado “De los Documentos para el Transporte de Ganado”. Explica que con esta modificación se buscan los siguientes objetivos:

1.- Eliminar la Guía de Libre Tránsito como documento idóneo para realizar el trasporte de ganado, remplazándola por un Formulario de Movimiento Animal, cualquiera sea el medio por el cual se realice el transporte del ganado. Asimismo, establece que corresponderá al Servicio Agrícola y Ganadero determinar por medio de una resolución las especificaciones técnicas y la forma de obtención de los antecedentes;

2.- Derogar el impuesto municipal asociado a la adquisición de la Guía de Libre Tránsito; 

3.- Establecer como obligación del transportista o del encargado de la carga el llevar consigo y entregar al destinatario el correspondiente Formulario de Movimiento Animal; 

4.- Facultar al Servicio Agrícola y Ganadero, en coordinación con otros Servicios Públicos, la confección de otros formularios conjuntos; 

5.- Consagrar sanciones para los dueños, gerentes o empleados de las ferias de ganado y mataderos que reciban, rematen o se beneficien con ganado, sin haber recepcionado el respectivo Formulario de Movimiento Animal, emitido en el establecimiento de origen. Asimismo, establece la obligación de mantener y de entregar los documentos que comprueben la procedencia del ganado, vendido o beneficiado, en la forma y plazo que determine el Servicio Agrícola y Ganadero; 

6.- Adecuar la norma que permite al dueño de un animal, que ha sido vendido en feria o beneficiado en un matadero, sin el correspondiente formulario, pueda demandar a la respectiva feria o matadero por el precio en que se hubieren vendido o el valor íntegro obtenido como beneficio, según sea el caso, más un 10% sobre estas cantidades, y

7.- Establecer expresamente que las autoridades fiscalizadoras serán Carabineros de Chile y el Servicio Agrícola y Ganadero. 

Además, indica que se adecua la multa existente para quien vulnere el decreto con fuerza de ley por el cual se prohíbe total o parcialmente el beneficio de cualquier tipo de animal o ave de cualquier especie. Agrega que se sancionará con una multa de hasta 100 Unidades Tributarias Mensuales, que afectará al infractor y a quien vulnere la normativa referida a las marcas de animales vacunos y caballares.

También, comenta que este proyecto de ley modifica la ley N° 18.755, a fin de aumentar las facultades de fiscalización de los inspectores del Servicio Agrícola y Ganadero, los que en el ejercicio de sus labores podrán: requerir, examinar e incautar libros y documentos; retener, trasladar o inmovilizar elementos, insumos o productos y vehículos, cuando se presuma fundadamente que ellos han sido utilizados para cometer infracciones o cuando sean necesarios para determinar el origen o presencia de alguna enfermedad, plaga o contaminación, y proceder a la colocación de sellos en bienes muebles e inmuebles sujetos a fiscalización.

Más adelante, señala que se propone modificar el Código Penal para establecer que en el caso en que una persona no pueda acreditar la legítima tenencia del ganado, en el contexto de un control por parte de Carabineros de Chile, corresponderá a la autoridad policial dar aviso a la Fiscalía, al Servicio de Impuestos Internos, al Servicio de Salud que corresponda, para que instruya sumario sanitario, y al Servicio Agrícola y Ganadero, para determinar las eventuales infracciones a su normativa. Lo anterior, precisa se establece con la finalidad de determinar íntegramente la responsabilidad de la persona, desde la perspectiva penal, tributaria y administrativa. Por último, complementó que se adecua la referencia a la Guía de Libre Tránsito reemplazándola por el Formulario de Movimiento Animal.





2.2. Oficio N° 9715, de fecha 14 de septiembre de 2011, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que  ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, el cual consta de cuatro artículos permanentes, los que a su vez modifican: el DFL N°16, de 1963 del Ministerio de Hacienda, sobre sanidad y protección animal; la ley N° 18.755 que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero; el Código Penal, y la ley N°11.564, que dispone que todo local o establecimiento en que se realice el beneficio habitual de animales, vacunos, equinos, ovejeros, caprinos y porcinos y, cuya instalación se haya efectuado sin las autorizaciones legales será considerado matadero clandestino.





Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados sólo por la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural y, aprobada en la Sala de esa Corporación por 91 votos a favor, 3 en contra y 2 abstenciones.


- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciar el estudio de esta iniciativa el señor Ministro de Agricultura, don José Antonio Galilea, manifestó que el delito de abigeato se ha ido convirtiendo en los últimos años en una serie  de limitantes al desarrollo de la ganadería en la mayoría de las zonas destinadas a esta actividad a nivel nacional.  Sobre el particular, hizo presente la constante preocupación  manifestada por los  productores en el Ministerio a su cargo, la cual ha generado esta coordinación con el Ministerio del Interior que dio origen a esta iniciativa.

En seguida, contextualizó el delito de abigeato en cifras y señaló que sólo durante el 2009 se sustrajeron 13.465 cabezas de ganados y se detectaron 149 plantas faenadoras clandestinas dispuestas a reducirlas en forma ilegal. En el mismo año, se registraron 6.569 denuncias y se abrieron cerca de 7 mil causas por abigeato.

Lo anterior, dijo, resulta preocupante si se considera que entre el 2006 y el 2009, el número de casos por cada 100 habitantes se incrementó en un 50%, aumento que es significativo si se compara con delitos similares, como el robo con fuerza en lugar deshabitado que aumentó en un 17% durante el mismo período.

Precisó que durante el 2009, se puso término a cerca de 8 mil causas por abigeato, de las cuales  sólo un 3% culminó con una sentencia condenatoria definitiva. Este bajo porcentaje, argumentó,  se debe principalmente a las dificultades tanto para identificar a los ladrones de ganado como para determinar la procedencia de los animales o de sus partes.

En el ámbito legislativo, indicó que las iniciativas orientadas a combatir el robo de ganado, lo hacen desde el punto de vista punitivo, sanitario y preventivo. Respecto al punitivo, señaló que las iniciativas  apuntan al endurecimiento de las penas.

Destacó que en la línea de las políticas preventivas, el Gobierno envió al Congreso a comienzos de este año, este proyecto con el objeto de suprimir la antigua guía de libre tránsito, reemplazándola por el nuevo formulario de movimiento animal, documento que se emite con ocasión del traslado de ganado y que consigna tanto el número de identificación del animal como los datos de su propietario.

De esta forma, el proyecto aborda de manera preferente la prevención de este delito por la vía de hacer exigible el formulario de movimiento animal, el cual es más completo que la guía de libre tránsito, la que ha quedado obsoleta pues data de la época en que el ganado se trasladaba por arreo en la vía pública y era necesario el pago de un derecho municipal a través de estampillas de impuestos en función de la cantidad de ganado que trasladaba.

En este sentido, continuó, se ha privilegiado el uso del formulario del movimiento animal, el cual hoy se hace exigible a todos aquellos predios que se han incorporado en los proceso de trazabilidad, y esperan que en un plazo razonable puedan contar con el 100% de la ganadería de nuestro país con trazabilidad e incluso con identificación individual de cada uno de los ejemplares de la ganadería chilena.

Preciso que esta iniciativa y, sin perjuicio de las mejoras introducidas al Código Penal, introduce adecuaciones al DFL R.R.A. N° 16, de 1963, que establece normas sobre sanidad y protección animal, así como también a la ley N° 18.755,  que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.

En relación al primer cuerpo legal, el DFL N° 16, informó que  el proyecto considera las siguientes modificaciones:

1.- Elimina la guía de libre tránsito como documento idóneo para realizar el transporte de ganado y la reemplaza por un formulario de movimiento animal;

2.- Establece que corresponderá al SAG determinar por medio de una resolución las especificaciones técnicas y la forma de obtención de los mismos;

3.- Deroga el impuesto municipal asociado a la adquisición de la guía de libre tránsito;

4.- Obliga al transportista o al encargado de la carga a llevar consigo y entregar al destinatario el correspondiente formulario de movimiento animal;

5.- Incluye la posibilidad de que el SAG, en coordinación con otros servicios públicos, pueda establecer formularios conjuntos;

6.- Establece sanciones para los dueños, gerentes o empleados de ferias de ganado y mataderos que reciban, rematen o faenen ganado, sin haber recepcionado el respectivo formulario de movimiento animal, y obliga a mantener los documentos por el plazo que determine el SAG, y

7.- Determina expresamente que las autoridades fiscalizadoras serán Carabineros de Chile y el Servicio Agrícola y Ganadero.

Respecto a  las modificaciones introducidas a la  ley N° 18.755, del Servicio Agrícola y Ganadero, informó que el proyecto aumenta las facultades de fiscalización de los inspectores del Servicio Agrícola y Ganadero, los que en el  ejercicio de sus labores podrán:

1.- Requerir, examinar e incautar libros y documentos.

2.- Retener, trasladar o inmovilizar elementos, insumos o productos y los vehículos donde se encuentren, cuando se presuma fundadamente que ellos han sido utilizados para cometer infracciones o cuando sean necesarios para determinar el origen o presencia de alguna enfermedad, plaga o contaminación, y 

3.-Colocar sellos en bienes muebles e inmuebles sujetos a fiscalización.

En relación al formulario de movimiento animal, enfatizó que la exigibilidad de este documento por Carabineros o por funcionarios del SAG a transportistas, ferias y mataderos, permitirá reducir y restringir el ámbito de acción de los cuatreros en la cadena que se desarrolla con posterioridad al robo de los animales.

De esta forma, continuó, estos formularios permitirán trazar el recorrido que hace el ganado, sea en pie o en vara, por los distintos puntos en los cuales los efectos o los productos de este delito suelen transitar o terminar desde que se produce la sustracción del animal o de sus partes.

Asimismo, expresó, la ausencia de dicha documentación en algunos de tales puntos, otorga a la autoridad indicios fundados de que la presencia de animales en determinados medios de transporte, ferias o mataderos es de origen ilegal y por ende que se podría estar frente a un robo o hurto de ganado.

Adicionalmente, continúo el señor Ministro, esta iniciativa propone la adecuación de algunas normas administrativas y penales, de manera que la utilización de los nuevos instrumentos se haga en un contexto global y armónico.  En efecto, en el ámbito administrativo, se actualizan las unidades de cuantificación de las multas con las cuales se sancionan algunas de las infracciones, así como el procedimiento aplicable para su determinación.

Se aborda el establecimiento del formulario de movimiento animal y su exigibilidad por parte de la autoridad, en los puntos críticos de la cadena que se desarrolla con posterioridad a la sustracción del ganado. Igualmente, se fortalecen las facultades fiscalizadoras del SAG cuando existan razones fundadas para presumir la perpetración del delito de abigeato.

En relación al  ámbito sancionatorio, precisó que el proyecto aumenta las multas y agrega la clausura de los establecimientos que participen de este delito.

Del mismo modo, establece de manera expresa el comiso de los efectos y medios del delito, en especial de los medios de transporte cuando ello sea legalmente procedente.

En efecto, dijo se debe considerar que en la actualidad el transporte del ganado, sea en pie o en vara, es un eslabón fundamental en la cadena ilícita que se genera a partir del robo de ganado, por lo que atacar este aspecto resulta fundamental.

Enfatizó que el Gobierno, a través de los Ministerios de Agricultura y del Interior, propone un nuevo escenario para combatir este delito, con un proyecto que aspira sumarse a otras medidas, muchas de ellas de carácter administrativo que han venido adoptando ambos Ministerios, tales como las Mesas Regionales, en las cuales participan las gobernaciones, la Policía de Investigaciones, Carabineros de Chile y asociaciones gremiales, entre otros, como un aporte a la persecución de este delito y con el objeto de que el trabajo campesino honesto no siga viéndose afectado por el actuar inescrupuloso de quienes sólo quieren hacer daño.

Finalmente, agradeció el trabajo desarrollado por la Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados y por la Sala de dicha Corporación, así como el aporte de sus integrantes, quienes representando a sectores políticos diversos, han contribuido a mejorar la iniciativa que apunta a un propósito común: dotar a nuestros ganaderos de mayor protección frente al flagelo del abigeato.

La Honorable Senadora señora Rincón destacó la relevancia de discutir este tema y señaló que refleja una inquietud que se arrastra desde hace mucho tiempo y que en ciertas épocas de año tiene una mayor intensidad. Celebró la aprobación de esta iniciativa altamente necesaria en el país y, en particular, para la zona que representa, el Maule Sur.  Recordó que hace un tiempo atrás, en Linares, le planteó esta  materia a la Subsecretaria de Carabineros de la época, señorita Carol  Bown,  así como también lo conversó con el Fiscal Regional del Maule, en el ánimo de buscar una fórmula que permita reducir la comisión de este delito en la zonas rurales del país. En este sentido, hizo presente la conveniencia de invitar al Fiscal Regional a participar en la Comisión durante la discusión particular de esta iniciativa legal.

En seguida y no obstante manifestar su disposición para aprobar en general el proyecto, hizo presente la necesidad de realizar algunas precisiones y mejoras durante la discusión en  particular con el objeto de hacer más efectiva las disposiciones de esta ley, del siguiente tenor:

1.- Hacer solidariamente responsable a los transportistas. Para estos efectos, sugirió: incautar el medio de transporte por un período importante, suspender la licencia de conducir o impedir que las empresas de transporte puedan realizar transporte de animales. Argumentó que castigar con la misma actividad que desarrollan es una forma de inhibir la comisión de este delito.  Hizo presente que también se podría hacer en otros temas como la  fruta y maquinarias.

2.- Aumentar los medios de prueba a videos, fotografías u otros. Al respecto, previno que existen innumerables registros en esta materia que han sido televisados y transmitidos en programas especiales, los cuales no pueden ser utilizados en los procedimientos judiciales.

3.- Realizar una mayor capacitación a los fiscalizadores en este ámbito.

4.- Simplificar el trámite de denuncia con el objeto de que el denunciante no tenga que concurrir a los tribunales de justicia a ratificarla, de tal manera de generar un incentivo en esta materia.

5.- Realizar capacitación a los agricultores en materia preventiva de seguridad.

6.- Revisar los recursos involucrados en esta iniciativa. Sobre el particular, señaló que  si bien el proyecto otorga mayores facultades al SAG,  también se debe considerar a otros servicios como el Servicio de Impuestos Internos, actor relevante para efectos de control y fiscalización, y los servicios de salud.  Lo anterior, reiteró, hará necesario contar con mayores recursos para el éxito de esta iniciativa.

7.- Establecer una coordinación efectiva de los servicios públicos que operan en carreteras y caminos de manera de obtener una fiscalización efectiva y sancionatoria. Precisó que el SAG en caso de sorprender un ilícito sólo puede levantar un acta de denuncia para una eventual multa, lo cual no tiene mayor impacto en la inhibición o prevención de estos delitos.

A su turno, el Honorable Senador señor Carlos Larraín valoró la presentación de esta iniciativa legal y expresó que  el abigeato es un verdadero desastre en muchas zonas del país.

En seguida, hizo presente que al estudiar la jurisprudencia existente en esta materia pudo constatar que los delitos de abigeato y de receptación son considerados delitos autónomos y que de esta forma son analizados por el Código Penal.

Observó que en la jurisprudencia existen dos líneas distintas. Una parte de ella, afirma que la venta de especies de origen dudoso configura un delito de receptación, lo cual dijo se refleja en la modificación que propone el proyecto al DFL N° 16, al hacer más gravosa la situación de los que procesan, benefician y venden.  Sin embargo, continuó, otra parte de la jurisprudencia tiene una postura bastante más exigente en  la configuración de este delito y establece que no son simplemente cosas sustraídas o puestas fuera del alcance inmediato de su propietario sino que debe acreditarse que las especies muebles se sustrajeron en contra de la voluntad de sus dueños con ánimo de lucro, con empleo de fuerza en las cosas o intimidación a las personas, por tanto, apuntó, la simple tenencia de cosas u objetos de origen dudoso no configura receptación.

Al respecto, preguntó a los representantes del Ejecutivo si han estudiado este delito desde la perspectiva de la jurisprudencia que, como se ha visto, es contradictoria y pasa de una interpretación laxa a una muy rigurosa que en definitiva determina que no se sancione.

Asimismo, consultó si las penas que se consideran en las adecuaciones al Código Penal son de aquellas que permiten pedir la prisión preventiva.

En el ámbito sancionatorio,  planteó  si no debiera excluirse los medios de transporte público de la incautación establecida en el proyecto, como sería el caso del dueño de un bus interprovincial que difícilmente tendrá conocimiento de lo que transportan los usuarios.  

Por último, respecto al artículo que propone que los dueños, gerentes o empleados de ferias de ganado y mataderos no podrán recibir, rematar ni beneficiar ganado sin que previamente hayan recepcionado el formulario de movimiento animal, Su Señoría sugirió analizar la conveniencia de establecer como obligación de estos operadores el de avisar al dueño de la marca cuando esté registrada, lo cual, esgrimió, podría hacerse por medios electrónicos y permitiría una actividad del dueño del animal faenado.

Antes de responder las consultas, el señor Ministro de Agricultura hizo presente que esta iniciativa viene a complementar una serie de otras acciones que en coordinación con el Ministerio del Interior han estado llevando adelante en algunas regiones del país, en particular, en aquellas en que se trata de un delito de mayor ocurrencia y reiteró que en la constitución de las mesas de trabajo regionales en las zonas más afectadas, están incorporando las intendencias, gobernaciones, Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones, además de los funcionarios del SAG, del Servicio de Impuestos Internos, del Ministerio Público y de representantes del sector privado.

En este orden de materias, informó que como  parte de la iniciativa, a cargo de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Ministerio del Interior,  está la posibilidad de mejorar la capacitación de los agentes públicos llamados a jugar un rol tanto en la prevención como en la persecución de este delito, como es el caso de los funcionarios del SAG, de Carabineros, del Ministerio de Salud y  del sector privado.

Enfatizó la voluntad de masificar en la ganadería chilena el uso del dispositivo de identificación individual oficial, DIO, y ahondó que en la medida que una mayor masa de ganado cuente con este dispositivo no sólo permitirá contar con información fidedigna en el proceso de trazabilidad  sino que también  conocer con certeza y seguridad la procedencia del ganado, su propietario e incluso los traslados de que ha sido objeto, con lo cual se ayuda al desarrollo ganadero del país y  también a la persecución y prevención de este delito.

Respecto a las observaciones planteadas,  informó que durante la discusión en la Cámara de Diputados se tuvo a la vista diversas iniciativas de origen parlamentario relacionadas con este delito y que producto de ello se incorporaron algunas de las materias por ellas tratadas en este proyecto.  De esta forma, apuntó, varias de las modificaciones propuestas tienen su origen en aquellas mociones. Finalmente, manifestó la disposición del Gobierno para estudiar y mejorar esta iniciativa durante la discusión particular.

En el mismo sentido, el asesor del Ministerio del Interior, señor Juan Eduardo Vega, reiteró que junto al Ministerio de Agricultura  revisaron las distintas mociones parlamentarias que existían sobre esta materia y, al mismo tiempo, las últimas modificaciones legales. En efecto, en el 2006, precisó, se modificó la ley y se creó un título referido al delito de abigeato, en el que se aumentaron las penas, se modificaron los tipos penales y se amplió la aplicación de la normativa penal. En ese sentido, se tomó como eje de este proyecto la prevención del delito y la mejora de los instrumentos para probar la existencia del mismo y, bajo esa misma óptica, la principal pretensión era darle aplicabilidad a la normativa penal y mejorarla en aquello que se considera fundamental para que la normativa efectivamente resulte aplicable.  En este sentido, continuó, se reemplazó la guía de libre tránsito por el  formulario de movimiento animal, documento que es más completo y que permite conocer exactamente algunos detalles de los animales en su transporte, origen, destino y características. 

En consecuencia, continuó,  el proyecto mejora la prevención y establece mejores mecanismos que permiten determinar en forma precisa la comisión del delito y que apuntan a entregar mejores herramientas de investigación y de comprobación de delito, tanto al fiscal como al juez al momento de la aplicabilidad de las normas.

Respecto a las observaciones planteadas, hizo presente la voluntad del Ejecutivo para mejorar y complementar el proyecto y  señaló que durante la discusión en particular harán referencia a las inquietudes planteadas por el Honorable Senador señor Larraín que parecen bastante atingentes y que serán revisadas con mayor detalle al tratar las normas pertinentes para considerar su necesidad y utilidad de inclusión si fuere del caso.

En seguida, el Fiscal del Ministerio de Agricultura, señor Mauricio Caussade, en respuesta a las inquietudes formuladas por el Honorable Senador señor Carlos Larraín,  expresó que lo dispuesto en el 456 bis A, a su juicio, no amerita la prisión preventiva de manera que habría que revisar la situación.

Respecto a la excepción del transporte público, comentó que dadas las características del objeto que es transportado, en general, se quiso hacer una norma de carácter amplio con el objeto de evitar colocar la carga en la trazabilidad animal y no especificar si el transporte es por medios públicos o privados. No obstante, entendiendo el comentario de Su Señoría, afirmó que estudiarán esa situación excepcionalísima, la cual también será consultada con los especialistas en el Ministerio de Justicia. 





A continuación ,el Honorable Senador señor García hizo presente, en relación al esfuerzo planteado por el señor Ministro de Agricultura en la identificación del ganado, que el nuevo sistema de marcas, DIO, resultará para el pequeño agricultor demasiado oneroso, y manifestó que así como hoy existe apoyo por parte del Gobierno para la compra de seguros contra efectos climáticos que les permite recuperar la inversión, se podría estudiar algún tipo de subsidio para apoyar económicamente a los pequeños agricultores con el objeto de que  puedan acceder a la marcación de sus animales.  Explicó que en La Araucanía, región que representa, el abigeato constituye un problema grave, donde operan verdaderas mafias con vehículos especializados para transportar los animales, incluso, dijo, hay zonas, como la Comuna de Cholchol en que la fuerza policial no puede entrar.  Lo anterior, refleja una epidemia mayor que  puede ser neutralizada con la identificación de  los animales pero, insistió, los pequeños no tienen capacidad para ello y reiteró estudiar alguna fórmula de apoyo al respecto.  





Refirió la experiencia de su región donde se crearon Juntas de Vigilancias que son organizaciones comunitarias conformadas por los propios agricultores, dotadas de radios y equipos comunicacionales, con el objeto de coordinarse con Carabineros en el evento de alguna irregularidad que se produzca con sus animales, lo cual, afirmó, ha resultado bastante útil.  Recordó que en días pasados el Subsecretario de Seguridad Pública tuvo un encuentro en la ciudad de Temuco con los dirigentes de esta Juntas y analizaron el proyecto de ley en informe pudiendo observar que hay mucha esperanza en el éxito del mismo porque lamentablemente este delito ha ido en aumento.





Finalmente, respecto a la receptación, Su Señoría preguntó si es suficiente la legislación  para persuadir a los particulares a no cometer este tipo de delito toda vez que el proyecto sanciona a los dueños, gerentes y empleados de ferias y mataderos que no cuenten con el respectivo formulario de movimiento animal.


El Fiscal señor Caussade hizo presente que uno de los aportes que hizo la Cámara de Diputados al proyecto original del Ejecutivo fue, precisamente, castigar como autor del abigeato a quien en cuyo poder se encuentren animales o partes cuando no puedan justificar su adquisición o legítima tenencia, por tanto, claramente se da una señal en el sentido de inhibir al recibir y faenar ilegalmente este tipo de objeto.





El señor Ministro de Agricultura en relación al dispositivo de identificación individual oficial, hizo presente que se está realizando una masificación del crotal o arete que se pone al ganado y que tanto el SAG como el INDAP entregan apoyo particularmente orientado a los pequeños propietarios que no cuentan con los recursos suficientes, considerando que la pretensión del Ejecutivo es pasar del arete o crotal al dispositivo electrónico, que es subcutáneo lo cual lo hace más difícil de retirar y, además, posee una lectura electrónica. Obviamente, dijo, este dispositivo tiene un costo mayor y por tanto están considerado el apoyo para la pequeña ganadería.  

Informó que en coordinación con el INDAP, estudian la posibilidad de implementar un seguro ganadero cuya cobertura, básicamente, esté orientada a la muerte accidental, a la muerte por enfermedades nominadas, al robo, hurto y carneo del animal.  Al respecto, dijo, las exigencias que hacen las compañías de seguros interesadas en otorgar esta cobertura, es que se trate de animales con dispositivo de identificación individual oficial y con trazabilidad sanitaria. Destacó que, adicionalmente, este seguro alentará la denuncia puesto que una de las exigencias para su cobro, es que aquélla se haya hecho a la autoridad pertinente. 

Sin duda, subrayó, este elemento permitirá mejor la individualización del ganado y, por tanto, constituirse en un elemento bastante fuerte en materia de prevención del delito de abigeato.

Precisó que se trata que los mataderos, plantas faenadoras y las ferias de ganado se constituyan como parte de las medidas que apuntan a la prevención y que no sólo sean los resguardos que pueda tomar el propietario del ganado sino, básicamente, la cadena de comercialización, por ello, se establecen sanciones para estos establecimientos que rematan o faenan un animal sin haber recibido  el formulario con el objeto de hacerlo del todo obligatorio y de habitual uso.  Puntualizó que este documento podrá ser fiscalizado durante el transporte tanto por el personal del SAG como de Carabineros.  

Destacó, también, la importancia de las juntas de vigilancias que se han organizado en algunas regiones y señaló que precisamente en conjunto con el Ministerio del Interior han estado fomentando estas mesas de trabajo en que participa el sector privado y que pueden derivar en estas organizaciones informales que ayudan en la persecución de este delito. Del mismo modo, expresó que continúan haciendo hincapié en la denuncia de este delito, más allá de su resultado, por cuanto les permite contar con estadísticas de los lugares en que se produce, la frecuencia y modus operandi, información valiosa para mejorar la investigación de los mismos.

El Directo Nacional (S) del Servicio Agrícola y Ganadero señor Horacio Bórquez destacó varios elementos que ayudan al Servicio a su cargo al éxito de esta ley.  En primer lugar, el rol único pecuario RUP, inscripción que, a contar de este año, es obligatoria para todo productor de animales que exista en Chile y que permite conocer el lugar de  origen de cualquier animal.

En segundo lugar, que en un plazo no mayor a tres años, el 90% de los bovinos del país estarán identificados con el sistema de identificación electrónica, que permite un control  más expedito.  En efecto, explicó,  con un receptor de ondas sonoras Carabineros podrá ver el número del animal que aparece en pantalla y compararlo con el formulario de movimiento animal y así podrá conocer el destino y, si existe un problema sanitario a futuro, identificar dónde se produjo lo que facilita de mejor forma el trabajo.

En tercer lugar, indicó que el Servicio Agrícola y Ganadero tiene la posibilidad, a través de la ley de la carne, de hacer revisiones permanentes a carnicerías y lugares de expendio de carne. De esta forma, cuando exista información de robo de animales o de faenamiento clandestino, se puede intensificar la búsqueda de aquellos animales en que no se tiene claro cuál era su origen, de tal manera de hacer una trabajo adicional. 

La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente que el proyecto de ley en estudio no considera como ente fiscalizador al Servicio de Impuestos Internos, el cual, desde el punto de vista inhibitorio, es fundamental su presencia por las consecuencias que puede tener para la empresa y solicitó  al señor Ministro de Agricultura incorporarlo.

A continuación, se procedió a votar la idea de legislar. 

- Puesto en votación el proyecto de ley en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Coloma, García y Larraín, don Carlos.

Finalmente, el Honorable Senador señor Coloma hizo presente la inquietud que le manifestara un grupo de pequeños propietarios y que surgió a propósito del estudio de este proyecto, en el sentido de que en la zona que Su Señoría representa, irrumpen en la noche vehículos con moto sierra y arrasan con plantaciones de árboles. Específicamente, dijo, en la zona de Constitución se han detectado, en el último tiempo, 80 hectáreas que han sido objeto de esta figura especial de delito.  Al respecto, solicitó al señor Ministro estudiar alguna fórmula que se haga cargo de esta nueva realidad.

El señor Ministro de Agricultura recogió el planteamiento de Su Señoría y manifestó que se lo informará al Director de la Corporación Nacional Forestal y poder tomar alguna medida.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Agricultura os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, del Ministerio de Hacienda, en la siguiente forma:

1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 12 bis por los siguientes:

"Todo aquel que infringiere las disposiciones que dicte el Presidente de la República, en virtud del presente artículo, será sancionado con una multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de la aplicación de esta multa, el Servicio Agrícola y Ganadero decomisará los productos y subproductos provenientes del beneficio realizado con infracción a dichas disposiciones.

La aplicación y cobro de multas a que se refiere el inciso anterior, se ajustarán en todo al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N°18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.".

2) Reemplázase en el artículo 30 bis la frase "uno a diez sueldos vitales mensuales de los empleados particulares de la industria y el comercio del Departamento de Santiago" por la expresión "hasta 100 unidades tributarias mensuales".

3) Sustitúyese el Título Tercero "De las guías de libre tránsito de animales" por el siguiente:

"TITULO TERCERO

De los documentos para el transporte de ganado

Artículo 31° Será obligación del conductor del medio de transporte o el responsable de la carga, ya sea que se realice por caminos públicos, vía férrea, vía fluvial, aérea o marítima, llevar consigo durante el transporte de los animales, el formulario de movimiento animal, que se indica en el artículo siguiente, y entregarlo al destinatario, según lo establezca el Servicio Agrícola y Ganadero.

Artículo 32° El Servicio Agrícola y Ganadero establecerá por resolución, los formularios de movimiento animal, sus especificaciones técnicas según especie animal y la forma de obtenerlos. Asimismo, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá, en coordinación con otros servicios públicos, establecer formularios conjuntos. 

Artículo 33° Los dueños, gerentes o empleados de ferias de ganado y mataderos no podrán recibir, rematar ni beneficiar ganado sin que, previamente, hayan recepcionado el o los formularios de movimiento animal respectivos, emitidos en el establecimiento de origen.

Los dueños, gerentes o empleados de ferias y mataderos tendrán la obligación de conservar y entregar los formularios de movimiento animal que comprueben la procedencia del ganado vendido o beneficiado, en la forma y plazo que determine el Servicio Agrícola y Ganadero.

Artículo 34° La feria o matadero que venda o beneficie animales, sin contar con el formulario de movimiento animal respectivo, será sancionado con multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales por cada animal vendido o beneficiado.

La aplicación y cobro de la multa a que se refiere el inciso anterior, se ajustará al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.

Lo anterior, sin perjuicio del derecho del dueño de los animales a demandar de indemnización de perjuicios en forma breve y sumaria.

Artículo 35° Carabineros de Chile y los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero, en el ejercicio de las facultades que la ley les otorga, deberán controlar que el transportista o el responsable del mismo lleve consigo durante el transporte el respectivo formulario de movimiento animal, documentación que será visada en el acto para efectos de dejar constancia del control realizado.

Artículo 36° Las normas establecidas en el presente Título serán fiscalizadas por Carabineros de Chile y por el Servicio Agrícola y Ganadero.".

Artículo 2°.- Introdúcense, en el artículo 13 de la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente.

"En el cumplimiento de sus labores los inspectores del Servicio, siempre que se presuma fundadamente que los objetos o elementos sujetos a fiscalización han sido utilizados para cometer infracciones o cuando éstos sean necesarios para determinar el origen o presencia de alguna enfermedad, plaga o contaminación, podrán requerir, examinar e incautar libros y documentos; retener, trasladar o inmovilizar elementos, insumos o productos y los vehículos donde éstos se encuentren; y proceder a la colocación de sellos en bienes muebles e inmuebles.". 

b) Reemplázase, en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión "el inciso anterior" por "los incisos anteriores".

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1) En el artículo 448 bis:

a) Reemplázase la expresión ", menor o porcino" por "o menor".

b) Agrégase, el siguiente inciso segundo: 

"Asimismo, se considerará autor del delito de abigeato al que sin el consentimiento de quienes pueden disponer del ganado:

1°. Altere o elimine marcas o señales en animales ajenos.

2°. Marque, señale, contramarque o contraseñale animales ajenos.

3°. Expida certificados falsos para obtener guías o formularios o haga conducir animales ajenos sin estar debidamente autorizado.".

2) En el artículo 448 ter:

a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión "el juez deberá aumentarla en un grado", la frase "y aplicará, en todo caso, la pena de comiso en los términos del artículo 31 de este Código".

b) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:

"Cuando las especies substraídas tengan un valor que exceda las cinco unidades tributarias mensuales, se aplicará, además, la accesoria de multa de setenta y cinco a cien unidades tributarias mensuales.".

c) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:

"Será castigado como autor de abigeato el que beneficie o destruya una especie para apropiarse de toda ella o de alguna de sus partes.".

3) En el artículo 448 quáter:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo, por los siguientes:

"Art. 448 quáter. Se castigará como autor de abigeato a aquél en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos referidos en este Párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales. El porte de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados para el faenamiento de animales por quien no diere descargo suficiente de su tenencia, se castigará de conformidad a lo establecido en el artículo 445.

Las marcas registradas, señales conocidas, dispositivos de identificación individual oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.".

b) Modifícase el inciso tercero, en la forma que se indica:

i) Reemplázase la expresión "de la guía de libre tránsito" por "del formulario de movimiento animal".

ii) Sustitúyese la conjunción  copulativa "y" entre las palabras "proceda" y "al" por una coma (,), reemplázase el punto final (.) por una coma (,) y agrégase, a continuación,  la siguiente frase: "a la autoridad sanitaria competente para que instruya sumario sanitario y al Servicio Agrícola y Ganadero para determinar la eventual existencia de infracciones a la normativa agropecuaria.".

c) Agrégase, el siguiente inciso final:

"Ante la sospecha o la comisión de los delitos a que se refiere este párrafo, el Ministerio Público podrá, en lo pertinente, autorizar la correspondiente investigación bajo la técnica de entrega vigilada o controlada, en los términos regulados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, Título II, Párrafo 1°.".

4) Agregáse, en el artículo 448 quinquies, a continuación de la palabra "cerdas" la palabra ", lanas".

5) Agrégase, el siguiente artículo 448 sexies:

"Art. 448 sexies. En todos los casos en que se detecten posibles delitos sancionados en este párrafo y en que se ordene la detención o arresto de una persona, deberán ser incautados los vehículos utilizados en los hechos investigados.

Igualmente, procederá el comiso de vehículos, herramientas e instrumentos cuando estos sean de propiedad del autor, cómplice o encubridor del delito de abigeato.".

6) Agrégase, en el artículo 456 bis A, el siguiente inciso final:

"Tratándose del delito de abigeato la multa establecida en el inciso primero será de setenta y cinco a cien unidades tributarias mensuales y el juez podrá disponer la clausura definitiva del establecimiento.".

Artículo 4°.- Incorpóranse en la ley N° 11.564, los siguientes artículos 8° y 9°:

"Artículo 8.° Para los efectos del control de identidad, Carabineros de Chile estará facultado para revisar los vehículos que transiten en zonas rurales o que pasen por tenencias o retenes, debiendo exigir la boleta, factura, guía de despacho o el formulario de movimiento animal, según sea el caso.

Artículo 9.° En todos los casos en que se detecten posibles delitos sancionados en esta ley y en que se ordene la detención o arresto de una persona, deberán ser incautados los vehículos utilizados en los hechos investigados.".".

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 7 de noviembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón, y señores Juan Antonio Coloma Correa y Carlos Larraín Peña.

Sala de la Comisión, a 10 de noviembre de 2011.


(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

                                        Secretario 
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SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO Y DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA, SERVICIO ELECTORAL Y SISTEMA DE VOTACIONES

(7338-07)

HONORABLE SENADO:


Las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, tienen a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, y con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que las Comisiones unidas se abocaron al estudio de esta iniciativa concurrieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor José Antonio Gómez; el Ministro, Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet; el Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, señor Sergio Muñoz. Además, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, concurrieron el Subsecretario, señor Claudio Alvarado, el Jefe de la División Jurídica, señor Sebastián Soto, el abogado de la División de Relaciones Política, señor Francisco Javier Pereira, y los asesores, señora Ana María Muñoz y señores Andrés Sotomayor y Andrés Tagle; del Servicio Electoral: el Director Nacional, señor Juan Ignacio García y la Subdirectora, señora Elizabeth Cabrera; del Tribunal Calificador de Elecciones: la Secretaria Relatora (S), señora Lucía Meza; del Servicio de Registro Civil e Identificación, el Director Nacional, señor Rodrigo Durán, la Jefa de Comunicaciones, señora Carolina Ruiz, y la asesora, señora Claudia Araya, y del Centro Democracia y Comunidad: el abogado, señor Jorge Claissac.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7° y 8° permanentes, y artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 7°, 8° y 9° transitorios, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional pues afectan o modifican normas de esa jerarquía, como son las que regulan el sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral; votaciones populares y escrutinios; orgánica de municipalidades; límite y control del gasto electoral; gobierno y administración regional y partidos políticos.

CUESTIÓN PREVIA


Hacemos presente que durante la discusión en particular de esta iniciativa los señores Directores del Servicio Electoral y del Servicio de Registro Civil e Identificación hicieron llegar a las Comisiones unidas antecedentes técnicos de las materias que se abordaron durante el debate. Los referidos antecedentes están a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 4°, 5°, 7°, 8°, 2° transitorio, 4° transitorio, 5° transitorio y 6° transitorio.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las signadas con los números 1, 4, 18, 20, 22, 29, 30, 35, 36, 37, 40, 42, 43, 45, 46, 50, 51, 52, 54, 56 y 60.


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: las identificadas con los números 9, 10, 15, 17, 24, 55, 57 y 58.


4. Indicaciones rechazadas: las numeradas 3, 6, 16, 23, 32 y 59.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: las contenidas en los números 14, 21, 26, 28, 44 y 52 D.


6. Indicaciones retiradas: las de los números 2, 5, 7, 8, 11, 12, 13, 19, 25, 27, 31, 33, 34, 38, 39, 41, 47, 48, 49, 52 A, 52 B, 52 C y 53.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


En sesión de 4 de agosto de 2011, al iniciarse el debate en particular de este proyecto, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, expresó que la inscripción automática fue reconocida en la Constitución Política luego de la reforma del año 2009, por lo que sólo falta que la ley orgánica respectiva regule el procedimiento para su implementación.


Recordó que en el año 2009 la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, ingresó a tramitación el proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero (Boletín N° 6.418-07). En razón de la necesidad de generar consensos sobre esta materia, durante ese mismo año funcionó una comisión técnica integrada por representantes de todos los sectores políticos, cuyos acuerdos se plasmaron en una indicación sustitutiva a dicho proyecto de fecha 4 de enero de 2010. 


Posteriormente, S.E. el Presidente de la República ingresó una nueva indicación sustitutiva en mayo del año 2010, que corrige, según expresó, la del día 4 de enero a que se hizo mención, que fue cuestionada en cuanto a su idea matriz, pues incorporaba nuevos temas como el Servicio Electoral o no incluía el voto de los chilenos en el extranjero.


Considerado lo anterior, el Ejecutivo formó una nueva comisión técnica que presentó sus conclusiones a este proyecto de ley (Boletín N° 7.338-07), que perfecciona los textos enunciados, comprendiendo, además, la inscripción automática, modificaciones al Servicio Electoral y la modernización del sistema de votaciones populares y escrutinios. Paralelamente, se envió un proyecto de reforma constitucional que permite el voto de chilenos desde el extranjero y un proyecto de ley que lo regula. Este último, explicó, se retiró a raíz de un requerimiento al Tribunal Constitucional de Senadores de la Concertación de Partidos por la Democracia, en tanto que la reforma constitucional fue rechazada por la Sala del Senado.


De esta manera, el proyecto que hoy conocen en particular las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, regula y sistematiza diversas iniciativas que tuvieron por objeto la inscripción automática y el voto voluntario como herramienta para el fomento de la democracia, que permitirá el ingreso de un número considerable de nuevos electores, particularmente jóvenes.


Las propuestas contenidas en esta iniciativa legal pueden agruparse en los siguientes temas:

I. Inscripción automática.

Uno) Registro Electoral.


El señor Subsecretario señaló que el Servicio Electoral llevará un registro de potenciales votantes en el que se inscribirán automáticamente los chilenos nacidos en Chile al cumplir 17 años. También se inscribirán los extranjeros y chilenos no nacidos en Chile que aporten antecedentes para acreditar avecindamiento de un año exigido por el artículo 13 de la Constitución Política. Además, el Servicio tendrá acceso directo y permanente a todos los datos electorales del Registro Civil y del Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior para efectos de mantener esta base actualizada y completa. A su vez, la Policía de Investigaciones entregará datos de avecindamiento de las personas involucradas.


El Registro se actualizará mediante antecedentes proporcionados por los organismos pertinentes por causa de fallecimiento, revocación de permiso de residencia, pérdida de ciudadanía y su recuperación y suspensión del derecho a sufragio y su recuperación.


El Registro generará, de esta manera, padrones con electores habilitados para votar en cada  elección.


Los datos electorales que debe contener este registro son:


- RUN.


- Nombre.


- Fecha y lugar de Nacimiento.


- Nacionalidad.


- Sexo.


- Profesión.


- Domicilio Electoral.


- Circunscripción Electoral, Comuna, Provincia y Región.


- Mesa de votación.


- Cumplimiento de la condición de avecindamiento.


- Pérdida o recuperación del derecho a sufragio  y su causal.


- Pérdida o recuperación de ciudadanía y su causal.


- Registro no tiene alfabetización o discapacidades.

Dos) Domicilio Electoral. 


De acuerdo con la propuesta contenida en la iniciativa, es necesario un nuevo concepto de domicilio, diferente al consignado en el Código Civil, razón por la cual se entenderá por domicilio “aquel situado en Chile con el cual el elector tiene un vínculo objetivo por residir temporal o permanentemente, ejercer profesión u oficio  o desarrollar sus estudios”. Para estos efectos, el domicilio será consultado activamente por el Registro Civil al renovar la cedula de identidad o pasaporte, actualizándolo en los casos que sea necesario. También podrá modificarse en oficinas del Servicio Electoral presentando una solicitud, pues se eliminan las juntas inscriptoras.


Para asignar las mesas de votación, el proyecto previene que los electores ya inscritos mantendrán su mesa de votación, en tanto que los nuevos electores se asignarán primero a mesas existentes. (12 millones de electores pueden votar en las 34.300 mesas vigentes). En todo caso las mesas serán mixtas, para lo cual los nuevos electores hombres se asignarán a mesas existentes de mujeres, en tanto que las nuevas electoras mujeres se ubicarán en mesas existentes de hombres. Si han de crearse nuevas mesas, se hará sin distinción de sexo. Precisó que el elector mantiene su mesa, salvo que cambie de circunscripción electoral.

Tres) Padrones Electorales.


Sobre el particular, el señor Subsecretario expresó que el Servicio Electoral preparará padrones electorales para cada elección, conteniendo sólo electores con derecho a voto y una nómina de electores inscritos inhabilitados para votar. Según la etapa de que se trate, se distingue un padrón provisorio elaborado por el Servicio que será objeto de auditorías. Luego, habrá uno auditado que se puede reclamar ante los Tribunales Electorales. Finalmente, existirá uno definitivo utilizado en las mesas de votación que deberá estar cerrado con las actualizaciones y las modificaciones 120 días antes de la elección.


a. Auditorías. 


En esta etapa se revisará si el padrón electoral provisorio está correcto y contiene todos los electores conforme a la ley; revisión que se practicará por dos firmas inscritas en un registro de la Superintendencia de Valores y Seguros que cumplan con los requisitos fijados por el Consejo Directivo del Servicio, seleccionadas previamente por medio de licitación pública. Sus informes serán públicos y podrán sugerir modificaciones al padrón electoral.


b. Reclamaciones.


El padrón electoral, luego de auditado, puede ser objeto de reclamación ante los tribunales electorales, quedando facultados para reclamar los afectados, los partidos políticos, los candidatos independientes y cualquier otra persona. También podrá reclamarse sobre la exclusión de personas y de su inclusión incorrecta. Si la reclamación afecta a un individuo, se formulará ante los tribunales electorales regionales; en caso de que afecte a más individuos, se hará ante el Tribunal Calificador de Elecciones. En cualquier caso, el fallo del tribunal regional será apelable ante el Tribunal Calificador de Elecciones.


c. Padrón definitivo y de mesas. 


El padrón electoral definitivo corresponderá al padrón provisorio, el que sólo podrá modificarse por sugerencias de auditores aceptadas por el Servicio y las reclamaciones acogidas por los tribunales. El padrón definitivo será dividido por padrones de mesa, según los electores que sufraguen en ellas.

Cuatro) Calendario.


El calendario se refiere a los días previos a la elección. Así, éste queda como sigue:


120 días: cierre de actualizaciones y modificaciones del Registro Electoral; 110 días: el Servicio Electoral emitirá el padrón electoral provisorio; 80 días: informe de los auditores; 70 días: el Servicio Electoral emitirá el padrón auditado con modificaciones de los auditores que sean aceptadas. Se inicia el plazo de las reclamaciones; 60 días: vencimiento del plazo para las reclamaciones; 55 días: se cumple el plazo para el informe del Servicio Electoral al Tribunal; 50 días: fallo del Tribunal; 47 días: vence plazo apelación; 42 días: fallo de la apelación; 30 días: el Servicio Electoral emite el padrón electoral definitivo por mesas; 25 días: copia del padrón por mesa a disposición de los partidos políticos, y finalmente, la elección.

Cinco) Información para los electores. 


El elector será notificado por carta certificada de su inscripción, suspensión del derecho a sufragio, inhabilidad para votar o cambio de domicilio, y tendrá acceso al sitio electrónico del Servicio en forma permanente para revisar su inscripción, circunscripción electoral, comuna, mesa y si está habilitado para votar.  El padrón electoral se pública en el sitio electrónico después de ser auditado con el RUN, nombre, sexo, domicilio electoral, circunscripción, comuna y mesa.

II. Servicio Electoral. 

Uno) Consejo del Servicio Electoral.


Enseguida, el señor Subsecretario explicó que el Servicio Electoral será un organismo autónomo dirigido por un Consejo conformado por cinco miembros, cuatro de los cuales serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de los tres quintos del Senado. Durarán 8 años en sus cargos, pudiendo reelegirse por dos períodos, renovándose por parcialidades. El quinto miembro será designado por el Presidente de la República, durará 4 años en el cargo y presidirá el Consejo.


La función será remunerada con un máximo de 120 UF mensuales.

Dos) Requisitos e inhabilidades.


Los consejeros deberán cumplir con los siguientes requisitos:


- Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres; 


- 5 años experiencia profesional; 


- No pueden haber ejercido en cargos de elección popular, ni haber sido ministros, subsecretarios, intendentes, gobernadores o dirigentes de partido político en los 5 años anteriores, y


- No podrán estar afiliados a partidos políticos ni tener la calidad de funcionario público.

Tres) Funcionamiento. 


El Consejo adoptará sus acuerdos con mayoría de 4 miembros en primera instancia, y de 3 si no hay acuerdo, previa publicación del desacuerdo. El Consejo designará al Director y Subdirector de una quina elaborada por Consejo de la Alta Dirección Pública.

III.- Modernización del sistema de votaciones.

Uno) Inscripción de candidaturas. 


Agregó el señor Subsecretario que el proyecto simplifica el proceso de inscripción de candidaturas, pues éstas se harán por candidato y de forma separada al pacto electoral. El candidato presentará una sola declaración jurada que puede incluir al administrador electoral. Los errores en los patrocinios de independientes no inhabilitarán la inscripción si se cumplen los requisitos exigidos.


Dos) Vocales de mesa. 

La designación de vocales de mesa se mantiene como función obligatoria, mejorando la remuneración a 2/3 de una unidad de fomento. Serán designados por sorteo entre los 30 electores más capacitados según la junta electoral. Tres se designan para la elección presidencial y dos para las elecciones municipales.


Durarán 4 años en sus cargos.

Tres) Constitución de las mesas. 


Será el día sábado anterior a la elección, capacitando a quienes asistan voluntariamente. En el caso de que no asistan los vocales, el delegado constituye la mesa obligatoriamente sin vocales entre las 9:00 y 10:00 horas, prefiriendo a los voluntarios en orden de presentación o bien designando electores que voten en el local.

Cuatro) Delegados de la Junta Electoral en los locales de votación. 


Se trata de auxiliares de la administración de Justicia cuya remuneración será de 5 unidades de fomento por acto electoral. No pueden ser funcionarios municipales o dependientes de los municipios.

Cinco) Útiles electorales. 


Se elimina el cuaderno adicional de firmas.

Seis) Horario de funcionamiento de las mesas. 


Los vocales se presentarán a las 8:00 horas, no pudiendo funcionar antes de esa hora. El cierre de mesas será a las 18:00 horas, salvo que existan electores por votar dentro del recinto.

Siete) Votación.


Si el elector se acerca a votar deberá hacerlo para todas las elecciones que se realizan en un mismo acto electoral y, para acreditar su identidad se permitirá el pasaporte además de la cedula de identidad.


Se suprime la tinta indeleble.

Ocho) Escrutinio. 


El proyecto define de mejor manera el significado de los votos nulos, blancos, marcados u objetados. También se elimina en el escrutinio cualquier suma de votos por lista en actas.


Se dispone el llenado de una sola minuta que se publica en lugar visible.


Se levantarán tres actas: el original para el Tribunal Calificador de Elecciones en sobre cerrado; una copia para el Servicio Electoral que se digita o transmite en la oficina electoral del local, una copia para el colegio escrutador en sobre cerrado que se entrega al delegado del local, las que se podrán fotocopiar después de llenar la primera y antes de las firmas, si hay facilidades en el local.

Nueve) Apoderados. 


La iniciativa preceptúa que el poder ante notario sólo será exigido para apoderados generales, en tanto que el apoderado de mesa sólo requerirá un poder simple otorgado por el apoderado general presente en el local de votación.


Los apoderados se identificarán con una credencial colgada al pecho del candidato o partido que representan. La credencial y la carpeta serán reguladas por el Servicio Electoral.

Diez) Día de la elección.


Se permitirán reuniones que no tengan carácter político y se prohibirán las reuniones políticas hasta dos horas después del cierre de la votación, los eventos deportivos, artísticos o culturales de carácter masivos y el comercio de alcohol (venta y consumo) entre las cinco horas anteriores y las dos horas posteriores al cierre de la votación.

Once) Cómputos. 


El proyecto considera que éstos serán ahora función del Servicio Electoral.


Para efectos de un proceso más eficiente y seguro, el señor Subsecretario explicó que existen en la iniciativa medidas tales como la digitación de datos en el local con presencia de apoderados; el acceso inmediato a los resultados por sitio electrónico del Servicio Electoral, ya sea por mesa o agregados por comuna, distrito, provincia, circunscripción senatorial o región. Los partidos políticos, los candidatos independientes y la prensa dispondrán de los resultados en medios digitales para su procesamiento.

Doce) Colegios escrutadores.


Los miembros de los colegios escrutadores serán electores seleccionados por Juntas Electorales y contaran con sistemas computacionales. A su turno, los delegados de local llevarán las actas en sobres cerrados.

Trece) Escrutinio Tribunal Calificador de Elecciones. 


Finalmente, el señor Subsecretario manifestó que el Tribunal Calificador de Elecciones realizará el escrutinio en sesiones públicas, con lo que se solucionan problemas de transparencia en el escrutinio y resolución de solicitudes de rectificación, especialmente sobre actas faltantes, contradictorias o descuadradas. Precisó que el proyecto dispone que el padrón electoral incorrecto puede ser causa de nulidad.

- - -


A continuación, el Director del Servicio Electoral, señor Juan Ignacio García, señaló que dicha institución ha revisado el proyecto hace largo tiempo y sus observaciones obedecen a consideraciones técnicas, particularmente a la intervención del Servicio de Registro Civil en materia de domicilio. A este respecto, recordó que por oficio N° 2.380, de 25 de agosto de 2010, solicitó a dicho Servicio los datos de los nombres completos, sexo, fecha de nacimiento, nacionalidad y comuna de 4.556.708 RUNES, cifra que resultó del recorrido que se hiciere desde el número 1 hasta el número 20.000.000, no considerando aquéllos respecto de los cuales se contaba con información. La respuesta a dicha solicitud, según dijo, se recibió por parte del Servicio Electoral con fecha 10 de junio de 2011.


De acuerdo con los datos contenidos en los documentos señalados precedentemente, se obtuvieron los siguientes resultados:


- Número de RUN sin datos: 996.592. No hay información en la base de datos del Servicio de Registro Civil.


- Número de RUN con datos: 3.560.116, de los cuales 926.790 tiene datos de comuna y 2.633.326 no lo tienen (se presume que no tienen domicilio).


Enseguida, explicó que se procesaron sólo los RUNES que correspondían a personas mayores de 17 años, obteniéndose lo siguiente:


- Mayores de 17 años: 3.034.421, de los cuales 772.701 tiene dato de comuna y 2.261.720 no lo tienen (se presume que no tienen domicilio).


- De los mayores de 17 años con datos de comuna, existen 257.764 con datos de defunción y 514.937 sin datos de defunción.


- De los mayores de 17 años sin datos de comuna, existen 1.117.632 con datos de defunción y 1.114.088 sin esos datos.


Por último, respecto de los RUNES con datos, el señor Director indicó lo siguiente:


- Cédulas de identidad no informadas con anterioridad: 3.369.828. La  diferencia de 190.288 casos puede corresponder a los 10 meses de diferencia entre el proceso que detectó los RUNES no informados con la respuesta entregada al Servicio Electoral.


- Defunciones no informadas con anterioridad: 1.394.498.


- Registros con datos inconsistentes: 190.288, problemas en fechas de nacimiento o defunción, o nombres con dificultades de verificación.


Luego de la exposición del señor Director del Servicio Electoral, el Honorable Senador señor Sabag manifestó su preocupación por los datos entregados, pues con ellos se ratifica la inquietud respecto de la incerteza del domicilio en el que quedarán inscritos quienes se incluyan por medio de la inscripción automática, particularmente por las dificultades que existen para el cruce de datos de esas personas.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que nuestro sistema electoral constituye una de las principales fortalezas de la democracia, que ha funcionado de manera transparente, rápida y veraz en todas las elecciones que se han realizado durante los últimos veinte años. De este modo, el proyecto en debate, que pretende introducir una reforma sustancial al sistema electoral, debe contar con el mismo nivel de certeza con el que ha funcionado hasta ahora, lo que, de acuerdo a los datos entregados por el señor Director del Servicio Electoral, aparece de difícil implementación. En este sentido, solicitó al Ejecutivo realizar los esfuerzos posibles para garantizar que esta iniciativa se lleve adelante, particularmente en lo que se refiere a la obligación (que hoy no la tiene) del Servicio de Registro Civil de contar con un catastro de domicilios. De otra forma, continuó, la ciudadanía responsabilizará tanto al Ejecutivo como al Congreso Nacional de no haber realizado los estudios y cruces necesarios para su puesta en marcha, lo que puede provocar un daño estructural en el funcionamiento de la democracia.


El Honorable Senador señor Bianchi arguyó que en regiones que presentan un alto nivel de traslados, tanto hacia como desde la zona, se hace aún más difícil determinar cuál es el domicilio, porque la cédula nacional de identidad puede relacionarse con otro lugar geográfico, por lo que compartió la preocupación de la Honorable Senadora señora Alvear en cuanto a la correcta implementación de esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que de acuerdo con los datos entregados por el señor Director del Servicio Electoral, el proyecto requiere de importantes enmiendas que permitan al Registro Civil contar con un catastro que entregue certidumbre con respecto a los domicilios, por lo que requirió del Ejecutivo todas las adecuaciones que sean necesarias para ello. En el mismo sentido, concordó con lo expresado por la Honorable Senadora señora Alvear en el sentido de que el sistema electoral que ha funcionado en el país es motivo de orgullo a nivel mundial, permitiendo incluso que en la última elección presidencial (segunda vuelta) los resultados estuvieran listos -sin objeción- cerca de las 18:00 horas. De esta manera, solicitó también la elaboración de un cronograma que permita explicar a la ciudadanía cuándo y de qué forma se implementará la inscripción automática, respetando los domicilios, sin alterar el funcionamiento transparente y certero de nuestro sistema electoral.


Manifestó que mientras este problema no se solucione, no está disponible para avanzar en la tramitación de este proyecto.


El Honorable Senador señor Rossi señaló que los datos entregados por el señor Director del Servicio Electoral, al iniciar el debate en particular de este proyecto, demuestran que la iniciativa aún necesita importantes ajustes para que sea implementada en buena forma. En ese sentido, fue de opinión que el voto electrónico puede ser una solución viable para que cada ciudadano con su RUT vote debidamente georeferenciado.


La Honorable Senadora señora Allende consultó al Ejecutivo acerca de las alternativas que pueden implementarse en caso de que no se emplee el registro de domicilios. Al mismo tiempo, sugirió avanzar paralelamente en un proyecto que habilite la instalación de un sistema de votación electrónica, como existe en otros países como Brasil en que ha funcionado satisfactoriamente.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, declaró ser partidario del voto voluntario, por lo que este proyecto reviste particular importancia. Así, y de acuerdo a los datos entregados, la implementación del mismo aparece inviable para el buen funcionamiento del sistema electoral, lo que se traducirá en un descrédito de la política.


En respuesta a las consultas formuladas, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Andrés Tagle, explicó que la definición de domicilio que da el Código Civil es insuficiente para efectos electorales, y que se necesita un concepto que evite los fraudes como los que han ocurrido en lugares con pocos habitantes, donde se han inscrito electores que no viven en la comuna. De allí que la definición exija un vínculo objetivo con el domicilio, como la residencia habitual o temporal (segunda vivienda), lugar de trabajo o de estudios, que constituyen, según dijo, los principales vínculos con un lugar.


Además, se suprime el concepto de que el domicilio electoral debe estar en Chile. Esto es fundamental para proceder a la inscripción de los ciudadanos sea que residan en Chile o en el extranjero. En seis de las ocho votaciones consideradas en la Constitución el voto es diferente según el territorio electoral (caso de las elecciones de senadores, diputados, alcaldes, concejales, consejeros regionales y plebiscitos comunales). Si en la inscripción el ciudadano no tiene asociado un territorio electoral, no podría votar en las elecciones mencionadas, con lo cual se estaría limitando su derecho a sufragio. Esto también se aplica si se aprueba el voto desde el extranjero, ya que si se concibe para todas las elecciones, es menester un domicilio en Chile para que pueda votar y, en el caso de que el voto en el extranjero se apruebe sólo para las elecciones presidenciales, el chileno inscrito tendrá el derecho de votar en Chile para las demás elecciones, debiendo estar inscrito en un determinado territorio electoral.

- - -


En sesión de 11 de agosto de 2011, las Comisiones unidas escucharon la exposición del Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, Ministro señor Sergio Muñoz, quien señaló que la Constitución Política establece el contenido mínimo de los derechos, el cual puede ser ampliado por el legislador de acuerdo con las circunstancias que la sociedad experimente en un momento determinado. Del mismo modo, afirmó que la Constitución también fija el máximo de las excepciones o limitaciones para el ejercicio de los derechos, sin que el legislador pueda establecer mayores restricciones a las garantías constitucionales. En ese sentido, la Constitución declara que son ciudadanos chilenos quienes hayan cumplido 18 años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva. También establece las causales por las cuales se suspenden los derechos que confiere la calidad de ciudadano y aquéllas por las que se pierde dicha condición. Así, uno de los derechos que confiere la calidad de ciudadano es, precisamente, el de sufragio.


De acuerdo con lo enunciado, expresó que fijar mayores exigencias -como las que se contienen en el proyecto en estudio- que las que existen en la Constitución no se condice con la correcta interpretación de dicho cuerpo normativo, pues la definición de domicilio aparece restrictiva considerando las directrices que el texto constitucional establece en el artículo 10, norma que contiene los requisitos para ser considerado chileno. En este sentido, el señor Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones explicó que a raíz de las reclamaciones que ha conocido dicha instancia con motivo de la nacionalidad chilena de hijos de padre o madre extranjeros transeúntes, la Corte Suprema ha definido qué debe entenderse por avecindamiento, morada, habitación, residencia y domicilio, todos los cuales tienen distintas calidades. De esta forma, continuó, el domicilio hay que entenderlo tal cual lo ha definido el legislador en el Código Civil, esto es, “la residencia, acompañada real o presuntivamente, del ánimo de permanecer en ella.”.


Enseguida, se refirió a la confección del padrón electoral para la inscripción automática. Sobre este aspecto, sugirió que ésta sea resuelta por los órganos administrativos pertinentes, más no por el legislador. A mayor abundamiento, indicó que existen diferentes formas para ello, en que, además, se fije un tiempo para que las personas puedan adoptar las providencias necesarias con el objeto de registrar su domicilio.


Respecto de la propaganda electoral, explicó que las normas que regulan esta materia deben ser revisadas para que sean efectivamente cumplidas, puesto que, de otra forma, hay que derogarlas. Criticó una indicación que faculta a Carabineros de Chile para el retiro de la propaganda electoral, así como la competencia que se entrega a los juzgados de policía local para resolver sobre estos asuntos. En esta misma materia, el señor Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones se refirió a una indicación relativa a la publicidad electoral en el extranjero, asunto sobre el cual la experiencia judicial ha conocido casos que han vulnerado la prohibición de exhibir propaganda en Chile en sitios electrónicos en el extranjero, da tal manera que este es un problema que ha de tenerse presente al momento de debatir una norma como la descrita. Sobre el particular, explicó que el Tribunal Calificador de Elecciones ha previsto una tramitación no presencial, por lo que se podrán enviar requerimientos desde el extranjero, pudiendo ser tramitados por esta instancia jurisdiccional.


Afirmó que el Tribunal Calificador tiene toda la disponibilidad para ajustar sus procedimientos al cambio que se pretende implementar.


En la misma sesión, el Director Nacional del Registro Civil, señor Rodrigo Durán, expresó que el artículo 10 del proyecto de ley aprobado en general dispone, en su inciso tercero, que “el domicilio electoral será el declarado ante el Servicio de Registro Civil e Identificación al momento de obtener o renovar su cédula de identidad o ante el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior, según corresponda.”. Sobre el particular, precisó que el Servicio de Registro Civil no tiene la obligación de mantener un catastro de los domicilios, aunque cuenta con los datos pues los obtiene al momento de la solicitud de la cédula de identidad o del pasaporte. Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que el Servicio de Registro Civil dispone del domicilio de todas las personas mayores de 17 años con cédula de identidad vigente.


Además, recordó que el proyecto aprobado en general considera que para el caso de que la cédula de identidad se haya obtenido en algún consulado en el extranjero, el domicilio electoral corresponderá al último domicilio en Chile informado al Servicio de Registro Civil, y, a falta de este, del lugar de nacimiento en Chile. Precisó sobre el particular que el Servicio cuenta con la información de todas las personas que renuevan documentación en el extranjero de acuerdo al último domicilio informado. En caso de que éste (el último domicilio informado) corresponda a uno en el extranjero, el Servicio informará el lugar (comuna) de nacimiento en Chile.


Para el caso de que una persona no hubiere obtenido su cédula de identidad al momento de proceder a su inscripción automática, el proyecto dispone que el Servicio de Registro Civil comunicará el domicilio registrado al momento de solicitar la inscripción de nacimiento, el cual será, para estos efectos, el domicilio electoral. Si fueren dos o más los domicilios registrados, se estará al de la madre. El señor Director precisó sobre esta materia que el Servicio está en condiciones de informar el 90% de los casos del domicilio de la madre, en tanto que para el restante 10% se comunicará el que corresponda al lugar de nacimiento.


Acompañó enseguida un cuadro estadístico que da cuenta de los siguientes datos:

	
	Con domicilio


	Sin domicilio
	Total

	Personas mayores de 17 años con cédula vigente


	13.232.311
	0
	13.232.311

	Personas mayores de 17 años con cédula vigente


	249.884
	27.000
	276.884

	Total


	13.482.195


	27.000
	13.509.195



Los datos correspondientes al total de personas mayores de 17 años con cédula vigente consideran, además, 170.650 personas mayores de 17 años con cédulas antiguas no vigentes. Para las 27.000 personas mayores de 17 años sin domicilio, no se dispone del número de RUN de la madre.


Con el mérito de la exposición y de los datos entregados, el señor Director afirmó que dicho Servicio está en condiciones de implementar los mecanismos necesarios para la viabilidad de este proyecto, con la ayuda de la información de que disponga el Servicio Electoral.


A continuación de las exposiciones transcritas, la Honorable Senadora señora Alvear consultó al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, señor Sergio Muñoz, acerca de las condiciones que se establecen en el proyecto para el sufragio y, particularmente, sobre el contenido de las indicaciones que se refieren al voto de los chilenos que residen en el extranjero.


Del mismo modo, preguntó al Director del Servicio del Registro Civil, señor Rodrigo Durán, sobre la diferencia que aparece de las cifras que están en poder del Servicio Electoral y las que están en custodia del Servicio de Registro Civil. Señaló que este es un punto clave al momento de resolver sobre el mecanismo de inscripción automática, porque la institucionalidad electoral en Chile es motivo de orgullo en cada uno de los ejercicios en que la ciudadanía se pronuncia por sus candidatos. En este sentido, propuso confeccionar un cuadro comparativo que permita demostrar cómo los datos con que cuenta cada una de las instituciones (Servicio Electoral y Servicio de Registro Civil) garantizan la legitimidad y transparencia de las elecciones que se desarrollen en el futuro con la nueva modalidad propuesta en el proyecto, particularmente considerando que las personas cambian de domicilio en la medida que van desarrollando nuevos trabajos o por otros motivos.


El Honorable Senador señor Zaldívar destacó que el sistema electoral chileno es un ejemplo a nivel mundial, pues entrega los resultados electorales a temprana hora, los que nunca han sido cuestionados, constituyendo un valor agregado del sistema democrático nacional. En este sentido, afirmó que no pueden existir fallas en la implementación de este proyecto de ley, por lo que solicitó al Servicio de Registro Civil y al Servicio Electoral la confección de un cuadro comparado que demuestre el efectivo calce (en medición porcentual) de los domicilios registrados en cada una de dichas instituciones, pues con ello, dijo, podrán considerarse los ajustes administrativos que sean necesarios para no cometer errores en un tema tan sensible como son las elecciones democráticas. Por esta razón, la definición del domicilio debe quedar zanjada antes de discutir cualquier otro asunto relacionado con este proyecto.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Allende concordó con la preocupación de la Honorable Senadora señora Alvear en el sentido de que han de hacerse todas las pruebas que sean necesarias para que la institucionalidad electoral funcione de manera eficiente y transparente, toda vez que los datos que hasta ahora se han entregado, ya sea por el Servicio Electoral como por el Servicio de Registro Civil, no son concordantes. Sobre el domicilio, expresó que las personas efectivamente lo cambian más de una vez desde su inscripción, de modo que es necesario que el sistema provea los mecanismos para que cada ciudadano ejerza su derecho a sufragio donde efectivamente resida.


También consultó al señor Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones acerca de su opinión sobre el derecho a voto de los chilenos en el extranjero.


El Honorable Senador señor Sabag instó a que los organismos estatales presentar cifras consolidadas y mecanismos claros que permitan asegurar la implementación de este proyecto, toda vez que los datos entregados por el Director del Servicio Electoral no concuerdan con los del Director del Servicio de Registro Civil.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, valoró la propuesta de realizar una prueba piloto para ensayar el sistema propuesto en este proyecto de ley, en razón de que esta iniciativa, cual lo señalaron los señores Senadores, implica una modernización del sistema electoral que debe mantener y aumentar los estándares de credibilidad con que hasta ahora se ha operado.


Enseguida, el señor Director del Servicio Electoral manifestó que el ejercicio realizado se hizo con los datos de las personas no inscritas, respecto de los cuales hubo una preocupación por el cruce, cuyos resultados no fueron satisfactorios. En ningún caso se cuestionó la capacidad del Servicio de Registro Civil respecto del almacenamiento de datos. El señor Director señaló que es necesario prevenir cualquier tipo de error que pudiere llevar a cuestionamientos de la institucionalidad electoral del país. Destacó la información entregada por el Director del Servicio de Registro Civil, puesto que da certezas respecto del manejo de la información relativa a los domicilios de cerca de trece millones de chilenos.


De acuerdo con los datos entregados por el Director del Servicio de Registro Civil, continuó, sería útil contar con una norma que entregue los plazos necesarios para coordinar la información entre dicha institución y el Servicio Electoral, con el objeto de evitar problemas en los reclamos de domicilio que pudieren presentarse luego de la entrada en vigencia de esta ley.


El Honorable Senador señor Pérez Varela recordó que en la actualidad están inscritos en los registros electorales aproximadamente 8,5 millones de personas, en circunstancias que de acuerdo con los antecedentes entregados por el Servicio de Registro Civil existen datos de 13 millones 200 mil personas con cédula vigente, por lo que puede afirmarse que existiría inscripción automática de cerca de 5 millones de personas.


El señor Director del Servicio de Registro Civil concordó con lo expresado por el Honorable Senador señor Pérez Varela, y explicó que las diferencias con el Servicio Electoral en las cifras entregadas se presentan por la metodología utilizada. De esta manera, los datos que se entregaron por parte del Servicio de Registro Civil para el ejercicio anterior eran incompletos, por cuanto no eran referidos a la identificación sino a la inscripción de nacimiento de las personas, sin considerar los domicilios del sistema de identificación o de la cédula nacional de identidad.


El Honorable Senador señor Espina señaló que sólo existen dos formas de verificar el domicilio de una persona: el que consta en el Servicio de Registro Civil con motivo de la obtención de la cédula de identidad y el que existe en el Servicio Electoral, de tal manera que las observaciones que se han formulado sobre diferencias entre los datos del Servicio Electoral con los del Registro Civil pueden ser subsanados. 


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, solicitó al señor Director del Servicio de Registro Civil un reconocimiento público respecto de la factibilidad técnica en la implementación de este proyecto con los datos que están a disposición de esa repartición.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Zaldívar sugirieron que tanto el Servicio de Registro Civil como el Servicio Electoral efectúen una simulación que permita arribar a conclusiones que reafirmen lo expresado por el señor Director del Servicio de Registro Civil, por cuanto en este proyecto no sólo está en juego la inclusión de más de 5 millones de personas, sino que, además, la credibilidad del sistema electoral del país.

- - -


En sesión de día 12 de septiembre de 2011, el Director del Servicio de Registro Civil, señor Rodrigo Durán, entregó la información del cruce solicitado por las Comisiones unidas, que corresponde a los siguientes datos:

	
	Con domicilio registrado


	Sin domicilio registrado
	Total

	Personas mayores de 17 años con Cédula Vigente


	12.689.838
	0
	12.689.838

	Personas mayores de 17 años sin Cédula Vigente


	747.509
	27.000
	774.509

	Total Personas mayores de 17 años


	13.482.195
	
	13.509.195



Las cifras contenidas en el cuadro, señaló, dan cuenta que el Servicio de Registro Civil dispone de un número importante de domicilios registrados, por lo que el proyecto puede implementarse con los datos que están en su poder.


Enseguida, la Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, explicó que en razón de lo acordado por las Comisiones unidas, se ofició al Servicio de Registro Civil (oficio ordinario N° 1.338 de 11 de agosto de 2011) requiriendo el envío de los datos de números de RUN, nombre completo, fecha de nacimiento, nacionalidad, sexo, domicilio y comuna, de todas las personas mayores de 17 años con cédula de identidad vigente (13.232.311 personas según cifras proporcionadas por el señor Director del Servicio de Registro Civil a las Comisiones unidas). La respuesta, contenida en el oficio ordinario N° 529, fue recibida el 5 de septiembre de 2011. Además, se entregaron, por mano, dos discos compactos, uno con la información relativa a los datos biográficos y otro con información de domicilio, sin vinculación por la confidencialidad de esos datos, por lo que tuvo que hacerse el cruce desde el padrón electoral del Servicio.


El equipo técnico informó que dicha cifra corresponde a personas mayores de 17 años con cédula de identidad otorgada, vigente y no vigente.


Los discos compactos entregados contienen dos grupos de datos, y cada uno consta de diez archivos:


- Biográficos: N° de RUN, nombre completo, fecha de nacimiento, nacionalidad, y sexo.


- Domicilios: dirección, región (código y glosa), y comuna (código y glosa), no están vinculados a un N° de RUN.


Cada grupo de datos corresponde a 12.689.838 registros.


El resultado de los datos obtenidos fue el que sigue:


a) Procesados los archivos con datos biográficos (12.689.838 registros/personas) se obtuvieron los siguientes resultados:


- Se detectaron 10.070 casos informados por el Servicio de Registro Civil con cédula vigente, que tienen su inscripción electoral cancelada por defunción, según comunicaciones propias del Servicio. El archivo con estos datos fue entregado al Servicio de Registro Civil para una nueva revisión.


- Comparado el total de datos biográficos con el padrón electoral que lleva el Servicio Electoral, se detectó que 328.126 personas con inscripción electoral vigente no venían informadas. El archivo con estos datos fue entregado al Servicio de Registro Civil para una nueva revisión.


- El total de datos biográficos, excluidas las personas con inscripción electoral vigente en el Padrón Electoral que lleva el Servicio Electoral, existirían 4.775.088 personas no inscritas, potenciales a inscribir automáticamente.


- No han sido consideradas en este análisis las personas con cédula de identidad otorgada no vigente.


b) Procesados los archivos con datos de domicilio (12.689.838 registros/personas) se obtuvieron los siguientes resultados:


- De una muestra de 90.000 registros, un 67% de las direcciones pudieron ser validadas en forma automatizada.


- Se detectó que hay algunas  inconsistencias en los datos por región y comuna:


- Comunas repetidas escritas diferentes, ej. AISEN y AYSEN; MARCHIGUE y MARCHIHUE; OHIGGINS, O´HIGGINS y VILLA OHIGGINS, entre otras.


- Comunas que no corresponden a la región, ej. Concepción en las regiones I, II y IX; Las Condes en regiones XII y Región Metropolitana, entre otras.


- Comunas que no existen, por ejemplo, PUNTA DELGADA y VILLA OHIGGINS en la región XII.


- Regiones que no existen: XVI.


- Hay direcciones sin comuna (dato en blanco).


- Hay direcciones con problemas de formato que no se pudieron procesar.


- Para direcciones que corresponden al extranjero, la comuna dice EXTRANJERO, corresponden a 142.713 casos, sin señalar domicilio en Chile.


Por diferencia, se calculó que hay 542.473 personas mayores de 17 años con cédula de identidad otorgada, no vigente. De ellas, se desconoce la cantidad que tiene o no tiene informada dirección en el Servicio de Registro Civil.


De acuerdo con el resultado de los procesos desarrollados en la etapa descrita en los párrafos precedentes, el Servicio Electoral proporcionó al Servicio de Registro Civil 2 archivos:


• Archivo N° 1: con 328.126 personas con inscripción electoral vigente que no venían informadas en el disco compacto; y


• Archivo N °2: con 10.070 casos informados por el Servicio de Registro Civil con cédula vigente, pero que tienen su inscripción electoral cancelada por defunción.


En esta oportunidad el procesamiento correspondió al Servicio de Registro Civil, quién proporcionó los datos que a continuación se indican.


Respecto del archivo N° 1 (328.126 personas con inscripción electoral vigente no informadas) se entregaron los siguientes resultados:


- 278.664 personas con cédulas de identidad no vigentes, de ellas hay 80.895 personas que registran defunción.


- 49.143 personas con cédulas de identidad vigentes.


- 319 personas sin registro de otorgamiento de documento de identidad (pudiere corresponder a documentos de antigua data de otorgamiento (1984 a 2002), no traspasados a la base de datos de Identificación).


Sobre el archivo N° 2 (10.070 casos informados con cédula vigente, pero con inscripción electoral cancelada por defunción), se entregaron los siguientes resultados:


- 9.825 casos con fecha de defunción registrada.


- 245 casos sin fecha de defunción registrada (podrían corresponder a rescisiones de muerte presunta o desvinculaciones entre el N° de RUN y el registro de defunción).


Concluyó su exposición señalando que los datos deben seguir ajustándose con el objeto de obtener una correcta implementación de este proyecto de ley, por lo que los plazos con que se cuenta para hacerlo en la próxima elección municipal aparecen muy próximos. 


Presentadas las cifras transcritas en los párrafos precedentes, el Honorable Senador señor Zaldívar reiteró su preocupación por los datos acompañados por el Servicio Electoral, los que, en conjunto con el Servicio de Registro Civil, deben ser depurados para asegurar que los cerca de 5.000.000 de chilenos que ingresarán al padrón electoral voten con un domicilio efectivo. De esta forma, sugirió nuevamente al Ejecutivo considerar los mecanismos que sean necesarios para la correcta implementación de este proyecto de ley, más aun considerando que existe un número importante de personas que tienen un alto grado de movilidad dentro del territorio nacional, por lo que la determinación de sus domicilios resulta difícil. Aprobarlo en los términos sugeridos, puede provocar un serio deterioro al prestigio de nuestro sistema electoral y, con ello, al funcionamiento de la democracia.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que existe un compromiso constitucional para regular la inscripción automática y el voto voluntario, de modo que hay que estudiar el mecanismo que sea necesario para que opere de buena manera. Para ello, hay que avanzar en determinadas medidas factibles de implementar y considerar los plazos de acuerdo a las soluciones a las que se arribe, por lo que no debe existir temor en cuanto a que este proyecto no se aplique en las próximas elecciones municipales. Lo que importa, continuó, es que exista una regulación de la reforma constitucional que asegure que los domicilios corresponden a aquéllos en que efectivamente las personas votan. En esta línea, sugirió al Ejecutivo iniciar un proyecto de ley que permita al Servicio de Registro Civil contar con un catastro domiciliario en un plazo no superior a seis meses, que puede entregar mayores grados de certeza en la implementación de esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó su preocupación por los plazos, particularmente respecto de la próxima elección municipal del año 2012, más aun considerando que el proyecto está en primer trámite constitucional, y resta su tramitación en la Honorable Cámara de Diputados. De esta forma, y considerando que el proyecto también dispone que los ciudadanos se informen y presenten sus respectivos reclamos, el tiempo para cumplir con los tiempos que la iniciativa considera prácticamente imposible su puesta en marcha para las próximas elecciones municipales.


El Honorable Senador señor Espina consultó por la causa de la diferencia entre las cifras entre el Servicio Electoral y el Servicio de Registro Civil y por la imposibilidad de su implementación.


La Subdirectora del Servicio Electoral señaló que efectuadas las pruebas con los datos entregados por el Servicio de Registro Civil, el Servicio Electoral realizó una prueba georeferencial con 90.000 registros en todo el país con domicilio registrado. Esos datos se enviaron a las respectivas circunscripciones electorales de acuerdo al último domicilio registrado en el Servicio de Registro Civil, arrojando un 67% de datos correctos adscritos a una circunscripción, mientras que para el 33% restante fue imposible por la mala calidad del dato relativo al domicilio, tal como puede desprenderse de los antecedentes que se han acompañado en las Comisiones unidas. Ello, aplicado a los 5.000.000 de personas aproximadas que ingresarían a los registros electorales, arroja que cerca de 1.600.000 personas quedarían erróneamente vinculadas respecto del domicilio. Precisó que mientras ambos Servicios no cuenten con la misma información y glosa domiciliaria, es difícil que pueda llevarse a cabo una correcta sincronía respecto de estos datos.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, manifestó que no existe imposibilidad para la ejecución del sistema. Se requiere, sí, un nuevo plazo y un nuevo orden para el trabajo de este proyecto de ley. En rigor, sostuvo que en esta primera etapa existe un 67% de satisfacción en cuanto a la coordinación de los datos, en tanto que el 33% restante habrá que trabajarlo de otra forma para llegar al 100% de exactitud. De esta manera, sugirió la presentación de un proyecto de ley que, tramitado de forma paralela, faculte al Servicio Electoral para acceder a los datos electorales de las personas registradas en el Servicio de Registro Civil e Identificación, con el propósito de efectuar estudios y pruebas para la implementación de las normas sobre incorporaciones electorales. Del mismo modo, comprometió un cronograma con nuevos plazos para la implementación de este proyecto de ley.

- - -


El día 6 de octubre del año 2011, el Subsecretario señor Alvarado presentó el proyecto de ley señalado en el párrafo precedente y, según consta en el informe de las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado (Boletín N° 7.962-06), “el proyecto en debate tiene por objeto facilitar el acceso del Servicio Electoral a los datos del Registro Civil en materia de domicilios, de manera que puedan realizarse los ejercicios necesarios para garantizar la implementación del nuevo sistema de inscripción automática para las elecciones municipales del año 2012. En relación con lo anterior, el señor Subsecretario entregó un cronograma para la instalación del nuevo sistema electoral, que señala que la ley regirá para las elecciones que tengan lugar 330 días después de su publicación en el Diario Oficial, para lo cual ha de modificarse el artículo noveno del proyecto de ley de inscripción automática y voto voluntario. Además, el Servicio Electoral procederá a la inscripción masiva (y notificación de los nuevos electores) a lo menos 210 días antes de la primera elección en que rija la nueva ley, lo que otorga un plazo de 120 días para realizar el mencionado proceso de inscripción de nuevos electores, por lo que también debe modificarse el artículo tercero transitorio del mencionado proyecto. Agregó que durante el mismo período (entre los 210 y los 120 días previos a la primera elección), el Servicio Electoral estará obligado a realizar una campaña de promoción por radio y televisión llamando a los nuevos electores a revisar su inscripción en el sitio electrónico del Servicio, alterando, cuando sea necesario, el domicilio electoral en las juntas inscriptoras si el que aparece no es el correcto. Además, continuó, es preciso enmendar el artículo décimo del proyecto de ley de inscripción automática, en el sentido de generar opciones para aquellas personas cuya información del domicilio en el Servicio de Registro Civil sea imperfecta, de modo que aún en la ausencia total de datos domiciliarios, se les inscriba en la circunscripción electoral de más electores de la última comuna registrada o en la de su nacimiento.


En el mencionado informe de las Comisiones unidas consta, además, la opinión de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Pérez Varela y Walker, las que transcribimos a continuación:


“La Honorable Senadora señora Alvear apuntó a que la diferencia entre los datos presentados por el Registro Civil y por el Servicio Electoral en cuanto al número de potenciales inscritos dificulta avanzar en la tramitación del proyecto de ley sobre inscripción automática. En ese sentido, anunció la presentación de un proyecto de ley que permita contar con antecedentes ciertos para establecer un registro de domicilios del Registro Civil de efectos electorales. Por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, solicitó al Ejecutivo patrocinar el mencionado proyecto.


El Honorable Senador señor Walker (don Patricio) expresó que para la implementación del proyecto de ley sobre inscripción automática la información del Registro Civil debe estar sistematizada electrónicamente, por lo que solicitó al Ejecutivo considerar la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear que apunta en el sentido indicado.


El Honorable Senador señor Pérez Varela consideró que el proyecto del Ejecutivo para agilizar la tramitación de la iniciativa relativa a la inscripción automática, soluciona el problema de la armonización de datos entre el Servicio Electoral y el Registro Civil, por cuanto permitirá al primero acceder al registro de domicilios de cerca de 13 millones de personas, posibilitando los ejercicios y ajustes para la implementación del nuevo sistema.”.


Hacemos presente que, a la fecha de confección de este informe, dicho proyecto se encuentra en tercer trámite constitucional en el Senado.

- - -


En sesión de 13 de octubre de 2011, la Honorable Senadora señora Alvear recordó que el proyecto a que se hizo mención surge de una presentación que hiciera el señor Director del Servicio Electoral quien señaló que al cruzar los datos entre el organismo que dirige y el Servicio de Registro Civil, sólo se obtuvieron los antecedentes de dos tercios de los eventuales votantes en las próximas elecciones. Por tal razón, se generó una inquietud entre los miembros de las Comisiones unidas en relación con la implementación de la iniciativa que regula la inscripción automática y el voto voluntario. Manifestó que la única manera de que el sistema funcione pasa por que el Servicio de Registro Civil cuente con un padrón domiciliario, así como posee otro para la inscripción de nacimientos, de matrimonios y de defunciones. Por consiguiente, de no existir un domicilio registrado en ese organismo público, se presenta el problema de que no se hallarán inscritas todas las personas mayores de 18 años en el próximo proceso electoral.


La iniciativa legal aprobada avanza en esa línea. Sin embargo, a su juicio, no zanja el problema por completo, pues el Servicio de Registro Civil no posee todos los antecedentes domiciliarios de las personas. Por tanto, al efectuarse el cruce con el Servicio Electoral, podrían quedar personas fuera. 


Por las razones expuestas, solicitó al Ejecutivo que garantice la absoluta certeza de que no existen problemas que impidan que ningún chileno con derecho a voto, mayor de 18 años, quede imposibilitado de sufragar.


En respuesta a la Honorable Senadora señora Alvear, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, explicó que con la aprobación del proyecto de ley contenido en el Boletín N° 7.962-06, el Servicio de Registro Civil podrá transferir al Servicio Electoral las bases de datos electorales que posibilitarán a éste registrar los antecedentes de nombres y apellidos, rol único nacional, fecha y lugar de nacimiento, nacionalidad, sexo, profesión y domicilios, con la obligación de guardar reserva y efectuar los trabajos previos, con el objeto de adoptar las medidas correspondientes para que el proceso de inscripción automática permita asignar a cada persona el domicilio correspondiente, o en subsidio, inscribirla en una comuna.


Esta iniciativa, dijo, constituye un avance para contar con un mecanismo de inscripción automática, y, a su vez, mantener el prestigio de la institucionalidad electoral. Recordó que los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, han sugerido un proyecto sobre esta materia, que el Ejecutivo se compromete a estudiar para ingresarla como indicación al proyecto que actualmente se tramita en la Honorable Cámara. En consecuencia, ante los planteamientos de distintos señores Senadores manifestó que el Ejecutivo está comprometido con el objetivo de tener un mecanismo de inscripción automática que, a su vez, mantenga la confianza, el prestigio, la rigurosidad y la prontitud en la entrega de resultados del actual esquema de inscripción y registros de votación.


El Honorable Senador señor Espina expresó que tiene el convencimiento de que el proyecto en debate debe implementarse en la próxima elección municipal, para lo cual debe aprobarse. Para ello, continuó, tanto el Parlamento como el Ejecutivo tienen responsabilidad: el primero en avanzar en la aprobación de la regulación para la inscripción automática y el voto voluntario, en tanto que el segundo en adoptar todas las medidas que sean necesarias para que no se produzcan situaciones que pudieren poner en duda el sistema electoral. 


En este sentido, valoró el contenido del proyecto que se aprobó al que se ha hecho mención (Boletín N° 7.962-06).


Enseguida, las Honorables Senadoras señoras Alvear y Allende, consultaron al Ejecutivo acerca de la reforma constitucional sobre el derecho a voto de los chilenos en el extranjero, pues este proyecto (el de inscripción automática) está relacionado con ese tema. La idea es que puedan votar la mayor cantidad de chilenos que cumplan con los correspondientes requisitos, no sólo los que habitan en el país, sino, también quienes por diversas circunstancias se encuentran fuera del territorio nacional. 


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, señaló que el compromiso del Ejecutivo consiste en avanzar en la materia que indican las señoras Senadoras con una nueva definición de vínculo, diferente de la que se planteó al comienzo de la discusión sobre el derecho a voto de los chilenos en el extranjero, que se limitaba a un grupo reducido de personas. A este respecto, precisó que la nueva propuesta es más amplia pues faculta a quienes deseen votar manifestar su voluntad cada vez que exista una elección en que la Constitución les reconozca ese derecho. Agregó que la iniciativa considera el voto de chilenos en el extranjero (previa manifestación) para las elecciones presidenciales y plebiscitos, pero excluye las elecciones parlamentarias, municipales (incluidos los plebiscitos comunales) y las de consejeros regionales.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Sebastián Soto, señaló que se necesitan dos proyectos de ley para implementar el acuerdo al cual se refirió el señor Ministro, relativo al voto de chilenos en el extranjero. El primero de ellos dice relación con una modificación al sistema de inscripción y otros aspectos de carácter procedimental para su ejecución. El segundo, en tanto, trata de una reforma constitucional que reconozca el derecho de los chilenos para votar en el extranjero en las elecciones presidenciales y en los plebiscitos. Explicó que los artículos 10 y 11 de la Constitución se refieren a la nacionalidad y a la pérdida de la misma, respectivamente, en tanto que su artículo 13 declara que son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva (inciso primero). La calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran (inciso segundo). De esta manera, continuó, el derecho a sufragio es una garantía constitucional de todos los ciudadanos. Es la misma Constitución la que, en algunos casos, como es el de la nacionalidad por gracia y la adquirida por ius sanguinis, establece un requisito adicional que consiste en haber estado domiciliado por más de un año en Chile. Sobre estas materias existe consenso en que sólo los ciudadanos reconocidos por la Constitución tienen derecho a participar en todas las elecciones que se desarrollen en el país.


Respecto de la limitación del voto de los chilenos en el extranjero sólo para las elecciones presidenciales y los plebiscitos, expresó que el nuevo proyecto tendrá una nueva definición de vínculo que ampliará el número de personas que podrán votar desde el extranjero, estableciendo en la Constitución los requisitos para votar en esas elecciones y plebiscitos. 


También debe tratarse en una reforma constitucional una nueva modalidad de inscripción, diferente a la que existe hoy, que habilita la inscripción por el sólo ministerio de la ley. Quien esté en el extranjero deberá manifestar su voluntad de participar en el proceso electoral de que se trate, ya sea éste una elección presidencial o un plebiscito.


La Honorable Senadora señora Alvear sugirió que los chilenos que viven en el exterior puedan inscribirse en los consulados o en otros lugares que el Servicio Electoral determine, con lo que se soluciona, a su juicio, el problema del domicilio de los chilenos en el extranjero. Respecto del ámbito de aplicación del voto de los chilenos en el extranjero (elecciones presidenciales y plebiscitos), recordó que con los Honorables Senadores señora Allende y señores Gómez, Quintana y Walker don Patricio, formuló una indicación al proyecto en debate, la número 33 del boletín, que declara que no se podrán establecer, respecto a quienes voten en el exterior, requisitos adicionales a los exigidos respecto de los que sufragan en Chile. Con el objeto de implementar dicha medida (que participen en todas las elecciones), sugirió que en los casos en que el elector se encuentre en el extranjero, al momento de declarar su domicilio ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral, se entienda por tal: 1) aquél en que emitió su sufragio en Chile por última vez; 2) si el ciudadano no hubiere sufragado en Chile, se tendrá como último domicilio el que tenga catastrado el Registro Civil, y 3) a falta de éste, el del el padre o la madre o cualquiera de sus ascendientes chilenos en ese orden. De acuerdo con estos antecedentes, no es menester reforma constitucional, y los chilenos en el extranjero podrán participar en todas las elecciones si se cuenta para tal efecto con los antecedentes suficientes y necesarios.


El Honorable Senador señor Gómez consultó por la forma en que se implementará la manifestación de voluntad a la que hizo alusión el señor Ministro, pues todos los chilenos, de acuerdo con la nueva legislación, se entienden inscritos automáticamente. Además, solicitó al Ejecutivo ingresar al Congreso a la brevedad la reforma constitucional anunciada, porque es necesario que tanto la inscripción automática, el voto voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero se implementen para la próxima elección presidencial.


En respuesta a las consultas formuladas, el Ministro señor Larroulet explicó que el nuevo proyecto sobre el derecho a voto de chilenos en el extranjero que precisa el concepto del vínculo se reduce a la manifestación del ciudadano que vive en el extranjero para que cada vez que resuelva participar en un proceso electoral, así lo exprese. Ese es el concepto de vínculo. A mayor abundamiento, y de acuerdo con lo expuesto por el Jefe de la División Jurídica del Ministerio, es necesaria una reforma constitucional para la implementación de este derecho.


El Honorable Senador señor Espina opinó que el reconocimiento del voto de los chilenos en el extranjero sólo para las elecciones presidenciales y los plebiscitos es positivo, por cuanto ese es el compromiso del programa de Gobierno del Presidente señor Sebastián Piñera. Las elecciones municipales o de concejales muchas veces se definen por una estrecha votación que, por ser elecciones locales, ameritan que ellas se resuelvan por quienes habitan efectivamente en el lugar y no por quienes están, en razón de tiempo y distancia, lejos del territorio nacional.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que el acuerdo político sobre el voto de los chilenos en el extranjero considera la inscripción en las embajadas o consulados en los lugares que así se determine, lo que viabilizó esta reforma. Además, sugirió como alternativa, que los chilenos en el extranjero voten en todas las elecciones de acuerdo con la indicación a la que se refirió en un párrafo precedente, o bien que esos ciudadanos concurran a los lugares que determine el Servicio de Registro Civil para fijar su domicilio electoral.


Respecto de la reforma constitucional, fue de parecer que si ésta se impone, incluya el reconocimiento del derecho de los chilenos en el extranjero para las elecciones presidenciales y los plebiscitos, cuestión que, según dijo, puede provocar un acuerdo que acelere la tramitación tanto de esa reforma como del proyecto en debate, pues ya no se tratará del vínculo en sí mismo, sino que el de las elecciones en que aquéllos participarán. Ello permitirá el voto de los chilenos en el extranjero para las próximas elecciones presidenciales, cumpliendo así con un largo anhelo de la ciudadanía.


A continuación, consultó al Ejecutivo por la disposición de presentar un proyecto en el sentido indicado y, en caso de que esta fuera positiva, la fecha en que se haría. 


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet insistió en que es necesaria una reforma constitucional que acote el voto de los chilenos en el extranjero sólo para las elecciones presidenciales y para los plebiscitos nacionales. Además, señaló que en opinión del Ejecutivo es fundamental que los ciudadanos en esa condición formulen una manifestación de voluntad en cada uno de los procesos electorales en que participen.


Respecto de la propuesta de la Senadora Alvear, se comprometió a analizarla en su mérito con los grupos técnicos, con el objeto de acelerar la implementación del voto de los chilenos en el extranjero. En ese sentido, anunció que en el transcurso de la semana del 17 de octubre próximo insistirá en la Cámara de Diputados con el texto del proyecto de reforma, que fue rechazado por el Senado, de acuerdo con lo prescrito por el artículo 68 de la Constitución Política, con las precisiones que se han anunciado en esta sesión.


Finalmente, incluimos en este acápite el debate a que dieron lugar diversas indicaciones formuladas por el Honorable Senador señor Bianchi relativas al tratamiento que debe dispensar la legislación a las candidaturas independientes.


Particularmente, el señor Senador se refirió a la indicación N° 23, que se transcribirá más adelante, que permite a las candidaturas independientes suscribir pactos entre sí o con partidos políticos.


Al efecto, señaló que la mencionada indicación tiene su fundamento en el artículo 18 de la Constitución Política, que garantiza la plena igualdad entre los independientes y los miembros de los partidos políticos, tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en las elecciones.


En relación con lo anterior, la Honorable Senadora señora Alvear precisó que la norma constitucional aludida trata sobre la igualdad entre candidatos independientes y candidatos de partidos políticos, más no entre los primeros y los partidos políticos.


A su turno, la Honorable Senadora señora Allende expresó que los partidos políticos están estructurados institucionalmente por normas reguladas en la Constitución Política y en la respectiva ley orgánica, a las que deben someterse y de las cuales arrancan derechos y obligaciones distintos de los que organizan la actividad de los independientes en las elecciones. En todo caso, agregó, los partidos políticos están autorizados para pactar con los candidatos independientes, por lo que, en su opinión, no existe vulneración de ese principio de igualdad consignado en la norma constitucional citada.

- - -

DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES


A continuación, se describen en el orden del articulado del proyecto, las normas e indicaciones formuladas al texto aprobado en general y los acuerdos adoptados.

- - -

Artículo 1°


El artículo 1° del proyecto, en los seis números que lo conforman, propone enmiendas a la ley orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral. (Ley N° 18.556).

Número 1


Este número del artículo 1° del proyecto reemplaza los Títulos Preliminar y I, II y III del texto legal mencionado.

Artículo 6°

Inciso segundo


Este precepto del proyecto aprobado en general dispone que los chilenos a que se refiere los artículos 10, N°s. 2 y 4, y 14, ambos de la Constitución Política, (hijos de padre o madre chilenos nacidos en el extranjero y chilenos nacionalizados por ley, en los dos primeros casos, y los extranjeros avecindados en Chile por más de cinco años, en el tercero) serán inscritos en el Registro Electoral cuando cumplan los requisitos de edad y avecindamiento correspondiente.


El inciso segundo de esta norma dispone que la inscripción procederá automáticamente en la medida en que el Servicio Electoral tenga acceso a la información que acredite el avecindamiento.


Por su parte, el inciso tercero señala que no obstante lo anterior, el interesado podrá solicitar su inscripción en cualquier oficina del Registro Electoral, acompañando los documentos que den cuenta de su avecindamiento y declarando su domicilio electoral en Chile. La solicitud será examinada por el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior y por la Policía Internacional, los que emitirán una certificación de avecinamiento que se remitirá al Servicio Electoral para que practique la inscripción. Si el interesado tiene domicilio en el extranjero, la solicitud se presentará en el respectivo consulado.


La indicación N° 1, de S.E. el Presidente de la República, que recae en el inciso segundo transcrito, propone intercalar, a continuación de la frase “que acredite el” las palabras “cumplimiento del”.


La indicación N° 1 contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de las Comisiones unidas, que se la prestaron con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Walker, don Patricio y Zaldívar.


La indicación N° 2, de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker, don Patricio sugiere eliminar en el inciso tercero las expresiones “en Chile”.


Como quiera que esta indicación se vincula con el derecho a votos de los chilenos en el extranjero que, según ha quedado dicho, se abordará en otro proyecto de ley, la Honorable Senadora señora Alvear, debidamente habilitada por sus coautores, retiró esta indicación.

Artículo 10

Inciso primero


El inciso primero de este artículo del proyecto define el domicilio electoral como el situado dentro de Chile, con el cual una persona tiene un vínculo objetivo, sea porque reside habitual o temporalmente, ejerce su profesión u oficio o desarrolla sus estudios en él.


La indicación N° 3, de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) propone suprimir este inciso.


Esta indicación fue rechazada con el voto unánime de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos), Rincón (dos votos) y Von Baer (dos votos) y señor Bianchi, quienes, con la misma unanimidad, prestaron su aprobación a otra indicación del Ejecutivo al amparo del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, que reformula este artículo con otro conformado por tres incisos. El primero define el domicilio electoral como el situado dentro de Chile, con el cual la persona tiene un vínculo objetivo, sea porque reside habitual o temporalmente, ejerce su profesión u oficio o desarrolla sus estudios en él. En el caso de los chilenos que residen en el extranjero, ese vínculo se considerará respecto del tiempo en que residieron en Chile o de su lugar de nacimiento.


Enseguida -inciso segundo- reproduce el texto del precepto reemplazado, esto es, el que considera como domicilio electoral el último declarado como tal ante el Servicio de Registro Civil o ante el Servicio Electoral.


Finalmente, expresa que para efectos del registro automático de las personas mencionadas en los artículos 5° y 6°, el domicilio será el declarado ante el Servicio de Registro Civil o ante el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior, o el acreditado para cumplir el requisito de avecindamiento. En caso que este último domicilio corresponda a uno ubicado en el extranjero, el domicilio electoral será el último que haya tenido en Chile y que haya informado al Servicio de Registro Civil y a falta de éste al lugar de nacimiento en Chile.

- - -


La misma unanimidad precedente aprobó otra indicación del Ejecutivo, formulada también al amparo del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, que reemplaza el artículo 11 de la ley sobre inscripciones electorales y Servicio Electoral con otro que declara que todo ciudadano con derecho a sufragio debe estar inscrito en una mesa receptora de sufragios que pertenezca a la circunscripción correspondiente a su domicilio electoral.


Agrega que si los antecedentes del domicilio o lugar de nacimiento de las personas a que se refieren los artículos 5° y 6° no permiten identificar al ciudadano con una determinada circunscripción, se le registrará en la circunscripción con más electores en la comuna con cuya información se cuente.

- - -

Artículo 17

Inciso primero


El inciso primero de este precepto del texto del proyecto aprobado en general dispone que dentro de los cinco primeros días de cada mes, los juzgados de garantía comunicarán al Servicio Electoral las personas que hayan sido acusadas en el mes anterior por el Ministerio Público o por querellante particular, por delito que merezca pena aflictiva o por delito que se califique como conducta terrorista.


La indicación N° 4, de S.E. el Presidente de la República, sustituye este inciso por otro que reproduce sus mismas prescripciones, eliminando las menciones al “Ministerio Público o querellante particular” escritas en el texto reemplazado.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Walker, don Patricio y Zaldívar.

Artículo 24


Esta norma aprobada en general preceptúa que cuando una persona obtiene o renueva su cédula de identidad o pasaporte, el Servicio de Registro Civil e Identificación le informará acerca de su domicilio electoral registrado, con el fin de que, si lo estima conveniente, lo actualice declarando uno nuevo bajo juramento.


Al igual que en el caso del precepto e indicación precedentes, en la indicación N° 5 los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) reemplazan este artículo por otro que también reproduce sus normas pero suprime la mención al Servicio de Registro Civil e Identificación.


Esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear, debidamente autorizada por sus coautores.

Artículo 27


Este artículo del proyecto aprobado en general dispone que se considera domicilio electoral el último declarado por el elector ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.


En la indicación N° 6, S.E. el Presidente de la República reemplaza este precepto por otro que señala como tal (domicilio electoral) el consignado en el inciso segundo del artículo 10. (El declarado ante el Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral).


Esta indicación fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos), Rincón (dos votos) y Von Baer (dos votos) y señor Bianchi. No obstante tal rechazo, la indicación y el precepto sobre la cual este recae deben entenderse vinculados al inciso segundo del nuevo artículo 10 propuesto por el Ejecutivo en la nueva indicación que se aprobó en reemplazo de la indicación N° 3, que reproduce los mismos conceptos.


En la indicación N° 7, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio), también sustituyen el artículo 27 por otro que establece, en caso de que el elector esté domiciliado en el extranjero, que al momento de declarar su domicilio ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral, habrá de indicar, además, la comuna en Chile en la que deberá contabilizarse su sufragio.


Esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear, debidamente autorizada por sus coautores, pues se vincula al derecho a voto de los chilenos en el extranjero que se tratará en un proyecto de ley aparte.

Artículo 31

Inciso tercero


Este precepto de la iniciativa en informe atribuye al Servicio Electoral la potestad de determinar el padrón electoral provisorio.


Su inciso tercero prevé que el padrón se ordenará alfabéticamente y contendrá los nombres y apellidos del elector, su número de rol único nacional, sexo, domicilio electoral con indicación de la circunscripción, comuna, provincia y región a la que pertenezca y el número de su mesa receptora.


En la indicación N° 8, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) proponen eliminar las expresiones “comuna, provincia y región”.


Esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora Alvear, debidamente autorizada, pues también se vincula al derecho a voto de chilenos en el extranjero, que según se dijo, será considerado en otra iniciativa legal.

Artículo 35


Esta norma del proyecto aprobado en general establece que para la segunda votación en la elección presidencial se utilizará el mismo padrón electoral “con carácter de definitivo utilizado en” la primera votación.


La indicación N° 9, de S.E. el Presidente de la República, sugiere suprimir la frase “con carácter de definitivo”.


Esta indicación fue aprobada unánimemente por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar, con la sola enmienda de incluir en la supresión las palabras “utilizado en” y reemplazarlas por la preposición “de”.

- - -


Enseguida, en la indicación N° 10 el Ejecutivo agrega al artículo 35 un inciso segundo, nuevo, que dispone que cuando deba repetirse la elección presidencial por aplicación del inciso cuarto del artículo 26 o segundo del artículo 28, ambos de la Constitución Política (muerte de uno o de los dos candidatos que postulan en segunda vuelta o Presidente electo afectado por impedimento absoluto), se empleará el padrón electoral utilizado en la primera votación.


También fue aprobada esta indicación N° 10, con la misma votación que la precedente, enmendada en el sentido de suprimir la expresión “ambos” que antecede a los términos “de la Constitución Política de la República.” y sustituir las palabras “utilizado en” por la preposición “de”.

- - -

Artículo 47

Inciso primero


Este precepto del proyecto aprobado en general habilita al que estimare haber sido omitido injustificadamente del padrón electoral con carácter de auditado y publicado conforme al artículo 32, para reclamar dentro de los diez días siguientes a la resolución impugnada ante el Tribunal Electoral Regional de su domicilio electoral.


En la indicación N° 11, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) sugieren agregar a este precepto la oración final “Tratándose de ciudadanos domiciliados en el extranjero, el reclamo se presentará directamente ante el Tribunal Calificador de Elecciones.”.


Correspondiendo la materia de esta indicación al derecho a voto de los chilenos en el extranjero, la Honorable Senadora señora Alvear, autorizada por sus coautores, procedió a retirarla.

Artículo 48

Inciso segundo


En general, esta norma del texto del proyecto permite excluir electores del padrón electoral inscritos con contravención a la ley.


Su inciso segundo declara que cuando estas reclamaciones (las solicitudes de exclusión) involucren a más de un elector, serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones en única instancia.


En la indicación N° 12, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) agregan a los electores domiciliados en el extranjero entre los involucrados en la reclamación.


En concordancia con el criterio con que se abordó la indicación precedente, y con la misma autorización, la Honorable Senadora señora Alvear retiró esta indicación.

Artículo 50

Inciso primero


Este precepto aprobado en general define la circunscripción electoral como la unidad territorial básica formada por todo o parte del territorio comunal. En cada circunscripción se determinarán mesas receptoras de sufragios que funcionarán en el territorio jurisdiccional de la circunscripción.


La indicación N° 13, de que son autores los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio), agrega al final de este inciso la frase “Habrá una circunscripción electoral en el territorio en que ejerzan su jurisdicción los consulados chilenos en el extranjero.”.


Esta indicación, al igual que las anteriores, fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear.

Número 2


Este número del proyecto aprobado en general reemplaza la numeración del actual Título IV por la de Título VI de la ley de inscripciones electorales y Servicio Electoral, y la de los artículos 87,88 y 89 por 57, 58 y 59. Además, sustituye el actual artículo 90, que pasa a ser artículo 60.

Artículo 60


Esta norma del texto aprobado en general que, cual se dijo, pasó de ser artículo 90 a artículo 60, establece las funciones del Servicio Electoral en ocho literales, a) al h).


En la indicación N° 14, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) proponen la agrupación de los siguientes nuevos literales, a continuación de la letra g), pasando la actual letra h) a ser letra k):


El nuevo literal h) atribuye al Servicio la potestad de disponer medios de movilización gratuitos en zonas rurales aisladas para que los ciudadanos acudan a votar.


El literal i) lo faculta para realizar antes de una elección o plebiscito campañas masivas por los medios de comunicación social que den a conocer las etapas del proceso y su importancia para fortalecer el sistema democrático.


La nueva letra j) declara que el Servicio podrá acreditar el hecho de haberse ejercido el derecho a sufragio, lo que se verificará por medios físicos o electrónicos.


Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, pues versa sobre materias que la Constitución Política reserva a la iniciativa del Ejecutivo, como son las de proponer nuevas funciones o atribuciones a un órgano de la Administración o comprometer recursos públicos.

Número 4


Este número del proyecto aprobado en general reemplaza los párrafos 2° y 3° del actual Título IV de la ley N° 18.556, que pasa a ser VI.

Artículo 62

Incisos segundo, tercero y cuarto


Este precepto establece la composición del Consejo Directivo del Servicio Electoral (cinco consejeros, uno de los cuales es de designación presidencial).


Su inciso segundo dispone que dentro de los 30 días siguientes al inicio de su mandato, el Presidente de la República designará al quinto consejero, que será el Presidente del Consejo.


El inciso tercero establece que los consejeros designados con acuerdo del Senado durarán ocho años en sus funciones y podrán ser reelegidos hasta por dos veces. Se renovarán por parcialidades de cuatro años.


El inciso cuarto limita a cuatro años el mandato del consejero designado por el Presidente de la República, el que podrá ser reelegido hasta por dos veces.


En la indicación N° 15, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) sugieren la sustitución de estos tres incisos por los dos siguientes:


El primero reproduce el inciso segundo ya transcrito, pero agrega que el consejero de designación presidencial debe serlo con acuerdo de los tres quintos de los senadores en ejercicio.


El segundo limita a cuatro años la duración en el cargo de todos los consejeros, los que podrán ser reelegidos hasta por dos veces.


Esta indicación fue parcialmente aprobada por las Comisiones unidas, sólo en lo que se refiere a la intervención del Senado en la designación del quinto consejero (se acordó que todos los consejeros fueras designados con la aprobación del Senado). No obstante esta aprobación parcial, y conforme lo autoriza el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, las Comisiones unidas, con el concurso del Ejecutivo que formuló la correspondiente indicación, resolvieron reestructurar la totalidad del artículo 62, consignando uno nuevo que considera las siguientes materias:


El nuevo precepto (conformado por seis incisos) atribuye al Presidente de la República la facultad de designar a los cinco consejeros, previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio (inciso primero).


El inciso segundo prevé que los consejeros desempeñarán sus funciones por ocho años, pudiendo ser designados para otro período, también de ocho años, por una sola vez. Se renovarán por parcialidades de cuatro años.


El siguiente inciso -el tercero- dispone que serán los consejeros quienes designen al Presidente del Consejo; que éste, en caso de ausencia o impedimento temporal, será subrogado por el consejero que se elija en el acto. En ambos casos, si no se logra mayoría, se procede por sorteo.


El inciso cuarto limita el mandato del Presidente a cuatro años, pudiendo ser reelegido por una sola vez; el subrogante ejercerá el cargo hasta que cese el impedimento o ausencia temporal del titular.


El inciso quinto declara que al cesar un consejero en sus funciones, por cualquier causa, se designará otro en la forma prevista en el inciso primero, que desempeñará el cargo hasta completar el período del reemplazado.


Finalmente, este artículo -inciso sexto- preceptúa que si el que cesa en su cargo es el Presidente, se procederá a la elección de uno nuevo por los consejeros una vez que se haya provisto su cargo de consejero. El nuevo Presidente durará hasta completar el período del que produjo la vacante.


A continuación, las Comisiones unidas, debidamente habilitadas, incorporaron al proyecto un artículo transitorio, que se examinará con mayor detalle en su oportunidad.


El primer inciso de ese precepto, faculta al Presidente de la República para que en la primera propuesta que haga al Senado para designar a los consejeros, indique dos consejeros que durarán cuatro años y tres que durarán ocho años.


El inciso segundo previene que en la primera sesión que celebre, el Consejo elegirá su Presidente. Esta sesión será provisoriamente presidida por el consejero de más edad que asista.


El texto de esta indicación, que cual se dijo contó con el patrocinio del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, que lo fueron los Honorables Senadores señora Alvear (dos votos), y señores Bianchi, Espina, Orpis, Pérez Varela (dos votos), Rossi, Sabag y Walker, don Patricio.


Como consecuencia de lo anterior, con la misma unanimidad y también habilitada por el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, las Comisiones unidas suprimieron en el inciso segundo del artículo 66 (Dispone que presidirá el Consejo su Presidente y a falta de éste, el Vicepresidente) la mención al Vicepresidente atendiendo la nueva redacción que se ha dado al artículo 62, que no considera ese cargo. Por la misma razón, eliminaron del proyecto la letra a) del artículo 67, que atribuye al Consejo la potestad de elegir de entre sus miembros un Vicepresidente). (La eliminación de la letra a) de este artículo obligó a corregir el orden correlativo de sus demás literales y reemplazar en el artículo 66, inciso séptimo, la expresión “i)” por “h)”).

Artículo 63

Inciso primero


Este precepto del texto aprobado en general consigna las exigencias para ser designado consejero. Además de los requisitos generales para ocupar cargos públicos, dispone como tales los de acreditar título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración en una universidad o instituto profesional reconocido por el Estado; experiencia profesional no inferior a cinco años, y no haber desempeñado cargos de representación popular; de Ministro de Estado; de Subsecretario; de Intendente; de Gobernador o de dirigente de partico político en los cinco años anteriores a la designación.


En la indicación N° 16, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) reemplazan la expresión “cinco” por “dos” la segunda vez que aparece en el texto.


Esta indicación resultó unánimemente rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker, don Patricio y Zaldívar.
Inciso tercero


Prohíbe a los consejeros afiliarse a partidos políticos mientras sirva sus cargos.


En la indicación N° 17, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) reemplazan la forma verbal “sirva” por “sirvan”.


La indicación N° 17 contó con el asentimiento unánime de los miembros presentes de las Comisiones unidas, que se lo prestaron enmendada y subsumida en el sentido de reemplazar la voz “sirvan” por las de “ejerzan su”. (Unanimidad de los Honorables Senadores señora Alvear (dos votos) y señores Bianchi, Espina, Orpis, Pérez Varela (dos votos), Rossi, Sabag y Walker, don Patricio).

Artículo 65

Inciso primero

Letra f)


Este precepto del texto aprobado en general establece las causales de cesación en el cargo de consejero. En su letra f) tipifica como tal la falta grave a sus obligaciones: entre otras, inasistencia injustificada a tres citaciones consecutivas o a seis sesiones, ordinarias o extraordinarias, en un semestre calendario.


En la indicación N° 18, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) suprimen las expresiones “entre otras” y la coma (,) que la precede.


La indicación N° 18 de este número fue unánimemente aprobada por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (dos votos) y señores Bianchi, Espina, Orpis, Pérez Varela (dos votos), Rossi, Sabag y Walker, don Patricio.
Inciso final


Esta norma del artículo 65 declara que en las causas civiles en contra de un consejero o del Director del Servicio conocerá, en primera instancia, un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago y, en segunda, esa Corte 


La indicación N° 19, de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio), propone eliminar este inciso, y en la indicación N° 20, S.E. el Presidente de la República lo sustituye por otro que declara que a los consejeros y al Director les será aplicable el N° 2 del artículo 50 del Código Orgánico de Tribunales. (Enumera las autoridades de cuyas causas civiles conoce un Ministro de Corte de Apelaciones: el Presidente de la República; los ex Presidentes; los Ministros de Estado; los Senadores; Diputados; miembros de los Tribunales Superiores; el Contralor General de la República; los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas; General Director de Carabineros, Director General de la Policía de Investigaciones y otros).


La indicación N° 19 fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear debidamente autorizada por sus coautores, en tanto que la indicación N° 20 fue aprobada con la misma votación con que se aprobó la indicación N° 18.

- - -


Enseguida, en la indicación N° 21, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) proponen un número 7), nuevo, que agrega a la ley sobre inscripciones electorales un artículo 74 que crea un fondo estatal con aportes de la ley de presupuestos destinado a financiar proyectos sociales para la promoción de la educación cívica y la participación ciudadana, administrado por el Ministerio Secretaría General de Gobierno (inciso primero).


Podrán postular a este fondo, proyectos y programas públicos o privados que fomenten la participación ciudadana y la educación cívica, patrocinados por municipios, universidades reconocidas por el Estado y organizaciones sociales sin fines de lucro (inciso segundo).


El inciso tercero dispone que el llamado a concurso será anual y un reglamento determinará el procedimiento para formular los proyectos.


Esta indicación fue declarada inadmisible habida consideración de que versa sobre materias que la Constitución Política reserva a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. No obstante tal declaración de inadmisibilidad y a petición de los Honorables Senadoras señoras Allende y Alvear, las Comisiones unidas acordaron oficiar al Ejecutivo con el fin de solicitarle considere patrocinar una indicación o proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en ella.

Artículo 2°

N° 2


El artículo 2° del proyecto aprobado en general introduce enmiendas a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios.


El número 2) de este artículo reemplaza el artículo 3° de la ley de votaciones por otro que regula la presentación de las declaraciones de candidaturas. (Se formulan por escrito ante el Director del Servicio Electoral o ante los directores regionales del mismo).


En lo pertinente a este informe, su inciso segundo dispone que las declaraciones se efectuarán por el presidente y el secretario de la directiva central de cada partido o de los partidos que hubieren conformado un pacto o por, a lo menos, cinco ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente que declaren bajo juramento o promesa no estar afiliado a un partido político, constituido o en formación (artículo 11), con domicilio electoral en el distrito o circunscripción que corresponda al candidato. La declaración se acompañará de otra jurada del candidato, en que conste que cumple los requisitos constitucionales para postular y no está afecto a inhabilidades. La declaración jurada podrá incluir el nombramiento del Administrador Electoral conforme al artículo 30 de la ley N° 19.884 y a ella se adjuntarán sólo los antecedentes que acrediten los estudios del candidato.


La indicación N° 22, de S.E. el Presidente de la República, sugiere suprimir la frase subrayada.


Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (dos votos), Bianchi, Espina, Orpis, Pérez Varela (dos votos), Rossi, Sabag y Walker, don Patricio.

- - -


A continuación, en la indicación N° 23, el Honorable Senador señor Bianchi propone la intercalación de tres números nuevos al artículo 2° del proyecto.


El primer número nuevo conformado con tres literales incluye tres nuevos incisos en el artículo 3° bis de la ley de votaciones populares y escrutinios.


Mediante el primer literal incorpora un inciso, a continuación del inciso segundo, que habilita a dos o más candidaturas independientes para conformar un pacto electoral, y a  una o más de éstas para celebrar pactos electorales con un partido político constituido en la correspondiente región.


El segundo literal también intercala un nuevo inciso a continuación del actual inciso tercero, que dispone, en el caso de un pacto electoral entre dos candidaturas independientes o una candidatura independiente y un partido político, que el pacto regirá en la región en que estén inscritas las candidaturas y constituido el partido.


El tercer literal agrega a continuación del actual inciso cuarto del artículo 3° bis otro inciso que estatuye, en caso de que el pacto electoral esté constituido por candidaturas independientes o una candidatura independiente y un partido político, que dicho pacto se formalizará ante el Director del Servicio Electoral antes del vencimiento del plazo para las declaraciones de candidaturas, con la presentación de una declaración del presidente y del secretario del partido político y del candidato independiente, o declaración de ambas candidaturas independientes, que exprese su voluntad de concurrir en lista conjunta a una elección parlamentaria y que existe afinidad de principio entre los pactantes.


El segundo nuevo número consignado en la indicación suprime el inciso quinto del artículo 4° del texto vigente, que previene que las declaraciones de candidaturas independientes sólo contendrán el nombre de un candidato cualquiera sea el número de cargos a elegir.


El tercer número nuevo que esta indicación sugiere al artículo 2° del proyecto aprobado en general, contiene dos enmiendas al artículo 5° de la ley de votaciones:


La primera intercala en el inciso segundo, a continuación de las expresiones “partidos políticos” la frase “y de candidaturas independientes”. (El referido inciso segundo prescribe que las declaraciones de candidaturas de pactos podrán modificarse por acuerdo de los partidos políticos que lo integran).


La segunda agrega a continuación de la palabra “partidos” en el inciso tercero la frase “y candidaturas independientes”. (El inciso tercero de este artículo 5° autoriza el retiro de candidaturas. En lo que interesa a esta indicación, el precepto declara que el retiro de una declaración de candidatura incluida en un pacto electoral requerirá el acuerdo de todos los partidos que lo integren).


Esta indicación de cuyo debate ha quedado constancia en un acápite precedente de este informe, fue rechazada con los votos de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos), Rincón (dos votos) y Von Baer (dos votos). Votó a favor de ella el Honorable Senador Bianchi.

N° 4


El texto del proyecto aprobado en general, en este número del artículo 2°, reemplaza el inciso segundo del artículo 6° de la ley de votaciones populares y escrutinios.


El precepto vigente previene que las declaraciones de candidaturas a Presidente de la República podrán hacerse hasta las 24 horas del nonagésimo día anterior a la elección (primera o única votación) o del décimo día siguiente al acuerdo del Senado a que se refiere el inciso segundo del artículo 28 o a la convocatoria dispuesta por el inciso cuarto del artículo 29, ambos de la Constitución Política, que den lugar a una elección extraordinaria. (Nueva elección en caso de impedimento del Presidente electo o vacancia del cargo del Presidente en ejercicio cuando falten menos de dos años para la próxima elección presidencial).


El N° 4 del proyecto aprobado en general restringe el alcance de la disposición comentada señalando que las declaraciones de candidaturas a la Presidencia de la República sólo podrán practicarse hasta las veinticuatro horas del nonagésimo día anterior al de la primera o única votación.


La indicación N° 24, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza el texto descrito por otro que regula la misma materia, pero difiere de éste en el sentido de que, además, agrega como referencia para formular la declaración la circunstancia prevista para la repetición de la elección presidencial, es decir, que la declaración podrá practicarse hasta los treinta días siguientes a la convocatoria para la segunda votación en los casos del artículo 26, inciso cuarto, ó 28, inciso segundo, ambos de la Constitución Política. (Caso de muerte de uno de los candidatos en la segunda vuelta e impedimento del Presidente electo, respectivamente).


Esta indicación también fue aprobada unánimemente por las Comisiones unidas, con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Bianchi, Espina, Orpis, Walker, don Patricio y Zaldívar. (En correspondencia con la supresión de la palabra “ambos” del nuevo texto al inciso segundo del artículo 35 propuesto por la indicación N° 10, al inciso segundo del artículo 6° en informe, también se le eliminó esa expresión.).
- - -

N° 7


A continuación, la indicación N° 25, del Honorable Senador señor Bianchi, suprime el inciso tercero del artículo 17, proposición que debe entenderse formulada al texto del precepto vigente, pues el proyecto, en el numeral 7° del artículo 2°, sugiere el reemplazo de este artículo por otro conformado sólo por dos incisos.


El inciso tercero del texto vigente prescribe que las declaraciones de candidaturas independientes, patrocinadas por afiliados a partidos políticos no invalidarán la candidatura, salvo que representen más del cinco por ciento del total del patrocinantes.


Esta indicación fue retirada por su autor.

- - -


El Boletín de Indicaciones consigna, a continuación, la indicación N° 27, (altera la numeración correlativa de las indicaciones) de que son autores los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio), que intercala en el artículo 17 un nuevo inciso tercero, pasando el actual tercero a ser inciso cuarto (se plantea igual situación que la explicada con relación a la indicación N° 25, pues el nuevo texto del artículo 17 contenido en el proyecto, según se dijo, no tiene inciso tercero).


La nueva norma propuesta en la indicación expresa que el Director del Servicio Electoral rechazará las declaraciones de candidaturas que no cumplan las prohibiciones dispuestas en la ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral. (No sobrepasar el límite al gasto electoral dispuesto en la ley; prohibición de aportar a un mismo candidato a alcalde o concejal el equivalente a más de mil unidades de fomento; mil doscientas cincuenta por candidato a diputado o senador, y dos mil unidades de fomento en el caso de candidaturas presidenciales; prohibición de aportes de personas naturales y jurídicas extranjeras, salvo los extranjeros habilitados para votar; prohibición de aportes de campaña electoral de los órganos de la Administración, empresas del Estado o de aquellas en que este, sus empresas o sociedades tenga participación; prohibición de aportes a campaña electoral de personas jurídicas que reciban subvenciones del Estado que superen el quince por ciento de sus ingresos; prohibición de aportes de campaña electoral de personas jurídicas de derecho público o de derecho privado sin fines de lucro, con excepción de los partidos políticos).


Esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear, autorizada por sus coautores.

- - -

N° 8


La indicación N° 26 incluida en este acápite en el Boletín de Indicaciones, de autoría del Honorable Senador señor Bianchi, incorpora a su vez al proyecto cuatro números nuevos.


El primero agrega al final del inciso segundo del artículo 19 (debe entenderse el del texto vigente de la ley de votaciones populares y escrutinios y no el de la proposición contenida en el proyecto, atendida la materia de que trata la indicación) la frase “en caso de no conformar un pacto electoral en la respectiva Región”, precedida de una coma (,).


El precepto en vigor señala que las declaraciones constituirán listas en los respectivos distritos y circunscripciones. En el caso de los candidatos independientes a diputado o a senador cada declaración suscrita constituirá una nómina.


El segundo nuevo número consignado en este indicación intercala en el inciso cuarto del artículo 20 (texto vigente), a continuación de las palabras “candidaturas independientes”, la frase “en caso de no encontrarse en un pacto electoral en su respectiva Región”.


La norma actual regula la situación de un candidato a parlamentario que fallece entre las cero horas del octavo día anterior a la elección y el momento en que el Tribunal Calificador de Elecciones proclama a los elegidos. En tal evento, el candidato no será reemplazado y sus votos favorecerán al otro candidato de su lista, si lo hubiere. A falta de otro candidato o en el caso de candidaturas independientes, los votos se consideran nulos.


El tercer nuevo número propuesto en la indicación N° 26, agrega en el inciso tercero del artículo 23 (texto vigente), a continuación de la palabra “independiente” la frase “que haya celebrado pacto electoral en la respectiva Región”.


En lo pertinente a la indicación, el mencionado precepto establece que a cada candidatura independiente a diputado o senador, el Director le asignará un número cardinal correlativo de acuerdo con el orden de su recepción.


Por último, el cuarto número que la indicación agrega al proyecto sustituye los incisos cuarto y quinto del artículo 31 (texto de la ley vigente) por otro que prescribe que en las elecciones de diputados y senadores a cada región le corresponderá un tiempo por día que se dividirá semanalmente entre las regiones pares e impares. En cada día de propaganda se distribuirá el tiempo en forma equivalente entre los candidatos.


(El artículo 31 del texto actual de la ley de votaciones populares y escrutinios, en general, dispone que los canales de televisión de libre recepción destinarán gratuitamente treinta minutos diarios a propaganda electoral en las elecciones de Presidente de la República, diputados y senadores, únicamente de diputados o de plebiscitos nacionales).


Esta indicación fue declarada inadmisible en razón de que aborda materias que se alejan de las ideas matrices del proyecto, como son las consignadas en el último número que propone (propaganda televisiva).

- - -


Seguidamente, en la indicación N° 28 los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) proponen la intercalación de cinco nuevos números al artículo 2° del proyecto, con las siguientes finalidades:


El primero sugiere cuatro enmiendas al artículo 30 de la ley de votaciones y escrutinios en vigor, que regula la propaganda electoral.


La primera -letra a)- intercala un inciso segundo, nuevo, que define la propaganda preelectoral como aquella que tiene por objeto lograr presentar una candidatura, sea por un partido político, pacto electoral o como independiente, en el período que media entre una elección popular y el día en que vence el plazo para declarar candidaturas para la siguiente elección.


La segunda enmienda de este primer nuevo número -letra b)- agrega la voz “preelectoral” entre la palabra “electoral” y la conjunción “o” en el nuevo inciso. (El referido precepto dispone que el financiamiento de los gastos en propaganda electoral o plebiscitaria sólo puede provenir de recursos de origen nacional).


La tercera enmienda -letra c)- incorpora en el inciso (quinto) (cuarto del texto vigente) antes de las palabras “La propaganda” la frase “Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo” e intercala entre los vocablos “propaganda” y “electoral” el término “propiamente”.


(Este precepto -inciso cuarto de la ley en vigor- declara que la propaganda electoral por medio de la prensa, radio y TV sólo podrá practicarse desde 30 días y hasta el tercer día anterior a la elección o plebiscito).


La siguiente enmienda recaída en el artículo 30 -letra d)- intercala en el inciso séptimo (sexto del texto vigente) entre la palabra “electoral” y la preposición “en” el vocablo “preelectoral”.


“El referido precepto, en lo que interesa a este informe, prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y otras salas de exhibición).


Luego, la indicación N° 28, también en un nuevo número, agrega al artículo 31 del texto vigente de la ley de votaciones un inciso final que prohíbe, en el extranjero, toda propaganda electoral como no sea la que consiste en material que los candidatos envíen o entreguen a los electores.


El número siguiente que la mencionada indicación N° 28, incorpora dos enmiendas al artículo 32 del texto vigente de la ley electoral.


La primera intercala en el inciso primero, entre la palabra “electoral” y la preposición “con”, el término “preelectoral”.


El precepto afectado por la indicación, en lo pertinente, prohíbe la campaña electoral con pintura, carteles y afiches adheridos en muros exteriores y cierros.


La segunda enmienda intercala en el inciso segundo, entre la voz “electoral” y el pronombre “que” el término “preelectoral”; entre la palabra “candidatos” y la conjunción “y” el vocablo “precandidatos” precedido de una coma (,); y antes del artículo “La” de este inciso incorpora la oración: “Durante el período que media entre una elección popular y el día en que vence el plazo para declarar candidaturas para la siguiente elección popular, sólo podrá efectuarse propaganda electoral por medio de volantes y elementos o afiches estáticos, de acuerdo al inciso primero del presente artículo.”.


(El referido precepto del inciso segundo obliga a los municipios a retirar la propaganda electoral que se haga con infracción a este artículo y a los candidatos y partidos reembolsar los gastos del retiro).


Posteriormente, esta indicación N° 28 propone dos modificaciones al artículo 33 del texto vigente de la ley de votaciones.


Mediante la primera, incluye en su texto un nuevo inciso segundo que dispone que en el período que media entre una elección popular y el día que vence el plazo para declarar candidaturas de la próxima elección, sólo se podrá hacer referencia al nombre o imagen de una persona que busque el apoyo de un partido o pacto o el patrocinio para una candidatura independiente.


La segunda modificación consiste en agregar al artículo 33 un tercer inciso, nuevo, que establece como causal de rechazo de las declaraciones de candidaturas la vulneración del inciso anterior (el que corresponde a la primera modificación de este artículo 33 del texto vigente). Cualquier otra referencia distinta al nombre o imagen del precandidato será sancionada conforme a las reglas generales.


Finalmente, esta indicación N° 28 reemplaza el actual texto del artículo 35 de la ley de votaciones populares por otro que atribuye al Cuerpo de Carabineros la función de fiscalizar el cumplimiento de los artículos 30 y 32 (normas sobre propaganda electoral), con excepción de lo relativo a la prensa, radio y televisión o a la propaganda hecha fuera del territorio nacional. También faculta a la policía uniformada para retirar la propaganda que contravenga esas disposiciones, dando cuenta al juez de policía local.


Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por estimarse que incide en asuntos ajenos a la idea matriz del proyecto. Sin embargo, y al igual que en el caso de la indicación N° 21 precedentemente reseñada, al compartir el mérito de la iniciativa, las Comisiones unidas acordaron oficiar al Ejecutivo solicitándole considerar el envío de un proyecto de ley que incluya su contenido.

N° 18

Artículo 41

Inciso segundo


El inciso segundo del nuevo artículo 48 propuesto en el proyecto aprobado en general expresa que para designar a los vocales, el trigésimo día anterior a la elección cada miembro de la junta electoral escogerá diez nombres que corresponderán a diez ciudadanos que sufragan en el respectivo padrón de mesa. Si la junta funciona con dos miembros, cada uno elige quince nombres.


En la indicación N° 29, S.E. el Presidente de la República propone sustituir este precepto por otro que recoge la misma idea en los siguientes términos: para la designación de vocales, desde el día cuadragésimo quinto anterior a la elección, cada miembro de la junta elige diez nombres que aparezcan en la mesa receptora del padrón electoral con el carácter de auditado (artículo 32 de la ley N° 18.556). Si la junta funciona con dos miembros, cada uno elige quince nombres.


Esta indicación contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de las Comisiones unidas, que lo fueron los Honorables Senadores señoras Alvear (dos votos) y Von Baer y señores Bianchi, Espina, Escalona y Pérez Varela (dos votos).

N° 23


Este número del proyecto aprobado en general consigna dos modificaciones para el artículo 49 del texto vigente de la ley de votaciones populares y escrutinios, precepto que obliga a los vocales de las mesas receptoras a constituirse en el lugar fijado para su funcionamiento o determinado por la junta electoral, a las 14 horas del último sábado que preceda al tercer día anterior a la elección o plebiscito.


El número 23) en informe reemplaza la expresión “a las catorce horas del último sábado que preceda al tercer día anterior” por “a las quince horas del día sábado”, e incorpora a este artículo un inciso tercero, nuevo, que agrega que en esta misma ocasión el Servicio dispondrá la capacitación de los vocales respecto de las funciones y atribuciones que deberán ejercer el día de la elección fomentando la aplicación de criterios objetivos y homogéneos. La asistencia a la capacitación es voluntaria.


En la indicación N° 30, S.E. el Presidente de la República reemplaza este número 23 por otro que también incluye dos enmiendas al artículo 49.


La primera sustituye en el inciso primero la frase “a las catorce horas del último día sábado que preceda al tercer” por “a las quince horas del”, y la segunda también agrega un tercer inciso a este precepto que atribuye al Director del Servicio Electoral la potestad de disponer la capacitación de los vocales respecto de las atribuciones que ejercerán el día de la elección, fomentando la aplicación de criterios objetivos y homogéneos. También agrega al final la declaración de que esta capacitación es voluntaria. (La indicación suprime la mención a la ocasión en que se ejercerá esta atribución).


Ambas enmiendas contenidas en la indicación resultaron aprobadas por las Comisiones unidas, que se la prestaron con la misma unanimidad que la indicación precedente.

N° 24

Artículo 52


Recae en el artículo 52 de la ley de votaciones. Este número del artículo 2° del proyecto reemplaza el inciso segundo de ese precepto por otro que entrega al Secretario de la Junta Electoral la potestad de requerir a la Comandancia de Guarnición, con sesenta días de anticipación a la audiencia (en la que se designan a los vocales de las mesas receptoras), un informe acerca de los locales públicos o privados más adecuados para el funcionamiento de las mesas. Previene además que el jefe militar podrá por sí o por delegado concurrir a esa audiencia y proponer otros locales. Concluye señalando que, en lo posible, la asignación de las mesas se hará tratando de mantener las asignaciones anteriores.


En la indicación N° 31, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) agregan, a continuación del término “Electoral” la frase “salvo en los casos de Juntas Electorales que funcionen fuera del territorio nacional.”, precedida de una coma (,).


Esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear, autorizada por sus coautores, en concordancia con el acuerdo de considerar las materias relativas al derecho a voto de los chilenos en el extranjero en una nueva y distinta iniciativa.

N° 25

Artículo 54

Inciso quinto

Numeral 6)


Este número del proyecto reemplaza el artículo 54 del texto vigente de la ley de votaciones populares y escrutinios (regula las funciones del delegado de la junta electoral en el local de votación).


El inciso quinto del nuevo precepto, en su numeral 6), dispone que el delegado, entre sus atribuciones, tendrá la de requerir el auxilio de la fuerza pública encargada del orden público.


En la indicación N° 32, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) proponen intercalar la frase “cuando sea procedente” precedida de una coma (,), después de la forma verbal “Requerir”.


Esta indicación fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pérez Varela (dos votos) y el voto a favor de los Honorables Senadores señora Alvear (dos votos) y Escalona.

N° 30

Artículo 60


En este número el proyecto reemplaza el artículo 60 de la ley de votaciones (define quiénes son electores) por otro que se ocupa de la misma materia declarando que lo son los ciudadanos con derecho a sufragio y extranjeros que figuren en los padrones de mesa, que hayan cumplido 18 años de edad al día de la votación.


Agrega que el elector debe votar en todas las elecciones o plebiscitos que se realicen en el mismo acto electoral al que concurra.


En la indicación N° 33, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) proponen la agregación de un nuevo inciso para el precepto transcrito que declara, en conformidad con la Constitución Política, que respecto de los que voten en el extranjero no se pueden exigir requisitos adicionales a los que votan en el territorio nacional.


Al versar sobre un asunto que dice relación con el derecho a voto de los chilenos en el extranjero, esta indicación fue retirada, con autorización de sus coautores, por la Honorable Senadora señora Alvear.

- - -


Enseguida, en la indicación N° 34, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) agregan un inciso final al artículo 63 del texto vigente, modificado por el N° 33 del artículo 2° del proyecto.


El referido precepto dispone la forma de regular las disconformidades que surjan entre el padrón de mesa y la identidad del elector.


El nuevo inciso final que sugiere la indicación previene que tratándose de mesas que funcionan en el extranjero, corresponderá a la mesa determinar si el elector sufraga o no ante disconformidades notorias y manifiestas, dejándose constancia en el acta.


Al igual que la precedente y con la misma habilitación, esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear.

- - -

N° 42

Artículo 76 bis

Inciso primero


Este número del proyecto propone incorporar un artículo 76 bis a la ley de votaciones, cuyo inciso primero atribuye al Servicio Electoral la facultad de instalar en la oficina electoral del local de votación un delegado que reciba los ejemplares del acta a que se refiere el inciso cuarto del artículo 72 (copia del acta del escrutinio de la votación que se practica en la mesa receptora) cuyos datos procederá a ingresarlos o transmitirlos al sistema computacional del Servicio.


En la indicación N° 35, S.E. el Presidente de la República propone reemplazar la frase “ingresarlos o transmitirlos” por la forma verbal “incorporarlos”.


Esta indicación fue aprobada por las Comisiones unidas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear (dos votos) y Von Baer y señores Bianchi, Escalona y Pérez Varela (dos votos).

N° 44


Este número del proyecto aprobado en general sustituye en el inciso primero del artículo 80 la palabra “Director” por “Consejo” y la frase “o dentro del décimo quinto día siguiente a la publicación del decreto supremo que convoca a un plebiscito” por “o plebisicito”.


En la indicación N° 36, S.E. el Presidente de la República mantiene estas modificaciones y les agrega la de reemplazar el vocablo “veinte” por “cuarenta y cinco”.


El texto vigente, en lo pertinente, previene que existirán los colegios escrutadores que determine el Director del Servicio Electoral por resolución que se publicará con a lo menos veinte días de anticipación a aquel en que se deba celebrar una elección o dentro del décimo quinto día siguiente a la publicación del decreto supremo que convoca a plebiscito.


Esta indicación fue aprobada por las Comisiones unidas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear (dos votos) y Von Baer y señores Bianchi, Escalona, Espina y Pérez Varela (dos votos).

N° 55

Artículo 89

Inciso segundo


Este número consigna el texto de reemplazo del artículo 89 de la ley de votaciones dispuesto en el proyecto.


El referido texto establece en su inciso primero que resueltas las discrepancias (diferencias entre la suma real de los votos de cada candidato, nulos y blancos y los totales indicados en el acta), se obtendrá el resultado definitivo del colegio escrutador.


En su inciso segundo prescribe que deberá levantarse acta en que se harán constar los hechos o circunstancias que se describen en los siete literales que siguen. En la letra e) la primera vez que aparece (la segunda vez se incluye como un literal de por medio que debe considerarse como literal g), dispone que en el acto se hará contar un detalle de las mesas que el colegio no pudo escrutar “o no pudo revisar la digitación efectuada en los locales de votación en el día anterior” por no haber recibido la correspondiente acta de escrutinio.


En la indicación N° 37, S.E. el Presidente de la República sugiere suprimir la frase “la digitación efectuada en los locales de votación en el día anterior” y sustituir la segunda letra “e” por una “g”.


La indicación N° 37 fue aprobada con la misma votación que la precedente.

N° 59


Este número del proyecto reemplaza los incisos primero y segundo del artículo 97, precepto que habilita a cualquier elector para pedir la rectificación de los escrutinios cuando en éstos se ha incurrido en omisiones o errores numéricos.


En lo que interesa a este informe, el nuevo inciso segundo propuesto en el texto aprobado en general dispone que las solicitudes de rectificación de escrutinios y las reclamaciones de nulidad de elecciones y plebiscitos se formularán ante el Tribunal Electoral Regional del territorio en que se hubieren cometidos los hechos que fundamentan el reclamo.


En la indicación N° 38, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) sugieren la intercalación, a continuación de la voz “reclamo”, de la frase “o directamente ante el Tribunal Calificador de Elecciones si los hechos se hubieren cometido en el extranjero”.


Esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear, debidamente autorizada, por tratar acerca de una materia que se vincula al derecho a voto de los chilenos en el extranjero.

- - -


En la indicación N° 39, los mismos señoras y señores Senadores autores de la indicación precedente, proponen la agregación de dos nuevos números al artículo 2° del proyecto que recaen en los artículos 98 y 99 del texto vigente de la ley de votaciones.


El primero incide en el inciso primero del artículo 98 y consiste en intercalar, a continuación de la palabra “Electoral” la frase “o ante el Tribunal Calificador de Elecciones, según corresponda”, precedida de una coma (,).


El precepto mencionado, en lo pertinente, prescribe que dentro de los cinco días siguientes a la resolución que admita a tramitación el reclamo, se rendirán ante el Tribunal Electoral Regional las informaciones, contrainformaciones y pruebas que ameriten la nulidad.


El segundo nuevo número contenido en la indicación modifica el inciso primero del artículo 99 para agregar la frase “o de votaciones realizadas en el extranjero”, precedida de una coma (,), a continuación de la palabra “República”. (La expresión “República” no aparece mencionada en este nuevo inciso, el cual se refiere a las denuncias criminales que deban practicarse con ocasión de los reclamos, ante un hecho o circunstancia que tenga carácter de delito. En consecuencia, la indicación debiera estar referida al artículo 99 bis, introducido por el N° 60 del artículo 2° del proyecto, que en lo pertinente dispone que tratándose de la elección del Presidente de la República, las solicitudes de rectificación de escrutinios se interpondrán directamente ante el Tribunal Calificador de Elecciones).


Debidamente autorizada, esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear, pues al tenor de la explicación precedente, se vincularía con el derecho a voto de los chilenos en el extranjero.
N° 61


Este número del proyecto propone la agregación de un artículo 101 bis a la ley de votaciones, que impone al Servicio Electoral la obligación de poner a disposición del Tribunal los resultados de los colegios escrutadores en formato digital.


En la indicación N° 40, S.E. el Presidente de la República sugiere el reemplazo del mencionado artículo por otro que reproduce el mismo mandato, pero explica que esos resultados deben ser los que sirvieron para generar los cuadros de resultados conforme al inciso primero del artículo 89, los cuales han de ser concordantes con los cuadros remitidos al Tribunal por disposición del artículo 91.


Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, que lo fueron los Honorables Senadores señora Alvear (dos votos) y señores Bianchi, Escalona, Espina y Pérez Varela (dos votos).

- - -


A continuación, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio), en la indicación N° 41, incorporan tres nuevos números al artículo 2° del proyecto.


El primero intercala en el inciso primero del artículo 111 del texto vigente, a continuación del término “localidades” la frase “ubicadas dentro del territorio nacional”.


El precepto objeto de esta indicación faculta al Presidente de la República para designar, cuarenta días antes de la elección, a los oficiales de las Fuerzas Armadas o de Carabineros que tendrán a su cargo el mando de la fuerza encargada del orden público en las localidades donde funcionarán las mesas receptoras y los colegios escrutadores.


El segundo nuevo número intercala en el artículo 125 de la actual ley, entre las palabras “electoral” y “será”, el vocablo “preelectoral”.


La referida disposición prescribe que el administrador de un cinematógrafo o sala de video en que se realice propaganda electoral, será sancionado con la multa que el precepto indica.


El tercer número propone idéntica indicación en el artículo 126, que se refiere a las infracciones a la propaganda electoral en la vía o lugares públicos.


Esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear con autorización de sus coautores, de acuerdo con el compromiso de incluir las materias relativas al derecho a voto de los chilenos en el extranjero en otro proyecto de ley.

N° 72


Este número del texto aprobado en general suprime del inciso primero del artículo 157 las expresiones “independientes, en su caso,”.


El mencionado inciso establece que los partidos políticos y los candidatos independientes, en su caso, declararán la ubicación de sus sedes ante la Junta Electoral, con quince días de anticipación a la elección o plebiscito.


En la indicación N° 42, S.E. el Presidente de la República elimina este número.


Esta indicación contó con la aprobación unánime de las Comisiones unidas, con los votos de los Honorables Senadores señora Alvear (dos votos) y señores Bianchi, Escalona, Espina y Pérez Varela (dos votos).


Los números 73 y 74 pasan a ser números 72 y 73, sin enmiendas.

N° 75


Pasa a ser N° 74.


Este número del proyecto reemplaza el artículo 160 de la ley de votaciones, que establece los requisitos para ser designado apoderado por los partidos y candidatos independientes.


El inciso segundo del texto sustitutivo propuesto en el proyecto declara que no podrán ser apoderados los Ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los consejeros regionales, los gobernadores y los alcaldes; los magistrados de los tribunales superiores, los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de policía local, los jefes superiores de servicio y secretarios regionales ministeriales; el Contralor General de la República y los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública. Tampoco lo serán los no videntes y los analfabetos.


En la indicación N° 43, S.E. el Presidente de la República suprime de este inciso sustitutivo la denominación “Consejeros Regionales”.


Esta indicación resultó aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron favorablemente a ella los Honorables Senadores señora Von Baer y los señores Bianchi, Espina y Pérez Varela (dos votos). Por la negativa lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear (dos votos) y señor Escalona.

- - -


A continuación, en la indicación N° 44, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) agregan dos nuevos números al texto del proyecto.


El primer número incorpora un inciso segundo al artículo 169 de la ley de votaciones, precepto que declara feriado legal el día que se celebre una elección o plebiscito.


El nuevo inciso dispone que ese día será feriado obligatorio e irrenunciable para los dependientes del comercio, con excepción de los que trabajan en clubes, restaurantes y establecimientos de entretenimiento (cines, espectáculos vivos, discotecas, bares, casinos de juegos y otros).


Tampoco será aplicable este feriado a los que se desempeñen en el expendio de combustibles o en farmacias de urgencia y de turno.


Finalmente, sanciona las infracciones a su normativa en la forma dispuesta por el artículo 2° de la ley N° 19.973. (Multa de 5 unidades tributarias mensuales por cada trabajador afectado por la infracción; si fueren más de 50 trabajadores la multa ascenderá a 10 UTM por trabajador, y si son más de 200, la muta será de 20 UTM por trabajador).


Enseguida, la indicación propone otro número que agrega a la ley de votaciones tres nuevos artículos: 169 bis; 169 ter y 169 quáter.


El primero -artículo 169 bis- dispone que los establecimientos de atención parvularia (salas cunas, guarderías) del Estado o financiados por éste funcionarán en los días de elecciones o plebiscitos, disponiendo su administrador las medidas que permitan concurrir a votar a sus funcionarios.


El segundo artículo -169 ter-, que durante esos días el transporte de pasajeros remunerado funcionará gratuitamente, y


El tercero -artículo 160 quáter- prohíbe a las candidaturas y partidos contratar medios de transporte masivo el día de los comicios, con excepción de lo dispuesto en la letra h) del artículo 60 de la ley N° 18.556.


Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, pues su texto se aleja de las ideas matrices de este proyecto de ley.


Con todo, la Honorable Senadora señora Alvear solicitó oficiar al Ejecutivo para que proponga un proyecto de ley sobre esta materia, de evidente beneficio para los trabajadores o solicitarle que otorgue un patrocinio a esta indicación.

Números 76, 77, 78, 79, 80, 81 y 82


Pasan a ser Números 75, 76, 77, 78, 79, 80 y 81, sin enmiendas.

N° 83


Pasa a ser N° 82.

Artículo 175 bis

Inciso segundo


Este precepto del texto aprobado en general dispone que para tener informada a la opinión pública respecto del acto eleccionario o plebiscitario, el Servicio Electoral acreditará un encargado de recibir las copias de las actas de las mesas receptoras e ingresar los resultados al sistema computacional o en defecto del sistema computacional, remitirla al Servicio Electoral en la forma que éste determine.


En la indicación N° 45, S.E. el Presidente de la República propone reemplazar la forma verbal “ingresar” por “incorporar” y suprimir la frase subrayada.


Esta indicación resultó aprobada por las Comisiones unidas con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear (dos votos) y Von Baer y señores Bianchi, Escalona, Larraín, don Hernán, y Pérez Varela.

Inciso tercero


Esta norma del texto aprobado en general previene que para el desempeño adecuado del encargado de recibir las actas, el municipio le habilitará una instalación eléctrica en el local de votación.


En la indicación N° 46, S.E. el Presidente de la República agrega a la norma descrita un precepto que impone a las intendencias y gobernaciones la obligación de darle a ese funcionario las facilidades para asegurar el respaldo de los resultados y su traslado expedito.


Esta indicación fue unánimemente aprobada por las Comisiones unidas con la misma votación que la precedente.

- - -


A continuación en la indicación N° 47, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) incorporan un nuevo número al proyecto en virtud del cual se reemplaza el artículo 176 por otro que prohíbe divulgar en Chile, antes de las 19 horas de Chile continental, los resultados electorales que se produzcan en el exterior el día de la elección.


Esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear, autorizada por sus coautores, pues también se vincula con el derecho a voto de los chilenos en el extranjero.

- - -


El número 84 pasa a ser número 83, sin enmiendas.

N° 85


Pasa a ser número 84.


Este número del proyecto incorpora un Título XII, nuevo, a la ley de votaciones populares, que regula el funcionamiento de las juntas electorales.

Artículo 182


Este precepto del texto aprobado en general, que encabeza el Título XII, preceptúa que en cada provincia habrá una junta electoral que tendrá las funciones que esta y las demás leyes le encomienden.


En la indicación N° 48, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) reemplazan este artículo con otro que reproduce la misma norma, pero agrega que también habrá una junta electoral en el territorio en que ejerzan jurisdicción los consulados de Chile.


Habilitada por sus suscriptores, esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear, por la misma razón que la que la precede.

Artículo 184


En este artículo el proyecto aprobado en general establece la integración de las juntas electorales. En las capitales de provincia que sean asiento de Corte de Apelaciones, las conformarán el Fiscal Judicial, el Defensor Público y el Conservador de Bienes Raíces, siendo el primero el Presidente y Secretario el último.


En las demás capitales de provincia se integrarán con el Defensor Público, el Notario Público y el Conservador de Bienes Raíces. También será su Presidente el primero y Secretario el último.


En su inciso tercero prevé que si hay más de un funcionario de los mencionados, integrará la junta el más antiguo en la respectiva categoría.


En la indicación N° 49, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) incorporan un inciso cuarto a este artículo que declara que a falta de los funcionarios mencionados, la designación podrá recaer en cualquier ciudadano habilitado para votar en la respectiva jurisdicción.


Esta indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear, autorizada por sus coautores, en atención a que, según se dijo, la relevancia de esta función amerita que ella sea asumida por funcionarios de la administración de justicia de esa jerarquía.

Artículo 186

Inciso primero


Este precepto del texto aprobado en general dispone que para la designación de los integrantes de las juntas electorales, el Servicio Electoral solicitará a la Corte Suprema la nómina de los funcionarios y auxiliares de la administración de justicia con jurisdicción en el territorio de cada junta.


En la indicación N° 50, S.E. el Presidente de la República sugiere intercalar, a continuación de la voz “justicia” la frase “señalados en los artículos 184 y 185 anteriores”.


Esta indicación fue aprobada por las Comisiones unidas con los votos de los Honorables Senadores señoras Alvear (dos votos) y Von Baer y señores Bianchi, Escalona, Larraín, don Hernán y Pérez Varela.

Artículo 3°


Este artículo del texto aprobado en general propone enmiendas a la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.

N° 2


Este número del artículo 3° del proyecto reemplaza en el artículo 100 de la ley municipal la frase “inscritos en los Registros Electorales de la comuna” por “habilitados para votar en la comuna”.


El referido precepto de la ley vigente, en lo que compete a este informe, dispone que para que proceda el plebiscito por requerimiento ciudadano deberá concurrir con su firma ante notario u oficial del Registro Civil, a lo menos, el 5% de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna.


En la indicación N° 51, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) sugieren sustituir el numeral 2) del proyecto por otro que expresa “Sustitúyese, en el artículo 100, la frase “inscritos en los Registros Electorales de la comuna” por “que sufragaron en la última elección municipal.”.”


Esta indicación fue aprobada por los miembros presentes de las Comisiones unidas, que lo fueron los Honorables Senadores señora Alvear (dos votos), Larraín, don Hernán (dos votos) y Zaldívar (dos votos) quienes además, habilitados por el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, aumentaron al 10% el porcentaje del 5% previsto en el artículo 100 de la ley municipal, en concordancia con otro proyecto de ley sobre plebiscitos comunales, (Boletín N° 7.308-06), que consignó dicho porcentaje (10%) en el referido artículo 100 para que los ciudadanos de la comuna requieran la celebración de estas consultas.

- - -


Enseguida, en la indicación N° 52, S.E. el Presidente de la República propone intercalar en el proyecto de ley los siguientes N°s. 8, 9, 10 y 11, nuevos:


El nuevo número 8) de este artículo 3° modifica el artículo 121 de la ley municipal que dispone que para determinar los votos de lista, el tribunal revisará las preferencias emitidas en favor de cada candidato de una misma lista.


La modificación consiste en anteponer un inciso primero al precepto transcrito que declara que se considerará que constituyen una lista los pactos electorales, los partidos partícipes de la elección sin integrar pactos y cada candidatura independiente que no forme parte de un pacto.


El nuevo número 9) sustituye el artículo 122 de la ley municipal, que determina el cuociente electoral.


La norma de reemplazo dispone que para ese efecto (determinación del cuociente electoral) los votos de lista se dividirán por uno, dos, tres, cuatro y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por lista como concejales a elegir, los cuales (los cuocientes) se ordenarán decrecientemente hasta el que ocupe la posición ordinal que corresponda al número de concejos a elegir, el cual será el cuociente electoral.


Los elegidos se determinan dividiendo el total de votos de la lista por el cuociente electoral.


El nuevo número 10) reemplaza el N° 3 del inciso primero del artículo 123 del texto municipal (establece reglas para determinar los candidatos a concejal elegidos dentro de cada lista) por otro que previene que en caso de que el número de candidatos presentados fuere inferior al de los concejales que corresponde elegir por cada lista, se proclamarán todos dichos candidatos, reasignándose el sobrante entre las demás listas.


Agrega que si fuere más de uno los cargos sobrantes se avanzará en el orden decreciente de los cuocientes tantas veces como cargos sobrantes existan.


Por último, el N° 11) nuevo, propuesto, reemplaza el artículo 124 de la ley municipal por otro que prescribe que para determinar los candidatos elegidos en una lista de pacto, se sumarán los votos de los candidatos de cada partido o de los subpactos. Después se repetirá el procedimiento de los artículos 122 y 123, considerando como lista a cada integrante del pacto, en el caso de partidos, de subpactos o de candidatos independientes que no hubieren subpactado.


Esta indicación N° 52 resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende y Alvear (dos votos) y señores Larraín, don Hernán (dos votos) y Zaldívar (dos votos).

- - -

Artículo 6°


Este artículo del proyecto aprobado en general propone enmiendas a la ley N° 19.884, sobre límite y control del gasto electoral.

N° 1)


Su N° 1) propone tres enmiendas al artículo 4° del cuerpo legal mencionado.


La primera -letra a)- reemplaza en el inciso tercero la frase “inscritos en los Registros Electorales” por “electores”.


(El referido inciso fija el monto máximo del gasto electoral de un candidato a diputado; esto es, la cantidad de 1500 unidades de fomento más la suma que resulte de multiplicar por tres centésimos de unidad de fomento el número de inscritos en los registros electorales en el respectivo distrito).


La indicación N° 52 A, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Gómez reemplaza la palabra sustitutiva “electores” por la frase “personas que hayan sufragado en la última elección parlamentaria”.


La segunda enmienda recae en el inciso cuarto -letra b)- precepto que fija el monto máximo de gasto electoral de los candidatos a alcalde, empleando una fórmula similar e igual nomenclatura de palabras que el inciso precedente.


La enmienda propuesta en el proyecto también reemplaza en este inciso cuarto la frase “inscritos en los Registros Electorales” por “electores”.


La indicación N° 52 B, de los mismos autores de la indicación anterior, sugiere igual sustitución que ésta, es decir, reemplazar la voz “electores” por “personas que hayan sufragado en la última elección municipal”.


La tercera, letra c) del N° 1 del artículo 6° del proyecto, reemplaza en el inciso quinto del artículo 4° de la ley sobre límite y control del gasto electoral la frase “inscrito en los Registros Electorales del) por “electores en el”.


El referido precepto, al igual que los anteriores, regula la limitación del gasto de las candidaturas de elección popular, esta vez a Presidente de la República, que emplea los términos que se pretende reemplazar para determinar el gasto.


En la indicación N° 52 C, también de los mismos autores de la anterior, se propone la sustitución de las expresiones “electores en el” por la oración “personas que hayan sufragado en la última elección presidencial en el”.


Estas indicaciones 52 A, 52, B y 52 C fueron retiradas por la Honorable Senadora señora Alvear con autorización de sus coautores, entendiendo que su contenido puede quedar regulado en otro proyecto de ley.

- - -


A continuación, en la indicación N° 52 D los Honorables Senadores señora Alvear y señor Gómez intercalan un nuevo número al proyecto por el que proponen un inciso final al artículo 5° bis (debe entenderse de la ley de límite y control de gasto electoral).


La nueva disposición previene que el candidato que exceda el límite electoral deberá cesar en sus funciones.


Esta indicación fue declarada inadmisible pues excede los requisitos consignados en la Constitución para las candidaturas a diputado o a senador.

- - -


A su turno, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio), en la indicación N° 53, también incorporan nuevos números al proyecto (que con la excepción que se señalará más adelante, debe entenderse que proponen enmiendas a la ley de límite y control del gasto electoral).


El primer nuevo número, conformado con las letras a) a j) propone enmiendas al artículo 2° de la ley sobre límite al gasto electoral.


El texto vigente del referido precepto, integrado por un inciso conformado con nueve letras, define el gasto electoral y enuncia los conceptos que lo constituyen.


Del modo dicho, en su encabezamiento el precepto entiende por gasto electoral todo desembolso en que se incurra para el financiamiento de equipos, oficinas y servicios de partidos políticos y candidatos con ocasión o a propósito de una elección. Enseguida, considera como gastos electorales los que se efectúen por los conceptos que indica a continuación, que se enuncian y describen en las letras mencionadas: a) propaganda; b) encuestas; c) arrendamiento de inmuebles y bienes inmuebles, y así sucesivamente hasta la letra i).


La indicación reorganiza este artículo separando en dos incisos su encabezamiento. Al inciso primero resultante, esto es la primera parte del antiguo encabezamiento que define el gasto electoral, la indicación agrega una segunda parte que define los gastos preelectorales: desembolsos incurridos en propaganda, publicidad, equipos, oficinas y servicios, durante el período que media entre una elección popular y el día en que vence el plazo para declarar candidaturas para la siguiente elección popular, cuyo propósito haya sido lograr ser candidato oficial, ya sea por un partido político, pacto electoral o independiente.


Enseguida, incorpora como inciso segundo los ítem o conceptos que deben considerarse gastos electorales “y preelectorales” y los literales que los contienen. (Las expresiones “y preelectorales” los incorpora la indicación).


En el literal a), en que el precepto incluye como gasto electoral la propaganda y publicidad dirigidas a promover el voto para un candidato o candidatos determinados, la indicación propone agregar, a continuación de la palabra subrayada la frase “o para inducir el apoyo de los partidos políticos, pactos electorales o el patrocinio de candidaturas independientes en el período preelectoral comprendido entre la fecha de la última elección popular y el día en que vence el plazo para declarar candidaturas para la siguiente elección popular.”.


En el literal c), en la parte que considera gasto electoral el arriendo de bienes para actos de proselitismo electoral, la indicación incorpora las expresiones “y preelectoral” a continuación de la palabra “electoral”.


En los literales d) y e), que se refieren a los gastos electorales ocasionados por servicios o viajes de personas vinculadas a las “candidaturas” o al “candidato”, la indicación propone agregar las palabras “precandidaturas” y “precandidatos”, respectivamente.


En la letra f), relativa a los gastos electorales conformados por endosos, intereses, impuesto de timbres y otros para la campaña electoral, la indicación propone agregar, antes de la expresiones subrayadas la frase “presentación de candidaturas”.


En la letra g), sobre donaciones o erogaciones a los candidatos, la indicación agrega a los “precandidatos”.


En la letra h), gastos menores tales como alimentación, mantención de vehículos, de sedes electorales y otros, incluye también los que se causen “para la obtención de apoyo o patrocinio para la presentación de candidaturas.”.


Finalmente, la indicación incorpora los vocablos “o preelectorales” a continuación de la palabra “campaña” en la letra i), que se refiere a los gastos de campaña electoral.


El nuevo segundo número que la indicación propone incorporar al proyecto dice relación con el artículo 3° de la ley sobre límite y control del gasto electoral, que se refiere a la forma de determinar los gastos electorales.


La indicación agrega a este precepto un inciso cuarto que prescribe que no obstante la prohibición señalada en el inciso precedente (no realizar gastos electorales de propaganda antes de los plazos legales o 30 días del vencimiento del plazo para la declaración de candidaturas), los gastos en que se hubiere incurrido en el período que va desde la fecha de la última elección popular y el día que vence el plazo para la declaración de candidaturas, con el propósito de lograr ser candidato de un partido, pacto o independiente, se considerarán gastos preelectorales, que se regularán en cuanto su administración, rendición de cuentas, control y prohibiciones por las normas de esta ley y por las de la ley de votaciones populares y escrutinios.


El siguiente nuevo número consignado en esta indicación N° 53, consiste en incorporar a la ley sobre control y límite del gasto electoral un artículo 5° bis, nuevo, pasando el actual a ser artículo 5° ter, que faculta a los candidatos que hubieren hecho campaña preelectoral en los términos de la ley de votaciones populares para incrementar los límites de gasto dispuestos en los artículos 4° y 5° de esta ley, en un 25%. Este límite también regirá para los precandidatos que no sean presentados como candidatos.


La indicación propone otro número que agrega el término “preelectorales” en la norma del artículo 6° que obliga a denunciar las infracciones al límite del gasto electoral.


El número que sigue consignado en la indicación reemplaza en el inciso tercero de este artículo la frase “inscritos en los registros electorales de la comuna al 31 de diciembre del año anterior” por “que sufragaron en la última elección municipal.”.


Enseguida, la indicación plantea otro número mediante el cual propone la incorporación de un segundo inciso al artículo 7° de la ley de límite y control del gasto electoral, que dispone que el financiamiento de los gastos electorales se sujetará a las normas del Título II de ese texto legal.


El referido nuevo inciso prescribe que los gastos preelectorales de campaña no podrán ser financiados con el aporte público regulado en el párrafo tercero de este artículo.


Otro nuevo número sugerido por la indicación dice relación con el artículo 8° del mencionado texto legal, que define el financiamiento privado de campaña electoral como toda contribución en dinero o estimable en dinero que se efectúe a un candidato o partido, bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier otro acto gratuito destinado a financiar gastos electorales.


La indicación agrega las palabras “preelectoral” y “o preelectorales”, respectivamente a continuación de los vocablos subrayados.


El número nuevo siguiente propuesto en la indicación se refiere al artículo 9° del texto vigente de la ley sobre control del gasto electoral. El referido precepto prohíbe los aportes individuales a más de las candidaturas que indica en los casos de los candidatos a alcalde o concejal; a diputado o a senador, y a Presidente de la República.


La indicación adiciona este artículo con un inciso quinto y final que hace aplicable a los precandidatos las normas de este artículo con los límites señalados en el artículo 5° bis (el artículo 5° bis propuesto precedentemente en esta indicación ).


El número sugerido a continuación en la indicación también intercala las expresiones “o preelectoral” a continuación de la palabra “electoral” en el inciso primero del artículo 10, que regula los aportes de campaña electoral por personas jurídicas con fines de lucro.


En otro nuevo número la indicación agrega un inciso segundo al artículo 11, que libera del trámite de insinuación y de impuesto a las donaciones para fines electorales. La nueva disposición previene que este artículo no se aplicará a los precandidatos entre la fecha de la última elección y el día en que vence el plazo para la declaración de candidatos de la próxima.


En un siguiente número, la indicación propone agregar las palabras “y precandidatos” a continuación de la voz “independientes” en el inciso final del artículo 12, que se refiere a los excedentes de los aportes hechos a las campañas electorales. (El precepto ordena devolver estos excedentes a sus aportantes de candidatos de partidos políticos e independientes).


Además, la indicación incorpora otro nuevo número por el cual se intercalan las expresiones “o preelectoral” entre los vocablos “electoral” y “serán”, en el artículo 16. La referida norma dispone que esos aportes de campaña electoral serán anónimos, reservados o públicos, de conformidad con los artículos siguientes.


El número siguiente propuesto en la indicación agrega un inciso tercero al artículo 17, que declara que los precandidatos sólo podrán recibir aportes públicos en el período que va desde la última elección popular y el día en que vence el plazo para declarar candidaturas para la próxima elección.


La indicación sugiere a continuación un nuevo número mediante el cual se adiciona el artículo 22 con un inciso tercero que declara que este artículo se aplica también a los aportes entregados a aspirantes a candidatos durante el período preelectoral.


El artículo 22, en sus dos incisos precedentes, dispone que los aportes públicos deben constar por escrito con la identidad del aportante. Agrega que se entiende que hay constancia escrita cuando el aporte aparece en una boleta, factura, depósito en cuenta corriente, recibo de dinero o cualquier otro documento de esa naturaleza.


Otro nuevo número consignado en la indicación intercala entre las palabras “electoral” y “provenientes” las expresiones “o preelectoral” en el artículo 24, que prohíbe los aportes de campaña electoral de personas naturales o jurídicas extranjeras, con excepción de los extranjeros habilitados para votar.


En el siguiente nuevo número, la indicación agrega un inciso final al artículo 25 que previene que dicho precepto se aplicará, en lo pertinente, a las campañas preelectorales.


(En general, este artículo, con las modalidades que indica, prohíbe aportes electorales a candidatos y partidos políticos hechos por los órganos de la Administración, de las empresas del Estado y en aquéllas que éste, sus empresas o sociedades tengan participación.


En otro nuevo número la indicación intercala entre las expresiones “electoral” y “las” las palabras “o preelectoral”, en el artículo 26 que, con excepción de los partidos políticos, prohíbe efectuar aportes de campaña electoral a las personas jurídicas de derecho público o privadas sin fines de lucro.


En el nuevo número que enseguida consignamos, la indicación agrega la palabra “precandidatos” precedida de una coma (,) después de el vocablo “candidatos” en el artículo 27 A, que establece determinadas sanciones para los particulares, entidades aportantes, candidatos o partidos políticos, por las infracciones a los párrafos 1°, 3° y 4° del Título II de la ley sobre control del gasto electoral.


Finalmente, esta indicación N° 53 propone la incorporación de un artículo 48 bis, nuevo, a la ley sobre límite y control del gasto electoral que regula las cuentas de ingresos y gastos preelectorales.


Al efecto, la nueva disposición señala que éstas serán públicas, para lo cual el candidato deberá llevar contabilidad y un registro actualizado de la cuenta en una página de libre acceso en internet.


Agrega que si el precandidato resulta inscrito, esas cuentas se sumarán a las de ingresos y gastos electorales siéndoles aplicables los Títulos III y IV de esta ley.


Si el precandidato no resultase inscrito, entregará un informe de auditoría independiente al Servicio Electoral, dentro de los 15 días siguientes al vencimiento del plazo para presentar candidaturas.


Esta indicación N° 53 fue retirada por la Honorable Senadora señora Alvear autorizada por sus coautores, en razón de que se ha considerado incluir las materias de que ésta trata en el proyecto de ley actualmente en primer trámite constitucional en la Honorable Cámara, que regula las elecciones primarias.


Al retirar esta indicación, la señora Senadora solicitó hacer constar en este informe acerca de una proposición de iniciar un proyecto de acuerdo en el Senado mediante el cual se solicite al Ejecutivo la formulación de otro proyecto de ley que regule los gastos preelectorales de todos los procesos electorales, incluido el que se celebrará próximamente para elegir alcalde y concejales.

- - -


En la indicación N° 54, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) incorporan cuatro artículos nuevos al proyecto. El primero propone enmiendas al D.F.L. N° 2, de Educación, de 2009, que fijó el texto de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del D.F.L. N° 1, de Educación, de 2001.


En la primera modificación -literal a) del nuevo artículo- la proposición reemplaza la letra a) del N° 1 del artículo 29 del cuerpo legal citado, que señala que la educación básica tiene como objetivo general que los educandos desarrollen los conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan, en el ámbito personal y social, actuar de acuerdo con valores y normas de convivencia cívica, pacífica, conocer sus derechos y responsabilidades y asumir compromisos consigo mismo y con los otros.


La enmienda consiste en complementar las frases subrayadas con otra que declara que con ese objeto, las mallas curriculares deberán considerar en cada nivel la asignatura de educación cívica.


La segunda enmienda -letra b)- reemplaza la letra j) del N° 2 del artículo 30 de ese mismo texto, que establece como objetivo general de la educación media, en el ámbito del conocimiento y la cultura, comprender y valorar la historia y la geografía de Chile, su institucionalidad democrática y los valores cívicos que la fundamentan.


La indicación también propone complementar las frases destacadas disponiendo que las mallas curriculares considerarán el ramo de educación cívica y participación ciudadana como una asignatura independiente.


Enseguida, esta indicación N° 54 incorpora al proyecto otro artículo que declara el derecho irrenunciable de los trabajadores a media jornada de descanso compensatorio remunerado por el tiempo que utilicen para votar en las elecciones y plebiscitos. El descanso se hará efectivo en los tres meses siguientes al día de la votación, de acuerdo con el empleador.


Agrega el precepto que la infracción a sus normas por el empleador se sancionará de conformidad con el artículo 506 del Código del Trabajo.


Además, esta indicación N° 54 sugiere la agregación de otro artículo al proyecto que declara el derecho preferente, en igualdad de condiciones, de acceder a un empleo público de la persona que hubiere ejercido el derecho de sufragio en la última elección, frente a otros que no lo hubieren hecho.


Finalmente, la indicación N° 54 propone un tercer artículo nuevo que declara igual preferencia que la precedente para la adjudicación de becas por parte del Estado.


Esta indicación, que se estimó admisible, se aprobó en votación dividida:


Los literales a) y b), que enmiendan los artículos 29 y 30 de la ley N° 20.370, resultaron aprobados por mayoría de votos. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos), Rincón (dos votos) y señor Bianchi. Se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán (dos votos).


El precepto de la indicación que declara el derecho irrenunciable de media jornada de descanso compensatorio remunerado en las elecciones, contó con la aprobación de los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos) y Rincón (dos votos). Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Larraín, don Hernán (dos votos). Se abstuvo el Honorable Senador señor Bianchi.


Con la misma votación se aprobaron los restantes artículos de la indicación relativos al derecho preferente al empleo público y a la adjudicación de becas de estudio.

- - -


Como consecuencia de los nuevos artículos aprobados en virtud de la indicación N° 54, más arriba descritos, el artículo 8° del proyecto aprobado en general pasa a ser artículo 12, sin enmiendas.

- - -

Artículo 9°


Pasa a ser artículo 13.


Este precepto del texto aprobado en general dispone que esta ley regirá 60 días después de su publicación en el Diario Oficial, con excepción del artículo 23 de la ley N° 18.556, que empezará a regir el primer día hábil del tercer mes siguiente a esa publicación. (El nuevo artículo 23 dispone que el Servicio Electoral modificará los datos de las personas inscritas en el Registro Electoral, considerando las siguientes circunstancias:


a) Solicitudes de cambio de domicilio y sus actualizaciones;


b) Rectificaciones de inscripciones de nacimiento, y 


c) Cualquier otro cambio en los datos señalados en el artículo 7° (circunscripción electoral y nueva receptora que el Servicio debe comunicar al elector).


La indicación N° 55, de S.E. el Presidente de la República, propone reemplazar el texto transcrito por otro que señala que esta ley regirá desde su publicación siempre que a esa fecha faltaren al menos 240 días para la próxima elección general de alcaldes y concejales o de Presidente y parlamentarios. De contrario, regirá a partir del primer día del mes siguiente de realizada la última votación de dicha elección.


Agrega, en un inciso segundo, que el nuevo artículo 24 de la ley N° 18.556, regirá en todo caso desde el primer día hábil del tercer mes siguiente al de la publicación de esta ley. (El Servicio Electoral deberá informar al elector su domicilio electoral, facultándolo para actualizarlo declarando uno nuevo bajo juramento, con ocasión de la renovación del pasaporte o cédula de identidad).


Esta indicación se aprobó enmendada con una proposición del Ejecutivo que reemplaza en el inciso primero del guarismo “240” por “330”. Además se suprimieron las palabras subrayadas (“votación de dicha”). Concurrió a estos acuerdos la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos), Rincón (dos votos), Von Baer (dos votos) y señor Bianchi.

Artículos transitorios

Artículo 1°


Este precepto del texto del proyecto aprobado en general, conformado con tres incisos, regula la transición desde el actual sistema electoral al que devendrá con la vigencia de esta ley en materia de funcionamiento de las juntas inscriptoras.


El inciso primero expresa que éstas no recibirán más inscripciones desde la publicación de esta ley, y desde esa fecha tendrán cinco días para remitir los registros electorales al Servicio Electoral.


Agrega en su inciso segundo que los secretarios de las juntas electorales, dentro de los veinte días siguientes a la publicación de esta ley, entregarán al Servicio Electoral todos los archivos electorales a su cargo.


Finalmente, el inciso tercero ordena al Director del Servicio Electoral inutilizar y destruir los archivos en el plazo de ocho meses, desde la vigencia de esta ley, previa su microfilmación.


S.E. el Presidente de la República formuló dos indicaciones respecto de este precepto.


La primera -indicación N° 56- sustituye en el inciso primero la frase “la publicación de la presente ley en el Diario Oficial” por “la fecha en que empiece a regir la presente ley”.


La segunda -indicación N° 57- le incorpora al precepto un inciso cuarto y final, nuevo, que declara que durante los primeros seis meses de vigencia de esta ley, el Director del Servicio Electoral queda facultado para disponer que las juntas inscriptoras continúen funcionando con, al menos, uno de sus miembros, para recibir las solicitudes de cambios de domicilio a que se refiere el artículo 25 de la ley N° 18.556.


Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos), Rincón (dos votos) y Von Baer (dos votos) y señor Bianchi, con enmiendas en la indicación N° 57, esto es, que las juntas inscriptoras, para los propósitos consignados en la indicación, podrán funcionar a partir desde la fecha de vigencia de esta ley y hasta 120 días antes de la primera elección en que se apliquen sus disposiciones.

Artículo 3°


Este artículo del proyecto aprobado en general regula la inscripción de chilenos y extranjeros no inscritos a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


En la indicación N° 58, S.E. el Presidente de la República reemplaza el inciso final por otro que dispone que con a lo menos 180 días de anticipación a la primera elección en que deba aplicarse esta ley, el Servicio Electoral notificará a los electores (no inscritos a la fecha de vigencia de la ley) del hecho de su inscripción, su domicilio y circunscripción electoral, comuna y mesa receptora. Además, pondrá a disposición del público el sistema de consultas a que se refiere el artículo 7° de la ley N° 18.556, promoviendo su empleo. (En el sitio electrónico o teléfono especial del Servicio se proveerá un sistema de consultas para verificar el número de la cédula de identidad o nombre, el hecho de la inscripción, circunscripción y comuna de ésta, mesa de votación y si está el elector habilitado para sufragar en la próxima votación).


El texto reemplazado dispone que el Servicio Electoral notificará a los electores (no inscritos a la fecha de vigencia de esta ley), del hecho de su inscripción, circunscripción y nueva receptora que le corresponda.


Esta indicación se aprobó enmendada en el siguiente sentido:


1. Se reemplazó el guarismo “180” por “210”.


2. Se agregó un nuevo inciso que reproduce la parte final del inciso reemplazado (poner a disposición del público el sistema de consultas de la ley N° 18.556)


3. Se consignó en este nuevo inciso la obligación del Servicio Electoral de promover el referido sistema de consultas por medio de una campaña de comunicación social.


Concurrió a estos acuerdos la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos), Rincón (dos votos) y Von Baer (dos votos) y señor Bianchi.

Artículo 7°


Esta norma aprobada en general prescribe que el Presidente de la República, en la primera propuesta que haga para designar los cuatro consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, indicará los dos que durarán cuatro años y los dos que durarán ocho años (inciso primero).


Agrega que el consejero designado por el Presidente de la República que asesora la presidencia del Consejo cesará en su cargo treinta días después de terminado el período presidencial (inciso segundo).


En la indicación N° 59, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Gómez, Quintana y Walker (don Patricio) suprimen el inciso primero descrito.


Esta indicación fue rechazada con la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos), Rincón (dos votos) y Von Baer (dos votos) y señor Bianchi, quienes, en su reemplazo y en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, prestaron su aprobación a un texto sugerido por el Ejecutivo que señala que en la primera propuesta que el Presidente de la República haga al Senado para designar a los integrantes del Consejo Directivo del Consejo Electoral, indicará dos consejeros que durarán cuatro años en sus cargos y tres que durarán ocho años.

- - -


A continuación, y con la misma unanimidad y habilitación, las Comisiones unidas agregaron un nuevo inciso al artículo 7° transitorio, a proposición del Ejecutivo, que prescribe que en la primera sesión que celebre, el Consejo Directivo del Servicio Electoral elegirá su Presidente. Esta sesión será presidida provisionalmente por el consejero de más edad que asista.

- - -


Finalmente, la indicación N° 60, de S.E. el Presidente de la República, propone la agregación de los siguientes artículos octavo y noveno transitorios, nuevos, al texto del proyecto.


El primero -artículo octavo- faculta a las juntas electorales, durante los cinco años siguientes a la publicación de esta ley, para designar delegados en las oficinas electorales a los que hubieren integrado juntas inscriptoras a la fecha de vigencia de esta ley.


El segundo -artículo noveno- prescribe que mientras no se designen los miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, sus funciones y atribuciones serán ejercidas por el Director del Servicio Electoral.


Ambas proposiciones fueron aprobadas en sus mismos términos por las Comisiones unidas, con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, Alvear (dos votos), Rincón (dos votos) y Von Baer (dos votos) y señor Bianchi.

- - -

CAPÍTULO DE MODIFICACIONES


De conformidad con los acuerdos adoptados precedentemente, estas Comisiones unidas tienen a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto de ley aprobado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

N° 1

Artículo 6°

Inciso segundo


Intercalar a continuación de la frase “que acredite el” las expresiones “cumplimiento del”.

(Indicación N° 1. Unanimidad 7x0)

Artículos 10 y 11


Reemplazarlos por los siguientes: 


“Artículo 10.- El domicilio electoral es aquel situado dentro de Chile, con el cual la persona tiene un vínculo objetivo, sea porque reside habitual o temporalmente, ejerce su profesión u oficio o desarrolla sus estudios en él. En el caso de los chilenos que residen en el extranjero, dicho vínculo se considerará respecto del tiempo en que residieron en Chile o de su lugar de nacimiento.


Se tendrá como domicilio electoral el último domicilio declarado como tal ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.


Para efectos del registro automático de las personas referidas en los artículos 5° y 6°, el domicilio electoral será el último declarado ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior, o al acreditado para el cumplimiento del requisito de avecindamiento según corresponda. En caso que este último domicilio corresponda a uno ubicado en el extranjero, el domicilio electoral corresponderá al último domicilio en Chile informado al Servicio de Registro Civil e Identificación y a falta de éste al lugar de nacimiento en Chile.


Artículo 11.- Todo ciudadano con derecho a sufragio deberá estar inscrito en una mesa receptora de sufragios que pertenezca a la circunscripción electoral correspondiente a su domicilio electoral.


Si los antecedentes del domicilio o lugar de nacimiento con que se cuente para el registro automático de las personas referidas en los artículos 5° y 6°, no permitieran al Servicio Electoral poder identificarlo con una determinada circunscripción electoral, procederá a registrarlo en la circunscripción electoral con más electores de la Comuna con cuya información se cuente.”.

(Artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Unanimidad 8x0).

Artículo 17

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, los Juzgados de Garantía deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que en el mes anterior hayan sido acusadas por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.”.

(Indicación N° 4. Unanimidad 7x0).

Artículo 35


Introducir las siguientes enmiendas:


Uno) Suprimir la frase “con carácter de definitivo utilizado en” y anteponer la preposición “de” a las palabras “la primera votación”.


Dos) Agregar el siguiente inciso segundo:


“Cuando deba repetirse la elección presidencial, en virtud de ocurrir alguna de las circunstancias contempladas en los incisos cuarto del artículo 26 o segundo del artículo 28, de la Constitución Política de la República, se utilizará el mismo Padrón Electoral de la primera votación de la elección que no pudo perfeccionarse, ya sea por fallecimiento de un candidato para la segunda votación o por impedimento absoluto del presidente electo para tomar posesión del cargo.”.

(Indicaciones N°s. 9 y 10. Unanimidad 8x0).

N° 4

Artículo 62


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. El Presidente formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.


Los consejeros durarán ocho años en sus cargos y podrán ser designados para otro período, por una sola vez, en la forma prevista en el inciso precedente. Se renovarán por parcialidades cada cuatro años.


Los consejeros elegirán de entre ellos un Presidente por mayoría de votos. En caso de ausencia o impedimento temporal, el Presidente será subrogado por el consejero que en el acto se elija. Si no se lograre mayoría, en ambos casos, se procederá por sorteo.


El Presidente del Consejo durará cuatro años en el cargo y podrá ser reelegido por una sola vez. El Presidente subrogante ejercerá el cargo mientras dure la ausencia o impedimento de aquél.


En caso de que un consejero cesare en su cargo por cualquier causa, se designará un nuevo consejero de conformidad con el inciso primero, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que tuvo lugar el hecho o circunstancia que ocasionó el cese. El nuevo consejero desempeñará su cargo hasta completar el período del consejero reemplazado.


Si el que cesare fuere el Presidente del Consejo, se procederá a la elección de su reemplazante una vez que se haya provisto su cargo de consejero. El nuevo Presidente desempeñará el cargo hasta completar el período del cesado.”.

(Indicación N° 15 y artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Unanimidad 8x0).

Artículo 63

Inciso tercero


Reemplazar la forma verbal “sirva” por “ejerzan su”.

(Indicación N° 17. Unanimidad 10x0).

Artículo 65


Modificarlo de la siguiente forma:


Uno) En su inciso primero, letra f), suprimir las expresiones “entre otras,” y la coma (,) que las precede.


Dos) Reemplazar su inciso final por el siguiente:


“A los Consejeros y al Director, les será aplicable lo señalado en el N° 2 del artículo 50 del Código Orgánico de Tribunales.”.

(Indicaciones N°s. 18 y 20. Unanimidad 10x0).

Artículo 66


Suprimir en su inciso primero la frase “y, a falta de éste, su Vicepresidente”, y sustituir en el inciso séptimo la expresión “i)” por “h)”.

(Artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Unanimidad 8x0).

Artículo 67


Suprimir su letra a), pasando las letras b), c), d), e), f), g), h), i) y j), a ser letras a), b), c), d), e), f), g), h) e i), respectivamente.

(Artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Unanimidad 8x0).

Artículo 2°

N° 2

Artículo 3°

Inciso segundo


Suprimir la oración “podrá incluir el nombramiento del Administrador Electoral conforme al artículo 30 de la ley N° 19.884 y”.

(Indicación N° 22. Unanimidad 10x0).

N° 4

Artículo 6°

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Tratándose de las declaraciones de candidaturas a Presidente de la República, éstas solo podrán hacerse hasta las veinticuatro horas del nonagésimo día anterior a aquel en que deba realizarse la primera o única votación, o hasta los treinta días siguientes a la convocatoria que se realice para una repetición de la elección presidencial, en virtud de ocurrir alguna de las circunstancias contempladas en los incisos cuarto del artículo 26 o segundo del artículo 28, de la Constitución Política de la República.”.”.

(Indicación N° 24. Unanimidad 7x0).

N° 18

Artículo 41

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Para proceder a la designación de vocales, a partir del cuadragésimo quinto día anterior a la elección, cada uno de los miembros de la Junta Electoral escogerá diez nombres, que deberán corresponder a diez ciudadanos con derecho a sufragio, que aparezcan en la nómina por mesa receptora de sufragio del padrón electoral con carácter de auditado, señalado en el artículo 32 de la ley N° 18.556, que el Servicio Electoral pondrá a disposición de la Junta. Si la Junta funcionare con dos miembros cada uno elegirá quince nombres.”.

(Indicación N° 29. Unanimidad 8x0).

N° 23


Reemplazarlo por el siguiente:


“23) Modifícase el artículo 49 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “a las catorce horas del último día sábado que preceda al tercer” por “a las quince horas del”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“El Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales respecto de las funciones y atribuciones que deberán ejercer el día de la elección fomentando, especialmente, la aplicación de criterios objetivos y homogéneos en ellas. La asistencia a dicha capacitación será voluntaria.”.”.

(Indicación N° 30. Unanimidad 8x0).

N° 42

Artículo 76 bis

Inciso primero


Reemplazar la frase “ingresarlos o transmitirlos” por la palabra “incorporarlos”.

(Indicación N° 35. Unanimidad 7x0).

N° 44


Reemplazarlo por el siguiente:


“44) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 80, la palabra “Director” por “Consejo”; la expresión “, o dentro del décimo quinto día siguiente a la publicación del decreto supremo que convoca a un plebiscito” por “o plebiscito”, y el vocablo “veinte” por “cuarenta y cinco”.”.

(Indicación N° 36. Unanimidad 8x0).

N° 55

Artículo 89

Inciso segundo


Incorporar las siguientes enmiendas:


Uno) Suprimir en la letra e) la frase “la digitación efectuada en los locales de votación en el día anterior”, y


Dos) Reemplazar la expresión “e)” por “g)”, la segunda vez que aparece.

(Indicación N° 37. Unanimidad 8x0).

N° 61


Reemplazarlo por el siguiente:


“61) Agrégase el siguiente artículo 101 bis:


“Artículo 101 bis.- El Servicio Electoral deberá poner a disposición del Tribunal, los resultados de los Colegios Escrutadores en formato digital, que sirvieron para generar los cuadros de resultados conforme al inciso primero del artículo 89, los que en todo caso deberán ser concordantes con los cuadros remitidos al Tribunal en virtud de lo señalado en el artículo 91.”.”.

(Indicación N° 40. Unanimidad 7x0).

N° 72


Suprimirlo.

(Indicación N° 42. Unanimidad 7x0).

N°s. 73 y 74


Pasan a ser N°s. 72 y 73, respectivamente, sin enmiendas.

N° 75


Pasa a ser N° 74.

Artículo 160

Inciso segundo


Eliminar las expresiones “Consejeros Regionales”.

(Indicación N° 43. Mayoría de votos 5x3).

N°s. 76, 77, 78, 79, 80, 81 y 82


Pasan a ser N°s. 75, 76, 77, 78, 79, 80 y 81, respectivamente, sin enmiendas.

N° 83


Pasa a ser N° 82.

Artículo 175 bis


Introducirle las siguientes enmiendas:


Uno) En su inciso segundo, reemplazar el vocablo “ingresar” por “incorporar” y suprimir la frase “o en defecto de sistema computacional, remitirla al Servicio Electoral en la forma que éste determine,” y la coma (,) que la precede.


Dos) Reemplazar su inciso tercero por el siguiente:


“Para el adecuado desempeño de este funcionario, las municipalidades deberán habilitar una instalación eléctrica en la Oficina Electoral del Local de Votación. Además, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de las Intendencias y Gobernaciones respectivas, le otorgará las facilidades necesarias para asegurar el respaldo de los resultados y el traslado expedito de los mismos.”.

(Indicaciones N°s. 45 y 46. Unanimidad 7x0).

N° 84


Pasa a ser N° 83, sin enmiendas.

N° 85


Pasa a ser N° 84.

Artículo 186


Intercalar la frase “señalados en los artículos 184 y 185 anteriores” a continuación de la voz “justicia”.

(Indicación N° 50. Unanimidad 7x0).

Artículo 3°

N° 2


Sustituirlo por el siguiente:


“2) Sustitúyese en el artículo 100 la expresión “5%” por “10%” y la frase “inscritos en los registros electorales de la comuna” por “que sufragaron en la última elección municipal”, respectivamente.

(Indicación N° 51 y artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Unanimidad 6x0).

- - -


Enseguida, incluir los siguientes números 8, 9, 10 y 11, nuevos en el artículo 3° del proyecto:


“8) Intercálase el siguiente inciso primero, nuevo, al artículo 121, pasando el actual a ser segundo:


“Artículo 121.- Se considerará que constituyen una lista, los pactos electorales, los partidos que participen en la elección sin formar parte de un pacto electoral y cada una de las candidaturas independientes que no formen parte de un pacto electoral.”.


9) Sustitúyese el artículo 122 por el siguiente:


“Artículo 122.- Se determinará el cuociente electoral, para lo cual los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como concejales corresponda elegir. Todos esos cuocientes se ordenarán en forma decreciente de mayor a menor y el que ocupe la posición ordinal correspondiente al número de consejeros a elegir será el cuociente electoral.


Para determinar cuántos son los elegidos en cada lista se dividirá el total de votos de la lista por el cuociente electoral. Se considerará la parte entera del resultado de la división, sin aproximar y despreciando cualquiera fracción o decimal.”.


10) Sustitúyese el número 3 del inciso primero del artículo 123, por el siguiente:


“3) Si el número de candidatos presentados es inferior al de los concejales que a la lista le corresponde elegir, se proclamará elegidos a todos los candidatos de la lista, debiéndose reasignarse el cargo sobrante recalculando el número de cargos elegidos por las demás listas. Para ello se repetirá el cálculo del inciso segundo del artículo anterior, utilizando como cuociente electoral al cuociente que ocupe la posición ordinal que siga en el orden decreciente de los cuocientes determinados según el inciso primero del artículo anterior. Si fuesen más de uno los cargos sobrantes, para determinar el cuociente electoral, se avanzará en el orden decreciente de los cuocientes del inciso primero del artículo anterior, tantas posiciones ordinales como cargos sobrantes existan.”.


11) Sustitúyese el artículo 124, por el siguiente:


“Artículo 124.- Para determinar los candidatos elegidos en una lista que corresponda a un pacto electoral, se procederá a sumar las preferencias de los candidatos incluidos en cada uno de los partidos o de los subpactos, según sea el caso.


Posteriormente se repetirá el procedimiento descrito en los artículos 122 y 123 anteriores, considerando para estos efectos como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso.”.”.

(Indicación N° 52. Unanimidad 7x0).

- - -


Consignar, enseguida, los siguientes artículos 8°, 9°, 10 y 11, nuevos, al proyecto de ley:


“Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 2005:


a) Reemplázase la letra c) del número 1) del artículo 29, por la siguiente:


“c) Actuar de acuerdo con valores y normas de convivencia cívica, pacífica, conocer sus derechos y responsabilidades, y asumir compromisos consigo mismo y con los otros. Con este objeto, las mallas curriculares deberán considerar, en cada nivel, la asignatura de educación cívica.”.


b) Reemplázase la letra j) del número 2) del artículo 30, por la siguiente:


“j) Comprender y valorar la historia y la geografía de Chile, su institucionalidad democrática y los valores cívicos que la fundamentan. Las mallas curriculares de la enseñanza media deberán considerar el ramo de educación cívica y participación ciudadana como una asignatura independiente.”.”.

(Indicación N° 54. Mayoría de votos 6x1 abstención).


“Artículo 9°.- Los trabajadores tendrán derecho irrenunciable a media jornada de descanso compensatorio remunerado por el tiempo que utilicen para ejercer su derecho a sufragio en las elecciones y plebiscitos a que se refiere la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. Tal descanso compensatorio se disfrutará en los tres meses siguientes al día de la votación, de común acuerdo con el empleador. 


La infracción de lo dispuesto en el presente artículo por parte del empleador, será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el artículo 506 del Código del Trabajo.”.

(Indicación N° 54. Mayoría de votos 5x3x1).


“Artículo 10.- Quien hubiere ejercido su derecho a sufragio en la elección o plebiscito regulado por la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, inmediatamente anterior, tendrá derecho a ser preferido, frente a quienes no lo hubieren hecho, en caso de igualdad de condiciones en la lista de elegibles para un empleo público.”.

(Indicación N° 54. Mayoría de votos 5x3x1).


“Artículo 11.- Quien hubiere ejercido su derecho a sufragio en la elección o plebiscito regulado por la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, inmediatamente anterior, tendrá derecho a ser preferido en la adjudicación de becas por parte del Estado, frente a quienes no lo hubieren hecho, en caso de igualdad de condiciones.”.

(Indicación N° 54. Mayoría de votos 5x3x1).

- - -

Artículo 8°


Pasa a ser artículo 12, sin enmiendas.

Artículo 9°


Pasa a ser artículo 13.


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 13.- La presente ley comenzará a regir a partir del día de su publicación, siempre que a esa fecha faltaren al menos 330 días para la realización de la próxima elección general, ya sea de alcaldes y concejales o de Presidente y parlamentarios. De lo contrario, regirá a partir del primer día del mes siguiente de realizada la última elección.


En todo caso, la disposición contenida en el nuevo artículo 24 de la ley N° 18.556, comenzará a regir el primer día hábil del tercer mes siguiente al de la publicación de la ley.”.

(Indicación N° 55. Unanimidad 8x0).

- - -

Artículos transitorios

Artículo 1°


Modificarlo de la siguiente forma:


Uno) En su inciso primero, reemplazar la frase “la publicación de la presente ley en el Diario Oficial” por “la fecha en que empiece a regir la presente ley”.


Dos) Agregar el siguiente inciso final:


“A partir de la vigencia de esta ley y hasta 120 días antes de la primera elección en que se apliquen sus disposiciones, el Director del Servicio Electoral podrá disponer que las Juntas Inscriptoras que estime necesarias continúen su funcionamiento con al menos uno de sus miembros, con el objeto de recibir las solicitudes de cambio de domicilio que se señalan en el nuevo artículo 25 de la ley N° 18.556.”.

(Indicaciones N°s. 56 y 57. Unanimidad 8x0).

Artículo 3°

Inciso final


Reemplazarlo por los siguientes:


“Con a lo menos 210 días de anticipación a la primera elección donde rijan las disposiciones de esta ley, el Servicio Electoral notificará a los electores señalados en los incisos anteriores, mediante carta certificada, del hecho de su inscripción, así como de su domicilio electoral, circunscripción electoral, comuna y mesa receptora de sufragios en la que hubieren sido inscritos.


A partir de la fecha señalada en el inciso anterior, el Servicio Electoral deberá poner a disposición del público el sistema de consultas contemplado en el inciso segundo del nuevo artículo 7° de le ley N° 18.556 y durante los siguientes noventa días deberá promover su uso entre los electores, por medio de una campaña a través de medios masivos de comunicación social, llamándolos a revisar su domicilio electoral y la circunscripción electoral donde está registrada su inscripción, convocándolos a corregir su domicilio electoral si fuese necesario, concurriendo a las Juntas Inscriptoras que estarán habilitadas para estos efectos.”.

(Indicación N° 58. Unanimidad 8x0).

Artículo 7°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo Séptimo Transitorio.- En la primera propuesta que haga el Presidente de la República al Senado para que éste preste su acuerdo a la designación de los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 18.556, indicará dos consejeros que durarán cuatro años en sus cargos y tres consejeros que durarán ocho años.


En la primera sesión que celebre, el Consejo elegirá su Presidente. Esta reunión será presidida inicial y provisoriamente por el consejero de mayor edad que asista.”.

(Artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Unanimidad 8x0).

- - -


Enseguida, incorporar los siguientes artículos 8° y 9°, nuevos:


“Artículo Octavo Transitorio.- Durante los cinco primeros años de vigencia de esta ley, las Juntas Electorales podrán designar como delegados a cargo de las oficinas electorales de los locales de votación, a las personas que hubieren integrado un junta inscriptora a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


Artículo Noveno Transitorio.- Mientras no sean designados los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral, a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, sus funciones y atribuciones serán asumidas por el Director del Servicio Electoral.”.

(Artículo 121 del Reglamento de la Corporación e indicación N° 60. Unanimidad 8x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones descritas, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:


1) Reemplázanse su Título Preliminar y los Títulos I, II y III por los siguientes:

“Título Preliminar


Artículo 1°.- La presente ley regula el régimen de inscripción electoral y la organización y funcionamiento del Servicio Electoral, como parte del sistema electoral público a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política de la República.


Artículo 2°.- El organismo encargado del proceso de inscripción electoral es el Servicio Electoral.

TITULO I

DEL REGISTRO ELECTORAL

Párrafo 1°

Disposiciones Generales

Artículo 3°.- Créase un Registro Electoral permanente bajo la dirección del Servicio Electoral, que contendrá la nómina de todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años.


El Registro Electoral contendrá también la nómina de los demás chilenos y extranjeros mayores de 17 años, que cumplan con los requisitos para sufragar establecidos en los artículos 13 y 14 de la Constitución Política de la República.


El Registro Electoral contendrá a todos los electores potenciales a que se refieren los incisos anteriores, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.


El Registro Electoral servirá de base para conformar los Padrones Electorales que deberán usarse en cada plebiscito o elección, que contendrán exclusivamente los electores con derecho a sufragio en ella.


Artículo 4°.- El conocimiento público del Registro Electoral procederá en la forma dispuesta en el párrafo 1° del Título II.


Los centros de estudio o de investigación podrán solicitar datos del Registro Electoral, Padrón Electoral y Nómina Provisoria de Inhabilitados, para el solo efecto de su análisis. El Consejo del Servicio Electoral calificará la procedencia de la solicitud y entrega de los respectivos datos.


Los datos del Padrón Electoral no podrán ser usados para fines comerciales.


El Servicio Electoral deberá dar cumplimiento a lo previsto en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, salvo en los casos señalados en esta ley.

Párrafo 2°

De la inscripción


Artículo 5°.- Los chilenos comprendidos en el número 1 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral.


Los chilenos comprendidos en el número 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, serán inscritos automáticamente luego de obtener su carta de nacionalización de conformidad a la ley.


Artículo 6°.- Los chilenos comprendidos en los números 2 y 4 del artículo 10 y los extranjeros señalados en el artículo 14, ambos de la Constitución Política de la República, serán inscritos en el Registro Electoral desde que se acredite que cumplen con los requisitos de edad y avecindamiento exigido por el inciso 3° del artículo 13 o por el artículo 14 de la Constitución Política de la República, según corresponda.


La inscripción procederá de forma automática en la medida que el Servicio Electoral tenga acceso a la información que acredite el cumplimiento del requisito de avecindamiento.


Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá presentar una solicitud de inscripción ante el Servicio Electoral en cualquiera de sus oficinas, acompañando los antecedentes que acrediten su avecindamiento en el país por el tiempo exigido, y declarando bajo juramento su domicilio electoral en Chile. Dicha solicitud será remitida al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior o a la Jefatura Nacional de Extranjería y Policía Internacional de la Policía de Investigaciones de Chile, quienes, si correspondiere, emitirán un certificado que acreditará el hecho de haber cumplido el avecindamiento y lo remitirán al Servicio Electoral para que practique la correspondiente inscripción. En caso que la persona tenga su residencia en el extranjero, dicha solicitud podrá ser presentada en el Consulado de Chile respectivo.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.


Artículo 7°.- El Servicio Electoral deberá comunicar a los nuevos electores el hecho de su inscripción en el Registro Electoral, entre los ciento ochenta y noventa días anteriores a la siguiente elección o plebiscito, indicando la circunscripción electoral y la mesa receptora de sufragios donde le corresponde votar, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.


El Servicio Electoral deberá poner a disposición del público en forma permanente, a través de su sitio web y de una línea telefónica, un sistema de consulta donde cada elector podrá verificar mediante su número de cédula de identidad o nombre, el hecho de su inscripción, la circunscripción y comuna donde se encuentra inscrito, su mesa de votación y si está habilitado para votar en la próxima elección.

Párrafo 3°

De los datos electorales


Artículo 8°.- El Registro Electoral deberá contener los nombres y apellidos de los inscritos, e indicará para cada uno el número de rol único nacional, la fecha de nacimiento, el lugar de nacimiento, la nacionalidad, el sexo, la profesión, el domicilio electoral, la circunscripción electoral que corresponde a dicho domicilio con identificación de la región, provincia y comuna a que pertenezca, el número de la mesa receptora de sufragios en que le corresponde votar y el haber cumplido la condición de avecindamiento si corresponde.


El Registro Electoral también deberá contener los antecedentes necesarios para determinar si la persona inscrita ha perdido la ciudadanía, el derecho a sufragio o se encuentra éste suspendido.


Se entenderá por datos electorales los señalados en este artículo y cualquier otro que sea necesario para mantener actualizado el Registro Electoral.


Artículo 9°.- Para el solo efecto de obtener los datos señalados en el artículo anterior, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a los datos electorales de todas las personas registradas en el Servicio de Registro Civil e Identificación y al registro de extranjeros avecindados del Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior. La Jefatura Nacional de Extranjería y Policía Internacional de la Policía de Investigaciones de Chile, deberán proporcionar de la misma forma la información del avecindamiento de los chilenos comprendidos en los números 2° y 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proporcionar al Servicio Electoral cualquier otro antecedente que resulte necesario para la inscripción de los chilenos y extranjeros en el Registro Electoral y que se encuentre en su poder, quedándole expresamente prohibido calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.


Artículo 10.- El domicilio electoral es aquel situado dentro de Chile, con el cual la persona tiene un vínculo objetivo, sea porque reside habitual o temporalmente, ejerce su profesión u oficio o desarrolla sus estudios en él. En el caso de los chilenos que residen en el extranjero, dicho vínculo se considerará respecto del tiempo en que residieron en Chile o de su lugar de nacimiento.


Se tendrá como domicilio electoral el último domicilio declarado como tal ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.


Para efectos del registro automático de las personas referidas en los artículos 5° y 6°, el domicilio electoral será el último declarado ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior, o el acreditado para el cumplimiento del requisito de avecindamiento según corresponda. En caso que este último domicilio corresponda a uno ubicado en el extranjero, el domicilio electoral corresponderá al último domicilio en Chile informado al Servicio de Registro Civil e Identificación y a falta de éste al lugar de nacimiento en Chile.

Artículo 11.- Todo ciudadano con derecho a sufragio deberá estar inscrito en una mesa receptora de sufragios que pertenezca a la circunscripción electoral correspondiente a su domicilio electoral.


Si los antecedentes del domicilio o lugar de nacimiento con que se cuente para el registro automático de las personas referidas en los artículos 5° y 6°, no permitieran al Servicio Electoral poder identificarlos con una determinada circunscripción electoral, procederá a registrarlo en la circunscripción electoral con más electores  de la Comuna con cuya información se cuente. 


Artículo 12.- Al momento de la inscripción de un ciudadano o modificación de la existente, el Servicio Electoral asignará a las mesas receptoras de sufragios a los nuevos electores inscritos o aquellos que hayan modificado su domicilio electoral, en orden correlativo de su rol único nacional y sin distinción de sexo.


En primer lugar serán asignados a las mesas receptoras de sufragios existentes de la circunscripción, que tengan menos de trescientos cincuenta electores habilitados para votar, debido a cancelaciones de inscripción producidas por cambio de domicilio electoral, por causa de fallecimiento, o cualquier otra inhabilidad permanente para sufragar, hasta completar la cifra máxima de 350 electores por mesa.


Si realizado lo anterior, quedaren nuevos electores por asignar, ellos serán asignados a nuevas mesas receptoras de sufragios que se crearán para estos efectos, las que tendrán como máximo trescientos cincuenta electores.


Cada elector solo podrá ser asignado a una mesa receptora de sufragios y no podrá ser cambiado de ella mientras mantenga su domicilio electoral vigente en dicha circunscripción electoral.

Párrafo 4°

De las actualizaciones del Registro Electoral


Artículo 13.- El Servicio Electoral deberá mantener actualizado el Registro Electoral considerando las siguientes circunstancias:


a) Fallecimiento de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del Registro.


b) Pérdida de ciudadanía de una persona inscrita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17° de la Constitución Política de la República, o su recuperación.


c) Suspensión del derecho a sufragio de una persona inscrita, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de la República, o el cese de dicha suspensión.


d) Pérdida de la nacionalidad de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del Registro.


e) Revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, quienes deberán ser eliminados del Registro.


f) Reclamaciones al Padrón Electoral Provisorio Auditado acogidas en conformidad a la ley.


El Servicio Electoral conservará los antecedentes en que se funde la actualización por un lapso no inferior a 5 años.


Artículo 14.- Para el solo efecto de lo dispuesto en el artículo anterior, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a los datos electorales que el Servicio de Registro Civil e Identificación tenga de las personas cuyas defunciones hubieren sido registradas en el mes inmediatamente anterior; de las personas que hubieren sido condenadas a pena aflictiva y los que recuperen su ciudadanía; y de las personas que hubieren perdido la nacionalidad.


Artículo 15.- El Tribunal Constitucional deberá comunicar al Servicio Electoral las sanciones que hubiere aplicado de conformidad con lo dispuesto en el numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, como asimismo el cumplimiento del plazo a que se refiere dicha disposición, dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que la sentencia hubiere quedado firme o ejecutoriada.


Artículo 16.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior informará al Servicio Electoral las revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, ejecutoriadas dentro del mes anterior.


Artículo 17.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, los Juzgados de Garantía deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que, en el mes anterior, hayan sido acusadas por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.


En la misma oportunidad, los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal, según corresponda, deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, aunque no sean condenados a pena aflictiva, o por delitos que la ley califique como conducta terrorista, o que fueren absueltas o sobreseídas por tales delitos.


Artículo 18.- Dentro de los primeros cinco días de cada mes, los jueces de letras comunicarán al Servicio Electoral los nombres de las personas que hubieren sido declaradas en interdicción por causa de demencia por sentencia ejecutoriada, en el mes anterior, indicando los antecedentes necesarios para su cabal identificación.


En el mismo plazo, los jueces de letras comunicarán sobre las revocaciones de dichas declaratorias.


Artículo 19.- Dentro de los primeros cinco días de cada mes, el Senado deberá comunicar al Servicio Electoral las personas a las cuales se hubiere rehabilitado su ciudadanía en el mes anterior, conforme al inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República.


Artículo 20.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Ministerio de Justicia deberá comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren extinguido su responsabilidad penal en el mes anterior, conforme a lo dispuesto en el número 4° del artículo 93 del Código Penal.


Artículo 21.- Los órganos, servicios y tribunales señalados en este párrafo, así como cualquier otra repartición que deba aportar datos para la conformación y actualización del Registro Electoral, deberán proporcionar todos los antecedentes que para este solo efecto requiera el Servicio Electoral, en ningún caso podrán excluir información, calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.


Artículo 22.- Entre los ciento ochenta y noventa días anteriores a una elección o plebiscito, el Servicio Electoral deberá informar a los electores que su derecho a sufragio ha sido suspendido o que han sido inhabilitados para votar en la siguiente elección, con indicación de la causa que dio origen a dicha suspensión o inhabilidad, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.

Párrafo 5°

De las modificaciones de los datos electorales


Artículo 23.- El Servicio Electoral modificará los datos de las personas inscritas en el Registro Electoral, considerando las siguientes circunstancias:


a) Solicitudes de cambio de domicilio electoral y las actualizaciones de domicilio electoral realizadas al renovar los inscritos su cédula de identidad.


b) Las rectificaciones de inscripciones de nacimiento de los ciudadanos, con indicación de los datos originales que fueron objeto de la rectificación, y


c) Cualquier otro cambio en los datos señalados en el artículo 8° de esta ley.


Artículo 24.- Con ocasión de la obtención o renovación de cédula de identidad o pasaporte, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá informar a la persona su domicilio electoral registrado, otorgándole la posibilidad de actualizarlo, declarando uno nuevo bajo juramento en ese acto si así lo desea.


Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el cambio de domicilio podrá también efectuarse directamente ante el Servicio Electoral, mediante una solicitud escrita firmada por el peticionario en formularios especialmente diseñados por este organismo, donde declarará bajo juramento su nuevo domicilio electoral. Dichas solicitudes deberán ser presentadas en las oficinas que el Servicio Electoral disponga a lo largo del país. Los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero, podrán presentar la solicitud a través del respectivo Consulado.


El Servicio Electoral deberá notificar al elector mediante carta certificada dirigida al nuevo domicilio electoral, que ha procedido al cambio de su domicilio en el registro, indicando la circunscripción electoral y mesa de sufragio donde le corresponderá votar.


El Servicio Electoral podrá disponer de otras formas para efectuar el cambio de domicilio electoral, ya sea a distancia o a través de medios electrónicos, siempre que éstas garanticen la confiabilidad en la identidad del elector y la seguridad de sus datos.


Artículo 26.- El Servicio Electoral podrá convenir con otros organismos públicos la recepción de solicitudes de cambio de domicilio electoral.


Artículo 27.- Para todos los efectos legales, se considerará como domicilio electoral el último declarado por el elector ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.

Párrafo 6°

De la suspensión de inscripciones, actualizaciones y modificaciones


Artículo 28.- Con el objeto de elaborar los padrones electorales que se utilizarán en cada elección o plebiscito, las inscripciones en el Registro Electoral que provengan de solicitudes de acreditación de avecindamiento conforme al artículo 6, las actualizaciones de las circunstancias contenidas en las letras a) a la e) del artículo 13 y las modificaciones señaladas en el artículo 23, se suspenderán a los ciento veinte días anteriores a cada elección o plebiscito, reanudándose a partir del primer día del mes siguiente de la elección o plebiscito.


Artículo 29.- Tratándose de plebiscitos comunales, la suspensión a que alude el artículo precedente se aplicará solo respecto de los electores que correspondan a la comuna o agrupación de comunas donde se realizará.

TITULO II

DEL PADRÓN ELECTORAL Y DE SU AUDITORIA

Párrafo 1°

Del Padrón Electoral


Artículo 30.- El Servicio Electoral deberá elaborar un Padrón Electoral, el que contendrá la nómina de los electores inscritos en el Registro Electoral que reúnen los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio conforme a los antecedentes conocidos por él.


Cada elector podrá figurar solo una vez en él.


Artículo 31.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de provisorio, ciento diez días antes de una elección o plebiscito. Éste contendrá una nómina de las personas inscritas en el Registro Electoral que, conforme a los antecedentes conocidos por el Servicio Electoral antes de los ciento veinte días previos al acto electoral, reúnan a la fecha de la elección o plebiscito correspondiente los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio.


El Padrón Electoral con carácter de provisorio será objeto de auditorías conforme al Párrafo 2° de este Título.


Este Padrón se ordenará en forma alfabética y contendrá los nombres y apellidos del elector, su número de rol único nacional, sexo, domicilio electoral con indicación de la circunscripción electoral, comuna, provincia y región a la que pertenezcan y el número de mesa receptora de sufragio en que le corresponde votar.


Junto con este Padrón y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Provisoria de Inhabilitados, que incluirá a las personas inscritas que se encuentren inhabilitadas de votar en la correspondiente elección o plebiscito, con indicación de la causal que dio lugar a dicha condición.


El Padrón Electoral y la Nómina Provisoria de Inhabilitados, son públicos para los partidos políticos, solo en lo que se refiere a los datos señalados en el inciso tercero. Los partidos políticos podrán tener acceso y copia de ellos en medios magnéticos o digitales, no encriptados y procesables por software de general aplicación, debiendo solo pagar los costos directos de la reproducción. Lo mismo se aplicará para los candidatos independientes, respecto de las circunscripciones electorales donde participan.


Solo las personas inhabilitadas podrán conocer, además, la respectiva causal que las inhabilita.


Artículo 32.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de auditado, setenta días antes de una elección o plebiscito. Éste corresponderá al Padrón Electoral con carácter de provisorio, después de ser auditado por las empresas de auditoría a las que se refiere el Título II de esta ley y que ha sido modificado solo como consecuencia de la correcciones sugeridas por las empresas de auditorías en sus informes si las hubiere y que conforme a lo señalado en el artículo 43 de esta ley, sean aceptadas por el Servicio Electoral.


El Padrón Electoral con carácter de auditado podrá ser objeto de reclamación de conformidad a lo establecido en la presente ley.


Junto con este Padrón y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Auditada de Inhabilitados, modificando la anterior en base a las correcciones sugeridas por las empresas de auditorias que haya aceptado, si las hubiere.


El Padrón Electoral con carácter de auditado y la Nómina Auditada de Inhabilitados, deberán ser publicados por el Servicio Electoral en su sitio web con setenta días de antelación a la fecha que deba verificarse una elección o plebiscito.


Serán aplicables al Padrón y la Nómina antes mencionados, las disposiciones señaladas en los incisos tercero, quinto y sexto del artículo anterior.


Artículo 33.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de definitivo, treinta días antes de una elección o plebiscito. Éste corresponderá al Padrón Electoral con carácter de auditado, que ha sido modificado solo como consecuencia de las reclamaciones acogidas, si las hubiere, de conformidad con lo dispuesto en el Título siguiente.


Junto con este Padrón y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Definitiva de Inhabilitados, modificando la anterior en base a las reclamaciones acogidas.


El Servicio Electoral publicará en su sitio web, con al menos treinta días de anticipación a la fecha en que deba verificarse una elección o plebiscito, el Padrón Electoral con carácter de definitivo, que contiene la nómina de electores con derecho a sufragio en la respectiva elección o plebiscito y la Nómina Definitiva de electores Inhabilitados.


Serán aplicables al Padrón y la Nómina antes mencionados, las disposiciones señaladas en los incisos tercero, quinto y sexto del artículo 31. 


Artículo 34.- El Servicio Electoral deberá publicar en su sitio web, las modificaciones efectuadas al Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados que provengan de las reclamaciones acogidas en conformidad a esta ley, o de las correcciones sugeridas por las empresas de auditoría que hayan sido aceptadas por el Servicio.


Artículo 35.- Para la segunda votación de la elección presidencial que se realice en virtud del inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, se utilizará el mismo Padrón Electoral de la primera votación.


Cuando deba repetirse la elección presidencial, en virtud de ocurrir alguna de las circunstancias contempladas en los incisos cuarto del artículo 26 o segundo del artículo 28 de la Constitución Política de la República, se utilizará el mismo Padrón Electoral de la primera votación de la elección que no pudo perfeccionarse, ya sea por fallecimiento de un candidato para la segunda votación o por impedimento absoluto del presidente electo para tomar posesión del cargo.

Artículo 36.- El Servicio Electoral, en la misma oportunidad en que debe determinar el Padrón Electoral con carácter de definitivo, deberá confeccionar los Padrones de Mesa que se utilizarán en la respectiva elección o plebiscito.


A cada Mesa Receptora de Sufragios le corresponderá un Padrón de Mesa.


Cada Padrón de Mesa contendrá una nómina, ordenada alfabéticamente, de las personas habilitadas para votar en la Mesa Receptora de Sufragios respectiva.


Los Padrones de Mesa contendrán los nombres y apellidos de cada elector y su número de rol único nacional.


Cada elector podrá figurar solo en un Padrón de Mesa y una vez en él.


Artículo 37.- Veinte días antes de la elección o plebiscito, el Servicio Electoral en forma gratuita pondrá a disposición de los partidos que participan en la elección o plebiscito, un listado impreso de cada Padrón de Mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Igual información deberá entregarse a los candidatos independientes respecto de las circunscripciones electorales donde participan.

Párrafo 2°

De las Auditorias


Artículo 38.- El Registro Electoral, el Padrón Electoral con carácter de provisorio y la Nómina Provisoria de Inhabilitados serán sometidos a un proceso de auditoria con el objeto de revisar y determinar si contienen los antecedentes dispuestos por la ley. También se revisarán los procedimientos, sistemas de información, mecanismos de control y programas computacionales utilizados en su elaboración.


Artículo 39.- Las auditorias serán practicadas por dos empresas independientes de auditoria externa, de niveles equivalentes, inscritas en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, las cuales deberán cumplir con los requisitos de capacidad, tamaño, confiabilidad y garantía que mediante una norma general emitirá el Consejo del Servicio Electoral.

El presupuesto del Servicio Electoral deberá contemplar los fondos necesarios para financiar los procesos de auditorías.


Artículo 40.- La selección de las empresas de auditoria, se realizará a través de una licitación pública a la cual deberá convocar el Servicio Electoral, conforme a las bases que elaborará su Consejo.


El Consejo del Servicio Electoral seleccionará a dos empresas de entre las cuatro que, cumpliendo con las bases de la licitación, hayan efectuado las menores ofertas económicas por sus servicios. En caso de haber menos de cuatro, la selección se circunscribirá a todos ellos.


Las dos empresas de auditoría serán seleccionadas por la unanimidad de los Consejeros del Servicio Electoral. A falta de unanimidad la selección se hará en una sola votación, teniendo cada Consejero derecho a votar solo por una de las candidatas. Quedarán seleccionadas las empresas que obtuvieren las dos más altas mayorías.


Las empresas serán seleccionadas por un período de ocho años. Dentro de ese período sus servicios podrán ser revocados solo por resolución del Tribunal Calificador de Elecciones, a petición fundada de la unanimidad del Consejo del Servicio Electoral, o por acuerdo del Senado.


Artículo 41.- Las empresas de auditoria deberán revisar anualmente y emitir un informe que contendrá su opinión, sobre los procedimientos, sistemas de información, mecanismos de control y programas computacionales del Servicio Electoral, destinados a la inscripción de los electores en el Registro Electoral y a la confección del Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados. Dicho informe deberá señalar la capacidad de ellos de poder cumplir las funciones para la cual están requeridos, sus errores, si los hubiere, y los factores de riesgo que pudieran  afectar su correcto funcionamiento. El informe deberá contener también sugerencias respecto a la solución de los problemas detectados.


En los años que correspondan elecciones generales, el informe deberá ser emitido doscientos diez días antes de la elección.


Artículo 42.- Determinado el Padrón Electoral con carácter de provisorio y la Nómina Provisoria de Inhabilitados conforme al artículo 31 de esta ley, las empresas de auditoria procederán a su revisión, que tendrá por objeto entregar una opinión respecto de si ellos cumplen con lo dispuesto en la ley. Terminada la revisión, elaborarán un informe, que deberá ser emitido ochenta días antes de la elección o plebiscito, y contendrá, al menos, un detalle de los errores encontrados con indicación de una sugerencia respecto de cómo pueden ser subsanados, y los demás comentarios u observaciones que los auditores estimen procedentes.


Artículo 43.- El Consejo del Servicio Electoral analizará los informes de auditoría y realizará las correcciones que estime pertinentes. Lo anterior constará en un acta que será publicada en la página web de dicho organismo.


Cumplido lo anterior, el Consejo del Servicio determinará el Padrón Electoral con carácter de auditado y la Nómina Auditada de Inhabilitados, conforme al artículo 32.


Artículo 44.- Todos los informes de las empresas de auditoria serán públicos, salvo respecto de las causales de inhabilidad. El informe deberá ser entregado al Consejo del Servicio Electoral, al Senado, a la Cámara de Diputados, a los Partidos Políticos, a los Tribunales Electorales Regionales y al Tribunal Calificador de Elecciones, en la misma oportunidad.


Artículo 45.- Las empresas de auditoria deberán efectuar sus funciones con total independencia entre ellas. En consecuencia, no podrán compartir sus antecedentes, consultarse entre sí, tomar acuerdos, coordinar o efectuar trabajos en forma conjunta, ni externalizar parte de las funciones encargadas con los mismos terceros.


Artículo 46.- El Servicio Electoral deberá poner a disposición de las empresas de auditoria todos sus registros, físicos y computacionales y demás antecedentes que en opinión de ellas sean necesarios para realizar sus informes. El Servicio de Registro Civil e Identificación y los demás organismos señalados en los artículos 15 al 20, deberán poner a disposición de las empresas de auditoria, la misma información que hubieren entregado al Servicio Electoral, cuando exista disconformidad entre los datos electorales y el Padrón Electoral.


Las empresas de auditoría deberán mantener reserva o secreto, según corresponda, de la información, datos y antecedentes que se les proporcione en virtud de este artículo, siendo público solamente los resultados de su auditoría.

TÍTULO III

DE LAS RECLAMACIONES


Artículo 47.- La persona que estimare que injustificadamente fue omitida del Padrón Electoral con carácter de Auditado, publicado conforme al artículo 32, podrá reclamar de este hecho, por escrito o verbalmente, dentro de los diez días siguientes a la publicación, ante el Tribunal Electoral Regional de su domicilio electoral, que conocerá del asunto.


En el mismo plazo, los Partidos Políticos, candidato independiente y cualquier otra persona, podrán presentar reclamaciones ante el mismo Tribunal, respecto de electores injustificadamente omitidos de este Padrón Electoral. Cuando estas reclamaciones involucren a más de un elector, serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones, en única instancia.


El Tribunal resolverá con los antecedentes que el interesado le suministre, previo informe del Servicio Electoral, el cual deberá ser emitido dentro del plazo de cuatro días de requerido. El Tribunal deberá fallar, con o sin informe, dentro del plazo de diez días, contados desde la fecha de la presentación del reclamo.


El Tribunal ordenará la incorporación del reclamante o electores afectados al padrón electoral en los casos en que hubiere lugar a ella.


Las sentencias de los Tribunales Electorales Regionales, serán apelables por el requirente o por el Servicio Electoral dentro del plazo de tres días, contados desde la fecha de su incorporación en el Estado Diario del respectivo Tribunal, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, el cual deberá fallar dentro de un plazo de cinco días de presentada la apelación.


Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, la comunicará inmediatamente al Servicio Electoral, el cual procederá a cumplirla sin más trámite.

Artículo 48.- Dentro de los diez días siguientes a la publicación del Padrón Electoral con carácter de Auditado, señalado en el artículo 32, cualquiera persona natural, partido político o candidato independiente podrá pedir al Tribunal Electoral Regional correspondiente al domicilio electoral del impugnado, la exclusión de quien figure en el Padrón Electoral en contravención a la ley.


Cuando estas reclamaciones involucren a más de un elector, serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones en única instancia.


No procederá solicitar la exclusión del padrón electoral respecto de un candidato cuya aceptación de candidatura se encuentre ejecutoriada.


La solicitud deberá ser acompañada de una boleta de depósito en arcas fiscales. El monto del depósito deberá ser igual o mayor a un cuarto de una unidad tributaria mensual, e igual o menor a cien unidades tributarias mensuales, según lo determine el Tribunal.


El Tribunal citará dentro de cinco días al reclamante y a la persona o personas cuya exclusión se pide, las que no estarán obligadas a asistir, pudiendo concurrir con todos sus medios de prueba. Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el Padrón. Si la persona reclamada o alguna de ellas hubiesen cambiado de domicilio, se le notificará por medio de un aviso que se publicará a costa del recurrente en un diario de los de mayor circulación en la localidad a que corresponda dicho domicilio.


En caso de que la reclamación afectare a un considerable número de personas o que el número de reclamos fuera muy elevado, podrá el Tribunal ordenar que la citación se haga por medio de un aviso que se publicará, a costa del reclamante, en un diario de los de mayor circulación en la localidad que corresponda. Además, señalará diversas audiencias para oírlos, las cuales deberán celebrarse dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de ingreso del reclamo correspondiente.


La audiencia tendrá lugar con las partes que concurran. Si ninguna de ellas compareciere, el Tribunal resolverá con el mérito de los antecedentes que se presenten.


No se admitirán incidentes dilatorios en la tramitación de estos reclamos.


Los Tribunales resolverán con los antecedentes que el interesado o él o los afectados le suministren, previo informe del Servicio Electoral, el cual deberá ser evacuado a más tardar al cuarto día de ser solicitado.


La resolución judicial se expedirá dentro de los cinco días siguientes a la audiencia y se notificará a las partes por el Estado Diario.


Las sentencias de los Tribunales Electorales Regionales, serán apelables por el requirente, él o los afectados y el Servicio Electoral, dentro del plazo de tres días, contados desde la fecha de incorporación en el Estado Diario del Tribunal, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, quien deberá resolver la apelación dentro del plazo de cinco días.


Ejecutoriada la sentencia que ordena la exclusión, será notificada al Servicio Electoral para que efectúe la cancelación correspondiente.


Artículo 49.- Los informes de las empresas de auditoria tendrán ante los tribunales el valor de un informe de peritos.

TITULO IV

DE LAS CIRCUNSCRIPCIONES ELECTORALES


Artículo 50.- Las Circunscripciones Electorales son la unidad territorial electoral básica, formada por todo o parte del territorio comunal. En cada circunscripción electoral se determinarán Mesas Receptoras de Sufragios las que deberán funcionar en el territorio jurisdiccional de la circunscripción.


El Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear circunscripciones electorales cuando circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia, lo hagan aconsejable.


La resolución determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones y se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva y, si allí no lo hubiere, en el correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran.


El Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá cancelar una circunscripción electoral cuando circunstancias tales como la cantidad de población o dificultades para sufragar lo hagan aconsejable. En este caso, deberá asignar a los electores a la circunscripción más cercana incorporándolos a una mesa receptora de sufragio de conformidad al artículo 12 y efectuando la comunicación señalada en el artículo 7° inciso primero, de esta ley.

TÍTULO V

DE LAS SANCIONES

Párrafo 1°

De los procedimientos judiciales por faltas y delitos contemplados en esta ley


Artículo 51.- Los delitos o faltas electorales se regirán por las disposiciones de la presente ley y, supletoriamente, por el Código Penal.


Cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, podrá deducir querella para la investigación de los delitos sancionados en esta ley.


Artículo 52.- No procederá el indulto particular en favor de los condenados en virtud de esta ley.

Párrafo 2°

De las sanciones


Artículo 53.- Sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales:


1.- El que al momento de solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, suplantare a otra persona; 


2.- El que proporcionare datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento;


3.- El que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio, un Libro de Actas, o una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que la acompañan; y


4.- El que use para fines comerciales los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.


Artículo 54.- Sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos:


1.- El que maliciosamente altere la información contenida en el Registro Electoral, en el Padrón Electoral, en los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragio, en las Nóminas de Inhabilitados y en los antecedentes del Servicio de Registro Civil e Identificación y cualquier otro antecedente que pueda ser usados para conformar el Registro Electoral y sus actualizaciones; 


2.- El que maliciosamente modifique el domicilio electoral informado por los electores al recibir solicitudes de éstos o cuando lo informen al obtener o renovar su cedula de identidad; 


3.- El que incite u organice a electores para proporcionar datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral; y


4.- El que comercialice los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.


Artículo 55.- Si los delitos señalados en el artículo precedente son cometidos por un funcionario público, se les aplicarán las penas asignadas a los referidos delitos, aumentadas en un grado, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos.


Artículo 56.- El que por negligencia extraviare documentos, solicitudes de cambio de domicilio electoral, solicitudes de acreditación de avecindamiento o libros de actas que se le hubieren confiado o destruyera información computacional que contenga antecedentes del Registro Electoral o del Padrón Electoral y de los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragios, sufrirá la pena de prisión en su grado máximo.


Si en la desaparición de estos efectos mediare dolo, los autores del hecho sufrirán la pena de presidio menor en su grado mínimo, multa de una a tres unidades tributarias mensuales e inhabilitación absoluta y perpetua para ejercer cargos y oficios públicos.


2) Reemplázase la numeración del actual Título IV por la de Título VI y la de los artículos 87, 88 y 89 por 57, 58 y 59. Además reemplázase el actual artículo 90, que pasa a ser artículo 60:


“Artículo 60.- Corresponderá al Servicio Electoral ejercer las siguientes funciones:


a) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente;


b) Formar, mantener y actualizar el Registro Electoral;


c) Determinar el Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados en los términos señalados en esta ley;


d) Ordenar y resolver directamente sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral;


e) Resolver respecto de las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento que se le presenten;


f) Solicitar la colaboración y antecedentes que sean necesarios, de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia;


g) Disponer la compra de los programas y equipos computaciones que utilizará en el cumplimiento de sus funciones, y los sistemas de mantención, protección y actualización de éstos; y


h) Las demás que esta u otras leyes establezcan.”.


3) Agrégase un nuevo artículo final al párrafo 1° del actual Titulo IV que pasa a ser VI:


“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo corresponderá la dirección superior del Servicio y la dirección administrativa al Director.”.


4) Sustitúyense los Párrafos 2° y 3° del actual Titulo IV que pasa a ser VI por los siguientes:

“Párrafo 2°

Del Consejo Directivo del Servicio Electoral


Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros  en ejercicio. El Presidente formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.


Los consejeros durarán ocho años en sus cargos y podrán ser designados para otro período, por una sola vez, en la forma prevista en el inciso precedente. Se renovarán por parcialidades cada cuatro años.


Los consejeros elegirán de entre ellos un Presidente por mayoría de votos. En caso de ausencia o impedimento temporal, el Presidente será subrogado por el consejero que en el acto se elija. Si no se lograre mayoría, en ambos casos, se procederá por sorteo. 


El Presidente del Consejo durará cuatro años en el cargo y podrá ser reelegido por una sola vez. El Presidente subrogante ejercerá el cargo mientras dure la ausencia o impedimento de aquél.


En caso de que un consejero cesare en su cargo por cualquier causa, se designará un nuevo consejero de conformidad con el inciso primero, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que tuvo lugar el hecho o circunstancia que ocasionó el cese. El nuevo consejero desempeñará su cargo hasta completar el período del consejero reemplazado.


Si el que cesare fuere el Presidente del Consejo, se procederá a la elección de su reemplazante una vez que se haya provisto su cargo de consejero. El nuevo Presidente desempeñará el cargo hasta completar el período del cesado.


Artículo 63.- Para ser designado Consejero del Servicio será necesario, además de cumplir con los requisitos generales para ocupar cargos públicos, poseer título profesional de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, acreditar experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado y no haber desempeñado cargos de representación popular, de Ministro de Estado, de Subsecretario, de Intendente, de Gobernador o de dirigente de partido político en los cinco años anteriores a su designación.


Tampoco podrán ser Consejeros, las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


Los Consejeros no podrán estar afiliados a partidos políticos mientras ejerzan su cargo.


La función de Consejero no es delegable y se ejerce colectivamente, en sala legalmente constituida.


Artículo 64.- Los Consejeros tendrán derecho a ser informados plena y documentadamente y en cualquier tiempo, por el Director o quien haga sus veces, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio. Además, tendrán derecho a revisar el Registro Electoral y los padrones electorales, con la sola limitación de no afectar el funcionamiento del Servicio.


Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a 30 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 120 unidades de fomento por mes calendario.


El Presidente del Consejo o quien le subrogue, percibirá igual dieta, aumentada en un 50%.


Artículo 65.- Son causales de cesación en el cargo de Consejero, las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado. Sin perjuicio de ello, éste será prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante;


b) Haber cumplido los 75 años de edad;


c) Renuncia, aceptada por el Presidente de la República;


d) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo;


e) Alguna causal de inhabilidad sobreviniente. El Consejero que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar el cargo, cesará automáticamente en él; y


f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como Consejero. Serán faltas graves la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a seis sesiones del Consejo, ordinarias o extraordinarias, durante un semestre calendario.


La existencia de las causales establecidas en las letras d) y e), si hubiere discusión sobre la sobreveniencia de la inhabilidad, y f) precedentes, serán declaradas por el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo o del Ministro del Interior en el caso de la letra f), o de cualquier persona en el caso de la letra e). El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa.


Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se decretará autos en relación y la causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra d), el Tribunal, como medida para mejor resolver, podrá decretar informe pericial.


Los Consejeros y el Director tendrán el carácter de ministro de fe en las actuaciones que las leyes le encomienden.


A los Consejeros y al Director les será aplicable lo señalado en el N° 2 del artículo 50 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 66.- El Consejo sesionará, a lo menos, con cuatro de sus miembros en ejercicio. Presidirá las sesiones el Presidente del Consejo.


El Consejo podrá sesionar en forma ordinaria o extraordinaria.


Son sesiones ordinarias aquellas que determine el propio Consejo para días y horas determinadas, en ellas se tratarán todas las materias que el Presidente incluya en la tabla respectiva, la que deberá ser comunicada a los consejeros con no menos de 24 horas de anticipación a la fecha de la sesión.


Por cada mes el Consejo deberá sesionar en forma ordinaria no menos de una vez y no más de tres veces.


Son sesiones extraordinarias aquellas en que el Consejo es convocado especialmente para conocer de modo exclusivo las materias que motivan la convocatoria. Estas sesiones serán convocadas por su Presidente, cuando exista algún asunto urgente que requiera del conocimiento del Consejo, o cuando así sea solicitado a éste, por requerimiento escrito de dos Consejeros. La citación a sesión extraordinaria deberá hacerse con una anticipación no inferior a 48 horas y contendrá expresamente las materias a tratar.


Los acuerdos requerirán del voto favorable de, a lo menos, cuatro Consejeros. Si el Consejo no lograra el anterior quórum, deberá dejar constancia pública de su desacuerdo y las razones fundadas de las partes, convocando el Presidente del Consejo a una nueva sesión que deberá realizarse no antes de cuatro días ni después de quince, siempre que este último plazo no altere el cumplimiento de un plazo legal, donde deberá resolverse el desacuerdo con el voto conforme de, a lo menos, tres de sus miembros.


En todo caso, se requerirá siempre del voto conforme de, al menos, cuatro Consejeros para tomar los acuerdos señalados en la letra h) del artículo 67.


El Servicio no podrá celebrar actos o contratos en los que uno o más Consejeros tengan interés por sí o como representantes de otra persona. Se presume que existe interés directo de un Consejero en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño directo, o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.


De toda deliberación y acuerdo del Consejo se deberá dejar constancia en un libro de actas. El acta deberá ser firmada por todos los Consejeros que hubieren concurrido a la sesión.


Artículo 67.- Corresponderá al Consejo:


a) Designar a los miembros de las Juntas Electorales según propuesta del Director;


b) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables al Servicio y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento;


c) Aprobar la propuesta del presupuesto del Servicio efectuada por el Director;


d) Supervisar los actos del Director y Subdirector;


e) Dar instrucciones generales sobre la aplicación de las normas electorales para su ejecución por los organismos establecidos en ellas;


f) Aprobar los Padrones Electorales y la Nomina de Electores Inhabilitados, a los que se refiere esta ley;


g) Aprobar las bases para llamar a la licitación de las empresas de auditoria, seleccionarlas y conocer de sus informes;


h) Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral. La designación se hará a partir de una quina propuesta para el cargo por el Consejo de la Alta Dirección Pública, en conformidad a las normas del Título VI de la ley 19.882; y


i) Las demás que le señale la ley o sobre las que deban pronunciarse en virtud de sus funciones o atribuciones.

Párrafo 3°

Del Director del Servicio Electoral


Artículo 68.- El Director del Servicio Electoral, será el representante legal del servicio y el Jefe Superior de éste. Le corresponderán especialmente las siguientes funciones:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Directivo;


b) Planificar, organizar, dirigir y coordinar el funcionamiento del Servicio de conformidad con las directrices que defina el Consejo Directivo;


c) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento del Servicio, previo acuerdo del Consejo Directivo;


d) Nombrar al personal del Servicio y poner término a sus servicios, de conformidad a las normas estatutarias;


e) Ejecutar los actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio;


f) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios del Servicio;


g) Representar al Servicio Electoral tanto judicial como extrajudicialmente;


h) Llevar el Registro de Partidos Políticos, actualizado por regiones y ejercer las demás atribuciones y funciones que le encomienden la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos u otras leyes;


i) Celebrar con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, convenios especiales para la ejecución de estudios, investigaciones o programas, que tengan por objeto el mejor cumplimiento o la difusión de los fines del Servicio;


j) Convocar a propuestas públicas o privadas, aceptarlas o rechazarlas;


k) Dictar las resoluciones generales y particulares necesarias para el ejercicio de sus atribuciones;


l) Contratar personal para labores transitorias cuando por necesidades del Servicio así se requiera, conforme a las normas del Código del Trabajo o sobre la base de  honorarios;


m) Ejercer las demás funciones que le sean delegadas por el Consejo Directivo; y


n) Ejercer las demás funciones que le encomienda esta u otras leyes.


Artículo 69.- El Director y Subdirector tendrán derecho a asistir a las sesiones de Consejo con derecho a voz.


Artículo 70.- Al Director y al Subdirector les serán aplicables las inhabilidades, prohibiciones e incompatibilidades aplicables a los Consejeros.

Párrafo 4°

Del personal del Servicio Electoral


Artículo 71.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Electoral, estarán obligados a mantener reserva acerca de los antecedentes, informaciones o documentos que conozcan en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las publicaciones que deban efectuarse y de las informaciones que pueda proporcionar dicho Servicio en conformidad a la ley.


Ni el personal del Servicio, ni las personas que a cualquier título desempeñen alguna función en él, podrán militar en partidos políticos, ni participar en o adherir a reuniones, manifestaciones, asambleas, publicaciones o cualquier otro acto que revista un carácter político-partidista o de apoyo a candidatos a cargos de representación popular. Tampoco podrán participar de modo similar con ocasión de los actos plebiscitarios.


Toda contravención a este artículo se sancionará con las penas contenidas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880, en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.


5) Sustitúyase el actual artículo 99, que pasa a ser 72, del Título V que pasa a ser VII, por el siguiente:

“Artículo 72.- Los Partidos Políticos, candidatos independientes y demás entidades o personas que de acuerdo a la ley tengan acceso a la información contenida en el Registro Electoral, Padrón Electoral y Nómina de Inhabilitados, deberán actuar responsablemente en su manejo, debiendo responder civil y penalmente, según corresponda, y en conformidad a lo que establezca la ley.”.


6) Agrégase un nuevo artículo 73:

“Artículo 73.- Todos los plazos a que se refiere esta ley serán de días corridos.”.


Artículo 2º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Agréguese al final del artículo 1° la siguiente oración, pasando el punto final a ser punto seguido:


“Además establece y regula las Juntas Electorales.”


2) Sustitúyase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Las declaraciones de candidaturas deberán efectuarse por escrito, para cada acto eleccionario, ante el Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere, quien les pondrá cargo y otorgará recibo.


Las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de cada partido político o de los partidos que hubieren acordado un pacto electoral o por a lo menos cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando la nómina a que se refiere el artículo 11. En todo caso, será acompañada por una declaración jurada del candidato, o de un mandatario designado especialmente al efecto por escritura pública, en la cual señalará cumplir los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a las inhabilidades. La declaración jurada deberá ser acompañada sólo por los antecedentes que acrediten los estudios del candidato cuando corresponda en los términos que disponga el Servicio Electoral. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante el oficial del Registro Civil correspondiente a la comuna donde resida el candidato.


La declaración de candidatura podrá presentarse en un acto separado por cada candidato.


Ningún candidato podrá figurar en más de una declaración en elecciones que se celebren simultáneamente.”.

3) Sustitúyase el inciso cuarto del artículo 3 bis, por el siguiente:


“El pacto electoral deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral, antes del vencimiento del plazo y en forma previa a las declaraciones de candidaturas, mediante la presentación de una declaración suscrita por los Presidentes y Secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en lista conjunta en una elección de Parlamentarios y que existe afinidad entre sus declaraciones de principios.”.


4) Sustitúyase el inciso segundo del artículo 6, por el siguiente:


“Tratándose de las declaraciones de candidaturas a Presidente de la República, éstas solo podrán hacerse hasta las veinticuatro horas del nonagésimo día anterior a aquél en que deba realizarse la primera o única votación, o hasta los treinta días siguientes a la convocatoria que se realice para una repetición de la elección presidencial, en virtud de ocurrir alguna de las circunstancias contempladas en los incisos cuarto del artículo 26 o segundo del artículo 28, de la Constitución Política de la República.”.


5) Sustitúyase los incisos primero y segundo del artículo 11, por los siguientes:


 “El patrocinio de candidaturas independientes deberá suscribirse ante cualquier notario por ciudadanos con derecho a sufragio que declaren bajo juramento o promesa no estar afiliados a un partido político legalmente constituido o en formación, y cuyos domicilios electorales registrados en el Registro Electoral corresponda al distrito o circunscripción senatorial, según se trate de elecciones de Diputados o Senadores. Será notario competente cualquiera del respectivo territorio.


La nómina de patrocinantes deberá señalar en su encabezamiento el nombre del candidato y el acto electoral de que se trate. A continuación, deberá dejarse expresa constancia del juramento a que se refiere el inciso anterior y de los siguientes antecedentes: primera columna, numeración correlativa de todos los ciudadanos que la suscriban; segunda columna, sus apellidos y nombres completos; tercera columna, número de la cédula nacional de identidad; cuarta columna, indicación de su domicilio electoral, con mención de la comuna; quinta columna, firma del elector o su impresión dactiloscópica, si no pudiere firmar, la que se estampará en línea enfrentando los datos de su filiación personal.”.


6) Reemplázase en el artículo 13, la expresión “inscritos en cualquier parte del territorio nacional” por “habilitados para ejercer el derecho a sufragio”.


7) Sustitúyase el artículo 17, por el siguiente:


“Artículo 17.- El Consejo del Servicio Electoral, dentro de los diez días siguientes a aquel en que venza el plazo para declaración de candidaturas, deberá aceptarlas o rechazarlas. Para tal efecto dictará las resoluciones respectivas que se publicarán dentro de tercer día en el Diario Oficial.


El Consejo del Servicio Electoral deberá rechazar las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los artículos 25, 48 y 50 de la Constitución Política de la República, o que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en el artículo 57 de la Constitución. Asimismo, rechazará las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los Párrafos 1° a 3° de este Título.”.


8) Agréguese en el artículo 19 el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto respectivamente:


“Si el rechazo de la candidatura por parte del Servicio Electoral conforme al artículo 17, se hubiere fundado en no ser el candidato declarado ciudadano con derecho a sufragio, y el fallo del Tribunal hubiere ordenado su inscripción como candidato, el Servicio Electoral deberá también incorporar al candidato dentro del padrón de electores. Si, por el contrario, el Tribunal rechazare una candidatura aceptada por el Servicio Electoral, al considerar que el candidato no es ciudadano con derecho a sufragio, el Servicio Electoral deberá excluir al candidato del padrón de electores”.


9) Deróguese el artículo 21.


10) Reemplácese en el inciso primero del artículo 27, la expresión “Director del” por el vocablo “El”.


11) Elimínese en el artículo 29 el inciso tercero y sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:


“El Servicio Electoral entregará a los partidos políticos, a los pactos electorales y a los candidatos independientes, el número de facsímiles de las cédulas con las cuales se sufragará que determine el Servicio. La entrega se hará dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.


12) Deróguese el Artículo 34.


13) Reemplázase el artículo 37, por el siguiente:


“Artículo 37.- El Servicio Electoral podrá fusionar aquellas mesas receptoras de sufragios que tengan menos de ciento setenta y cinco electores habilitados para votar al momento de determinarse el padrón electoral, con una o más mesas receptoras de sufragio de la misma circunscripción electoral, con el objeto de que funcionen conjuntamente como si fueran una sola mesa, siempre que el resultado de dicha fusión no signifique que la mesa resultante supere el número de trescientos cincuenta electores habilitados para votar.


En este caso existirá un solo padrón de la mesa fusionada y se ordenará alfabéticamente.


La nueva mesa se identificará con los números de las mesas que se fusionaron separados por guiones.”


14) Sustitúyase el artículo 38, por el siguiente:


“Artículo 38.- Cada Mesa Receptora se compondrá de cinco vocales elegidos de entre los inscritos en el Padrón de Mesa respectivo.”


15) Intercálese en el inciso primero del artículo 40, entre las expresiones “representación popular;” y “los Ministros de Estado”, la expresión “las personas a cargo de los trabajos electorales que señala el artículo 7 de esta ley;”.


16) Reemplácese en el inciso primero del artículo 40 la expresión “los jueces letrados y los de Policía Local” por la expresión “los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de Policía Local;”.


17) Reemplácese el inciso segundo del artículo 40 por el siguiente:


“Si por las causales anteriores no fuere posible integrar la Mesa, se constituirá con ciudadanos que figuren en los Padrones de Mesas correspondientes a mesas contiguas.”.


18) Sustitúyase el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.- Se designarán tres vocales de las Mesas Receptoras de Sufragios con ocasión de la elección de diputados y senadores, y dos con ocasión de la elección de alcaldes y concejales. Podrá designarse un número superior, si se trata de una mesa nueva, o si alguno de los designados para elecciones anteriores que deba continuar ejerciendo esta función se hubiera cambiado de Circunscripción Electoral o hubiera perdido el derecho a sufragio.


Para proceder a la designación de vocales, a partir del cuadragésimo quinto día anterior a la elección, cada uno de los Miembros de la Junta Electoral escogerá diez nombres, que deberán corresponder a diez ciudadanos con derecho a sufragio, que aparezcan en la nómina por mesa receptora de sufragio del padrón electoral con carácter de auditado, señalado en el artículo 32 de la ley N° 18.556, que el Servicio Electoral pondrá a disposición de la Junta. Si la Junta funcionare con dos miembros cada uno elegirá quince nombres.

Al efectuar esta selección, cada miembro de la Junta Electoral deberá preferir a aquellas personas que puedan presumirse más aptas para desempeñar las funciones de vocales de Mesas y a los que no hubieran ejercido igual función durante los cuatro años anteriores.


Escogidos los nombres, la Junta Electoral procederá a confeccionar para cada Mesa Receptora una nómina en la que se asignará a cada uno de los nombres propuestos, ordenados alfabéticamente, un número correlativo del uno al treinta.


En sesión pública que se realizará en la oficina del Secretario, a las catorce horas del trigésimo día anterior a la fecha de la elección o plebiscito, las Juntas Electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros números, según corresponda, sirvan para individualizar en cada nómina a las personas que se desempeñarán como vocales de las Mesas Receptoras, y los siguientes, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como reemplazantes.”.


19) Elimínese en el inciso primero del artículo 42 la expresión “comenzando por las de varones,”.


20) Reemplázase el inciso primero del artículo 43, por el siguiente:


“Artículo 43.- El Secretario de la Junta Electoral publicará la nómina completa de los vocales designados para cada Mesa Receptora de la respectiva elección. Respecto de todos ellos se indicarán solo los apellidos y sus dos primeros nombres, en un diario o periódico el vigésimo segundo día anterior a la elección o plebiscito, o, si ese día no circulare el periódico en que deba publicarse, en la primera ocasión posterior a esa fecha en que esto ocurra, y fijará en su oficina una copia autorizada de ella a la vista del público.”


21) Sustitúyase el artículo 47, por el siguiente:


“Artículo 47.- Los vocales sorteados por las Juntas Electorales para las Mesas Receptoras ejercerán dicha función durante cuatro años, actuando en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta antes de la próxima elección ordinaria para la cual fueron sorteados. Con todo, los vocales sorteados por las Juntas Electorales que les corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el solo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.”.


22) Incorporase el siguiente artículo 47 bis, nuevo:


“Artículo 47 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocal de Mesa Receptora de Sufragio un bono equivalente a la suma de dos tercios de Unidad de Fomento, por cada acto electoral en el que participen.


Dicho bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Este bono se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto.


Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77 de esta ley, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en el acto electoral respectivo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.


23) Modifícase el artículo 49 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “a las catorce horas del último día sábado que preceda al tercer” por “a las quince horas del”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“El Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales respecto de las funciones y atribuciones que deberán ejercer el día de la elección fomentando, especialmente, la aplicación de criterios objetivos y homogéneos en ellas. La asistencia a dicha capacitación será voluntaria.”.”.


24) Reemplázase el inciso segundo del artículo 52 por el siguiente:


“El Secretario de la Junta Electoral requerirá de la Comandancia de Guarnición respectiva, a lo menos con sesenta días de anticipación a la audiencia, un informe sobre los locales estatales o privados que sean más adecuados para el expedito funcionamiento de las Mesas, la instalación de cámaras secretas y la mantención del orden público. Sin perjuicio de su informe escrito, el jefe aludido podrá, personalmente o representado por quien él designe, asistir a la audiencia de la Junta y proponer otros locales. La asignación de las Mesas que corresponderán a cada local se hará tratando de mantener, en la medida que ello sea posible, la misma asignación de las elecciones anteriores.”.


25) Sustitúyase el artículo 54, por el siguiente:


“Artículo 54.- A partir de las catorce horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito, en cada recinto de votación iniciará sus funciones una Oficina Electoral dependiente de la respectiva Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta. Esta nominación, que se entenderá subsistente para el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, deberá recaer preferentemente en un Notario Público, Secretario de Juzgado de Letras o Secretario Abogado de Policía Local, Receptor Judicial, Auxiliar de la Administración de Justicia u otro ministro de fe. En ningún caso podrá recaer en funcionarios Municipales o dependientes directa o indirectamente de Corporaciones Municipales. Estos delegados podrán hacerse asesorar por el personal necesario para el funcionamiento de la oficina, con cargo al Servicio Electoral y de acuerdo con las instrucciones que el Servicio imparta. Este personal percibirá un bono diario equivalente a media Unidad de Fomento.


El delegado tendrá derecho a un bono total equivalente a cinco Unidades de Fomento por todas las tareas realizadas con ocasión de las elecciones y plebiscitos que se realicen en un mismo acto electoral. Se considerará para estos efectos como otro acto electoral, la segunda votación realizada, conforme al inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.


A estos bonos le será aplicable lo señalado en el inciso segundo del artículo 47 bis.


Las Oficinas Electorales funcionarán no menos de cuatro horas durante el segundo día anterior a la elección o plebiscito; desde las nueve horas y hasta al menos las dieciocho horas el día anterior a la elección o plebiscito; y desde las siete horas y hasta completar todas sus funciones en el día de la elección o plebiscito.


Corresponderá al delegado de la Junta Electoral, sin perjuicio de las demás tareas que señala esta ley:


1) Informar a los electores sobre la mesa en que deberán emitir el sufragio. Para estos efectos deberá contar con medios expeditos para la atención de las consultas de los electores de toda la Circunscripción Electoral, especialmente en lo que tenga relación, con su local de votación y su Mesa Receptora de Sufragios o poder señalar al elector su condición de estar inhabilitado para votar en la elección mencionando la causal;


2) Velar por la debida constitución de las Mesas Receptoras y, cuando corresponda, designar a los reemplazantes de los vocales que no hubieren concurrido conforme al artículo 57;


3) Hacer entrega a los Comisarios de Mesa de los útiles electorales;


4) Instruir a los electores no videntes sobre el uso de la plantilla a que se refiere el artículo 28;


5) Recibir, terminada la votación, los útiles electorales empleados en las mesas y los sobres con las actas de escrutinio que debe entregar al día siguiente al Colegio Escrutador;


6) Requerir el auxilio de la fuerza encargada del orden público.”.


26) Reemplázase el artículo 55, por el siguiente:


“Artículo 55.- El Servicio Electoral pondrá a disposición de la Oficinas Electorales, por intermedio de las Juntas Electorales, los útiles destinados a cada una de las Mesas Receptoras de Sufragios del respectivo local a lo menos el día anterior a la elección o plebiscito.


Para cada Mesa Receptora deberá considerarse el siguiente material:


1) El Padrón de Mesa con la nómina alfabética de los electores habilitados para votar en ella y los datos para identificarlos. Este padrón deberá disponer en la línea de cada elector de un espacio donde se estamparán las firmas o huellas dactiloscópicas de los electores que voten. Este espacio deberá ser de por lo menos tres centímetros de arriba a abajo por cada elector. Además deberá disponer de un espacio para anotar los números de las cédulas electorales. El Padrón de Mesa podrá estar dividido en dos secciones si así lo dispone el Servicio Electoral.


2) Dos ejemplares de la cartilla de instrucciones para uso de la Mesa Receptora de Sufragios, que elaborará el Servicio Electoral;


3) Las cédulas para la emisión de los sufragios en número igual al de los electores que deben sufragar, más un diez por ciento;


4) Cuatro lápices de grafito de color negro y dos lápices pasta de color azul;


5) Un tampón para huella dactilar.


6) Un formulario de acta de instalación;


7) Tres formularios de actas de escrutinio por cada elección o plebiscito y un cuarto de reemplazo en caso de que inutilicen alguno de los anteriores;


8) Un sobre para cada acta de escrutinio que deberá remitirse al Colegio Escrutador;


9) Un sobre para cada acta de escrutinio que deberá remitirse al Tribunal Calificador de Elecciones;


10) Cinco sobres por cada elección o plebiscito que se realice, para colocar las cédulas con que se sufrague. Uno de ellos llevará en su parte exterior la indicación “Votos escrutados no objetados”; otro, “Votos escrutados marcados y objetados”; otro, “Votos nulos y en blanco”; otro, “Talones de las cédulas emitidas”; y el quinto, “Cédulas no usadas o inutilizadas y talones y sellos adhesivos no usados”;


11) El sobre para colocar el Padrón de la Mesa;


12) El o los sobres para guardar el resto de los útiles usados;


13) Formularios de recibos de los útiles electorales y de las actas, que deban entregarse al Delegado de la Junta;


14) Un formulario de minuta del resultado del escrutinio por cada elección o plebiscito;


15) Un ejemplar de esta ley; y


16) Sellos adhesivos.


En los padrones, formularios y sobres se deberá indicar la región y circunscripción, el número de Mesa correspondiente y el sello del Servicio Electoral. Los sobres llevarán, además, la indicación del objeto a que están destinados o de su destinatario.


En la misma oportunidad, el Servicio Electoral remitirá, para uso de los Delegados de las Juntas Electorales, dos ejemplares del Padrón Electoral y de la Nómina de Electores Inhabilitados de toda la Circunscripción Electoral correspondiente y los formularios de recibo de los útiles electorales por parte de los Comisarios.”.


27) Sustituyese el artículo 57, por el siguiente:


“Artículo 57.- A las ocho horas de la mañana del día fijado para la elección o plebiscito se reunirán, en los locales designados para su funcionamiento, los vocales de las Mesas Receptoras de Sufragios.


Las Mesas no podrán funcionar con menos de tres vocales.


Los vocales asistentes que no se encontraren en número suficiente para el funcionamiento de las respectiva Mesa darán aviso inmediato al delegado de la Junta Electoral.


A partir de las nueve horas el delegado procederá a designar los vocales que faltaren hasta completar solo el mínimo necesario para funcionar, de entre los electores alfabetos no discapacitados que deban sufragar en el recinto. Deberá preferir a los electores que voluntariamente se ofrezcan en el orden en que se presenten. A falta de éstos, deberá designar a otros que se encuentren en el recinto, recurriendo al auxilio de la fuerza encargada del orden público si fuera necesario. El delegado deberá haber constituido todas las mesas a más tardar a las diez horas.


Integrada la mesa, los vocales originalmente designados podrán incorporarse a ella, en orden de presentación hasta completar el máximo de cinco, sin que puedan reemplazar a los vocales designados en virtud del inciso anterior y siempre que ello ocurra con anterioridad a las once horas. Del hecho de las incorporaciones y de su hora se dejará constancia en el acta de instalación.


En ningún caso las Mesas podrán integrarse pasadas las doce horas.”


28) Modifíquese el artículo 58 de la siguiente forma:


a) Sustitúyase en el inciso segundo, la expresión “el o los Registros” por “el Padrón de Mesa”.


b) Elimínese los incisos tercero y cuarto.


29) Intercálese en el inciso segundo del artículo 59, después de la expresión “Cumplidos los trámites anteriores,” la frase “y nunca antes de las ocho de la mañana,”.


30) Sustitúyase el artículo 60, por el siguiente:


“Artículo 60.- Son electores, para los efectos de esta ley, los ciudadanos con derecho a sufragio y extranjeros que figuren en los Padrones de Mesa y que tengan cumplidos dieciocho años de edad el día de la votación.


El elector que concurra a votar deberá hacerlo para todas las elecciones o plebiscitos que se realicen en el mismo acto electoral.”


31) Agréguese al final del inciso cuarto del artículo 61, la siguiente frase:


“En ningún caso una misma persona podrá asistir a más de un elector en la misma Mesa Receptora de Sufragios, salvo que se trate de ascendientes o descendientes.”.


32) Sustitúyase el artículo 62, por el siguiente:


“Artículo 62.- El elector chileno entregará al Presidente su cédula nacional de identidad o pasaporte. El elector extranjero su cédula de identidad para extranjeros. Dichos documentos deberán estar vigentes. Ningún certificado u otros documentos podrán reemplazar a los anteriores.


Una vez comprobada la identidad del elector, la vigencia de su cédula de identidad o de su pasaporte, y el hecho de estar habilitado para sufragar en la Mesa, el elector firmará en la línea que le corresponda en el Padrón Electoral de la Mesa o, si no pudiere hacerlo, estampará su huella dactilar del dedo pulgar derecho o, en su defecto cualquier otro dedo, de lo que el presidente dejará constancia al lado de la huella. De la falta de este requisito, se dejará constancia en el Acta, aceptándose que el elector sufrague.”.


33) Reemplázase el inciso primero del artículo 63, por el siguiente:


“Si a juicio de la Mesa existiere disconformidad notoria y manifiesta entre las indicaciones del Padrón de Mesa y la identidad del elector, se recabará la intervención del experto de identificación que habrá en cada local de votación. El experto hará que el elector estampe su huella dactilar derecha al lado de su firma y la cotejará con la estampada en su cédula nacional de identidad o cédula de identidad para extranjeros.”.


34) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 64, la expresión “respectivo cuaderno de firmas” por “Padrón de la Mesa” y la expresión  “votación” por “elección”.


35) Reemplázase el artículo 66, por el siguiente:


“Artículo 66.- Después de haber sufragado y depositadas las cédulas en la urna, se procederá a devolver al elector su cédula nacional de identidad, el pasaporte o su cédula de identidad para extranjeros, según corresponda.”.


36) Sustitúyase en el inciso final del artículo 67, la expresión “numérico de las inscripciones” por “alfabético en el Padrón de Mesa”.


37) Reemplázase el artículo 68, por el siguiente:


“Artículo 68.- A las dieciocho horas del día de la elección, y siempre que no hubiere algún elector que deseare sufragar, el Presidente declarará cerrada la votación, dejando constancia de la hora en el acta. Si hubiere electores con intención de sufragar, la Mesa deberá recibir el sufragio de todos ellos antes de proceder con el cierre de la votación.


Efectuada la declaración de cierre, el Secretario o el vocal en su caso, escribirá en el Padrón de la Mesa, en el espacio destinado para la firma, la expresión “no votó” respecto de los electores que no hayan sufragado.”


38) Modifícase el artículo 71, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyase el numeral 1), por el siguiente:


“1) El Presidente contará el número de electores que hayan sufragado según el Padrón de la Mesa y el número de talones correspondientes a las cédulas emitidas para cada elección o para el plebiscito;”.


b) Reemplázase el numeral 5), por el siguiente:


“5) Serán nulas y no se escrutarán las cédulas en que aparezca marcada más de una preferencia, contengan o no en forma adicional, leyendas, otras marcas o señas gráficas. La Mesa dejará constancia al dorso de ella del hecho de su anulación y de la circunstancia de haberse reclamado por vocales o apoderados de esta decisión.


Se considerarán como marcadas y podrán ser objetadas por vocales y apoderados, las cédulas en que se ha marcado claramente una preferencia, aunque no necesariamente en la forma correcta señalada en el artículo 65, y las que tengan además de la preferencia, leyendas, otras marcas o señas gráficas que se hayan producido en forma accidental o voluntaria, como también aquella emitida con una preferencia pero sin los dobleces correctos. Estas cédulas deberán escrutarse a favor del candidato que indique la preferencia, pero deberá quedar constancia de sus marcas o accidentes en las actas respectivas con indicación de la preferencia que contienen.


Se escrutarán como votos en blanco las cédulas que aparecieren sin la señal que indique una preferencia por candidato u opción del elector, contengan o no en forma adicional, leyendas, otras marcas o señas gráficas;”.


c) Reemplázase el numeral 6), por el siguiente:


“6) Tratándose de una elección de Presidente de la República y de Parlamentarios, se sumarán separadamente los votos obtenidos por cada uno de los candidatos.


En los plebiscitos se sumarán separadamente los votos obtenidos por cada una de las cuestiones sometidas a decisión.


Las operaciones se practicarán por el Presidente, por el Secretario y demás vocales;”.


d) Reemplázase el numeral 7), por el siguiente:


“7) Terminado el escrutinio se llenará la minuta con los resultados, y será firmadas por los vocales colocándose en un lugar visible de la mesa.”.


e) Reemplázase el numeral 8), por el siguiente:


“8) Los vocales, apoderados y candidatos tendrán derecho a exigir que se les certifique, por el Presidente y el Secretario, copia del resultado, lo que se hará una vez terminada las actas de escrutinio.”


39) Sustitúyase el artículo 72, por el siguiente:


“Artículo 72.- Inmediatamente después de practicado cada escrutinio, y en el mismo lugar en que hubiere funcionado la Mesa Receptora se levantarán actas del escrutinio, estampándose separadamente, en letras y en cifras, el número de sufragios que hubiere obtenido cada candidato o cada una de las proposiciones de la cédula para plebiscito, en su caso.


Se dejará constancia de la hora inicial y final del escrutinio y de cualquier incidente o reclamación concerniente a la votación o escrutinio que deseen hacer constar los vocales y apoderados, sin que pueda eludirse por ningún motivo la anotación, bajo las penas que esta ley señala. Se dejará especial testimonio en el acta del cumplimiento de las exigencias del  artículo 71.


El acta de escrutinio se escribirá en tres ejemplares idénticos, los que tendrán para todos los efectos legales el carácter de copias fidedignas, serán firmadas por todos los vocales y los apoderados que lo deseen.


El primer ejemplar del acta quedará en poder del Secretario de la Mesa en sobre cerrado, sellado y firmado por los vocales, por el lado del cierre, para su remisión al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, y dejándose testimonio, en letras, en la cubierta del sobre, de la hora en que el Secretario lo hubiere recibido.


El segundo ejemplar del acta se entregará por el Presidente de la Mesa al Delegado de la Junta Electoral, en sobre dirigido al Colegio Escrutador, cerrado, sellado y firmado por los vocales por el lado del cierre, para que éste lo presente al Colegio en la oportunidad señalada en el artículo 86. El Delegado entregará recibo de su recepción.


El tercer ejemplar del acta, inmediatamente después de llenada, y antes de practicar el escrutinio de otra elección, se entregará por el Comisario de la Mesa a la persona dispuesta por el Servicio Electoral de la Oficina Electoral del local a que se refiere el artículo 76 bis, en sobre cerrado, sellado y firmado por los vocales por el lado del cierre. Se entregará recibo de su recepción.


Si en el local de votación se contare con facilidades de fotocopia, se procederá a llenar un solo ejemplar del acta y, antes de su firma por los vocales, el Comisario de la Mesa concurrirá al lugar de fotocopia, obteniendo las otras dos copias y las copias necesarias para entregar a todos los apoderados que la hubieran solicitado. Después regresará a la mesa, donde se procederá a firmar el original y las copias por los vocales y apoderados que lo deseen con tinta o lápiz a pasta de color azul, cerciorándose de que sean idénticas al original. Posteriormente, se procederá a su ensobrado y distribución conforme a los incisos anteriores, debiendo destinarse el original al sobre que el Secretario de la Mesa remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones.


40) Reemplázase el artículo 73, por el siguiente:


“Artículo 73.- Después de practicado cada escrutinio y llenado de las actas conforme al artículo anterior, el Presidente pondrá las cédulas escrutadas con las que se hubiere sufragado en la elección o el plebiscito, separando las cédulas escrutadas y no objetadas, las escrutadas marcadas y objetadas, los votos nulos y en blanco, las cédulas no usadas o inutilizadas, los talones desprendidos de las cédulas emitidas y los talones y sellos adhesivos no utilizados, dentro de los sobres especiales destinados a cada efecto.


En el sobre caratulado "Votos escrutados no objetados" se colocarán aquellas cédulas que, emitidas correctamente conforme al artículo 65, no se encuentran en las situaciones señaladas en el número 5 del artículo 71.


En el sobre caratulado "Votos nulos y en blanco" se colocarán aquellas cédulas que, a juicio de la mayoría de la Mesa, se encuentren en cualquiera de los casos señalados en los párrafos primero y tercero del número 5 del artículo 71.


En el sobre caratulado "Votos escrutados marcados y objetados" se colocarán aquellas cédulas consideradas marcadas conforme al párrafo segundo del número 5 del artículo 71, contra las cuales se hayan formulado objeciones, que consten en el acta respectiva.


Se pondrán, además, dentro del respectivo sobre el Padrón de Mesa empleado en la votación de la Mesa.


Los sobres se cerrarán, sellarán y firmarán, por el lado del cierre, por todos los vocales y por los apoderados que quisieren.”.


41) Sustitúyase el artículo 75, por el siguiente:


“Artículo 75.- Completados todos los escrutinios, llenadas las actas y ensobrados los votos, se hará un paquete en que se pondrán los sobres de los votos a que se refiere el artículo 73, el acta de instalación y los demás útiles usados en la votación.


El paquete será cerrado y sellado. En su cubierta se anotará la hora y se firmará por todos los vocales y los apoderados que lo desearen. Luego, se dejará en poder del Comisario.”.


42) Agréguese el siguiente artículo 76 bis.


“Artículo 76 bis. La persona que disponga el Servicio Electoral se instalará en la Oficina Electoral del local de votación y procederá a recibir los ejemplares del acta señalados en el inciso sexto del artículo 72, cuyos datos procederá a incorporarlos al sistema computacional en la forma que disponga el Servicio Electoral, en conformidad al artículo 175 bis.


Los apoderados acreditados ante la Oficina Electoral del Local Votación, podrán estar presentes y observar la recepción de las actas y el proceso de ingreso o transmisión de los datos que ellas contienen.


43) Agréguese el siguiente inciso final en el artículo 77:


“El Delegado de la Junta Electoral deberá concurrir personalmente al inicio de la sesión que se señala en el artículo 86 del Colegio Escrutador que corresponda, con objeto de hacer entrega personalmente de los sobre cerrados y dirigidos al Colegio Escrutador que contienen las actas de escrutinios de las mesas de votación del Local donde ejerció su función.”.


44) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 80, la palabra “Director” por “Consejo”; la expresión “, o dentro del décimo quinto día siguiente a la publicación del decreto supremo que convoca a un plebiscito” por “o plebiscito”, y el vocablo “veinte” por “cuarenta y cinco”.

45) Reemplázase el artículo 81, por el siguiente:


“Artículo 81.- Cada Colegio estará compuesto de seis miembros titulares e igual número de suplentes, designados por las respectivas Juntas Electorales, en conformidad a los artículos siguientes.


Se designarán tres miembros con ocasión de la elección de diputados y senadores, y tres con ocasión de la elección de alcaldes y concejales. Podrá designarse un número superior, si alguno de los designados para elecciones anteriores que deba continuar ejerciendo esta función se hubiere cambiado de Circunscripción Electoral a una que no deba escrutar el Colegio o hubiere perdido el derecho a sufragio.


No podrán ser designados como miembros de los Colegios Escrutadores las personas señaladas en el inciso primero del artículo 40, ni aquéllas que hubieren sido designadas como vocales de mesas receptoras de sufragios para la misma elección de que se trate.”.


46) Sustitúyase el artículo 82, por el siguiente:


“Artículo 82.- Para proceder a la designación de los miembros de los Colegios Escrutadores, cada uno de los miembros de la Junta Electoral respectiva escogerá veinte nombres, que deberán corresponder a veinte ciudadanos inscritos en las mesas que corresponda escrutar al Colegio respectivo. Si la Junta funcionare con dos miembros, elegirán treinta cada uno de ellos.


Al efectuar esta selección, cada miembro de la Junta Electoral deberá preferir a aquellas personas que puedan presumirse más aptas para desempeñar las funciones de miembro del Colegio Escrutador, cuyo domicilio electoral corresponda a la localidad donde sesionará el Colegio Escrutador, y que no hubieren sido seleccionadas para vocales de mesas en la misma elección.


A continuación, la Junta Electoral procederá a confeccionar una nómina para cada Colegio Escrutador que le corresponda designar, en la que se asignará a cada uno de los nombres propuestos, ordenados alfabéticamente, un número correlativo del uno al sesenta.


En sesión pública que se realizará en la oficina del Secretario, inmediatamente designados los vocales de las respectivas Mesas Receptoras de Sufragios, las Juntas Electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros seis números sirvan para individualizar, en cada nómina, a las personas que se desempeñarán como miembros de los Colegios Escrutadores, y los siguientes seis, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como suplentes.


La Junta Electoral formará un libro con las nóminas alfabéticas firmadas por todos sus miembros, debidamente foliadas y con indicación del Colegio a que corresponda, el que se entenderá como parte integrante del acta del sorteo. Este libro será público y se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.


En todo caso, las nóminas deberán encontrarse en el local donde se efectúe el sorteo respectivo.”.


47) Reemplázase el artículo 83, por el siguiente:


“Artículo 83.- El Secretario de la Junta Electoral publicará el acta de lo obrado, incluyendo las nóminas de los miembros designados para cada Colegio Escrutador, respecto de quienes se indicarán solo los apellidos y sus dos primeros nombres, en la forma establecida en el artículo 43 de esta ley, y fijará en su oficina una copia autorizada de ella a la vista del público.


Dentro del mismo plazo, comunicará su nombramiento por carta certificada a los miembros designados, indicando la fecha, hora y lugar en que el Colegio Escrutador funcionará, y el nombre de los demás integrantes. El encargado de la oficina de correos deberá otorgar recibo circunstanciado de los avisos que se entregaren.”.


48) Incorpórese el siguiente artículo 83 bis, nuevo:


“Artículo 83 bis.- Cualquier miembro de los Colegios Escrutadores podrá excusarse de desempeñar el cargo, en los plazos, formas y causales establecidas en el artículo 44.


En el mismo plazo, cualquier persona podrá solicitar la exclusión del o los miembros de un Colegio Escrutador que estuvieren afectados por alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el artículo 81.


Para los efectos de conocer y resolver las excusas que se presentaren y reemplazar a los miembros cuya excusa o exclusión hubiere sido acordada por la Junta Electoral, se procederá de conformidad con lo dispuesto en los artículos 45 y 46 de esta ley.”.


49) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 84 la expresión “Director” por “Consejo”.


50) Reemplázase el artículo 85, por el siguiente:


“Artículo 85.- Los miembros de los Colegios Escrutadores ejercerán dicha función durante cuatro años, actuando en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta antes de la próxima elección ordinaria para la cual fueron sorteados. Con todo, los miembros sorteados por las Juntas Electorales que les corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el solo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.”.


51) Incorpórese el siguiente artículo 85 bis, nuevo:


“Artículo 85 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de miembro de los Colegios Escrutadores y de Secretario de Colegio Escrutador un bono equivalente a dos tercios de Unidad de Fomento, por cada acto electoral.


Dicha cantidad no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Esta cantidad se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto.


Para tal efecto, las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, dentro de los dos días siguientes al término de la función de los Colegios Escrutadores, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la funciones respectivas en dicho organismo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.


52) Sustitúyase el artículo 86, por el siguiente:


“Artículo 86.- A las catorce horas del día siguiente a la elección o plebiscito, el Colegio Escrutador se reunirá con al menos tres de sus miembros, en el lugar que hubiere designado la Junta Electoral correspondiente, bajo la presidencia provisional del Secretario del Colegio, nombrado de conformidad al artículo 84. Reunido el número requerido, se procederá a sortear de entre los miembros presentes un Presidente.


Al inicio de la sesión, los delegados de las Juntas Electorales deberán entregar al Secretario los sobres sellados que contengan las actas de escrutinios de las Mesas Receptoras que hubieren funcionado en su respectivo local de votación. Éste se cerciorará del estado de los sellos y de las firmas y otorgará el recibo correspondiente, en original y copia. El Delegado conservará el original y la copia la remitirá al Secretario de la Junta Electoral.


Inmediatamente, el Presidente declarará constituido el Colegio, levantándose un acta en que se dejará constancia de los siguientes hechos y circunstancias: a) individualización del Colegio, expresándose la correspondiente región, provincia, comuna y circunscripción; b) el local de su funcionamiento; c) las Mesas que debe escrutar; d) nombre, profesión y cédula de identidad de sus miembros asistentes; e) el día y hora de la constitución del Colegio, y f) la nómina de los miembros del Colegio que no hubieren asistido a la reunión. El acta se extenderá en el Libro de Actas correspondiente y será firmada por los miembros del Colegio y el Secretario, quien deberá remitirla para los efectos de las ausencias injustificadas, al Juzgado de Policía Local correspondiente.”.


53) Reemplázase el artículo 87, por el siguiente:


“Artículo 87.- El Colegio Escrutador, en audiencia pública, procederá con la ayuda de un sistema computacional, a registrar y sumar el número de votos obtenidos por cada candidato en las mesas que debe escrutar y, además, en el caso de elecciones de Parlamentarios, a sumar los votos obtenidos por cada lista de candidatos, de acuerdo con el procedimiento del artículo siguiente. Una vez terminado dicho procedimiento se extenderá el acta y el cuadro a que se refiere el artículo 88 de esta ley.


Para efectos de lo anterior, el Servicio Electoral dotará a cada Colegio Escrutador de computador con su respectiva impresora y de un software o sistema que permita realizar el ingreso o revisión de los resultados por mesa y candidato, que proceda a realizar las sumas y emita los cuadros y actas a que se refiere el artículo 89. Además, deberá proveer de una manual para el uso de este equipo y su software.


El sistema computacional señalado en los incisos anteriores deberá tener ya registrado los resultados de cada candidato por Mesa Receptora de Sufragios, que se hubieren  ingresados a los sistemas del Servicio Electoral, conforme al artículo 76 bis.”.


54) Sustitúyase el artículo 88, por el siguiente:


“Artículo 88.- El Presidente leerá el acta de la mesa en alta voz, debiendo el Secretario comprobar los resultados por candidato con los datos ya ingresados al sistema computacional, pudiendo corregirlos, modificarlos o completarlos si ellos faltaren. Los demás miembros del Colegio y los apoderados podrán comprobar la exactitud de la lectura con los datos que en definitiva queden registrados en el sistema. Cada uno de los miembros y apoderados podrán a su vez tomar nota separadamente del resultado de las actas a medida que sean leídas con el objeto de verificar los datos ingresados y las sumas de los votos obtenidos por cada candidato y lista cuando corresponda.


Si faltaren actas de Mesas que hubieren funcionado el día de la elección, se dejará constancia expresa en el acta que dichas mesas no fueron escrutadas por el Colegio. Si respecto de esas mesas, el sistema computacional tuviere registrado sus resultados en base al ingreso de datos efectuados conforme al artículo 76 bis, se dejará constancia que dichos resultados no fueron revisados por el Colegio por carecer de un ejemplar del acta.


Si las actas contuvieren errores, especialmente discrepancias, entre la suma real de los votos de cada candidato, los nulos y blancos y los totales indicados en las actas, se ingresaran igual al sistema los datos que existan, dejándose constancia en el acta de las desigualdades en la suma y de los errores que se hubiere detectado.


Terminada la lectura y el ingreso de resultados al sistema computacional, se obtendrá de este último, en forma provisoria, un cuadro de resultados, que contendrá para cada Mesa, los votos obtenidos por cada candidato y por lista si correspondiere, además de los votos nulos y blancos y el total de votos escrutados de la Mesa. Este cuadro contendrá también la suma total de votos del Colegio por cada candidato, y lista si correspondiere, además de la suma total de votos blancos y nulos y total de votos escrutados. El cuadro provisorio se emitirá con el número de copias que sea necesario para que los miembros del Colegio y los apoderados puedan revisar los datos ingresados y las sumas, a objeto de que puedan sugerir correcciones cuando consideren que existen errores.


Se efectuarán las correcciones que acuerde la unanimidad de los miembros del Colegio, así como las que acuerde la mayoría de los miembros del Colegio cuando haya discrepancias respecto del valor correcto de un resultado ingresado, resolviendo el Secretario en caso de empate. En todo caso, se deberá dejar siempre constancia detallada en el acta de la discrepancia surgida, como también de las correcciones u observaciones requeridas por los apoderados y que el Colegio no haya considerado.”.


55) Reemplázase el artículo 89, por el siguiente:


“Artículo 89.- Terminada la revisión y resueltas las discrepancias señaladas en el artículo anterior, se obtendrá del sistema computacional el cuadro de resultados definitivo del Colegio en tres ejemplares.


Deberá levantarse un acta donde se harán constar los siguientes hechos o circunstancias:


a) El día y la hora del término de su labor;


b) Las cifras totales, en número y letras, alcanzadas por los candidatos y por las listas de candidatos en el caso de elecciones Parlamentarias;


c) La cantidad de votos nulos y en blanco emitidos dentro de su territorio jurisdiccional y la circunstancia de haberse practicado la agregación a que se refiere el inciso segundo del artículo siguiente;


d) Los reparos de que hubiere sido objeto el procedimiento observado al hacerse la operación;


e) Un detalle de las mesas que el Colegio no pudo escrutar o no pudo revisar, por no haber recibido la correspondiente acta de escrutinio.


f) Un detalle de las mesas donde existen desigualdades en el acta entre los totales que ellos muestran y las suma de los votos por candidatos más los nulos y blancos.


g) Todos los demás que determine esta ley o el Colegio.”.


56) Sustitúyase el inciso primero del artículo 94, por el siguiente:


“El Secretario del Colegio Electoral deberá, obtener del sistema computacional y hacer entrega de un copia certificada por él, del cuadro de resultados definitivo y del acta, a todos los apoderados y candidatos que lo soliciten.”.


57) Reemplázase el artículo 95, por el siguiente:


“Artículo 95.- El Servicio Electoral deberá dar a conocer los resultados de los escrutinios practicados por los Colegios Escrutadores a medida que vaya disponiendo de ellos.


Para estos efectos, el Director del Servicio Electoral abrirá el sobre con el acta y cuadro que hubiere recibido del Presidente de cada Colegio Escrutador, comprobará las exactitud de dichos resultados con los contenidos en el sistema computacional, efectuará las correcciones que fueren necesarias para que los resultados del sistema computacional se ajusten al acta y cuadro, y procederá a liberar su información en los términos señalados en el inciso siguiente.


Los partidos políticos que participan en la elección o plebiscito, los candidatos independientes en su caso, los medios de comunicación y el público en general, podrán acceder al sitio web que el Servicio Electoral disponga, a objeto de conocer los resultados de los Colegios Escrutadores. Los resultados deberán estar desplegados a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.


Los partidos políticos y los candidatos independientes que participan en la elección o plebiscito, podrán también disponer de esos mismos resultados en medios magnéticos o digitales no encriptados para efectuar los procesos que estimen convenientes.


Los resultados que entregue el Servicio Electoral en virtud de este artículo deberán señalar su condición de provisorios y sujetos al escrutinio general de los Tribunales que correspondan.


58) Agréguese al final del inciso primero del artículo 96 la siguiente letra f):


“f) La utilización de un Padrón Electoral incorrecto, que contengan omisiones de inscritos o electores con derecho a sufragio, inhabilidades mal aplicadas, errores en el domicilio electoral y la correspondiente circunscripción electoral, y en los demás datos del padrón.”.


59) Sustitúyase los incisos primero y segundo del artículo 97, por los siguientes:


“Cualquier elector podrá solicitar la rectificación de escrutinios cuando, en su opinión, se haya incurrido en omisiones, calificación errada de los votos válidos, marcados, objetados, nulos o en blanco por parte de la mesa, errores en las actas de escrutinios, en sus sumas y totales, diferencias entre las actas o entre ellas y los certificados de escrutinios entregados a los apoderados, resultados mal imputados por los Colegios Escrutadores o en errores aritméticos.


Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad de elecciones o plebiscitos, se presentarán ante el Tribunal Electoral Regional correspondiente al territorio en que se hubieren cometido los hechos que sirvan de fundamento al reclamo, dentro de los seis días siguientes a la fecha de la elección o plebiscito, debiendo acompañarse en el mismo acto los antecedentes en que se funde. Si el Servicio Electoral no hubiere dado a conocer los resultados de algún Colegio Escrutador, antes del sexto día siguiente de la elección, el plazo para efectuar las reclamaciones y rectificaciones, que tengan relación con la mesas de dicho Colegio Escrutador, se entenderá prorrogado hasta el día siguiente de la fecha en que el Servicio Electoral entregue la información faltante.”


60) Sustitúyase el artículo 99 bis, por el siguiente:


“Artículo 99 bis.- Tratándose de la elección de Presidente de la República, las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad se interpondrán directamente ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de los seis días siguientes a la fecha de la elección, acompañándose en el mismo acto los antecedentes en que aquéllas se fundaren.


Si el Servicio Electoral no hubiere dado a conocer los resultados de algún Colegio Escrutador, antes del sexto día siguiente de la elección, el plazo para efectuar las reclamaciones y rectificaciones, que tengan relación con la mesas de dicho Colegio Escrutador, se entenderá prorrogado hasta el día siguiente de la fecha en que el Servicio Electoral entregue la información faltante.


Dentro del plazo fatal de dos días, contado desde la fecha del respectivo reclamo o solicitud, se rendirán ante el Tribunal las informaciones y contrainformaciones que se produzcan. El Tribunal conocerá, adoptará las medidas para mejor resolver y emitirá su fallo dentro del plazo señalado por el artículo 27 de la Constitución Política de la República. En todo caso, dicho fallo no será susceptible de recurso alguno y su notificación se practicará por el estado diario.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Tribunal deberá además, dar cumplimiento a las normas establecidas en el Título V de la presente ley, en lo que fuere pertinente.”.


61) Agrégase el siguiente artículo 101 bis:


“Artículo 101 bis.- El Servicio Electoral deberá poner a disposición del Tribunal los resultados de los Colegios Escrutadores en formato digital, que sirvieron para generar los cuadros de resultados conforme al inciso primero del artículo 89, los que en todo caso deberán ser concordantes con los cuadros remitidos al Tribunal en virtud de lo señalado en el artículo 91.”.


62) Reemplázase el artículo 103, por el siguiente:


“Artículo 103.- Para practicar el escrutinio general el Tribunal se apoyará en equipos y sistemas computacionales, debiendo resolver las solicitudes de rectificaciones conjuntamente con el escrutinio y observando las siguientes reglas:


1) Todas las sesiones del Tribunal que tengan por objeto practicar el escrutinio general o el escrutinio de alguna mesa en particular, serán públicas. A ellas podrán asistir los candidatos y hasta dos apoderados, designados al efecto por cada uno de los partidos políticos y por los candidatos independientes que hayan participado en la elección o plebiscito.


2) Si no se dispusiere del acta y cuadro de uno o más Colegios Escrutadores, el Tribunal requerirá del Servicio Electoral la remisión de todas las actas y cuadros que faltaren y que obren en su poder y procederá a completar el escrutinio general.


3) Respecto de todas aquellas Mesas, cuyos resultados estén contenidos en los cuadros de resultados de los Colegios Escrutadores, que no hayan sido objeto de observaciones o discrepancias, según el acta del mismo Colegio, ni hayan sido objeto de una reclamación o de una solicitud de rectificación, y siempre que sean concordantes con resultados contenidos en las actas de las mesas remitidas al Tribunal, se practicará el escrutinio general en base a los resultados de dichos cuadros sin más trámite. Para establecer la concordancia podrán usarse sistemas computacionales.


4) Si algún Colegio hubiere dejado de escrutar una o más actas de Mesas, ya sea por no haber conseguido las actas o aquéllas contuvieren errores u omisiones que impidieren conocer el resultado real y completo de la Mesa, el Tribunal recurrirá al ejemplar del acta de la mesa que le fue remitida, y procederá a completar el escrutinio.


5) Si, con todo, no fuese posible contar con uno de los ejemplares del acta de las mesas no escrutadas por el Colegio Escrutador, el Tribunal practicará el escrutinio de la mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.


6) En relación a las Mesas que hayan sido objeto sólo de reclamaciones de nulidad, el Tribunal considerará provisoriamente su resultado según el cuadro del Colegio Escrutador a objeto de completar el escrutinio general y en espera de lo que resuelva posteriormente, según lo señalado en los artículos siguientes.


7) En relación a las Mesas que hayan sido objeto de observaciones, discrepancias o desigualdades, según el acta del Colegio Escrutador, o que hayan sido objeto de una solicitud de rectificación, el Tribunal procederá a revisar todos los antecedentes que obren en su poder o hayan sido presentados por los requirentes, y cotejará al menos dos ejemplares del acta de escrutinio para poder resolver la rectificación solicitada y los resultados de la Mesa, pudiendo, en caso de que lo considere necesario, proceder a practicar el escrutinio de la mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.


8) En relación a las Mesas del número anterior y en el caso de que existieran discrepancias entre los resultados de al menos dos ejemplares del acta de escrutinio, o discrepancia entre las actas de escrutinio y un certificado de escrutinio emitido por el Presidente o Secretario de la misma, en virtud del N° 8 del inciso primero del artículo 71 de esta ley, que haya sido presentado en una rectificación al Tribunal, este procederá a resolver la solicitud de rectificación, practicando el escrutinio de la mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.


9) En relación a las Mesas del número 7 anterior, que hayan sido objeto de una solicitud de rectificación, fundamentada en una mala calificación de los votos que la mesa consideró válidos, nulos o blancos, o que hayan sido equivocadamente asignados a otro candidato, o que siendo considerados como marcados no hayan sido contabilizados para el candidato de la preferencia, y que de estos hechos algún apoderado de mesa o vocal haya dejado observación o constancia en el acta de la mesa, o haya sido impedido por la Mesa de hacerlo, el Tribunal deberá proceder a resolver la solicitud de rectificación practicando el escrutinio de la Mesa, en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral. Lo anterior procederá siempre y cuando la revisión de la totalidad de los votos alegados de todas las mesas sujetas de rectificación, pudieren dar lugar a la elección de un candidato distinto o de una opción distinta, a la que arrojan los resultados del escrutinio, de no ser revisados estos votos.”.


63) Agréguese el siguiente inciso final en el artículo 110:


“Los encargados del orden público se constituirán en los locales de votación a partir de las 14 horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito.”


64) Modifíquese el artículo 115 de la siguiente forma:


a) Elimínese del inciso final la expresión “de la respectiva localidad”.


b) Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:


“Cualquier local público o privado en el que, en el período señalado, se realicen actividades de propaganda o se desarrollen reuniones de carácter electoral, salvo las señaladas en el artículo 158, será clausurado por la fuerza encargada del orden público, hasta dos horas después de haberse cerrado la votación.”.


65) Reemplázase el artículo 116, por el siguiente:


“Artículo 116.- El día de una elección o plebiscito, hasta dos horas después del cierre de la votación, no podrán realizarse espectáculos o eventos deportivos, artísticos o culturales de carácter masivo, cuando la fuerza encargada del orden público estime que éstos podrían afectar el normal desarrollo del proceso electoral.


El día de la elección o plebiscito, entre las cinco horas de la mañana y dos horas después del cierre de la votación, los establecimientos comerciales no podrán expender bebidas alcohólicas para su consumo en el local o fuera de él, exceptuándose solo a los hoteles respecto de los pasajeros que pernocten en ellos.


La fuerza encargada del orden público dispondrá la clausura de los recintos en que se infringiere esta disposición.”.


66) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 117 la expresión “deberán” por “podrán”.


67) Sustitúyase los números 3) y 6) del artículo 132, por los siguientes:


“3) Admitir el sufragio de personas que no aparezcan en el padrón de la Mesa o que no exhiban su cédula nacional de identidad, pasaporte o cédula de identidad para extranjeros vigentes según corresponda;”


“6) Impedir la presencia de algún apoderado o miembro de la Mesa, sin perjuicio de lo señalado en el inciso quinto del artículo 57;”


68) Sustitúyase los números 4) y 8) del artículo 136, por los siguientes:


“4) El que falsificare, sustrajere, ocultare o destruyere algún Padrón de Mesa, acta de escrutinio o cédula electoral;”


“8) El que impidiere a cualquier elector ejercer su derecho a sufragar por medios violentos, amenazas o privándolo de su cédula nacional de identidad, pasaporte o cédula de identidad para extranjeros, y”.


69) Sustitúyase el artículo 139 por el siguiente: 


“Artículo 139.- A quienes perciban maliciosamente los bonos a que se refieren el artículo 47 bis y 85 bis, sufrirán la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente.”.


70) Elimínese del artículo 140 la expresión “, para no sufragar”.


71) Reemplázase el artículo 153, por el siguiente:


“Artículo 153.- Terminado el proceso de calificación de una elección o plebiscito, el Director del Servicio Electoral denunciará, ante los jueces de Policía Local de la comuna correspondiente a la respectiva circunscripción electoral, a los miembros de las Juntas Electorales, Mesas Receptoras, Colegios Escrutadores y Delegados de las primeras, que hubieren incurrido en omisiones en el cumplimiento de las funciones que establece esta ley.”.


72) Reemplázase el artículo 158, por el siguiente:


“Artículo 158.- Las sedes oficiales de los partidos políticos y de los candidatos, en su caso, podrán funcionar aún en el día de la elección, especialmente para efectos de atender, preparar y distribuir a los apoderados y entregarles su materiales y recibir copias de las actas de escrutinios. También podrán seguir los escrutinios conforme al artículo 175 bis, sin que les sea permitido realizar propaganda electoral o política, atender electores o realizar reuniones de carácter político antes del cierre de las mesas de votación.”


73) Reemplázase el artículo 159, por el siguiente:


“Artículo 159.- Los candidatos a Presidente de la República, los partidos que participen en una elección y los candidatos independientes, podrán designar un apoderado con derecho a voz, pero sin voto, para que asista a las actuaciones que establece esta ley de las respectivas Juntas Electorales, Mesas Receptoras de Sufragios, Colegios Escrutadores, Oficinas Electorales que funcionen en los locales de votación, Tribunales Electorales Regionales y Tribunal Calificador de Elecciones. El mismo derecho tendrán los partidos políticos y los parlamentarios independientes en los plebiscitos nacionales. Tratándose de plebiscitos comunales, este derecho solo corresponderá a las organizaciones comunitarias y actividades relevantes de la respectiva comuna o agrupación de comunas.


Podrá designarse también un Apoderado General titular y uno suplente por cada recinto o local de votación en que funcionaren Mesas Receptoras de Sufragios, para la atención de los apoderados de Mesas.


Servirá de título suficiente para los apoderados generales de local, titular o suplente, así como para los apoderados ante las Juntas Electorales, Colegios Escrutadores, Tribunales Electorales y Tribunal Calificador de Elecciones, el nombramiento mediante un poder autorizado ante notario que se les otorgue por los encargados electorales a que se refiere el artículo 7°. En el caso de los apoderados de Mesa y los apoderados ante la Oficina Electoral del local de votación, servirá de título suficiente un poder simple otorgado por un apoderado general, sea titular o suplente, que esté presente en el local de votación.


En el nombramiento deberá indicarse los nombres y apellidos y la cédula nacional de identidad del apoderado, el candidato o partido que representa, y la Junta, Mesa, Local, Colegio, Oficina Electoral o Tribunal ante el cual se acredita. La omisión de cualquiera de esos antecedentes invalidará el nombramiento.


En los plebiscitos, los nombramientos de apoderados que corresponden a los encargados electorales del artículo 7°, serán efectuados por el Presidente y el Secretario del Consejo Regional del partido o por el parlamentario independiente, en su caso.


74) Sustitúyase el artículo 160, por el siguiente:


“Artículo 160.- Para ser designado apoderado, se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio y no haber sido condenado por delitos sancionados por esta ley o por cualquiera de las leyes que regulan el Sistema Electoral Público. Esta última condición se presumirá siempre existente mientras no se pruebe lo contrario ante el Presidente de la respectiva Junta, Mesa o Colegio.


Con todo, no podrán ser designados apoderados los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y Alcaldes; los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de Policía Local, los jefes superiores de Servicio y Secretarios Regionales Ministeriales; el Contralor General de la República ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en servicio activo. Tampoco podrán serlo los no videntes y los analfabetos.


75) Sustitúyase el artículo 161, por el siguiente:


“Artículo 161.- Si dos o más ciudadanos exhibieren simultáneamente una designación de apoderado ante una misma Junta, Local de Votación, Colegio o Tribunal, se estimará válida la que tuviere fecha posterior. Si tuvieren la misma fecha, se preferirá a aquél de más edad. En el caso de apoderados de Mesa o ante la Oficinas Electorales se estará a lo que resuelva el apoderado general de local.”.


76) Sustitúyase el artículo 162, por el siguiente:


“Artículo 162.- Los apoderados generales de Local, de Mesa y ante la Oficina Electoral del Local, se identificarán con un credencial durante el día de la elección o plebiscito, que señale al candidato o partido que representan y que deberán colgar en su pecho. Podrán también contar con una carpeta para guardar su material de trabajo. El contenido, tamaño y formato de la credencial y carpeta serán regulados por resolución del Consejo del Servicio Electoral.


Los encargados electorales mencionados en el artículo 7°, deberán someter ante el Servicio Electoral el formato de las carpetas y credenciales que usarán sus representados, dentro de los cuarenta y cinco días antes de la elección, para que sea aprobada o rechazada por el Servicio en un plazo no superior a los cinco días de presentada.


Los apoderados tendrán derecho a instalarse en los locales de votación o al lado de los miembros de las Mesas Receptoras, en las Juntas Electorales, Colegios Escrutadores, Oficinas Electorales o Tribunales Electorales, observar los procedimientos, formular las objeciones que estimaren convenientes y, cuando corresponda, exigir que se deje constancia de ellas en las actas respectivas, verificar u objetar la identidad de los electores y, en general, tendrán derecho a todo lo que conduzca al buen desempeño de sus mandatos.


La Junta, Mesa o Colegio, deberá hacer constar en acta los hechos cuya anotación pida cualquier apoderado y no podrá denegar el testimonio por motivo alguno.”.

77) Derógase el artículo 171.

78) Derógase el artículo 171 bis.


79) Derógase el artículo 173.


80) Reemplázase el artículo 174, por el siguiente:


“Artículo 174.- Las elecciones de Diputados y Senadores se harán conjuntamente pero en cédulas separadas, el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deban renovarse la Cámara de Diputados y el Senado.”


81) Reemplázase el artículo 175, por el siguiente:


Artículo 175.- El Director del Servicio Electoral deberá entregar a los partidos políticos y a los candidatos independientes, dentro de los treinta días contados desde la fecha del término de la calificación de una elección o plebiscito, el resultado completo de la elección, en medios magnéticos o digitales no encriptados. Deberán detallarse a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, circunscripción electoral, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.


Al efecto, el Tribunal Calificador de Elecciones pondrá los referidos resultados a disposición del Director, dentro de los diez días siguientes al término de la calificación.


82) Reemplázase el artículo 175 bis, por el siguiente:


“Artículo 175 bis.- Con objeto de mantener informada a la opinión pública del desarrollo de toda elección o plebiscito, el Servicio Electoral emitirá boletines y desplegará información en su sitio web, respecto de la instalación de las mesas de votación y sobre los resultados que se vayan produciendo, a medida que las mesas culminen su proceso de escrutinio.


Para estos efectos, el Servicio Electoral acreditará, en cada local de votación, una persona en la Oficina Electoral del local de votación, que será responsable de recepcionar las copias del acta de las mesas señalada en el inciso sexto del artículo 72, e incorporar los resultados al sistema computacional en los términos señalados en el artículo 76 bis.


Para el adecuado desempeño de este funcionario, las municipalidades deberán habilitar una instalación eléctrica en la Oficina Electoral del Local de Votación. Además, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de las Intendencias y Gobernaciones respectivas, le otorgará las facilidades necesarias para asegurar el respaldo de los resultados y el traslado expedito de los mismos. 


Los partidos políticos que participan en la elección o plebiscito, los candidatos independientes en su caso, los medios de comunicación y el público en general, podrán acceder al sitio web que el Servicio Electoral disponga, a objeto de conocer los resultados de la elección, a medida que se vayan ingresando al sistema computacional conforme al artículo 76 bis. Los resultados deberán estar desplegados a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, circunscripción electoral, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.


Los partidos políticos, los candidatos independientes que participan en la elección o plebiscito y los medios de comunicación que lo soliciten al Servicio Electoral, podrán también acceder a esos mismos resultados en archivos magnéticos o digitales no encriptados para efectuar los procesos que estimen convenientes.


El Servicio Electoral emitirá boletines parciales y final con los resultados de la elección o plebiscito.


Los resultados que entregue el Servicio Electoral en virtud de este artículo, tendrán carácter meramente informativo y no constituirán escrutinio para efecto legal alguno, debiendo señalar está condición en sus informes o boletines.”.


83) Deróguese el artículo 176.

84) Agréguese, a continuación del Título Final, que pasa a ser Título XI, el siguiente Título XII nuevo:

“TITULO XII

DE LAS JUNTAS ELECTORALES


Artículo 182.- En cada provincia habrá una Junta Electoral que tendrá las funciones que está ley y las demás leyes le encomienden.


Artículo 183.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Servicio Electoral, por acuerdo de su Consejo, mediante resolución del Director y previo informe de la Junta respectiva, podrá crear temporal o permanentemente otras Juntas Electorales, cuando circunstancias tales como la cantidad de población, la dificultad de comunicaciones o las distancias entre los diversos centros poblados lo hagan aconsejable.


La resolución designará a los integrantes de las nuevas Juntas Electorales, establecerá su territorio jurisdiccional y la localidad en que tendrán su sede. Dicha resolución se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva. En caso que no lo hubiere, la publicación se realizará en un periódico correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias así lo requieran.


Artículo 184.- Las Juntas Electorales, en las provincias cuya capital sea asiento de Corte de Apelaciones, estarán integradas por el Fiscal Judicial de esta última, el Defensor Público de la capital de la provincia y el Conservador de Bienes Raíces de la misma. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario el último.


En las demás capitales de provincia, las Juntas se integrarán con el Defensor Público, el Notario Público y el Conservador de Bienes Raíces de ellas. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario el último.


Si hubiere más de uno de los funcionarios mencionados en los incisos precedentes, integrará la respectiva Junta el más antiguo de ellos en la categoría respectiva.


Los miembros de las Juntas Electorales serán permanentes y conservarán ese carácter en tanto desempeñen la función pública requerida para su designación.


Artículo 185.- Las Juntas Electorales que cree el Servicio Electoral de acuerdo con las normas del artículo 183 de esta ley, se integrarán con el Defensor Público, un Notario y un Conservador de Bienes Raíces que tengan competencia en todo o parte del territorio jurisdiccional que se les asigne y, si hubiere más de uno de ellos, por los que tengan su oficio en la localidad en que tendrá su sede la respectiva Junta, de acuerdo con su antigüedad en la categoría, excluidos los que deban integrar otras Juntas de conformidad con los incisos primero y segundo del artículo anterior.


Si no hubiere alguno de los auxiliares de la administración de justicia señalados en el inciso anterior, la Junta Electoral se integrará con un Secretario del Juzgado de Letras, con otro Notario o con el Secretario Municipal de la Municipalidad que tenga asiento en la localidad sede de la Junta. Sin embargo, la falta de Conservador solo podrá ser suplida por un Archivero Judicial o un Notario.


En estas Juntas actuará como Presidente el Defensor Público o, en su defecto, el miembro que designe el Servicio Electoral, y como Secretario el Conservador de Bienes Raíces o, a falta de éste, el Archivero Judicial o el Notario que nomine el Servicio Electoral. La permanencia de sus miembros será la misma indicada en el inciso final del artículo anterior.


Artículo 186.- Para los efectos de la designación de los integrantes de las Juntas Electorales, el Servicio Electoral requerirá de la Corte Suprema la nómina de los correspondientes funcionarios y auxiliares de la administración de justicia señalados en los artículos 184 y 185 anteriores, con jurisdicción en el territorio de competencia de la Junta.


Los miembros serán notificados de su designación por el Secretario de la Corte de Apelaciones respectiva, a requerimiento del Servicio Electoral. La notificación se hará personalmente o por carta certificada que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.

Las Juntas Electorales se instalarán el quinto día siguiente a la notificación del último de sus miembros, a las quince horas.


Artículo 187.- Si en alguna provincia no se reuniere el número de funcionarios suficientes para integrar una Junta Electoral, el Servicio Electoral dispondrá, mediante resolución fundada, que será publicada en la forma señalada en el artículo 183 de esta ley, que sus funciones sean cumplidas por la Junta Electoral de la provincia de la misma Región que tenga mayores facilidades de comunicación terrestre con aquélla.


Artículo 188.- Las Juntas Electorales celebrarán sus sesiones en el oficio del Secretario y podrán funcionar válidamente con dos de sus miembros. Si faltare alguno de ellos será sustituido por la persona a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones.


Corresponderá a los Presidentes velar por el fiel y oportuno cumplimiento de las funciones que la ley encomienda a las Juntas. Podrán convocarlas cuando lo estimen necesario o lo pidan otros miembros. Las Juntas se reunirán, además, en las ocasiones que señale la ley o cuando hubiere asuntos que requieran de su conocimiento, situación que los Secretarios informarán de inmediato a los Presidentes, caso en el cual aquéllos efectuarán las citaciones correspondientes.


Artículo 189.- De todas las actuaciones de la Junta se levantarán actas que se estamparán en un libro denominado Protocolo Electoral. En ellas se indicará la fecha de la sesión, la individualización de los miembros asistentes, las materias tratadas y las resoluciones adoptadas. Estas actas serán firmadas por todos los miembros asistentes.


El Protocolo Electoral será público y se sujetará a las reglas que rigen los registros notariales. Copia de él, deberá remitirse al Servicio Electoral para su publicación en su sitio web.


El Protocolo se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Reemplázase, en el artículo 99, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.


2) Sustitúyese, en el artículo 100, la expresión “5%” y la frase “inscritos en los Registros Electorales de la comuna”, por “10%” y “que sufragaron en la última elección municipal”, respectivamente.


3) Modifícase el artículo 101 en la siguiente forma:


a) Sustitúyase, el inciso segundo, por el siguiente:


“El decreto contendrá la o las cuestiones sometidas a plebiscito. La votación plebiscitaria se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente”.


b) Reemplázase, en su inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.


c) Derógase el inciso cuarto.


4) Modifíquese el artículo 107 de la siguiente forma:


a) Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:


“La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en la declaración mencionada en el artículo 3 de la ley N° 18.700, o su omisión, producen la nulidad de la declaración de ese candidato y la de todos sus efectos legales posteriores, incluyendo su elección.”.


b) Sustitúyase el inciso quinto por el siguiente:


“En lo demás, las declaraciones de candidaturas se regirán por los artículos 3°, con excepción del inciso tercero para el caso de los concejales, 3° bis, con excepción de su inciso tercero, 4°, incisos segundo y siguientes, y 5° de la ley 18.700.”


c) Agréguese el siguiente inciso final:


“Las declaraciones de candidaturas de concejales deberán ser presentadas por los partidos políticos o pactos electorales en un solo acto respecto de cada comuna.”


5) Sustitúyase el artículo 110, por el siguiente:


“Artículo 110.- Las declaraciones de pactos electorales, de los subpactos que se acuerden, así como la o las comunas excluidas de los subpactos, deberán constar en un único instrumento y su entrega se formalizará en un solo acto ante el Director del Servicio Electoral, dentro del mismo plazo establecido en el artículo 107 y en forma previa a las declaraciones de candidaturas.”.


6) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 113, la frase “inscritos en los registros electorales de” por “habilitados para votar en”.


7) Sustitúyase el artículo 119, por el siguiente:


“Artículo 119.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones municipales serán practicados por los tribunales electorales regionales, en conformidad a los Títulos IV y V de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, teniendo, en cuanto les fueren aplicables, todas las facultades que se conceden al Tribunal Calificador de Elecciones.


Las resoluciones que dicten los Tribunales Electorales Regionales, en el marco de la competencia que se les confiere por la presente ley, serán apelables para ante el Tribunal Calificador de Elecciones.


El plazo para comparecer en segunda instancia será el segundo día contado desde el respectivo certificado de ingreso. La resolución que proclame a los candidatos definitivamente electos, no será susceptible de recurso alguno.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, las instancias jurisdiccionales electorales deberán poner en conocimiento del Juzgado de Garantía competente, aquellos hechos o circunstancias fundantes de la reclamación, que a su juicio revistieren las características de delito.”.


8) Intercálase el siguiente inciso primero, nuevo, al artículo 121, pasando el actual a ser segundo:


“Artículo 121.- Se considerará que constituyen una lista, los pactos electorales, los partidos que participen en la elección sin formar parte de un pacto electoral y cada una de las candidaturas independientes que no formen parte de un pacto electoral.”.


9) Sustitúyese el artículo 122 por el siguiente:


“Artículo 122.- Se determinará el cuociente electoral, para lo cual los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como concejales corresponda elegir. Todos esos cuocientes se ordenarán en forma decreciente de mayor a menor y el que ocupe la posición ordinal correspondiente al número de consejeros a elegir será el cuociente electoral.


Para determinar cuántos son los elegidos en cada lista se dividirá el total de votos de la lista por el cuociente electoral. Se considerará la parte entera del resultado de la división, sin aproximar y despreciando cualquiera fracción o decimal.”.


10) Sustitúyese el número 3 del inciso primero del artículo 123, por el siguiente:


“3) Si el número de candidatos presentados es inferior al de los concejales que a la lista le corresponde elegir, se proclamará elegidos a todos los candidatos de la lista, debiéndose reasignarse el cargo sobrante recalculando el número de cargos elegidos por las demás listas. Para ello se repetirá el cálculo del inciso segundo del artículo anterior, utilizando como cuociente electoral al cuociente que ocupe la posición ordinal que siga en el orden decreciente de los cuocientes determinados según el inciso primero del artículo anterior. Si fuesen más de uno los cargos sobrantes, para determinar el cuociente electoral, se avanzará en el orden decreciente de los cuocientes del inciso primero del artículo anterior, tantas posiciones ordinales como cargos sobrantes existan.”.


11) Sustitúyese el artículo 124, por el siguiente:


“Artículo 124.- Para determinar los candidatos elegidos en una lista que corresponda a un pacto electoral, se procederá a sumar las preferencias de los candidatos incluidos en cada uno de los partidos o de los subpactos, según sea el caso.


Posteriormente se repetirá el procedimiento descrito en los artículos 122 y 123 anteriores, considerando para estos efectos como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso.”.


Artículo 4º.- Modifícase el inciso tercero del artículo 83 de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior, reemplazando la expresión “inscritos en los registros electorales de la provincia respectiva” por “con derecho a sufragio que hubieren sufragado en la respectiva provincia en la última elección municipal”.


Artículo 5º.- Incorpórense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos:


1) Derógase, en el inciso primero del artículo 2º, la frase “Asimismo, podrán asistir, sólo con derecho a voz, mediante un representante debidamente acreditado en la forma que señale el Director de Servicio electoral, a las actividades de las Juntas Inscriptoras establecidas por la ley N° 18.556.”


2) Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 5º, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


3) Modifícase el artículo 6º de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en los incisos primero y segundo, las expresiones “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscrito en los Registros Electorales de” por “habilitado para votar en”.


4) Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “inscrito en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 27, la expresión “estar inscrito en los Registros Electorales de la Región” por “que el domicilio electoral esté ubicado en una circunscripción de la Región”.”.


Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:


1) Modifícase el artículo 4° de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “electores”.


b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “inscritos en los Registro Electorales” por “electores”.


c) Reemplázase, en el inciso quinto, la expresión “inscritos en los Registros Electorales del”, por “electores en él”.


2) Sustitúyase el artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- Todo candidato a Presidente de la República, a Senador o a Diputado, deberá nombrar un Administrador Electoral, el que actuará como mandatario respecto de las funciones de control de los ingresos y gastos electorales que esta ley le asigna. Igual obligación pesará en el caso de candidatos a alcalde o a concejal. Si no se efectuare la designación las funciones de Administrador Electoral recaerán en el propio candidato.


Una misma persona podrá ejercer como Administrador Electoral para más de un candidato, siempre que las respectivas candidaturas hayan sido declaradas por un mismo partido político o pacto.


El nombramiento de éste deberá efectuarse ante el Director del Servicio Electoral, al momento de la declaración de la correspondiente candidatura o en la declaración jurada a que se refiere el inciso cuarto del artículo 3° de la ley N° 18.700.


La designación se formalizará por escrito, indicándose el nombre, cédula de identidad y domicilio del respectivo Administrador, el que deberá también suscribir este documento en señal de aceptación del cargo.


Este nombramiento podrá ser dejado sin efecto en cualquier momento, mediante comunicación del candidato correspondiente al Director del Servicio Electoral, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 37.


3) Sustitúyase el artículo 32, por el siguiente:


“Artículo 32.- Cualquier militante del respectivo partido político en las elecciones de Presidente de la República, de senadores, de diputados y de alcaldes y concejales, podrá ejercer el cargo de Administrador Electoral General.


El nombramiento de éste deberá efectuarse por el partido político ante el Director del Servicio Electoral, en la forma que establece el inciso cuarto del artículo 30, en forma previa a la declaraciones de candidaturas.”


4) Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 34, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.”.


Artículo 7º.- Modifíquese el artículo 9 de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones, de la siguiente forma:


a) sustitúyase al final del texto de la letra d) la expresión “, y” por un punto y coma.


b) Agréguese la siguiente letra e) pasando la actual a ser letra f):


“e) Reglamentar los procedimientos comunes que deban aplicar los Tribunales Electorales Regionales, en la forma señalada en el artículo 12 y consultando previamente la opinión de éstos, y”.


Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 2005:


a) Reemplázase la letra c) del número 1) del artículo 29, por la siguiente:


“c) Actuar de acuerdo con valores y normas de convivencia cívica, pacífica, conocer sus derechos y responsabilidades, y asumir compromisos consigo mismo y con los otros. Con este objeto, las mallas curriculares deberán considerar, en cada nivel, la asignatura de educación cívica.”.


b) Reemplázase la letra j) del número 2) del artículo 30, por la siguiente:


“j) Comprender y valorar la historia y la geografía de Chile, su institucionalidad democrática y los valores cívicos que la fundamentan. Las mallas curriculares de la enseñanza media deberán considerar el ramo de educación cívica y participación ciudadana como una asignatura independiente.


Artículo 9°.- Los trabajadores tendrán derecho irrenunciable a media jornada de descanso compensatorio remunerado por el tiempo que utilicen para ejercer su derecho a sufragio en las elecciones y plebiscitos a que se refiere la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. Tal descanso compensatorio se disfrutará en los tres meses siguientes al día de la votación, de común acuerdo con el empleador. 


La infracción de lo dispuesto en el presente artículo por parte del empleador, será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el artículo 506 del Código del Trabajo.


Artículo 10.- Quien hubiere ejercido su derechos a sufragio en la elección o plebiscito regulado por la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, inmediatamente anterior, tendrá derecho a ser preferido, frente a quienes no lo han hubieren hecho, en caso de igualdad de condiciones en la lista de elegibles para un empleo público.


Artículo 11.- Quien hubiere ejercido su derecho a sufragio en la elección o plebiscito regulado por la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, inmediatamente anterior, tendrá derecho a ser preferido en la adjudicación de becas por parte del Estado, frente a quienes no lo hubieren hecho, en caso de igualdad de condiciones.

Artículo 12.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales del Servicio Electoral.


Artículo 13.- La presente ley comenzará a regir a partir del día de su publicación, siempre que a esa fecha faltaren al menos 330 días para la realización de la próxima elección general, ya sea de alcaldes y concejales o de Presidente y parlamentarios. De lo contrario, regirá a partir del primer día del mes siguiente de realizada la última elección.


En todo caso, la disposición contenida en el nuevo artículo 24 de la ley N° 18.556, comenzará a regir el primer día hábil del tercer mes siguiente al de la publicación de la ley.

Artículos Transitorios


Artículo Primero Transitorio.- Las Juntas Inscriptoras en actual funcionamiento dejarán de recibir inscripciones desde la fecha en que empiece a regir la presente ley. A contar de esa fecha, las Juntas Inscriptoras tendrán un plazo de 5 días para remitir al Servicio Electoral todos los Registros Electorales de que dispongan, tanto en uso como en blanco.


Los secretarios de Juntas Electorales, en el plazo de veinte días desde la entrada en vigencia de esta ley, harán entrega al Servicio Electoral, en la forma que su Director disponga, de todos los ejemplares de los archivos electorales locales a su cargo.


El Director del Servicio Electoral dispondrá la inutilización y destrucción de esos ejemplares dentro del plazo de ocho meses, desde la vigencia de esta ley, previa su microfilmación.


A partir de la vigencia de esta ley y hasta 120 días antes de la primera elección en que se apliquen sus disposiciones, el Director del Servicio Electoral podrá disponer que las juntas inscriptoras que estime necesarias continúen su funcionamiento con al menos uno de sus miembros, con el objeto de recibir las solicitudes de cambio de domicilio que se señalan en el nuevo artículo 25 de la ley N° 18.556.

Artículo Segundo Transitorio.- Todas las personas que a la entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en los registros electorales de conformidad a la Ley 18.556, serán inscritas sin más trámite en el Registro Electoral manteniendo la misma mesa receptora de sufragios o registro.


Respecto de estas personas ya inscritas, el servicio Electoral queda eximido del deber de comunicar sus inscripciones, según lo dispuesto en el inciso primero del artículo 7º de la ley N° 18.556.


Artículo Tercero Transitorio.- Respecto de los chilenos y extranjeros no inscritos en los registros electorales, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, cumplan con los requisitos para ser inscritos automáticamente en el Registro Electoral, serán inscritos en él de conformidad a las reglas que a continuación se indican.


El Servicio Electoral asignará a los nuevos electores, a mesas receptoras de sufragio de la circunscripción electoral que corresponda a su domicilio electoral, distinguiendo entre hombres y mujeres. Los hombres serán inscritos siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, en las mesas de mujeres existentes en la circunscripción, que tengan menos de trescientos cincuenta electores, hasta completar dicho número. Las mujeres serán inscritas siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, en las mesas de hombres existentes que tengan menos de trescientos cincuenta electores, hasta completar dicho número.


Si realizado lo anterior, quedarán electores por asignar, ellos serán destinados sin distinción de sexo, siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, a nuevas mesas que se crearán para estos efectos en la circunscripción electoral, las que tendrán como máximo trescientos cincuenta electores.


Con a lo menos 210 días de anticipación a la primera elección donde rijan las disposiciones de esta ley, el Servicio Electoral notificará a los electores señalados en los incisos anteriores, mediante carta certificada, del hecho de su inscripción, así como de su domicilio electoral, circunscripción electoral, comuna y mesa receptora de sufragios en las que hubieren sido inscritos.


A partir de la fecha señalada en el inciso anterior, el Servicio Electoral deberá poner a disposición del público el sistema de consultas contemplado en el inciso segundo del nuevo artículo 7° de la ley N° 18.556 y durante los siguientes noventa días deberá promover su  uso entre los electores, por medio de una campaña a través de medios masivos de comunicación social, llamándolos a revisar su domicilio electoral y la circunscripción electoral donde está registrada su inscripción, convocándolos a corregir su domicilio electoral si fuese necesario, concurriendo a las Juntas Inscriptoras que estarán habilitadas para estos efectos.


Artículo Cuarto Transitorio.- Las mesas o registros existentes a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley se identificarán con una letra y un número. Las antiguas mesas o registros de varones con la letra “V” y las antiguas mesas o registros de mujeres con la letra “M”, y el número corresponderá al que actualmente tienen de acuerdo con la circunscripción electoral a la que corresponden.


Las nuevas mesas que se creen en virtud de esta ley, se identificarán sólo por un número, dicho número se asignará en forma correlativa, partiendo desde el número de mesa o registro más alto existente en la circunscripción electoral incrementado en uno.


Artículo Quinto Transitorio.- En la primera elección o plebiscito que se realice después de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las Juntas Electorales procederán con ocasión de la designación de vocales, a sortear tres de los cinco vocales que ejercieron en la última elección, quienes mantendrán su condición de vocales hasta la elección anterior a la de Diputados y Senadores. Respecto de los demás vocales se aplicará lo señalado en el artículo 41 de la ley N° 18.700.


En la primera elección o plebiscito que se realice después de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las Juntas Electorales procederán con ocasión de la designación de miembros de los Colegios Escrutadores, a sortear tres de los seis que eligieron, quienes mantendrán su condición de miembro del Colegio Escrutador hasta la elección anterior a la de Diputados y Senadores. Respecto de los demás miembros de los Colegios Escrutadores se aplicará lo señalado en los artículos 82 y 85 de la ley N° 18.700.


Artículo Sexto Transitorio.- La primera de las revisiones anuales que deberán realizar las empresas de auditoría, según lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N° 18.556, deberá efectuarse cinco meses después de la publicación la presente ley.


Artículo Séptimo Transitorio.- En la primera propuesta que haga el Presidente de la República al Senado para que éste preste su acuerdo a la designación de los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 18.556, indicará dos consejeros que durarán cuatro años en sus cargos y tres consejeros que durarán ocho años.

En la primera sesión que celebre, el Consejo elegirá su Presidente. Esta reunión será presidida inicial y provisoriamente por el consejero de mayor edad que asista.


Artículo Octavo Transitorio.- Durante los cinco primeros años de vigencia de esta ley, las Juntas Electorales podrán designar como delegados a cargo de las oficinas electorales de los locales de votación, a las personas que hubieren integrado un junta inscriptora a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


Artículo Noveno Transitorio.- Mientras no sean designados los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral, a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, sus funciones y atribuciones serán asumidas por el Director del Servicio Electoral.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 11 de julio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Víctor Pérez Varela (Presidente), señora Soledad Alvear y señores Carlos Bianchi,  Víctor Pérez Varela (Andrés Chadwick), Hosain Sabag y Patricio Walker; 4 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Víctor Pérez Varela (Presidente), señoras Isabel Allende y Soledad Alvear, y señores Carlos Bianchi, Alberto Espina, Hernán Larraín, Fulvio Rossi; Hosain Sabag, Patricio Walker y Andrés Zaldívar; 11 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Víctor Pérez Varela (Presidente), señoras Isabel Allende y Soledad Alvear y señores Alberto Espina, Hosain Sabag, Patricio Walker y Andrés Zaldívar; 12 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Alberto Espina, Hernán Larraín, Jaime Orpis, Hosain Sabag, Patricio Walker y Andrés Zaldívar; 3 de octubre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Víctor Pérez Varela (Presidente), señoras Isabel Allende y Soledad Alvear y señores Carlos Bianchi, Alberto Espina, Jaime Orpis, Fulvio Rossi, Hosain Sabag y Patricio Walker; 6 de octubre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Hernán Larraín (Presidente accidental), señoras Isabel Allende (Fulvio Rossi) y Ena Von Baer (Víctor Pérez Varela) y señores Carlos Bianchi, Alberto Espina, Jaime Orpis, Patricio Walker y Andrés Zaldívar; 13 de octubre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Víctor Pérez Varela (Presidente), señoras Soledad Alvear y Ena Von Baer (Jaime Orpis) y señores Carlos Bianchi, Camilo Escalona (Fulvio Rossi), Alberto Espina, Hernán Larraín, Hosain Sabag, Andrés Zaldívar (por sí y por Patricio Walker), y 17 de octubre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear (Presidenta accidental), señoras Isabel Allende (Fulvio Rossi), Ximena Rincón (Patricio Walker) y Ena Von Baer (Jaime Orpis) y señores Carlos Bianchi, Hernán Larraín (por sí y por Víctor Pérez Varela), Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 24 de octubre de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de las Comisiones unidas
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(7338-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Cristián Larroulet, el Subsecretario, señor Claudio Alvarado, el asesor legislativo, señor Andrés Sotomayor, y el asesor, señor Andrés Tagle.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión no introdujo modificaciones respecto del segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 1°, numeral 1), en lo referente a los artículos 3°, 37, 39, 53, 54, 55 y 56 de la ley N° 18.556; numeral 3), artículo 61 de la ley N° 18.556; numeral 4), artículos 62 y 64 de la ley N° 18.556; artículo 2°, numerales 22), 25), incisos primero, segundo y tercero del artículo 54 que se sustituye, y 51), y artículo 12 permanentes, en los términos en que fueron aprobados por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Incorporar un sistema de Registro Electoral con real inscripción automática y cambio de domicilio electoral; modificar el Servicio Electoral en su organización, estructura y funciones, y modernizar el sistema de votaciones en lo relativo a la inscripción de candidaturas; vocales de mesa; delegados de la Junta Electoral; funcionamiento de las mesas receptoras de sufragios; escrutinio de los votos y procedimientos y funciones del Tribunal Calificador de Elecciones.
- - -

I. DISCUSIÓN 

Las disposiciones de competencia de la Comisión se reseñan de manera sumaria a continuación:

Artículo 1°


La disposición, en los seis números que lo conforman, propone enmiendas a la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral.

Número 1)


Reemplaza los Títulos Preliminar y I, II y III del texto legal mencionado.

Artículo 3°

Su tenor es el siguiente:

“Artículo 3°.- Créase un Registro Electoral permanente bajo la dirección del Servicio Electoral, que contendrá la nómina de todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años.


El Registro Electoral contendrá también la nómina de los demás chilenos y extranjeros mayores de 17 años, que cumplan con los requisitos para sufragar establecidos en los artículos 13 y 14 de la Constitución Política de la República.


El Registro Electoral contendrá a todos los electores potenciales a que se refieren los incisos anteriores, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.


El Registro Electoral servirá de base para conformar los Padrones Electorales que deberán usarse en cada plebiscito o elección, que contendrán exclusivamente los electores con derecho a sufragio en ella.”.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 37

Establece que veinte días antes de la elección o plebiscito, el Servicio Electoral en forma gratuita pondrá a disposición de los partidos que participan un listado impreso de cada Padrón de Mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Igual información deberá entregarse a los candidatos independientes respecto de las circunscripciones electorales donde participan.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 39

Dispone que las auditorias serán practicadas por dos empresas independientes de auditoria externa, de niveles equivalentes, inscritas en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, las cuales deberán cumplir con los requisitos de capacidad, tamaño, confiabilidad y garantía que mediante una norma general emitirá el Consejo del Servicio Electoral. Asimismo, establece que el presupuesto del Servicio Electoral deberá contemplar los fondos necesarios para financiar los procesos de auditorías.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 53

Es del siguiente tenor:

“Artículo 53.- Sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales:


1.- El que al momento de solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, suplantare a otra persona; 


2.- El que proporcionare datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento;


3.- El que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio, un Libro de Actas, o una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que la acompañan; y


4.- El que use para fines comerciales los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.”.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 54

Dispone lo siguiente:

“Artículo 54.- Sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos:


1.- El que maliciosamente altere la información contenida en el Registro Electoral, en el Padrón Electoral, en los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragio, en las Nóminas de Inhabilitados y en los antecedentes del Servicio de Registro Civil e Identificación y cualquier otro antecedente que pueda ser usados para conformar el Registro Electoral y sus actualizaciones; 


2.- El que maliciosamente modifique el domicilio electoral informado por los electores al recibir solicitudes de éstos o cuando lo informen al obtener o renovar su cedula de identidad; 


3.- El que incite u organice a electores para proporcionar datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral; y


4.- El que comercialice los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.”.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 55

Establece que si los delitos señalados en el artículo precedente son cometidos por un funcionario público, se les aplicarán las penas asignadas a los referidos delitos, aumentadas en un grado, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 56

Es del siguiente tenor:

“Artículo 56.- El que por negligencia extraviare documentos, solicitudes de cambio de domicilio electoral, solicitudes de acreditación de avecindamiento o libros de actas que se le hubieren confiado o destruyera información computacional que contenga antecedentes del Registro Electoral o del Padrón Electoral y de los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragios, sufrirá la pena de prisión en su grado máximo.


Si en la desaparición de estos efectos mediare dolo, los autores del hecho sufrirán la pena de presidio menor en su grado mínimo, multa de una a tres unidades tributarias mensuales e inhabilitación absoluta y perpetua para ejercer cargos y oficios públicos.”.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Número 3)

Agrega un nuevo artículo final al párrafo 1° del actual Titulo IV que pasa a ser VI:

Artículo 61
Dispone que los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo corresponderá la dirección superior del Servicio y la dirección administrativa al Director.”.

Puesto en votación el artículo 61, contenido en el número 3), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Número 4)

Este número reemplaza los párrafos 2° y 3° del actual Título IV de la ley N° 18.556, que pasa a ser VI.

Artículo 62
Su tenor es el siguiente:

“Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros  en ejercicio. El Presidente formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.


Los consejeros durarán ocho años en sus cargos y podrán ser designados para otro período, por una sola vez, en la forma prevista en el inciso precedente. Se renovarán por parcialidades cada cuatro años.


Los consejeros elegirán de entre ellos un Presidente por mayoría de votos. En caso de ausencia o impedimento temporal, el Presidente será subrogado por el consejero que en el acto se elija. Si no se lograre mayoría, en ambos casos, se procederá por sorteo. 


El Presidente del Consejo durará cuatro años en el cargo y podrá ser reelegido por una sola vez. El Presidente subrogante ejercerá el cargo mientras dure la ausencia o impedimento de aquél.


En caso de que un consejero cesare en su cargo por cualquier causa, se designará un nuevo consejero de conformidad con el inciso primero, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que tuvo lugar el hecho o circunstancia que ocasionó el cese. El nuevo consejero desempeñará su cargo hasta completar el período del consejero reemplazado.


Si el que cesare fuere el Presidente del Consejo, se procederá a la elección de su reemplazante una vez que se haya provisto su cargo de consejero. El nuevo Presidente desempeñará el cargo hasta completar el período del cesado.”.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 64
Su texto es el siguiente:

“Artículo 64.- Los Consejeros tendrán derecho a ser informados plena y documentadamente y en cualquier tiempo, por el Director o quien haga sus veces, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio. Además, tendrán derecho a revisar el Registro Electoral y los padrones electorales, con la sola limitación de no afectar el funcionamiento del Servicio.


Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a 30 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 120 unidades de fomento por mes calendario.


El Presidente del Consejo o quien le subrogue, percibirá igual dieta, aumentada en un 50%.”.

El Honorable Senador señor Escalona planteó que por la importancia para el país y para el sistema democrático del cargo de Consejero y, especialmente, de Presidente del Consejo la dieta que reciban debiera ser mayor.

El Ministro, señor Larroulet, señaló que la dieta es muy parecida a la que reciben los miembros del Consejo para la Transparencia.

El Asesor, señor Tagle, observó que no hay exclusividad del cargo a diferencia del caso de Consejero del Banco Central o Ministro de la Corte Suprema.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que los consejeros normalmente desarrollarán otras labores, dado que no tienen incompatibilidades que le impidan ejercer su profesión. Sin embargo, consideró que sería bueno revisar posteriormente el monto de la dieta por la importancia que reviste el cargo. 

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Artículo 2°


Introduce enmiendas a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios.

Número 22)
Incorpora el siguiente artículo 47 bis, nuevo:


“Artículo 47 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocal de Mesa Receptora de Sufragio un bono equivalente a la suma de dos tercios de Unidad de Fomento, por cada acto electoral en el que participen.


Dicho bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Este bono se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto.


Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77 de esta ley, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en el acto electoral respectivo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.

Puesto en votación el número 22) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Número 25)


Sustituye el artículo 54, siendo de competencia de la Comisión de Hacienda los siguientes incisos primero, segundo y tercero:


El inciso primero dispone que a partir de las catorce horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito, en cada recinto de votación iniciará sus funciones una Oficina Electoral dependiente de la respectiva Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta. Esta nominación, que se entenderá subsistente para el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, deberá recaer preferentemente en un Notario Público, Secretario de Juzgado de Letras o Secretario Abogado de Policía Local, Receptor Judicial, Auxiliar de la Administración de Justicia u otro ministro de fe. En ningún caso podrá recaer en funcionarios Municipales o dependientes directa o indirectamente de Corporaciones Municipales. Estos delegados podrán hacerse asesorar por el personal necesario para el funcionamiento de la oficina, con cargo al Servicio Electoral y de acuerdo con las instrucciones que el Servicio imparta. Este personal percibirá un bono diario equivalente a media Unidad de Fomento.


El inciso segundo establece que el delegado tendrá derecho a un bono total equivalente a cinco Unidades de Fomento por todas las tareas realizadas con ocasión de las elecciones y plebiscitos que se realicen en un mismo acto electoral. Se considerará para estos efectos como otro acto electoral, la segunda votación realizada, conforme al inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.


El inciso tercero dispone que a estos bonos le será aplicable lo señalado en el inciso segundo del artículo 47 bis.

Puesto en votación el número 25), incisos primero, segundo y tercero del artículo 54 que se sustituye, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
Número 51)

Incorpora el siguiente artículo 85 bis, nuevo:


“Artículo 85 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de miembro de los Colegios Escrutadores y de Secretario de Colegio Escrutador un bono equivalente a dos tercios de Unidad de Fomento, por cada acto electoral.


Dicha cantidad no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Esta cantidad se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto.


Para tal efecto, las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, dentro de los dos días siguientes al término de la función de los Colegios Escrutadores, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la funciones respectivas en dicho organismo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.

Puesto en votación el número 51), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.

Artículo 12


Establece que el mayor gasto que irrogue la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales del Servicio Electoral.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Novoa.
- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 18 de octubre de 2011,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley tiene por objetivo modernizar el sistema de votaciones y fortalecer el Servicio Electoral, de modo que la interacción entre el sistema político y el electorado, que promueve el voto voluntario y la inscripción automática, puedan confluir a un sistema de votación amigable y una institucionalidad moderna, lo cual requiere modificar la ley N° 18.556 Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, la ley N° 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, la ley N° 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, la ley N° 18.603 Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos, la ley N° 19.884 sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.


2. En cuanto a la inscripción automática, se materializará para los chilenos nacidos en Chile al cumplir 17 años de edad y los extranjeros y chilenos no nacidos en Chile si se cuenta con antecedentes que acrediten su avecindamiento, otorgando también la posibilidad de inscribirlos a solicitud cuando aporten dichos antecedentes, para lo cual el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a todos los datos electorales del Registro Civil y Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior.


3. junto a lo anterior, el Registro Electoral será actualizado por el Servicio Electoral mediante datos proporcionados por diferentes organismos públicos y que dicen relación con fallecimientos, revocación de permisos de residencia, pérdida de ciudadanía y su recuperación, suspensión del derecho a sufragio y su recuperación y modificaciones de datos y domicilio electoral, por cuanto el objeto de este Registro es generar padrones con electores habilitados para votar en cada elección.


4. En lo que se refiere a la modificación del Servicio Electoral, ella implica que éste será un organismo con mayor independencia, dirigido por un Consejo, integrado por 5 miembros de los cuales 4 serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de 3/5 del Senado, durarán 8 años en sus cargos y podrán reelegirse por dos períodos. Se renovarán por parcialidades. El quinto miembro será designado por el Presidente de la República, durará 4 años en el cargo y presidirá el Consejo. Se determina que los miembros del Consejo tendrán una remuneración máxima de 120 Unidades de Fomento.


5. Además, se establece que las funciones del Consejo, entre otras, sarán el designar y supervisar al Director y Subdirector de la institución, aprobar los padrones electorales, aprobar las bases para la licitación de las empresas de auditoria y determinarlas, y designar a los miembros de las Juntas Electorales.


6. Cabe destacar que el cómputo de las elecciones pasa a ser función del Servicio Electoral y se hará a través de la digitalización de los datos en cada local con presencia de los apoderados utilizando sistemas OCR (Reconocimiento Óptico de Caracteres).


7. En cuanto al sufragio, se podrá votar con cédula de identidad o bien con pasaporte. Si el elector se acerca a votar, deberá hacerlo en todas las elecciones que se realizan en un mismo acto electoral.  Además, una misma persona no podrá asistir a más de una persona por mesa, salvo parientes.


8. En materia de escrutinios, se define el voto nulo, blanco, marcado u objetado. Se elimina cualquier suma de votos por lista y se establece que se llenará una sola minuta que se publicará en un lugar visible. Las actas se podrán fotocopiar luego de llenada la primera y antes de las firmas, siendo el original para el Tribunal Calificador de Elecciones, una copia para el Servicio Electoral que se digitará en la oficina electoral del local, una segunda copia para el Colegio Escrutador que se entregará en sobre cerrado por el Delegado del local; así los Presidentes de Mesa no deben concurrir al Colegio Escrutador al día siguiente.


9. Se determina que el horario de funcionamiento de las mesas será fijo, de 08:00 AM a 18:00 PM, salvo que queden electores por votar en la mesa, de tal forma que los vocales deberán Ilegar a la hora señalada y en caso de constitución forzada de mesas, el Delegado deberá hacerlo entre las 9:00 y las 10:00 hrs., prefiriendo a los voluntarios en orden de presentación, o bien, designarlos de entre los electores que voten en el mismo local de votación.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales


El proyecto de ley tiene gastos que se deberán materializar por una vez y gastos recurrentes en régimen conforme a lo siguiente:


1. Gastos por una vez ascendentes a M$2.811.237, destinados a la adquisición de activos no financieros (hardware y software), financiamiento para notificar a los nuevos electores y gastos de difusión. Incluye además, la modernización de la plataforma web del servicio, de tal forma que sirva para cambios de domicilio y accesos al Servicio de Registro Civil e Identificación.

	1. Supuestos de gastos por única vez                                                                       2.811.237

*Hardware Storage, rack de instalación, UPS y servidores                                          211.146

*Software:  Desarrollo software, capacitación enlaces y línea 800                               152.193

* Impresión y envío de cartas certificadas a los nuevos inscritos (3.000.000)           2.309.719

* Cierres del proceso actual                                                                                            85.986

*Plataforma web para cambios de domicilio y acceso SRCel                                         52.193





2. Gastos en régimen ascendentes a M$7.279.764, los cuales se desglosan en los siguientes conceptos:


a) Gastos en años de elecciones por un monto de M$3.291.764, que considera bonos a delegados de local de votación, de asesores, de secretarios e integrantes del Colegio Escrutador y del personal para recopilar cómputos, personal a honorarios para la elaboración de software adicionales y diseño del sistema computacional para la captura y transmisión de cómputos.

	a) Supuestos de costos de Operación Anuales por año electoral                                                          3.291.764

* Confección de Padrones de Mesas (35.000 mesas)                                                                                 10.438

* Envío cartas certificadas a inhabilitados para sufragar (100.000)                                                             75.574

* Bono Delegados de Local de Votación (1532 delegados)                                                                       169.596

*  Bono Asesores (3 días x 4.965 asesores)                                                                                              164.891

* Bono Secretario Colegio Escrutador(361 colegios)                                                                                    5.363

* Bono Integrante Colegio Escrutador (6 integrantes x361 colegios)                                                           32.177

* Pago personal para recopilar cómputos. Sist. Escrutinios provisionales (1.532 personas)                      33.919

* Gastos sistema de información de escrutinios provisionales                                                               2.609.616

* Gastos en campañas de publicidad por TV y diarios nacional y regional                                               158.873

* Honorarios personal para transformación de programas y elaboración de software adicionales             31.315




b) Gastos anuales permanentes por un monto de M$1.473.655, para cancelar remuneraciones al Consejo, financiamiento de auditorías al padrón electoral y la operación de una línea 800.

	b) Supuestos de gastos anuales permanentes   1.473.655

* Renta mensual aprox. Línea 800 (costa anual)                                                                  4.433

* Confección formularios para registrarcambios de domicilio electoral (350.000)                  3.851

* Envío de cartas certificadas a nuevos inscritos (500.000)                                               377.872

* Envío de cartas certificadas por cambios a domicilio (350.000)                                      264.511

* Auditorias al Padrón Electoral (2)                                                                                     626.308

* Mantención línea dedicada para acceso a SRCel                                                             20.877

* Dieta a Consejeros Electorales (120 UFx4x12 meses)                                                   175.803





c) Gastos por un monto de M$2.514.345 correspondiente al bono por desempeñarse como vocal de mesa.

	c) Supuesto de pago Vocales de Mesa                                                                           2.514.345

* Bono vocales de mesas (5 vocales x 34.325)                                                              2.514.345




III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal


Este proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal total ascendente a M$10.091.001, de los cuales M$7.279.764 son gastos recurrentes.


Los gastos del proyecto implican la siguiente distribución:

a) Total Tesoro Público               M$ 2.514.345

b) Total Servicio Electoral           M$ 7.576.656


El presente informe financiero sustituye el N° 48, del 10 de junio de 2011.  El mayor gasto fiscal se financiará con cargo a los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Electoral y, en lo que no alcanzare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público 50-01-03-24-03-104.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

II. TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:


1) Reemplázanse su Título Preliminar y los Títulos I, II y III por los siguientes:

“Título Preliminar


Artículo 1°.- La presente ley regula el régimen de inscripción electoral y la organización y funcionamiento del Servicio Electoral, como parte del sistema electoral público a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política de la República.


Artículo 2°.- El organismo encargado del proceso de inscripción electoral es el Servicio Electoral.

TITULO I

DEL REGISTRO ELECTORAL

Párrafo 1°

Disposiciones Generales

Artículo 3°.- Créase un Registro Electoral permanente bajo la dirección del Servicio Electoral, que contendrá la nómina de todos los chilenos comprendidos en los números 1 y 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años.


El Registro Electoral contendrá también la nómina de los demás chilenos y extranjeros mayores de 17 años, que cumplan con los requisitos para sufragar establecidos en los artículos 13 y 14 de la Constitución Política de la República.


El Registro Electoral contendrá a todos los electores potenciales a que se refieren los incisos anteriores, aún cuando se encontraren con su derecho a sufragio suspendido, o hubieren perdido la ciudadanía por cualquier causa.


El Registro Electoral servirá de base para conformar los Padrones Electorales que deberán usarse en cada plebiscito o elección, que contendrán exclusivamente los electores con derecho a sufragio en ella.


Artículo 4°.- El conocimiento público del Registro Electoral procederá en la forma dispuesta en el párrafo 1° del Título II.


Los centros de estudio o de investigación podrán solicitar datos del Registro Electoral, Padrón Electoral y Nómina Provisoria de Inhabilitados, para el solo efecto de su análisis. El Consejo del Servicio Electoral calificará la procedencia de la solicitud y entrega de los respectivos datos.


Los datos del Padrón Electoral no podrán ser usados para fines comerciales.


El Servicio Electoral deberá dar cumplimiento a lo previsto en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, salvo en los casos señalados en esta ley.

Párrafo 2°

De la inscripción


Artículo 5°.- Los chilenos comprendidos en el número 1 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, mayores de 17 años serán inscritos automáticamente en el Registro Electoral.


Los chilenos comprendidos en el número 3 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, serán inscritos automáticamente luego de obtener su carta de nacionalización de conformidad a la ley.


Artículo 6°.- Los chilenos comprendidos en los números 2 y 4 del artículo 10 y los extranjeros señalados en el artículo 14, ambos de la Constitución Política de la República, serán inscritos en el Registro Electoral desde que se acredite que cumplen con los requisitos de edad y avecindamiento exigido por el inciso 3° del artículo 13 o por el artículo 14 de la Constitución Política de la República, según corresponda.


La inscripción procederá de forma automática en la medida que el Servicio Electoral tenga acceso a la información que acredite el cumplimiento del requisito de avecindamiento.


Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá presentar una solicitud de inscripción ante el Servicio Electoral en cualquiera de sus oficinas, acompañando los antecedentes que acrediten su avecindamiento en el país por el tiempo exigido, y declarando bajo juramento su domicilio electoral en Chile. Dicha solicitud será remitida al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior o a la Jefatura Nacional de Extranjería y Policía Internacional de la Policía de Investigaciones de Chile, quienes, si correspondiere, emitirán un certificado que acreditará el hecho de haber cumplido el avecindamiento y lo remitirán al Servicio Electoral para que practique la correspondiente inscripción. En caso que la persona tenga su residencia en el extranjero, dicha solicitud podrá ser presentada en el Consulado de Chile respectivo.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las Secciones Consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores designado para desempeñar funciones consulares.


Artículo 7°.- El Servicio Electoral deberá comunicar a los nuevos electores el hecho de su inscripción en el Registro Electoral, entre los ciento ochenta y noventa días anteriores a la siguiente elección o plebiscito, indicando la circunscripción electoral y la mesa receptora de sufragios donde le corresponde votar, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.


El Servicio Electoral deberá poner a disposición del público en forma permanente, a través de su sitio web y de una línea telefónica, un sistema de consulta donde cada elector podrá verificar mediante su número de cédula de identidad o nombre, el hecho de su inscripción, la circunscripción y comuna donde se encuentra inscrito, su mesa de votación y si está habilitado para votar en la próxima elección.

Párrafo 3°

De los datos electorales


Artículo 8°.- El Registro Electoral deberá contener los nombres y apellidos de los inscritos, e indicará para cada uno el número de rol único nacional, la fecha de nacimiento, el lugar de nacimiento, la nacionalidad, el sexo, la profesión, el domicilio electoral, la circunscripción electoral que corresponde a dicho domicilio con identificación de la región, provincia y comuna a que pertenezca, el número de la mesa receptora de sufragios en que le corresponde votar y el haber cumplido la condición de avecindamiento si corresponde.


El Registro Electoral también deberá contener los antecedentes necesarios para determinar si la persona inscrita ha perdido la ciudadanía, el derecho a sufragio o se encuentra éste suspendido.


Se entenderá por datos electorales los señalados en este artículo y cualquier otro que sea necesario para mantener actualizado el Registro Electoral.


Artículo 9°.- Para el solo efecto de obtener los datos señalados en el artículo anterior, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a los datos electorales de todas las personas registradas en el Servicio de Registro Civil e Identificación y al registro de extranjeros avecindados del Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior. La Jefatura Nacional de Extranjería y Policía Internacional de la Policía de Investigaciones de Chile, deberán proporcionar de la misma forma la información del avecindamiento de los chilenos comprendidos en los números 2° y 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proporcionar al Servicio Electoral cualquier otro antecedente que resulte necesario para la inscripción de los chilenos y extranjeros en el Registro Electoral y que se encuentre en su poder, quedándole expresamente prohibido calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.


Artículo 10.- El domicilio electoral es aquel situado dentro de Chile, con el cual la persona tiene un vínculo objetivo, sea porque reside habitual o temporalmente, ejerce su profesión u oficio o desarrolla sus estudios en él. En el caso de los chilenos que residen en el extranjero, dicho vínculo se considerará respecto del tiempo en que residieron en Chile o de su lugar de nacimiento.


Se tendrá como domicilio electoral el último domicilio declarado como tal ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.


Para efectos del registro automático de las personas referidas en los artículos 5° y 6°, el domicilio electoral será el último declarado ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior, o el acreditado para el cumplimiento del requisito de avecindamiento según corresponda. En caso que este último domicilio corresponda a uno ubicado en el extranjero, el domicilio electoral corresponderá al último domicilio en Chile informado al Servicio de Registro Civil e Identificación y a falta de éste al lugar de nacimiento en Chile.

Artículo 11.- Todo ciudadano con derecho a sufragio deberá estar inscrito en una mesa receptora de sufragios que pertenezca a la circunscripción electoral correspondiente a su domicilio electoral.


Si los antecedentes del domicilio o lugar de nacimiento con que se cuente para el registro automático de las personas referidas en los artículos 5° y 6°, no permitieran al Servicio Electoral poder identificarlos con una determinada circunscripción electoral, procederá a registrarlo en la circunscripción electoral con más electores  de la Comuna con cuya información se cuente. 


Artículo 12.- Al momento de la inscripción de un ciudadano o modificación de la existente, el Servicio Electoral asignará a las mesas receptoras de sufragios a los nuevos electores inscritos o aquellos que hayan modificado su domicilio electoral, en orden correlativo de su rol único nacional y sin distinción de sexo.


En primer lugar serán asignados a las mesas receptoras de sufragios existentes de la circunscripción, que tengan menos de trescientos cincuenta electores habilitados para votar, debido a cancelaciones de inscripción producidas por cambio de domicilio electoral, por causa de fallecimiento, o cualquier otra inhabilidad permanente para sufragar, hasta completar la cifra máxima de 350 electores por mesa.


Si realizado lo anterior, quedaren nuevos electores por asignar, ellos serán asignados a nuevas mesas receptoras de sufragios que se crearán para estos efectos, las que tendrán como máximo trescientos cincuenta electores.


Cada elector solo podrá ser asignado a una mesa receptora de sufragios y no podrá ser cambiado de ella mientras mantenga su domicilio electoral vigente en dicha circunscripción electoral.

Párrafo 4°

De las actualizaciones del Registro Electoral


Artículo 13.- El Servicio Electoral deberá mantener actualizado el Registro Electoral considerando las siguientes circunstancias:


a) Fallecimiento de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del Registro.


b) Pérdida de ciudadanía de una persona inscrita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 17° de la Constitución Política de la República, o su recuperación.


c) Suspensión del derecho a sufragio de una persona inscrita, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de la República, o el cese de dicha suspensión.


d) Pérdida de la nacionalidad de una persona inscrita, que deberá ser eliminada del Registro.


e) Revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, quienes deberán ser eliminados del Registro.


f) Reclamaciones al Padrón Electoral Provisorio Auditado acogidas en conformidad a la ley.


El Servicio Electoral conservará los antecedentes en que se funde la actualización por un lapso no inferior a 5 años.


Artículo 14.- Para el solo efecto de lo dispuesto en el artículo anterior, el Servicio Electoral tendrá acceso directo y permanente a los datos electorales que el Servicio de Registro Civil e Identificación tenga de las personas cuyas defunciones hubieren sido registradas en el mes inmediatamente anterior; de las personas que hubieren sido condenadas a pena aflictiva y los que recuperen su ciudadanía; y de las personas que hubieren perdido la nacionalidad.


Artículo 15.- El Tribunal Constitucional deberá comunicar al Servicio Electoral las sanciones que hubiere aplicado de conformidad con lo dispuesto en el numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, como asimismo el cumplimiento del plazo a que se refiere dicha disposición, dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que la sentencia hubiere quedado firme o ejecutoriada.


Artículo 16.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior informará al Servicio Electoral las revocaciones de los permisos de residencia de extranjeros, ejecutoriadas dentro del mes anterior.


Artículo 17.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, los Juzgados de Garantía deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que, en el mes anterior, hayan sido acusadas por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.


En la misma oportunidad, los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal, según corresponda, deberán comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, aunque no sean condenados a pena aflictiva, o por delitos que la ley califique como conducta terrorista, o que fueren absueltas o sobreseídas por tales delitos.


Artículo 18.- Dentro de los primeros cinco días de cada mes, los jueces de letras comunicarán al Servicio Electoral los nombres de las personas que hubieren sido declaradas en interdicción por causa de demencia por sentencia ejecutoriada, en el mes anterior, indicando los antecedentes necesarios para su cabal identificación.


En el mismo plazo, los jueces de letras comunicarán sobre las revocaciones de dichas declaratorias.


Artículo 19.- Dentro de los primeros cinco días de cada mes, el Senado deberá comunicar al Servicio Electoral las personas a las cuales se hubiere rehabilitado su ciudadanía en el mes anterior, conforme al inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República.


Artículo 20.- Dentro de los cinco primeros días de cada mes, el Ministerio de Justicia deberá comunicar al Servicio Electoral las personas que hubieren extinguido su responsabilidad penal en el mes anterior, conforme a lo dispuesto en el número 4° del artículo 93 del Código Penal.


Artículo 21.- Los órganos, servicios y tribunales señalados en este párrafo, así como cualquier otra repartición que deba aportar datos para la conformación y actualización del Registro Electoral, deberán proporcionar todos los antecedentes que para este solo efecto requiera el Servicio Electoral, en ningún caso podrán excluir información, calificar los antecedentes de las personas o pronunciarse acerca del cumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho a sufragio.


Artículo 22.- Entre los ciento ochenta y noventa días anteriores a una elección o plebiscito, el Servicio Electoral deberá informar a los electores que su derecho a sufragio ha sido suspendido o que han sido inhabilitados para votar en la siguiente elección, con indicación de la causa que dio origen a dicha suspensión o inhabilidad, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral.

Párrafo 5°

De las modificaciones de los datos electorales


Artículo 23.- El Servicio Electoral modificará los datos de las personas inscritas en el Registro Electoral, considerando las siguientes circunstancias:


a) Solicitudes de cambio de domicilio electoral y las actualizaciones de domicilio electoral realizadas al renovar los inscritos su cédula de identidad.


b) Las rectificaciones de inscripciones de nacimiento de los ciudadanos, con indicación de los datos originales que fueron objeto de la rectificación, y


c) Cualquier otro cambio en los datos señalados en el artículo 8° de esta ley.


Artículo 24.- Con ocasión de la obtención o renovación de cédula de identidad o pasaporte, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá informar a la persona su domicilio electoral registrado, otorgándole la posibilidad de actualizarlo, declarando uno nuevo bajo juramento en ese acto si así lo desea.


Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el cambio de domicilio podrá también efectuarse directamente ante el Servicio Electoral, mediante una solicitud escrita firmada por el peticionario en formularios especialmente diseñados por este organismo, donde declarará bajo juramento su nuevo domicilio electoral. Dichas solicitudes deberán ser presentadas en las oficinas que el Servicio Electoral disponga a lo largo del país. Los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero, podrán presentar la solicitud a través del respectivo Consulado.


El Servicio Electoral deberá notificar al elector mediante carta certificada dirigida al nuevo domicilio electoral, que ha procedido al cambio de su domicilio en el registro, indicando la circunscripción electoral y mesa de sufragio donde le corresponderá votar.


El Servicio Electoral podrá disponer de otras formas para efectuar el cambio de domicilio electoral, ya sea a distancia o a través de medios electrónicos, siempre que éstas garanticen la confiabilidad en la identidad del elector y la seguridad de sus datos.


Artículo 26.- El Servicio Electoral podrá convenir con otros organismos públicos la recepción de solicitudes de cambio de domicilio electoral.


Artículo 27.- Para todos los efectos legales, se considerará como domicilio electoral el último declarado por el elector ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.

Párrafo 6°

De la suspensión de inscripciones, actualizaciones y modificaciones


Artículo 28.- Con el objeto de elaborar los padrones electorales que se utilizarán en cada elección o plebiscito, las inscripciones en el Registro Electoral que provengan de solicitudes de acreditación de avecindamiento conforme al artículo 6, las actualizaciones de las circunstancias contenidas en las letras a) a la e) del artículo 13 y las modificaciones señaladas en el artículo 23, se suspenderán a los ciento veinte días anteriores a cada elección o plebiscito, reanudándose a partir del primer día del mes siguiente de la elección o plebiscito.


Artículo 29.- Tratándose de plebiscitos comunales, la suspensión a que alude el artículo precedente se aplicará solo respecto de los electores que correspondan a la comuna o agrupación de comunas donde se realizará.

TITULO II

DEL PADRÓN ELECTORAL Y DE SU AUDITORIA

Párrafo 1°

Del Padrón Electoral


Artículo 30.- El Servicio Electoral deberá elaborar un Padrón Electoral, el que contendrá la nómina de los electores inscritos en el Registro Electoral que reúnen los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio conforme a los antecedentes conocidos por él.


Cada elector podrá figurar solo una vez en él.


Artículo 31.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de provisorio, ciento diez días antes de una elección o plebiscito. Éste contendrá una nómina de las personas inscritas en el Registro Electoral que, conforme a los antecedentes conocidos por el Servicio Electoral antes de los ciento veinte días previos al acto electoral, reúnan a la fecha de la elección o plebiscito correspondiente los requisitos necesarios para ejercer el derecho a sufragio.


El Padrón Electoral con carácter de provisorio será objeto de auditorías conforme al Párrafo 2° de este Título.


Este Padrón se ordenará en forma alfabética y contendrá los nombres y apellidos del elector, su número de rol único nacional, sexo, domicilio electoral con indicación de la circunscripción electoral, comuna, provincia y región a la que pertenezcan y el número de mesa receptora de sufragio en que le corresponde votar.


Junto con este Padrón y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Provisoria de Inhabilitados, que incluirá a las personas inscritas que se encuentren inhabilitadas de votar en la correspondiente elección o plebiscito, con indicación de la causal que dio lugar a dicha condición.


El Padrón Electoral y la Nómina Provisoria de Inhabilitados, son públicos para los partidos políticos, solo en lo que se refiere a los datos señalados en el inciso tercero. Los partidos políticos podrán tener acceso y copia de ellos en medios magnéticos o digitales, no encriptados y procesables por software de general aplicación, debiendo solo pagar los costos directos de la reproducción. Lo mismo se aplicará para los candidatos independientes, respecto de las circunscripciones electorales donde participan.


Solo las personas inhabilitadas podrán conocer, además, la respectiva causal que las inhabilita.


Artículo 32.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de auditado, setenta días antes de una elección o plebiscito. Éste corresponderá al Padrón Electoral con carácter de provisorio, después de ser auditado por las empresas de auditoría a las que se refiere el Título II de esta ley y que ha sido modificado solo como consecuencia de la correcciones sugeridas por las empresas de auditorías en sus informes si las hubiere y que conforme a lo señalado en el artículo 43 de esta ley, sean aceptadas por el Servicio Electoral.


El Padrón Electoral con carácter de auditado podrá ser objeto de reclamación de conformidad a lo establecido en la presente ley.


Junto con este Padrón y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Auditada de Inhabilitados, modificando la anterior en base a las correcciones sugeridas por las empresas de auditorias que haya aceptado, si las hubiere.


El Padrón Electoral con carácter de auditado y la Nómina Auditada de Inhabilitados, deberán ser publicados por el Servicio Electoral en su sitio web con setenta días de antelación a la fecha que deba verificarse una elección o plebiscito.


Serán aplicables al Padrón y la Nómina antes mencionados, las disposiciones señaladas en los incisos tercero, quinto y sexto del artículo anterior.


Artículo 33.- El Servicio Electoral determinará un Padrón Electoral con carácter de definitivo, treinta días antes de una elección o plebiscito. Éste corresponderá al Padrón Electoral con carácter de auditado, que ha sido modificado solo como consecuencia de las reclamaciones acogidas, si las hubiere, de conformidad con lo dispuesto en el Título siguiente.


Junto con este Padrón y dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral elaborará una Nómina Definitiva de Inhabilitados, modificando la anterior en base a las reclamaciones acogidas.


El Servicio Electoral publicará en su sitio web, con al menos treinta días de anticipación a la fecha en que deba verificarse una elección o plebiscito, el Padrón Electoral con carácter de definitivo, que contiene la nómina de electores con derecho a sufragio en la respectiva elección o plebiscito y la Nómina Definitiva de electores Inhabilitados.


Serán aplicables al Padrón y la Nómina antes mencionados, las disposiciones señaladas en los incisos tercero, quinto y sexto del artículo 31. 


Artículo 34.- El Servicio Electoral deberá publicar en su sitio web, las modificaciones efectuadas al Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados que provengan de las reclamaciones acogidas en conformidad a esta ley, o de las correcciones sugeridas por las empresas de auditoría que hayan sido aceptadas por el Servicio.


Artículo 35.- Para la segunda votación de la elección presidencial que se realice en virtud del inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, se utilizará el mismo Padrón Electoral de la primera votación.


Cuando deba repetirse la elección presidencial, en virtud de ocurrir alguna de las circunstancias contempladas en los incisos cuarto del artículo 26 o segundo del artículo 28 de la Constitución Política de la República, se utilizará el mismo Padrón Electoral de la primera votación de la elección que no pudo perfeccionarse, ya sea por fallecimiento de un candidato para la segunda votación o por impedimento absoluto del presidente electo para tomar posesión del cargo.

Artículo 36.- El Servicio Electoral, en la misma oportunidad en que debe determinar el Padrón Electoral con carácter de definitivo, deberá confeccionar los Padrones de Mesa que se utilizarán en la respectiva elección o plebiscito.


A cada Mesa Receptora de Sufragios le corresponderá un Padrón de Mesa.


Cada Padrón de Mesa contendrá una nómina, ordenada alfabéticamente, de las personas habilitadas para votar en la Mesa Receptora de Sufragios respectiva.


Los Padrones de Mesa contendrán los nombres y apellidos de cada elector y su número de rol único nacional.


Cada elector podrá figurar solo en un Padrón de Mesa y una vez en él.


Artículo 37.- Veinte días antes de la elección o plebiscito, el Servicio Electoral en forma gratuita pondrá a disposición de los partidos que participan en la elección o plebiscito, un listado impreso de cada Padrón de Mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Igual información deberá entregarse a los candidatos independientes respecto de las circunscripciones electorales donde participan.

Párrafo 2°

De las Auditorias


Artículo 38.- El Registro Electoral, el Padrón Electoral con carácter de provisorio y la Nómina Provisoria de Inhabilitados serán sometidos a un proceso de auditoria con el objeto de revisar y determinar si contienen los antecedentes dispuestos por la ley. También se revisarán los procedimientos, sistemas de información, mecanismos de control y programas computacionales utilizados en su elaboración.


Artículo 39.- Las auditorias serán practicadas por dos empresas independientes de auditoria externa, de niveles equivalentes, inscritas en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, las cuales deberán cumplir con los requisitos de capacidad, tamaño, confiabilidad y garantía que mediante una norma general emitirá el Consejo del Servicio Electoral.

El presupuesto del Servicio Electoral deberá contemplar los fondos necesarios para financiar los procesos de auditorías.


Artículo 40.- La selección de las empresas de auditoria, se realizará a través de una licitación pública a la cual deberá convocar el Servicio Electoral, conforme a las bases que elaborará su Consejo.


El Consejo del Servicio Electoral seleccionará a dos empresas de entre las cuatro que, cumpliendo con las bases de la licitación, hayan efectuado las menores ofertas económicas por sus servicios. En caso de haber menos de cuatro, la selección se circunscribirá a todos ellos.


Las dos empresas de auditoría serán seleccionadas por la unanimidad de los Consejeros del Servicio Electoral. A falta de unanimidad la selección se hará en una sola votación, teniendo cada Consejero derecho a votar solo por una de las candidatas. Quedarán seleccionadas las empresas que obtuvieren las dos más altas mayorías.


Las empresas serán seleccionadas por un período de ocho años. Dentro de ese período sus servicios podrán ser revocados solo por resolución del Tribunal Calificador de Elecciones, a petición fundada de la unanimidad del Consejo del Servicio Electoral, o por acuerdo del Senado.


Artículo 41.- Las empresas de auditoria deberán revisar anualmente y emitir un informe que contendrá su opinión, sobre los procedimientos, sistemas de información, mecanismos de control y programas computacionales del Servicio Electoral, destinados a la inscripción de los electores en el Registro Electoral y a la confección del Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados. Dicho informe deberá señalar la capacidad de ellos de poder cumplir las funciones para la cual están requeridos, sus errores, si los hubiere, y los factores de riesgo que pudieran  afectar su correcto funcionamiento. El informe deberá contener también sugerencias respecto a la solución de los problemas detectados.


En los años que correspondan elecciones generales, el informe deberá ser emitido doscientos diez días antes de la elección.


Artículo 42.- Determinado el Padrón Electoral con carácter de provisorio y la Nómina Provisoria de Inhabilitados conforme al artículo 31 de esta ley, las empresas de auditoria procederán a su revisión, que tendrá por objeto entregar una opinión respecto de si ellos cumplen con lo dispuesto en la ley. Terminada la revisión, elaborarán un informe, que deberá ser emitido ochenta días antes de la elección o plebiscito, y contendrá, al menos, un detalle de los errores encontrados con indicación de una sugerencia respecto de cómo pueden ser subsanados, y los demás comentarios u observaciones que los auditores estimen procedentes.


Artículo 43.- El Consejo del Servicio Electoral analizará los informes de auditoría y realizará las correcciones que estime pertinentes. Lo anterior constará en un acta que será publicada en la página web de dicho organismo.


Cumplido lo anterior, el Consejo del Servicio determinará el Padrón Electoral con carácter de auditado y la Nómina Auditada de Inhabilitados, conforme al artículo 32.


Artículo 44.- Todos los informes de las empresas de auditoria serán públicos, salvo respecto de las causales de inhabilidad. El informe deberá ser entregado al Consejo del Servicio Electoral, al Senado, a la Cámara de Diputados, a los Partidos Políticos, a los Tribunales Electorales Regionales y al Tribunal Calificador de Elecciones, en la misma oportunidad.


Artículo 45.- Las empresas de auditoria deberán efectuar sus funciones con total independencia entre ellas. En consecuencia, no podrán compartir sus antecedentes, consultarse entre sí, tomar acuerdos, coordinar o efectuar trabajos en forma conjunta, ni externalizar parte de las funciones encargadas con los mismos terceros.


Artículo 46.- El Servicio Electoral deberá poner a disposición de las empresas de auditoria todos sus registros, físicos y computacionales y demás antecedentes que en opinión de ellas sean necesarios para realizar sus informes. El Servicio de Registro Civil e Identificación y los demás organismos señalados en los artículos 15 al 20, deberán poner a disposición de las empresas de auditoria, la misma información que hubieren entregado al Servicio Electoral, cuando exista disconformidad entre los datos electorales y el Padrón Electoral.


Las empresas de auditoría deberán mantener reserva o secreto, según corresponda, de la información, datos y antecedentes que se les proporcione en virtud de este artículo, siendo público solamente los resultados de su auditoría.

TÍTULO III

DE LAS RECLAMACIONES


Artículo 47.- La persona que estimare que injustificadamente fue omitida del Padrón Electoral con carácter de Auditado, publicado conforme al artículo 32, podrá reclamar de este hecho, por escrito o verbalmente, dentro de los diez días siguientes a la publicación, ante el Tribunal Electoral Regional de su domicilio electoral, que conocerá del asunto.


En el mismo plazo, los Partidos Políticos, candidato independiente y cualquier otra persona, podrán presentar reclamaciones ante el mismo Tribunal, respecto de electores injustificadamente omitidos de este Padrón Electoral. Cuando estas reclamaciones involucren a más de un elector, serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones, en única instancia.


El Tribunal resolverá con los antecedentes que el interesado le suministre, previo informe del Servicio Electoral, el cual deberá ser emitido dentro del plazo de cuatro días de requerido. El Tribunal deberá fallar, con o sin informe, dentro del plazo de diez días, contados desde la fecha de la presentación del reclamo.


El Tribunal ordenará la incorporación del reclamante o electores afectados al padrón electoral en los casos en que hubiere lugar a ella.


Las sentencias de los Tribunales Electorales Regionales, serán apelables por el requirente o por el Servicio Electoral dentro del plazo de tres días, contados desde la fecha de su incorporación en el Estado Diario del respectivo Tribunal, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, el cual deberá fallar dentro de un plazo de cinco días de presentada la apelación.


Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, la comunicará inmediatamente al Servicio Electoral, el cual procederá a cumplirla sin más trámite.

Artículo 48.- Dentro de los diez días siguientes a la publicación del Padrón Electoral con carácter de Auditado, señalado en el artículo 32, cualquiera persona natural, partido político o candidato independiente podrá pedir al Tribunal Electoral Regional correspondiente al domicilio electoral del impugnado, la exclusión de quien figure en el Padrón Electoral en contravención a la ley.


Cuando estas reclamaciones involucren a más de un elector, serán conocidas por el Tribunal Calificador de Elecciones en única instancia.


No procederá solicitar la exclusión del padrón electoral respecto de un candidato cuya aceptación de candidatura se encuentre ejecutoriada.


La solicitud deberá ser acompañada de una boleta de depósito en arcas fiscales. El monto del depósito deberá ser igual o mayor a un cuarto de una unidad tributaria mensual, e igual o menor a cien unidades tributarias mensuales, según lo determine el Tribunal.


El Tribunal citará dentro de cinco días al reclamante y a la persona o personas cuya exclusión se pide, las que no estarán obligadas a asistir, pudiendo concurrir con todos sus medios de prueba. Para este efecto, el reclamante deberá notificar personalmente o por cédula a la persona o personas reclamadas en el domicilio señalado en el Padrón. Si la persona reclamada o alguna de ellas hubiesen cambiado de domicilio, se le notificará por medio de un aviso que se publicará a costa del recurrente en un diario de los de mayor circulación en la localidad a que corresponda dicho domicilio.


En caso de que la reclamación afectare a un considerable número de personas o que el número de reclamos fuera muy elevado, podrá el Tribunal ordenar que la citación se haga por medio de un aviso que se publicará, a costa del reclamante, en un diario de los de mayor circulación en la localidad que corresponda. Además, señalará diversas audiencias para oírlos, las cuales deberán celebrarse dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de ingreso del reclamo correspondiente.


La audiencia tendrá lugar con las partes que concurran. Si ninguna de ellas compareciere, el Tribunal resolverá con el mérito de los antecedentes que se presenten.


No se admitirán incidentes dilatorios en la tramitación de estos reclamos.


Los Tribunales resolverán con los antecedentes que el interesado o él o los afectados le suministren, previo informe del Servicio Electoral, el cual deberá ser evacuado a más tardar al cuarto día de ser solicitado.


La resolución judicial se expedirá dentro de los cinco días siguientes a la audiencia y se notificará a las partes por el Estado Diario.


Las sentencias de los Tribunales Electorales Regionales, serán apelables por el requirente, él o los afectados y el Servicio Electoral, dentro del plazo de tres días, contados desde la fecha de incorporación en el Estado Diario del Tribunal, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, quien deberá resolver la apelación dentro del plazo de cinco días.


Ejecutoriada la sentencia que ordena la exclusión, será notificada al Servicio Electoral para que efectúe la cancelación correspondiente.


Artículo 49.- Los informes de las empresas de auditoria tendrán ante los tribunales el valor de un informe de peritos.

TITULO IV

DE LAS CIRCUNSCRIPCIONES ELECTORALES


Artículo 50.- Las Circunscripciones Electorales son la unidad territorial electoral básica, formada por todo o parte del territorio comunal. En cada circunscripción electoral se determinarán Mesas Receptoras de Sufragios las que deberán funcionar en el territorio jurisdiccional de la circunscripción.


El Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá crear circunscripciones electorales cuando circunstancias tales como la cantidad de población, las dificultades de comunicación con la sede comunal, las distancias excesivas o la existencia de diversos centros poblados de importancia, lo hagan aconsejable.


La resolución determinará el territorio jurisdiccional de las nuevas circunscripciones y se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva y, si allí no lo hubiere, en el correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias lo requieran.


El Servicio Electoral, por resolución fundada, podrá cancelar una circunscripción electoral cuando circunstancias tales como la cantidad de población o dificultades para sufragar lo hagan aconsejable. En este caso, deberá asignar a los electores a la circunscripción más cercana incorporándolos a una mesa receptora de sufragio de conformidad al artículo 12 y efectuando la comunicación señalada en el artículo 7° inciso primero, de esta ley.

TÍTULO V

DE LAS SANCIONES

Párrafo 1°

De los procedimientos judiciales por faltas y delitos contemplados en esta ley


Artículo 51.- Los delitos o faltas electorales se regirán por las disposiciones de la presente ley y, supletoriamente, por el Código Penal.


Cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, podrá deducir querella para la investigación de los delitos sancionados en esta ley.


Artículo 52.- No procederá el indulto particular en favor de los condenados en virtud de esta ley.

Párrafo 2°

De las sanciones


Artículo 53.- Sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales:


1.- El que al momento de solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, suplantare a otra persona; 


2.- El que proporcionare datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento;


3.- El que ocultare, sustrajere o destruyere una solicitud de cambio de domicilio, un Libro de Actas, o una solicitud de acreditación de avecindamiento o los antecedentes que la acompañan; y


4.- El que use para fines comerciales los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.


Artículo 54.- Sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos:


1.- El que maliciosamente altere la información contenida en el Registro Electoral, en el Padrón Electoral, en los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragio, en las Nóminas de Inhabilitados y en los antecedentes del Servicio de Registro Civil e Identificación y cualquier otro antecedente que pueda ser usados para conformar el Registro Electoral y sus actualizaciones; 


2.- El que maliciosamente modifique el domicilio electoral informado por los electores al recibir solicitudes de éstos o cuando lo informen al obtener o renovar su cedula de identidad; 


3.- El que incite u organice a electores para proporcionar datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral; y


4.- El que comercialice los datos del Registro Electoral o Padrón Electoral.


Artículo 55.- Si los delitos señalados en el artículo precedente son cometidos por un funcionario público, se les aplicarán las penas asignadas a los referidos delitos, aumentadas en un grado, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos.


Artículo 56.- El que por negligencia extraviare documentos, solicitudes de cambio de domicilio electoral, solicitudes de acreditación de avecindamiento o libros de actas que se le hubieren confiado o destruyera información computacional que contenga antecedentes del Registro Electoral o del Padrón Electoral y de los Padrones de Mesas Receptoras de Sufragios, sufrirá la pena de prisión en su grado máximo.


Si en la desaparición de estos efectos mediare dolo, los autores del hecho sufrirán la pena de presidio menor en su grado mínimo, multa de una a tres unidades tributarias mensuales e inhabilitación absoluta y perpetua para ejercer cargos y oficios públicos.


2) Reemplázase la numeración del actual Título IV por la de Título VI y la de los artículos 87, 88 y 89 por 57, 58 y 59. Además reemplázase el actual artículo 90, que pasa a ser artículo 60:


“Artículo 60.- Corresponderá al Servicio Electoral ejercer las siguientes funciones:


a) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente;


b) Formar, mantener y actualizar el Registro Electoral;


c) Determinar el Padrón Electoral y la Nómina de Inhabilitados en los términos señalados en esta ley;


d) Ordenar y resolver directamente sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral;


e) Resolver respecto de las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento que se le presenten;


f) Solicitar la colaboración y antecedentes que sean necesarios, de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia;


g) Disponer la compra de los programas y equipos computaciones que utilizará en el cumplimiento de sus funciones, y los sistemas de mantención, protección y actualización de éstos; y


h) Las demás que esta u otras leyes establezcan.”.


3) Agrégase un nuevo artículo final al párrafo 1° del actual Titulo IV que pasa a ser VI:


“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo corresponderá la dirección superior del Servicio y la dirección administrativa al Director.”.

“Párrafo 2°

Del Consejo Directivo del Servicio Electoral


Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros  en ejercicio. El Presidente formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.


Los consejeros durarán ocho años en sus cargos y podrán ser designados para otro período, por una sola vez, en la forma prevista en el inciso precedente. Se renovarán por parcialidades cada cuatro años.


Los consejeros elegirán de entre ellos un Presidente por mayoría de votos. En caso de ausencia o impedimento temporal, el Presidente será subrogado por el consejero que en el acto se elija. Si no se lograre mayoría, en ambos casos, se procederá por sorteo. 


El Presidente del Consejo durará cuatro años en el cargo y podrá ser reelegido por una sola vez. El Presidente subrogante ejercerá el cargo mientras dure la ausencia o impedimento de aquél.


En caso de que un consejero cesare en su cargo por cualquier causa, se designará un nuevo consejero de conformidad con el inciso primero, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que tuvo lugar el hecho o circunstancia que ocasionó el cese. El nuevo consejero desempeñará su cargo hasta completar el período del consejero reemplazado.


Si el que cesare fuere el Presidente del Consejo, se procederá a la elección de su reemplazante una vez que se haya provisto su cargo de consejero. El nuevo Presidente desempeñará el cargo hasta completar el período del cesado.


Artículo 63.- Para ser designado Consejero del Servicio será necesario, además de cumplir con los requisitos generales para ocupar cargos públicos, poseer título profesional de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, acreditar experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado y no haber desempeñado cargos de representación popular, de Ministro de Estado, de Subsecretario, de Intendente, de Gobernador o de dirigente de partido político en los cinco años anteriores a su designación.


Tampoco podrán ser Consejeros, las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


Los Consejeros no podrán estar afiliados a partidos políticos mientras ejerzan su cargo.


La función de Consejero no es delegable y se ejerce colectivamente, en sala legalmente constituida.


Artículo 64.- Los Consejeros tendrán derecho a ser informados plena y documentadamente y en cualquier tiempo, por el Director o quien haga sus veces, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio. Además, tendrán derecho a revisar el Registro Electoral y los padrones electorales, con la sola limitación de no afectar el funcionamiento del Servicio.


Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a 30 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 120 unidades de fomento por mes calendario.


El Presidente del Consejo o quien le subrogue, percibirá igual dieta, aumentada en un 50%.


Artículo 65.- Son causales de cesación en el cargo de Consejero, las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado. Sin perjuicio de ello, éste será prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante;


b) Haber cumplido los 75 años de edad;


c) Renuncia, aceptada por el Presidente de la República;


d) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo;


e) Alguna causal de inhabilidad sobreviniente. El Consejero que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar el cargo, cesará automáticamente en él; y


f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como Consejero. Serán faltas graves la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a seis sesiones del Consejo, ordinarias o extraordinarias, durante un semestre calendario.


La existencia de las causales establecidas en las letras d) y e), si hubiere discusión sobre la sobreveniencia de la inhabilidad, y f) precedentes, serán declaradas por el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo o del Ministro del Interior en el caso de la letra f), o de cualquier persona en el caso de la letra e). El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa.


Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se decretará autos en relación y la causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra d), el Tribunal, como medida para mejor resolver, podrá decretar informe pericial.


Los Consejeros y el Director tendrán el carácter de ministro de fe en las actuaciones que las leyes le encomienden.


A los Consejeros y al Director les será aplicable lo señalado en el N° 2 del artículo 50 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 66.- El Consejo sesionará, a lo menos, con cuatro de sus miembros en ejercicio. Presidirá las sesiones el Presidente del Consejo.


El Consejo podrá sesionar en forma ordinaria o extraordinaria.


Son sesiones ordinarias aquellas que determine el propio Consejo para días y horas determinadas, en ellas se tratarán todas las materias que el Presidente incluya en la tabla respectiva, la que deberá ser comunicada a los consejeros con no menos de 24 horas de anticipación a la fecha de la sesión.


Por cada mes el Consejo deberá sesionar en forma ordinaria no menos de una vez y no más de tres veces.


Son sesiones extraordinarias aquellas en que el Consejo es convocado especialmente para conocer de modo exclusivo las materias que motivan la convocatoria. Estas sesiones serán convocadas por su Presidente, cuando exista algún asunto urgente que requiera del conocimiento del Consejo, o cuando así sea solicitado a éste, por requerimiento escrito de dos Consejeros. La citación a sesión extraordinaria deberá hacerse con una anticipación no inferior a 48 horas y contendrá expresamente las materias a tratar.


Los acuerdos requerirán del voto favorable de, a lo menos, cuatro Consejeros. Si el Consejo no lograra el anterior quórum, deberá dejar constancia pública de su desacuerdo y las razones fundadas de las partes, convocando el Presidente del Consejo a una nueva sesión que deberá realizarse no antes de cuatro días ni después de quince, siempre que este último plazo no altere el cumplimiento de un plazo legal, donde deberá resolverse el desacuerdo con el voto conforme de, a lo menos, tres de sus miembros.


En todo caso, se requerirá siempre del voto conforme de, al menos, cuatro Consejeros para tomar los acuerdos señalados en la letra h) del artículo 67.


El Servicio no podrá celebrar actos o contratos en los que uno o más Consejeros tengan interés por sí o como representantes de otra persona. Se presume que existe interés directo de un Consejero en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño directo, o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.


De toda deliberación y acuerdo del Consejo se deberá dejar constancia en un libro de actas. El acta deberá ser firmada por todos los Consejeros que hubieren concurrido a la sesión.


Artículo 67.- Corresponderá al Consejo:


a) Designar a los miembros de las Juntas Electorales según propuesta del Director;


b) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables al Servicio y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento;


c) Aprobar la propuesta del presupuesto del Servicio efectuada por el Director;


d) Supervisar los actos del Director y Subdirector;


e) Dar instrucciones generales sobre la aplicación de las normas electorales para su ejecución por los organismos establecidos en ellas;


f) Aprobar los Padrones Electorales y la Nomina de Electores Inhabilitados, a los que se refiere esta ley;


g) Aprobar las bases para llamar a la licitación de las empresas de auditoria, seleccionarlas y conocer de sus informes;


h) Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral. La designación se hará a partir de una quina propuesta para el cargo por el Consejo de la Alta Dirección Pública, en conformidad a las normas del Título VI de la ley 19.882; y


i) Las demás que le señale la ley o sobre las que deban pronunciarse en virtud de sus funciones o atribuciones.

Párrafo 3°

Del Director del Servicio Electoral


Artículo 68.- El Director del Servicio Electoral, será el representante legal del servicio y el Jefe Superior de éste. Le corresponderán especialmente las siguientes funciones:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Directivo;


b) Planificar, organizar, dirigir y coordinar el funcionamiento del Servicio de conformidad con las directrices que defina el Consejo Directivo;


c) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento del Servicio, previo acuerdo del Consejo Directivo;


d) Nombrar al personal del Servicio y poner término a sus servicios, de conformidad a las normas estatutarias;


e) Ejecutar los actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio;


f) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios del Servicio;


g) Representar al Servicio Electoral tanto judicial como extrajudicialmente;


h) Llevar el Registro de Partidos Políticos, actualizado por regiones y ejercer las demás atribuciones y funciones que le encomienden la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos u otras leyes;


i) Celebrar con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, convenios especiales para la ejecución de estudios, investigaciones o programas, que tengan por objeto el mejor cumplimiento o la difusión de los fines del Servicio;


j) Convocar a propuestas públicas o privadas, aceptarlas o rechazarlas;


k) Dictar las resoluciones generales y particulares necesarias para el ejercicio de sus atribuciones;


l) Contratar personal para labores transitorias cuando por necesidades del Servicio así se requiera, conforme a las normas del Código del Trabajo o sobre la base de  honorarios;


m) Ejercer las demás funciones que le sean delegadas por el Consejo Directivo; y


n) Ejercer las demás funciones que le encomienda esta u otras leyes.


Artículo 69.- El Director y Subdirector tendrán derecho a asistir a las sesiones de Consejo con derecho a voz.


Artículo 70.- Al Director y al Subdirector les serán aplicables las inhabilidades, prohibiciones e incompatibilidades aplicables a los Consejeros.

Párrafo 4°

Del personal del Servicio Electoral


Artículo 71.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Electoral, estarán obligados a mantener reserva acerca de los antecedentes, informaciones o documentos que conozcan en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las publicaciones que deban efectuarse y de las informaciones que pueda proporcionar dicho Servicio en conformidad a la ley.


Ni el personal del Servicio, ni las personas que a cualquier título desempeñen alguna función en él, podrán militar en partidos políticos, ni participar en o adherir a reuniones, manifestaciones, asambleas, publicaciones o cualquier otro acto que revista un carácter político-partidista o de apoyo a candidatos a cargos de representación popular. Tampoco podrán participar de modo similar con ocasión de los actos plebiscitarios.


Toda contravención a este artículo se sancionará con las penas contenidas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880, en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.


5) Sustitúyase el actual artículo 99, que pasa a ser 72, del Título V que pasa a ser VII, por el siguiente:

“Artículo 72.- Los Partidos Políticos, candidatos independientes y demás entidades o personas que de acuerdo a la ley tengan acceso a la información contenida en el Registro Electoral, Padrón Electoral y Nómina de Inhabilitados, deberán actuar responsablemente en su manejo, debiendo responder civil y penalmente, según corresponda, y en conformidad a lo que establezca la ley.”.


6) Agrégase un nuevo artículo 73:

“Artículo 73.- Todos los plazos a que se refiere esta ley serán de días corridos.”.


Artículo 2º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Agréguese al final del artículo 1° la siguiente oración, pasando el punto final a ser punto seguido:


“Además establece y regula las Juntas Electorales.”


2) Sustitúyase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Las declaraciones de candidaturas deberán efectuarse por escrito, para cada acto eleccionario, ante el Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere, quien les pondrá cargo y otorgará recibo.


Las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de cada partido político o de los partidos que hubieren acordado un pacto electoral o por a lo menos cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando la nómina a que se refiere el artículo 11. En todo caso, será acompañada por una declaración jurada del candidato, o de un mandatario designado especialmente al efecto por escritura pública, en la cual señalará cumplir los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a las inhabilidades. La declaración jurada deberá ser acompañada sólo por los antecedentes que acrediten los estudios del candidato cuando corresponda en los términos que disponga el Servicio Electoral. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante el oficial del Registro Civil correspondiente a la comuna donde resida el candidato.


La declaración de candidatura podrá presentarse en un acto separado por cada candidato.


Ningún candidato podrá figurar en más de una declaración en elecciones que se celebren simultáneamente.”.

3) Sustitúyase el inciso cuarto del artículo 3 bis, por el siguiente:


“El pacto electoral deberá formalizarse ante el Director del Servicio Electoral, antes del vencimiento del plazo y en forma previa a las declaraciones de candidaturas, mediante la presentación de una declaración suscrita por los Presidentes y Secretarios de los partidos políticos integrantes del pacto, que deberá indicar la decisión de concurrir en lista conjunta en una elección de Parlamentarios y que existe afinidad entre sus declaraciones de principios.”.


4) Sustitúyase el inciso segundo del artículo 6, por el siguiente:


“Tratándose de las declaraciones de candidaturas a Presidente de la República, éstas solo podrán hacerse hasta las veinticuatro horas del nonagésimo día anterior a aquél en que deba realizarse la primera o única votación, o hasta los treinta días siguientes a la convocatoria que se realice para una repetición de la elección presidencial, en virtud de ocurrir alguna de las circunstancias contempladas en los incisos cuarto del artículo 26 o segundo del artículo 28, de la Constitución Política de la República.”.


5) Sustitúyase los incisos primero y segundo del artículo 11, por los siguientes:


 “El patrocinio de candidaturas independientes deberá suscribirse ante cualquier notario por ciudadanos con derecho a sufragio que declaren bajo juramento o promesa no estar afiliados a un partido político legalmente constituido o en formación, y cuyos domicilios electorales registrados en el Registro Electoral corresponda al distrito o circunscripción senatorial, según se trate de elecciones de Diputados o Senadores. Será notario competente cualquiera del respectivo territorio.


La nómina de patrocinantes deberá señalar en su encabezamiento el nombre del candidato y el acto electoral de que se trate. A continuación, deberá dejarse expresa constancia del juramento a que se refiere el inciso anterior y de los siguientes antecedentes: primera columna, numeración correlativa de todos los ciudadanos que la suscriban; segunda columna, sus apellidos y nombres completos; tercera columna, número de la cédula nacional de identidad; cuarta columna, indicación de su domicilio electoral, con mención de la comuna; quinta columna, firma del elector o su impresión dactiloscópica, si no pudiere firmar, la que se estampará en línea enfrentando los datos de su filiación personal.”.


6) Reemplázase en el artículo 13, la expresión “inscritos en cualquier parte del territorio nacional” por “habilitados para ejercer el derecho a sufragio”.


7) Sustitúyase el artículo 17, por el siguiente:


“Artículo 17.- El Consejo del Servicio Electoral, dentro de los diez días siguientes a aquel en que venza el plazo para declaración de candidaturas, deberá aceptarlas o rechazarlas. Para tal efecto dictará las resoluciones respectivas que se publicarán dentro de tercer día en el Diario Oficial.


El Consejo del Servicio Electoral deberá rechazar las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los artículos 25, 48 y 50 de la Constitución Política de la República, o que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en el artículo 57 de la Constitución. Asimismo, rechazará las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los Párrafos 1° a 3° de este Título.”.


8) Agréguese en el artículo 19 el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto respectivamente:


“Si el rechazo de la candidatura por parte del Servicio Electoral conforme al artículo 17, se hubiere fundado en no ser el candidato declarado ciudadano con derecho a sufragio, y el fallo del Tribunal hubiere ordenado su inscripción como candidato, el Servicio Electoral deberá también incorporar al candidato dentro del padrón de electores. Si, por el contrario, el Tribunal rechazare una candidatura aceptada por el Servicio Electoral, al considerar que el candidato no es ciudadano con derecho a sufragio, el Servicio Electoral deberá excluir al candidato del padrón de electores”.


9) Deróguese el artículo 21.


10) Reemplácese en el inciso primero del artículo 27, la expresión “Director del” por el vocablo “El”.


11) Elimínese en el artículo 29 el inciso tercero y sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:


“El Servicio Electoral entregará a los partidos políticos, a los pactos electorales y a los candidatos independientes, el número de facsímiles de las cédulas con las cuales se sufragará que determine el Servicio. La entrega se hará dentro del plazo señalado en el inciso anterior.”.


12) Deróguese el Artículo 34.


13) Reemplázase el artículo 37, por el siguiente:


“Artículo 37.- El Servicio Electoral podrá fusionar aquellas mesas receptoras de sufragios que tengan menos de ciento setenta y cinco electores habilitados para votar al momento de determinarse el padrón electoral, con una o más mesas receptoras de sufragio de la misma circunscripción electoral, con el objeto de que funcionen conjuntamente como si fueran una sola mesa, siempre que el resultado de dicha fusión no signifique que la mesa resultante supere el número de trescientos cincuenta electores habilitados para votar.


En este caso existirá un solo padrón de la mesa fusionada y se ordenará alfabéticamente.


La nueva mesa se identificará con los números de las mesas que se fusionaron separados por guiones.”


14) Sustitúyase el artículo 38, por el siguiente:


“Artículo 38.- Cada Mesa Receptora se compondrá de cinco vocales elegidos de entre los inscritos en el Padrón de Mesa respectivo.”


15) Intercálese en el inciso primero del artículo 40, entre las expresiones “representación popular;” y “los Ministros de Estado”, la expresión “las personas a cargo de los trabajos electorales que señala el artículo 7 de esta ley;”.


16) Reemplácese en el inciso primero del artículo 40 la expresión “los jueces letrados y los de Policía Local” por la expresión “los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de Policía Local;”.


17) Reemplácese el inciso segundo del artículo 40 por el siguiente:


“Si por las causales anteriores no fuere posible integrar la Mesa, se constituirá con ciudadanos que figuren en los Padrones de Mesas correspondientes a mesas contiguas.”.


18) Sustitúyase el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.- Se designarán tres vocales de las Mesas Receptoras de Sufragios con ocasión de la elección de diputados y senadores, y dos con ocasión de la elección de alcaldes y concejales. Podrá designarse un número superior, si se trata de una mesa nueva, o si alguno de los designados para elecciones anteriores que deba continuar ejerciendo esta función se hubiera cambiado de Circunscripción Electoral o hubiera perdido el derecho a sufragio.


Para proceder a la designación de vocales, a partir del cuadragésimo quinto día anterior a la elección, cada uno de los Miembros de la Junta Electoral escogerá diez nombres, que deberán corresponder a diez ciudadanos con derecho a sufragio, que aparezcan en la nómina por mesa receptora de sufragio del padrón electoral con carácter de auditado, señalado en el artículo 32 de la ley N° 18.556, que el Servicio Electoral pondrá a disposición de la Junta. Si la Junta funcionare con dos miembros cada uno elegirá quince nombres.

Al efectuar esta selección, cada miembro de la Junta Electoral deberá preferir a aquellas personas que puedan presumirse más aptas para desempeñar las funciones de vocales de Mesas y a los que no hubieran ejercido igual función durante los cuatro años anteriores.


Escogidos los nombres, la Junta Electoral procederá a confeccionar para cada Mesa Receptora una nómina en la que se asignará a cada uno de los nombres propuestos, ordenados alfabéticamente, un número correlativo del uno al treinta.


En sesión pública que se realizará en la oficina del Secretario, a las catorce horas del trigésimo día anterior a la fecha de la elección o plebiscito, las Juntas Electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros números, según corresponda, sirvan para individualizar en cada nómina a las personas que se desempeñarán como vocales de las Mesas Receptoras, y los siguientes, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como reemplazantes.”.


19) Elimínese en el inciso primero del artículo 42 la expresión “comenzando por las de varones,”.


20) Reemplázase el inciso primero del artículo 43, por el siguiente:


“Artículo 43.- El Secretario de la Junta Electoral publicará la nómina completa de los vocales designados para cada Mesa Receptora de la respectiva elección. Respecto de todos ellos se indicarán solo los apellidos y sus dos primeros nombres, en un diario o periódico el vigésimo segundo día anterior a la elección o plebiscito, o, si ese día no circulare el periódico en que deba publicarse, en la primera ocasión posterior a esa fecha en que esto ocurra, y fijará en su oficina una copia autorizada de ella a la vista del público.”


21) Sustitúyase el artículo 47, por el siguiente:


“Artículo 47.- Los vocales sorteados por las Juntas Electorales para las Mesas Receptoras ejercerán dicha función durante cuatro años, actuando en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta antes de la próxima elección ordinaria para la cual fueron sorteados. Con todo, los vocales sorteados por las Juntas Electorales que les corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el solo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.”.


22) Incorporase el siguiente artículo 47 bis, nuevo:


“Artículo 47 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocal de Mesa Receptora de Sufragio un bono equivalente a la suma de dos tercios de Unidad de Fomento, por cada acto electoral en el que participen.


Dicho bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Este bono se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto.


Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77 de esta ley, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en el acto electoral respectivo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.


23) Modifícase el artículo 49 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “a las catorce horas del último día sábado que preceda al tercer” por “a las quince horas del”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“El Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales respecto de las funciones y atribuciones que deberán ejercer el día de la elección fomentando, especialmente, la aplicación de criterios objetivos y homogéneos en ellas. La asistencia a dicha capacitación será voluntaria.”.”.


24) Reemplázase el inciso segundo del artículo 52 por el siguiente:


“El Secretario de la Junta Electoral requerirá de la Comandancia de Guarnición respectiva, a lo menos con sesenta días de anticipación a la audiencia, un informe sobre los locales estatales o privados que sean más adecuados para el expedito funcionamiento de las Mesas, la instalación de cámaras secretas y la mantención del orden público. Sin perjuicio de su informe escrito, el jefe aludido podrá, personalmente o representado por quien él designe, asistir a la audiencia de la Junta y proponer otros locales. La asignación de las Mesas que corresponderán a cada local se hará tratando de mantener, en la medida que ello sea posible, la misma asignación de las elecciones anteriores.”.


25) Sustitúyase el artículo 54, por el siguiente:


“Artículo 54.- A partir de las catorce horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito, en cada recinto de votación iniciará sus funciones una Oficina Electoral dependiente de la respectiva Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta. Esta nominación, que se entenderá subsistente para el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, deberá recaer preferentemente en un Notario Público, Secretario de Juzgado de Letras o Secretario Abogado de Policía Local, Receptor Judicial, Auxiliar de la Administración de Justicia u otro ministro de fe. En ningún caso podrá recaer en funcionarios Municipales o dependientes directa o indirectamente de Corporaciones Municipales. Estos delegados podrán hacerse asesorar por el personal necesario para el funcionamiento de la oficina, con cargo al Servicio Electoral y de acuerdo con las instrucciones que el Servicio imparta. Este personal percibirá un bono diario equivalente a media Unidad de Fomento.


El delegado tendrá derecho a un bono total equivalente a cinco Unidades de Fomento por todas las tareas realizadas con ocasión de las elecciones y plebiscitos que se realicen en un mismo acto electoral. Se considerará para estos efectos como otro acto electoral, la segunda votación realizada, conforme al inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.


A estos bonos le será aplicable lo señalado en el inciso segundo del artículo 47 bis.


Las Oficinas Electorales funcionarán no menos de cuatro horas durante el segundo día anterior a la elección o plebiscito; desde las nueve horas y hasta al menos las dieciocho horas el día anterior a la elección o plebiscito; y desde las siete horas y hasta completar todas sus funciones en el día de la elección o plebiscito.


Corresponderá al delegado de la Junta Electoral, sin perjuicio de las demás tareas que señala esta ley:


1) Informar a los electores sobre la mesa en que deberán emitir el sufragio. Para estos efectos deberá contar con medios expeditos para la atención de las consultas de los electores de toda la Circunscripción Electoral, especialmente en lo que tenga relación, con su local de votación y su Mesa Receptora de Sufragios o poder señalar al elector su condición de estar inhabilitado para votar en la elección mencionando la causal;


2) Velar por la debida constitución de las Mesas Receptoras y, cuando corresponda, designar a los reemplazantes de los vocales que no hubieren concurrido conforme al artículo 57;


3) Hacer entrega a los Comisarios de Mesa de los útiles electorales;


4) Instruir a los electores no videntes sobre el uso de la plantilla a que se refiere el artículo 28;


5) Recibir, terminada la votación, los útiles electorales empleados en las mesas y los sobres con las actas de escrutinio que debe entregar al día siguiente al Colegio Escrutador;


6) Requerir el auxilio de la fuerza encargada del orden público.”.


26) Reemplázase el artículo 55, por el siguiente:


“Artículo 55.- El Servicio Electoral pondrá a disposición de la Oficinas Electorales, por intermedio de las Juntas Electorales, los útiles destinados a cada una de las Mesas Receptoras de Sufragios del respectivo local a lo menos el día anterior a la elección o plebiscito.


Para cada Mesa Receptora deberá considerarse el siguiente material:


1) El Padrón de Mesa con la nómina alfabética de los electores habilitados para votar en ella y los datos para identificarlos. Este padrón deberá disponer en la línea de cada elector de un espacio donde se estamparán las firmas o huellas dactiloscópicas de los electores que voten. Este espacio deberá ser de por lo menos tres centímetros de arriba a abajo por cada elector. Además deberá disponer de un espacio para anotar los números de las cédulas electorales. El Padrón de Mesa podrá estar dividido en dos secciones si así lo dispone el Servicio Electoral.


2) Dos ejemplares de la cartilla de instrucciones para uso de la Mesa Receptora de Sufragios, que elaborará el Servicio Electoral;


3) Las cédulas para la emisión de los sufragios en número igual al de los electores que deben sufragar, más un diez por ciento;


4) Cuatro lápices de grafito de color negro y dos lápices pasta de color azul;


5) Un tampón para huella dactilar.


6) Un formulario de acta de instalación;


7) Tres formularios de actas de escrutinio por cada elección o plebiscito y un cuarto de reemplazo en caso de que inutilicen alguno de los anteriores;


8) Un sobre para cada acta de escrutinio que deberá remitirse al Colegio Escrutador;


9) Un sobre para cada acta de escrutinio que deberá remitirse al Tribunal Calificador de Elecciones;


10) Cinco sobres por cada elección o plebiscito que se realice, para colocar las cédulas con que se sufrague. Uno de ellos llevará en su parte exterior la indicación “Votos escrutados no objetados”; otro, “Votos escrutados marcados y objetados”; otro, “Votos nulos y en blanco”; otro, “Talones de las cédulas emitidas”; y el quinto, “Cédulas no usadas o inutilizadas y talones y sellos adhesivos no usados”;


11) El sobre para colocar el Padrón de la Mesa;


12) El o los sobres para guardar el resto de los útiles usados;


13) Formularios de recibos de los útiles electorales y de las actas, que deban entregarse al Delegado de la Junta;


14) Un formulario de minuta del resultado del escrutinio por cada elección o plebiscito;


15) Un ejemplar de esta ley; y


16) Sellos adhesivos.


En los padrones, formularios y sobres se deberá indicar la región y circunscripción, el número de Mesa correspondiente y el sello del Servicio Electoral. Los sobres llevarán, además, la indicación del objeto a que están destinados o de su destinatario.


En la misma oportunidad, el Servicio Electoral remitirá, para uso de los Delegados de las Juntas Electorales, dos ejemplares del Padrón Electoral y de la Nómina de Electores Inhabilitados de toda la Circunscripción Electoral correspondiente y los formularios de recibo de los útiles electorales por parte de los Comisarios.”.


27) Sustituyese el artículo 57, por el siguiente:


“Artículo 57.- A las ocho horas de la mañana del día fijado para la elección o plebiscito se reunirán, en los locales designados para su funcionamiento, los vocales de las Mesas Receptoras de Sufragios.


Las Mesas no podrán funcionar con menos de tres vocales.


Los vocales asistentes que no se encontraren en número suficiente para el funcionamiento de las respectiva Mesa darán aviso inmediato al delegado de la Junta Electoral.


A partir de las nueve horas el delegado procederá a designar los vocales que faltaren hasta completar solo el mínimo necesario para funcionar, de entre los electores alfabetos no discapacitados que deban sufragar en el recinto. Deberá preferir a los electores que voluntariamente se ofrezcan en el orden en que se presenten. A falta de éstos, deberá designar a otros que se encuentren en el recinto, recurriendo al auxilio de la fuerza encargada del orden público si fuera necesario. El delegado deberá haber constituido todas las mesas a más tardar a las diez horas.


Integrada la mesa, los vocales originalmente designados podrán incorporarse a ella, en orden de presentación hasta completar el máximo de cinco, sin que puedan reemplazar a los vocales designados en virtud del inciso anterior y siempre que ello ocurra con anterioridad a las once horas. Del hecho de las incorporaciones y de su hora se dejará constancia en el acta de instalación.


En ningún caso las Mesas podrán integrarse pasadas las doce horas.”


28) Modifíquese el artículo 58 de la siguiente forma:


a) Sustitúyase en el inciso segundo, la expresión “el o los Registros” por “el Padrón de Mesa”.


b) Elimínese los incisos tercero y cuarto.


29) Intercálese en el inciso segundo del artículo 59, después de la expresión “Cumplidos los trámites anteriores,” la frase “y nunca antes de las ocho de la mañana,”.


30) Sustitúyase el artículo 60, por el siguiente:


“Artículo 60.- Son electores, para los efectos de esta ley, los ciudadanos con derecho a sufragio y extranjeros que figuren en los Padrones de Mesa y que tengan cumplidos dieciocho años de edad el día de la votación.


El elector que concurra a votar deberá hacerlo para todas las elecciones o plebiscitos que se realicen en el mismo acto electoral.”


31) Agréguese al final del inciso cuarto del artículo 61, la siguiente frase:


“En ningún caso una misma persona podrá asistir a más de un elector en la misma Mesa Receptora de Sufragios, salvo que se trate de ascendientes o descendientes.”.


32) Sustitúyase el artículo 62, por el siguiente:


“Artículo 62.- El elector chileno entregará al Presidente su cédula nacional de identidad o pasaporte. El elector extranjero su cédula de identidad para extranjeros. Dichos documentos deberán estar vigentes. Ningún certificado u otros documentos podrán reemplazar a los anteriores.


Una vez comprobada la identidad del elector, la vigencia de su cédula de identidad o de su pasaporte, y el hecho de estar habilitado para sufragar en la Mesa, el elector firmará en la línea que le corresponda en el Padrón Electoral de la Mesa o, si no pudiere hacerlo, estampará su huella dactilar del dedo pulgar derecho o, en su defecto cualquier otro dedo, de lo que el presidente dejará constancia al lado de la huella. De la falta de este requisito, se dejará constancia en el Acta, aceptándose que el elector sufrague.”.


33) Reemplázase el inciso primero del artículo 63, por el siguiente:


“Si a juicio de la Mesa existiere disconformidad notoria y manifiesta entre las indicaciones del Padrón de Mesa y la identidad del elector, se recabará la intervención del experto de identificación que habrá en cada local de votación. El experto hará que el elector estampe su huella dactilar derecha al lado de su firma y la cotejará con la estampada en su cédula nacional de identidad o cédula de identidad para extranjeros.”.


34) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 64, la expresión “respectivo cuaderno de firmas” por “Padrón de la Mesa” y la expresión  “votación” por “elección”.


35) Reemplázase el artículo 66, por el siguiente:


“Artículo 66.- Después de haber sufragado y depositadas las cédulas en la urna, se procederá a devolver al elector su cédula nacional de identidad, el pasaporte o su cédula de identidad para extranjeros, según corresponda.”.


36) Sustitúyase en el inciso final del artículo 67, la expresión “numérico de las inscripciones” por “alfabético en el Padrón de Mesa”.


37) Reemplázase el artículo 68, por el siguiente:


“Artículo 68.- A las dieciocho horas del día de la elección, y siempre que no hubiere algún elector que deseare sufragar, el Presidente declarará cerrada la votación, dejando constancia de la hora en el acta. Si hubiere electores con intención de sufragar, la Mesa deberá recibir el sufragio de todos ellos antes de proceder con el cierre de la votación.


Efectuada la declaración de cierre, el Secretario o el vocal en su caso, escribirá en el Padrón de la Mesa, en el espacio destinado para la firma, la expresión “no votó” respecto de los electores que no hayan sufragado.”


38) Modifícase el artículo 71, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyase el numeral 1), por el siguiente:


“1) El Presidente contará el número de electores que hayan sufragado según el Padrón de la Mesa y el número de talones correspondientes a las cédulas emitidas para cada elección o para el plebiscito;”.


b) Reemplázase el numeral 5), por el siguiente:


“5) Serán nulas y no se escrutarán las cédulas en que aparezca marcada más de una preferencia, contengan o no en forma adicional, leyendas, otras marcas o señas gráficas. La Mesa dejará constancia al dorso de ella del hecho de su anulación y de la circunstancia de haberse reclamado por vocales o apoderados de esta decisión.


Se considerarán como marcadas y podrán ser objetadas por vocales y apoderados, las cédulas en que se ha marcado claramente una preferencia, aunque no necesariamente en la forma correcta señalada en el artículo 65, y las que tengan además de la preferencia, leyendas, otras marcas o señas gráficas que se hayan producido en forma accidental o voluntaria, como también aquella emitida con una preferencia pero sin los dobleces correctos. Estas cédulas deberán escrutarse a favor del candidato que indique la preferencia, pero deberá quedar constancia de sus marcas o accidentes en las actas respectivas con indicación de la preferencia que contienen.


Se escrutarán como votos en blanco las cédulas que aparecieren sin la señal que indique una preferencia por candidato u opción del elector, contengan o no en forma adicional, leyendas, otras marcas o señas gráficas;”.


c) Reemplázase el numeral 6), por el siguiente:


“6) Tratándose de una elección de Presidente de la República y de Parlamentarios, se sumarán separadamente los votos obtenidos por cada uno de los candidatos.


En los plebiscitos se sumarán separadamente los votos obtenidos por cada una de las cuestiones sometidas a decisión.


Las operaciones se practicarán por el Presidente, por el Secretario y demás vocales;”.


d) Reemplázase el numeral 7), por el siguiente:


“7) Terminado el escrutinio se llenará la minuta con los resultados, y será firmadas por los vocales colocándose en un lugar visible de la mesa.”.


e) Reemplázase el numeral 8), por el siguiente:


“8) Los vocales, apoderados y candidatos tendrán derecho a exigir que se les certifique, por el Presidente y el Secretario, copia del resultado, lo que se hará una vez terminada las actas de escrutinio.”


39) Sustitúyase el artículo 72, por el siguiente:


“Artículo 72.- Inmediatamente después de practicado cada escrutinio, y en el mismo lugar en que hubiere funcionado la Mesa Receptora se levantarán actas del escrutinio, estampándose separadamente, en letras y en cifras, el número de sufragios que hubiere obtenido cada candidato o cada una de las proposiciones de la cédula para plebiscito, en su caso.


Se dejará constancia de la hora inicial y final del escrutinio y de cualquier incidente o reclamación concerniente a la votación o escrutinio que deseen hacer constar los vocales y apoderados, sin que pueda eludirse por ningún motivo la anotación, bajo las penas que esta ley señala. Se dejará especial testimonio en el acta del cumplimiento de las exigencias del  artículo 71.


El acta de escrutinio se escribirá en tres ejemplares idénticos, los que tendrán para todos los efectos legales el carácter de copias fidedignas, serán firmadas por todos los vocales y los apoderados que lo deseen.


El primer ejemplar del acta quedará en poder del Secretario de la Mesa en sobre cerrado, sellado y firmado por los vocales, por el lado del cierre, para su remisión al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, y dejándose testimonio, en letras, en la cubierta del sobre, de la hora en que el Secretario lo hubiere recibido.


El segundo ejemplar del acta se entregará por el Presidente de la Mesa al Delegado de la Junta Electoral, en sobre dirigido al Colegio Escrutador, cerrado, sellado y firmado por los vocales por el lado del cierre, para que éste lo presente al Colegio en la oportunidad señalada en el artículo 86. El Delegado entregará recibo de su recepción.


El tercer ejemplar del acta, inmediatamente después de llenada, y antes de practicar el escrutinio de otra elección, se entregará por el Comisario de la Mesa a la persona dispuesta por el Servicio Electoral de la Oficina Electoral del local a que se refiere el artículo 76 bis, en sobre cerrado, sellado y firmado por los vocales por el lado del cierre. Se entregará recibo de su recepción.


Si en el local de votación se contare con facilidades de fotocopia, se procederá a llenar un solo ejemplar del acta y, antes de su firma por los vocales, el Comisario de la Mesa concurrirá al lugar de fotocopia, obteniendo las otras dos copias y las copias necesarias para entregar a todos los apoderados que la hubieran solicitado. Después regresará a la mesa, donde se procederá a firmar el original y las copias por los vocales y apoderados que lo deseen con tinta o lápiz a pasta de color azul, cerciorándose de que sean idénticas al original. Posteriormente, se procederá a su ensobrado y distribución conforme a los incisos anteriores, debiendo destinarse el original al sobre que el Secretario de la Mesa remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones.


40) Reemplázase el artículo 73, por el siguiente:


“Artículo 73.- Después de practicado cada escrutinio y llenado de las actas conforme al artículo anterior, el Presidente pondrá las cédulas escrutadas con las que se hubiere sufragado en la elección o el plebiscito, separando las cédulas escrutadas y no objetadas, las escrutadas marcadas y objetadas, los votos nulos y en blanco, las cédulas no usadas o inutilizadas, los talones desprendidos de las cédulas emitidas y los talones y sellos adhesivos no utilizados, dentro de los sobres especiales destinados a cada efecto.


En el sobre caratulado "Votos escrutados no objetados" se colocarán aquellas cédulas que, emitidas correctamente conforme al artículo 65, no se encuentran en las situaciones señaladas en el número 5 del artículo 71.


En el sobre caratulado "Votos nulos y en blanco" se colocarán aquellas cédulas que, a juicio de la mayoría de la Mesa, se encuentren en cualquiera de los casos señalados en los párrafos primero y tercero del número 5 del artículo 71.


En el sobre caratulado "Votos escrutados marcados y objetados" se colocarán aquellas cédulas consideradas marcadas conforme al párrafo segundo del número 5 del artículo 71, contra las cuales se hayan formulado objeciones, que consten en el acta respectiva.


Se pondrán, además, dentro del respectivo sobre el Padrón de Mesa empleado en la votación de la Mesa.


Los sobres se cerrarán, sellarán y firmarán, por el lado del cierre, por todos los vocales y por los apoderados que quisieren.”.


41) Sustitúyase el artículo 75, por el siguiente:


“Artículo 75.- Completados todos los escrutinios, llenadas las actas y ensobrados los votos, se hará un paquete en que se pondrán los sobres de los votos a que se refiere el artículo 73, el acta de instalación y los demás útiles usados en la votación.


El paquete será cerrado y sellado. En su cubierta se anotará la hora y se firmará por todos los vocales y los apoderados que lo desearen. Luego, se dejará en poder del Comisario.”.


42) Agréguese el siguiente artículo 76 bis.


“Artículo 76 bis. La persona que disponga el Servicio Electoral se instalará en la Oficina Electoral del local de votación y procederá a recibir los ejemplares del acta señalados en el inciso sexto del artículo 72, cuyos datos procederá a incorporarlos al sistema computacional en la forma que disponga el Servicio Electoral, en conformidad al artículo 175 bis.


Los apoderados acreditados ante la Oficina Electoral del Local Votación, podrán estar presentes y observar la recepción de las actas y el proceso de ingreso o transmisión de los datos que ellas contienen.


43) Agréguese el siguiente inciso final en el artículo 77:


“El Delegado de la Junta Electoral deberá concurrir personalmente al inicio de la sesión que se señala en el artículo 86 del Colegio Escrutador que corresponda, con objeto de hacer entrega personalmente de los sobre cerrados y dirigidos al Colegio Escrutador que contienen las actas de escrutinios de las mesas de votación del Local donde ejerció su función.”.


44) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 80, la palabra “Director” por “Consejo”; la expresión “, o dentro del décimo quinto día siguiente a la publicación del decreto supremo que convoca a un plebiscito” por “o plebiscito”, y el vocablo “veinte” por “cuarenta y cinco”.

45) Reemplázase el artículo 81, por el siguiente:


“Artículo 81.- Cada Colegio estará compuesto de seis miembros titulares e igual número de suplentes, designados por las respectivas Juntas Electorales, en conformidad a los artículos siguientes.


Se designarán tres miembros con ocasión de la elección de diputados y senadores, y tres con ocasión de la elección de alcaldes y concejales. Podrá designarse un número superior, si alguno de los designados para elecciones anteriores que deba continuar ejerciendo esta función se hubiere cambiado de Circunscripción Electoral a una que no deba escrutar el Colegio o hubiere perdido el derecho a sufragio.


No podrán ser designados como miembros de los Colegios Escrutadores las personas señaladas en el inciso primero del artículo 40, ni aquéllas que hubieren sido designadas como vocales de mesas receptoras de sufragios para la misma elección de que se trate.”.


46) Sustitúyase el artículo 82, por el siguiente:


“Artículo 82.- Para proceder a la designación de los miembros de los Colegios Escrutadores, cada uno de los miembros de la Junta Electoral respectiva escogerá veinte nombres, que deberán corresponder a veinte ciudadanos inscritos en las mesas que corresponda escrutar al Colegio respectivo. Si la Junta funcionare con dos miembros, elegirán treinta cada uno de ellos.


Al efectuar esta selección, cada miembro de la Junta Electoral deberá preferir a aquellas personas que puedan presumirse más aptas para desempeñar las funciones de miembro del Colegio Escrutador, cuyo domicilio electoral corresponda a la localidad donde sesionará el Colegio Escrutador, y que no hubieren sido seleccionadas para vocales de mesas en la misma elección.


A continuación, la Junta Electoral procederá a confeccionar una nómina para cada Colegio Escrutador que le corresponda designar, en la que se asignará a cada uno de los nombres propuestos, ordenados alfabéticamente, un número correlativo del uno al sesenta.


En sesión pública que se realizará en la oficina del Secretario, inmediatamente designados los vocales de las respectivas Mesas Receptoras de Sufragios, las Juntas Electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros seis números sirvan para individualizar, en cada nómina, a las personas que se desempeñarán como miembros de los Colegios Escrutadores, y los siguientes seis, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como suplentes.


La Junta Electoral formará un libro con las nóminas alfabéticas firmadas por todos sus miembros, debidamente foliadas y con indicación del Colegio a que corresponda, el que se entenderá como parte integrante del acta del sorteo. Este libro será público y se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.


En todo caso, las nóminas deberán encontrarse en el local donde se efectúe el sorteo respectivo.”.


47) Reemplázase el artículo 83, por el siguiente:


“Artículo 83.- El Secretario de la Junta Electoral publicará el acta de lo obrado, incluyendo las nóminas de los miembros designados para cada Colegio Escrutador, respecto de quienes se indicarán solo los apellidos y sus dos primeros nombres, en la forma establecida en el artículo 43 de esta ley, y fijará en su oficina una copia autorizada de ella a la vista del público.


Dentro del mismo plazo, comunicará su nombramiento por carta certificada a los miembros designados, indicando la fecha, hora y lugar en que el Colegio Escrutador funcionará, y el nombre de los demás integrantes. El encargado de la oficina de correos deberá otorgar recibo circunstanciado de los avisos que se entregaren.”.


48) Incorpórese el siguiente artículo 83 bis, nuevo:


“Artículo 83 bis.- Cualquier miembro de los Colegios Escrutadores podrá excusarse de desempeñar el cargo, en los plazos, formas y causales establecidas en el artículo 44.


En el mismo plazo, cualquier persona podrá solicitar la exclusión del o los miembros de un Colegio Escrutador que estuvieren afectados por alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el artículo 81.


Para los efectos de conocer y resolver las excusas que se presentaren y reemplazar a los miembros cuya excusa o exclusión hubiere sido acordada por la Junta Electoral, se procederá de conformidad con lo dispuesto en los artículos 45 y 46 de esta ley.”.


49) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 84 la expresión “Director” por “Consejo”.


50) Reemplázase el artículo 85, por el siguiente:


“Artículo 85.- Los miembros de los Colegios Escrutadores ejercerán dicha función durante cuatro años, actuando en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta antes de la próxima elección ordinaria para la cual fueron sorteados. Con todo, los miembros sorteados por las Juntas Electorales que les corresponda actuar en la elección de Presidente de la República se entenderán convocados, por el solo ministerio de la ley, para cumplir iguales funciones en el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y en estos casos no se requerirá de la publicación y comunicación de que trata el artículo 43 de la presente ley.”.


51) Incorpórese el siguiente artículo 85 bis, nuevo:


“Artículo 85 bis.- Se concederá a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de miembro de los Colegios Escrutadores y de Secretario de Colegio Escrutador un bono equivalente a dos tercios de Unidad de Fomento, por cada acto electoral.


Dicha cantidad no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


Esta cantidad se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto.


Para tal efecto, las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, dentro de los dos días siguientes al término de la función de los Colegios Escrutadores, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y domicilio de las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la funciones respectivas en dicho organismo, además de la identificación de la cuenta bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el bono en ella.”.


52) Sustitúyase el artículo 86, por el siguiente:


“Artículo 86.- A las catorce horas del día siguiente a la elección o plebiscito, el Colegio Escrutador se reunirá con al menos tres de sus miembros, en el lugar que hubiere designado la Junta Electoral correspondiente, bajo la presidencia provisional del Secretario del Colegio, nombrado de conformidad al artículo 84. Reunido el número requerido, se procederá a sortear de entre los miembros presentes un Presidente.


Al inicio de la sesión, los delegados de las Juntas Electorales deberán entregar al Secretario los sobres sellados que contengan las actas de escrutinios de las Mesas Receptoras que hubieren funcionado en su respectivo local de votación. Éste se cerciorará del estado de los sellos y de las firmas y otorgará el recibo correspondiente, en original y copia. El Delegado conservará el original y la copia la remitirá al Secretario de la Junta Electoral.


Inmediatamente, el Presidente declarará constituido el Colegio, levantándose un acta en que se dejará constancia de los siguientes hechos y circunstancias: a) individualización del Colegio, expresándose la correspondiente región, provincia, comuna y circunscripción; b) el local de su funcionamiento; c) las Mesas que debe escrutar; d) nombre, profesión y cédula de identidad de sus miembros asistentes; e) el día y hora de la constitución del Colegio, y f) la nómina de los miembros del Colegio que no hubieren asistido a la reunión. El acta se extenderá en el Libro de Actas correspondiente y será firmada por los miembros del Colegio y el Secretario, quien deberá remitirla para los efectos de las ausencias injustificadas, al Juzgado de Policía Local correspondiente.”.


53) Reemplázase el artículo 87, por el siguiente:


“Artículo 87.- El Colegio Escrutador, en audiencia pública, procederá con la ayuda de un sistema computacional, a registrar y sumar el número de votos obtenidos por cada candidato en las mesas que debe escrutar y, además, en el caso de elecciones de Parlamentarios, a sumar los votos obtenidos por cada lista de candidatos, de acuerdo con el procedimiento del artículo siguiente. Una vez terminado dicho procedimiento se extenderá el acta y el cuadro a que se refiere el artículo 88 de esta ley.


Para efectos de lo anterior, el Servicio Electoral dotará a cada Colegio Escrutador de computador con su respectiva impresora y de un software o sistema que permita realizar el ingreso o revisión de los resultados por mesa y candidato, que proceda a realizar las sumas y emita los cuadros y actas a que se refiere el artículo 89. Además, deberá proveer de una manual para el uso de este equipo y su software.


El sistema computacional señalado en los incisos anteriores deberá tener ya registrado los resultados de cada candidato por Mesa Receptora de Sufragios, que se hubieren  ingresados a los sistemas del Servicio Electoral, conforme al artículo 76 bis.”.


54) Sustitúyase el artículo 88, por el siguiente:


“Artículo 88.- El Presidente leerá el acta de la mesa en alta voz, debiendo el Secretario comprobar los resultados por candidato con los datos ya ingresados al sistema computacional, pudiendo corregirlos, modificarlos o completarlos si ellos faltaren. Los demás miembros del Colegio y los apoderados podrán comprobar la exactitud de la lectura con los datos que en definitiva queden registrados en el sistema. Cada uno de los miembros y apoderados podrán a su vez tomar nota separadamente del resultado de las actas a medida que sean leídas con el objeto de verificar los datos ingresados y las sumas de los votos obtenidos por cada candidato y lista cuando corresponda.


Si faltaren actas de Mesas que hubieren funcionado el día de la elección, se dejará constancia expresa en el acta que dichas mesas no fueron escrutadas por el Colegio. Si respecto de esas mesas, el sistema computacional tuviere registrado sus resultados en base al ingreso de datos efectuados conforme al artículo 76 bis, se dejará constancia que dichos resultados no fueron revisados por el Colegio por carecer de un ejemplar del acta.


Si las actas contuvieren errores, especialmente discrepancias, entre la suma real de los votos de cada candidato, los nulos y blancos y los totales indicados en las actas, se ingresaran igual al sistema los datos que existan, dejándose constancia en el acta de las desigualdades en la suma y de los errores que se hubiere detectado.


Terminada la lectura y el ingreso de resultados al sistema computacional, se obtendrá de este último, en forma provisoria, un cuadro de resultados, que contendrá para cada Mesa, los votos obtenidos por cada candidato y por lista si correspondiere, además de los votos nulos y blancos y el total de votos escrutados de la Mesa. Este cuadro contendrá también la suma total de votos del Colegio por cada candidato, y lista si correspondiere, además de la suma total de votos blancos y nulos y total de votos escrutados. El cuadro provisorio se emitirá con el número de copias que sea necesario para que los miembros del Colegio y los apoderados puedan revisar los datos ingresados y las sumas, a objeto de que puedan sugerir correcciones cuando consideren que existen errores.


Se efectuarán las correcciones que acuerde la unanimidad de los miembros del Colegio, así como las que acuerde la mayoría de los miembros del Colegio cuando haya discrepancias respecto del valor correcto de un resultado ingresado, resolviendo el Secretario en caso de empate. En todo caso, se deberá dejar siempre constancia detallada en el acta de la discrepancia surgida, como también de las correcciones u observaciones requeridas por los apoderados y que el Colegio no haya considerado.”.


55) Reemplázase el artículo 89, por el siguiente:


“Artículo 89.- Terminada la revisión y resueltas las discrepancias señaladas en el artículo anterior, se obtendrá del sistema computacional el cuadro de resultados definitivo del Colegio en tres ejemplares.


Deberá levantarse un acta donde se harán constar los siguientes hechos o circunstancias:


a) El día y la hora del término de su labor;


b) Las cifras totales, en número y letras, alcanzadas por los candidatos y por las listas de candidatos en el caso de elecciones Parlamentarias;


c) La cantidad de votos nulos y en blanco emitidos dentro de su territorio jurisdiccional y la circunstancia de haberse practicado la agregación a que se refiere el inciso segundo del artículo siguiente;


d) Los reparos de que hubiere sido objeto el procedimiento observado al hacerse la operación;


e) Un detalle de las mesas que el Colegio no pudo escrutar o no pudo revisar, por no haber recibido la correspondiente acta de escrutinio.


f) Un detalle de las mesas donde existen desigualdades en el acta entre los totales que ellos muestran y las suma de los votos por candidatos más los nulos y blancos.


g) Todos los demás que determine esta ley o el Colegio.”.


56) Sustitúyase el inciso primero del artículo 94, por el siguiente:


“El Secretario del Colegio Electoral deberá, obtener del sistema computacional y hacer entrega de un copia certificada por él, del cuadro de resultados definitivo y del acta, a todos los apoderados y candidatos que lo soliciten.”.


57) Reemplázase el artículo 95, por el siguiente:


“Artículo 95.- El Servicio Electoral deberá dar a conocer los resultados de los escrutinios practicados por los Colegios Escrutadores a medida que vaya disponiendo de ellos.


Para estos efectos, el Director del Servicio Electoral abrirá el sobre con el acta y cuadro que hubiere recibido del Presidente de cada Colegio Escrutador, comprobará las exactitud de dichos resultados con los contenidos en el sistema computacional, efectuará las correcciones que fueren necesarias para que los resultados del sistema computacional se ajusten al acta y cuadro, y procederá a liberar su información en los términos señalados en el inciso siguiente.


Los partidos políticos que participan en la elección o plebiscito, los candidatos independientes en su caso, los medios de comunicación y el público en general, podrán acceder al sitio web que el Servicio Electoral disponga, a objeto de conocer los resultados de los Colegios Escrutadores. Los resultados deberán estar desplegados a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.


Los partidos políticos y los candidatos independientes que participan en la elección o plebiscito, podrán también disponer de esos mismos resultados en medios magnéticos o digitales no encriptados para efectuar los procesos que estimen convenientes.


Los resultados que entregue el Servicio Electoral en virtud de este artículo deberán señalar su condición de provisorios y sujetos al escrutinio general de los Tribunales que correspondan.


58) Agréguese al final del inciso primero del artículo 96 la siguiente letra f):


“f) La utilización de un Padrón Electoral incorrecto, que contengan omisiones de inscritos o electores con derecho a sufragio, inhabilidades mal aplicadas, errores en el domicilio electoral y la correspondiente circunscripción electoral, y en los demás datos del padrón.”.


59) Sustitúyase los incisos primero y segundo del artículo 97, por los siguientes:


“Cualquier elector podrá solicitar la rectificación de escrutinios cuando, en su opinión, se haya incurrido en omisiones, calificación errada de los votos válidos, marcados, objetados, nulos o en blanco por parte de la mesa, errores en las actas de escrutinios, en sus sumas y totales, diferencias entre las actas o entre ellas y los certificados de escrutinios entregados a los apoderados, resultados mal imputados por los Colegios Escrutadores o en errores aritméticos.


Las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad de elecciones o plebiscitos, se presentarán ante el Tribunal Electoral Regional correspondiente al territorio en que se hubieren cometido los hechos que sirvan de fundamento al reclamo, dentro de los seis días siguientes a la fecha de la elección o plebiscito, debiendo acompañarse en el mismo acto los antecedentes en que se funde. Si el Servicio Electoral no hubiere dado a conocer los resultados de algún Colegio Escrutador, antes del sexto día siguiente de la elección, el plazo para efectuar las reclamaciones y rectificaciones, que tengan relación con la mesas de dicho Colegio Escrutador, se entenderá prorrogado hasta el día siguiente de la fecha en que el Servicio Electoral entregue la información faltante.”


60) Sustitúyase el artículo 99 bis, por el siguiente:


“Artículo 99 bis.- Tratándose de la elección de Presidente de la República, las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad se interpondrán directamente ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de los seis días siguientes a la fecha de la elección, acompañándose en el mismo acto los antecedentes en que aquéllas se fundaren.


Si el Servicio Electoral no hubiere dado a conocer los resultados de algún Colegio Escrutador, antes del sexto día siguiente de la elección, el plazo para efectuar las reclamaciones y rectificaciones, que tengan relación con la mesas de dicho Colegio Escrutador, se entenderá prorrogado hasta el día siguiente de la fecha en que el Servicio Electoral entregue la información faltante.


Dentro del plazo fatal de dos días, contado desde la fecha del respectivo reclamo o solicitud, se rendirán ante el Tribunal las informaciones y contrainformaciones que se produzcan. El Tribunal conocerá, adoptará las medidas para mejor resolver y emitirá su fallo dentro del plazo señalado por el artículo 27 de la Constitución Política de la República. En todo caso, dicho fallo no será susceptible de recurso alguno y su notificación se practicará por el estado diario.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Tribunal deberá además, dar cumplimiento a las normas establecidas en el Título V de la presente ley, en lo que fuere pertinente.”.


61) Agrégase el siguiente artículo 101 bis:


“Artículo 101 bis.- El Servicio Electoral deberá poner a disposición del Tribunal los resultados de los Colegios Escrutadores en formato digital, que sirvieron para generar los cuadros de resultados conforme al inciso primero del artículo 89, los que en todo caso deberán ser concordantes con los cuadros remitidos al Tribunal en virtud de lo señalado en el artículo 91.”.


62) Reemplázase el artículo 103, por el siguiente:


“Artículo 103.- Para practicar el escrutinio general el Tribunal se apoyará en equipos y sistemas computacionales, debiendo resolver las solicitudes de rectificaciones conjuntamente con el escrutinio y observando las siguientes reglas:


1) Todas las sesiones del Tribunal que tengan por objeto practicar el escrutinio general o el escrutinio de alguna mesa en particular, serán públicas. A ellas podrán asistir los candidatos y hasta dos apoderados, designados al efecto por cada uno de los partidos políticos y por los candidatos independientes que hayan participado en la elección o plebiscito.


2) Si no se dispusiere del acta y cuadro de uno o más Colegios Escrutadores, el Tribunal requerirá del Servicio Electoral la remisión de todas las actas y cuadros que faltaren y que obren en su poder y procederá a completar el escrutinio general.


3) Respecto de todas aquellas Mesas, cuyos resultados estén contenidos en los cuadros de resultados de los Colegios Escrutadores, que no hayan sido objeto de observaciones o discrepancias, según el acta del mismo Colegio, ni hayan sido objeto de una reclamación o de una solicitud de rectificación, y siempre que sean concordantes con resultados contenidos en las actas de las mesas remitidas al Tribunal, se practicará el escrutinio general en base a los resultados de dichos cuadros sin más trámite. Para establecer la concordancia podrán usarse sistemas computacionales.


4) Si algún Colegio hubiere dejado de escrutar una o más actas de Mesas, ya sea por no haber conseguido las actas o aquéllas contuvieren errores u omisiones que impidieren conocer el resultado real y completo de la Mesa, el Tribunal recurrirá al ejemplar del acta de la mesa que le fue remitida, y procederá a completar el escrutinio.


5) Si, con todo, no fuese posible contar con uno de los ejemplares del acta de las mesas no escrutadas por el Colegio Escrutador, el Tribunal practicará el escrutinio de la mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.


6) En relación a las Mesas que hayan sido objeto sólo de reclamaciones de nulidad, el Tribunal considerará provisoriamente su resultado según el cuadro del Colegio Escrutador a objeto de completar el escrutinio general y en espera de lo que resuelva posteriormente, según lo señalado en los artículos siguientes.


7) En relación a las Mesas que hayan sido objeto de observaciones, discrepancias o desigualdades, según el acta del Colegio Escrutador, o que hayan sido objeto de una solicitud de rectificación, el Tribunal procederá a revisar todos los antecedentes que obren en su poder o hayan sido presentados por los requirentes, y cotejará al menos dos ejemplares del acta de escrutinio para poder resolver la rectificación solicitada y los resultados de la Mesa, pudiendo, en caso de que lo considere necesario, proceder a practicar el escrutinio de la mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.


8) En relación a las Mesas del número anterior y en el caso de que existieran discrepancias entre los resultados de al menos dos ejemplares del acta de escrutinio, o discrepancia entre las actas de escrutinio y un certificado de escrutinio emitido por el Presidente o Secretario de la misma, en virtud del N° 8 del inciso primero del artículo 71 de esta ley, que haya sido presentado en una rectificación al Tribunal, este procederá a resolver la solicitud de rectificación, practicando el escrutinio de la mesa en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral.


9) En relación a las Mesas del número 7 anterior, que hayan sido objeto de una solicitud de rectificación, fundamentada en una mala calificación de los votos que la mesa consideró válidos, nulos o blancos, o que hayan sido equivocadamente asignados a otro candidato, o que siendo considerados como marcados no hayan sido contabilizados para el candidato de la preferencia, y que de estos hechos algún apoderado de mesa o vocal haya dejado observación o constancia en el acta de la mesa, o haya sido impedido por la Mesa de hacerlo, el Tribunal deberá proceder a resolver la solicitud de rectificación practicando el escrutinio de la Mesa, en conformidad a las disposiciones de esta ley, sirviéndose para ello del paquete o caja de cédulas que al efecto le remitirá el Servicio Electoral. Lo anterior procederá siempre y cuando la revisión de la totalidad de los votos alegados de todas las mesas sujetas de rectificación, pudieren dar lugar a la elección de un candidato distinto o de una opción distinta, a la que arrojan los resultados del escrutinio, de no ser revisados estos votos.”.


63) Agréguese el siguiente inciso final en el artículo 110:


“Los encargados del orden público se constituirán en los locales de votación a partir de las 14 horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito.”


64) Modifíquese el artículo 115 de la siguiente forma:


a) Elimínese del inciso final la expresión “de la respectiva localidad”.


b) Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:


“Cualquier local público o privado en el que, en el período señalado, se realicen actividades de propaganda o se desarrollen reuniones de carácter electoral, salvo las señaladas en el artículo 158, será clausurado por la fuerza encargada del orden público, hasta dos horas después de haberse cerrado la votación.”.


65) Reemplázase el artículo 116, por el siguiente:


“Artículo 116.- El día de una elección o plebiscito, hasta dos horas después del cierre de la votación, no podrán realizarse espectáculos o eventos deportivos, artísticos o culturales de carácter masivo, cuando la fuerza encargada del orden público estime que éstos podrían afectar el normal desarrollo del proceso electoral.


El día de la elección o plebiscito, entre las cinco horas de la mañana y dos horas después del cierre de la votación, los establecimientos comerciales no podrán expender bebidas alcohólicas para su consumo en el local o fuera de él, exceptuándose solo a los hoteles respecto de los pasajeros que pernocten en ellos.


La fuerza encargada del orden público dispondrá la clausura de los recintos en que se infringiere esta disposición.”.


66) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 117 la expresión “deberán” por “podrán”.


67) Sustitúyase los números 3) y 6) del artículo 132, por los siguientes:


“3) Admitir el sufragio de personas que no aparezcan en el padrón de la Mesa o que no exhiban su cédula nacional de identidad, pasaporte o cédula de identidad para extranjeros vigentes según corresponda;”


“6) Impedir la presencia de algún apoderado o miembro de la Mesa, sin perjuicio de lo señalado en el inciso quinto del artículo 57;”


68) Sustitúyase los números 4) y 8) del artículo 136, por los siguientes:


“4) El que falsificare, sustrajere, ocultare o destruyere algún Padrón de Mesa, acta de escrutinio o cédula electoral;”


“8) El que impidiere a cualquier elector ejercer su derecho a sufragar por medios violentos, amenazas o privándolo de su cédula nacional de identidad, pasaporte o cédula de identidad para extranjeros, y”.


69) Sustitúyase el artículo 139 por el siguiente: 


“Artículo 139.- A quienes perciban maliciosamente los bonos a que se refieren el artículo 47 bis y 85 bis, sufrirán la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, sin perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente.”.


70) Elimínese del artículo 140 la expresión “, para no sufragar”.


71) Reemplázase el artículo 153, por el siguiente:


“Artículo 153.- Terminado el proceso de calificación de una elección o plebiscito, el Director del Servicio Electoral denunciará, ante los jueces de Policía Local de la comuna correspondiente a la respectiva circunscripción electoral, a los miembros de las Juntas Electorales, Mesas Receptoras, Colegios Escrutadores y Delegados de las primeras, que hubieren incurrido en omisiones en el cumplimiento de las funciones que establece esta ley.”.


72) Reemplázase el artículo 158, por el siguiente:


“Artículo 158.- Las sedes oficiales de los partidos políticos y de los candidatos, en su caso, podrán funcionar aún en el día de la elección, especialmente para efectos de atender, preparar y distribuir a los apoderados y entregarles su materiales y recibir copias de las actas de escrutinios. También podrán seguir los escrutinios conforme al artículo 175 bis, sin que les sea permitido realizar propaganda electoral o política, atender electores o realizar reuniones de carácter político antes del cierre de las mesas de votación.”


73) Reemplázase el artículo 159, por el siguiente:


“Artículo 159.- Los candidatos a Presidente de la República, los partidos que participen en una elección y los candidatos independientes, podrán designar un apoderado con derecho a voz, pero sin voto, para que asista a las actuaciones que establece esta ley de las respectivas Juntas Electorales, Mesas Receptoras de Sufragios, Colegios Escrutadores, Oficinas Electorales que funcionen en los locales de votación, Tribunales Electorales Regionales y Tribunal Calificador de Elecciones. El mismo derecho tendrán los partidos políticos y los parlamentarios independientes en los plebiscitos nacionales. Tratándose de plebiscitos comunales, este derecho solo corresponderá a las organizaciones comunitarias y actividades relevantes de la respectiva comuna o agrupación de comunas.


Podrá designarse también un Apoderado General titular y uno suplente por cada recinto o local de votación en que funcionaren Mesas Receptoras de Sufragios, para la atención de los apoderados de Mesas.


Servirá de título suficiente para los apoderados generales de local, titular o suplente, así como para los apoderados ante las Juntas Electorales, Colegios Escrutadores, Tribunales Electorales y Tribunal Calificador de Elecciones, el nombramiento mediante un poder autorizado ante notario que se les otorgue por los encargados electorales a que se refiere el artículo 7°. En el caso de los apoderados de Mesa y los apoderados ante la Oficina Electoral del local de votación, servirá de título suficiente un poder simple otorgado por un apoderado general, sea titular o suplente, que esté presente en el local de votación.


En el nombramiento deberá indicarse los nombres y apellidos y la cédula nacional de identidad del apoderado, el candidato o partido que representa, y la Junta, Mesa, Local, Colegio, Oficina Electoral o Tribunal ante el cual se acredita. La omisión de cualquiera de esos antecedentes invalidará el nombramiento.


En los plebiscitos, los nombramientos de apoderados que corresponden a los encargados electorales del artículo 7°, serán efectuados por el Presidente y el Secretario del Consejo Regional del partido o por el parlamentario independiente, en su caso.


74) Sustitúyase el artículo 160, por el siguiente:


“Artículo 160.- Para ser designado apoderado, se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio y no haber sido condenado por delitos sancionados por esta ley o por cualquiera de las leyes que regulan el Sistema Electoral Público. Esta última condición se presumirá siempre existente mientras no se pruebe lo contrario ante el Presidente de la respectiva Junta, Mesa o Colegio.


Con todo, no podrán ser designados apoderados los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y Alcaldes; los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, los jueces que forman parte del Poder Judicial y los de Policía Local, los jefes superiores de Servicio y Secretarios Regionales Ministeriales; el Contralor General de la República ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en servicio activo. Tampoco podrán serlo los no videntes y los analfabetos.


75) Sustitúyase el artículo 161, por el siguiente:


“Artículo 161.- Si dos o más ciudadanos exhibieren simultáneamente una designación de apoderado ante una misma Junta, Local de Votación, Colegio o Tribunal, se estimará válida la que tuviere fecha posterior. Si tuvieren la misma fecha, se preferirá a aquél de más edad. En el caso de apoderados de Mesa o ante la Oficinas Electorales se estará a lo que resuelva el apoderado general de local.”.


76) Sustitúyase el artículo 162, por el siguiente:


“Artículo 162.- Los apoderados generales de Local, de Mesa y ante la Oficina Electoral del Local, se identificarán con un credencial durante el día de la elección o plebiscito, que señale al candidato o partido que representan y que deberán colgar en su pecho. Podrán también contar con una carpeta para guardar su material de trabajo. El contenido, tamaño y formato de la credencial y carpeta serán regulados por resolución del Consejo del Servicio Electoral.


Los encargados electorales mencionados en el artículo 7°, deberán someter ante el Servicio Electoral el formato de las carpetas y credenciales que usarán sus representados, dentro de los cuarenta y cinco días antes de la elección, para que sea aprobada o rechazada por el Servicio en un plazo no superior a los cinco días de presentada.


Los apoderados tendrán derecho a instalarse en los locales de votación o al lado de los miembros de las Mesas Receptoras, en las Juntas Electorales, Colegios Escrutadores, Oficinas Electorales o Tribunales Electorales, observar los procedimientos, formular las objeciones que estimaren convenientes y, cuando corresponda, exigir que se deje constancia de ellas en las actas respectivas, verificar u objetar la identidad de los electores y, en general, tendrán derecho a todo lo que conduzca al buen desempeño de sus mandatos.


La Junta, Mesa o Colegio, deberá hacer constar en acta los hechos cuya anotación pida cualquier apoderado y no podrá denegar el testimonio por motivo alguno.”.

77) Derógase el artículo 171.

78) Derógase el artículo 171 bis.


79) Derógase el artículo 173.


80) Reemplázase el artículo 174, por el siguiente:


“Artículo 174.- Las elecciones de Diputados y Senadores se harán conjuntamente pero en cédulas separadas, el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deban renovarse la Cámara de Diputados y el Senado.”


81) Reemplázase el artículo 175, por el siguiente:


Artículo 175.- El Director del Servicio Electoral deberá entregar a los partidos políticos y a los candidatos independientes, dentro de los treinta días contados desde la fecha del término de la calificación de una elección o plebiscito, el resultado completo de la elección, en medios magnéticos o digitales no encriptados. Deberán detallarse a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, circunscripción electoral, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.


Al efecto, el Tribunal Calificador de Elecciones pondrá los referidos resultados a disposición del Director, dentro de los diez días siguientes al término de la calificación.


82) Reemplázase el artículo 175 bis, por el siguiente:


“Artículo 175 bis.- Con objeto de mantener informada a la opinión pública del desarrollo de toda elección o plebiscito, el Servicio Electoral emitirá boletines y desplegará información en su sitio web, respecto de la instalación de las mesas de votación y sobre los resultados que se vayan produciendo, a medida que las mesas culminen su proceso de escrutinio.


Para estos efectos, el Servicio Electoral acreditará, en cada local de votación, una persona en la Oficina Electoral del local de votación, que será responsable de recepcionar las copias del acta de las mesas señalada en el inciso sexto del artículo 72, e incorporar los resultados al sistema computacional en los términos señalados en el artículo 76 bis.


Para el adecuado desempeño de este funcionario, las municipalidades deberán habilitar una instalación eléctrica en la Oficina Electoral del Local de Votación. Además, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de las Intendencias y Gobernaciones respectivas, le otorgará las facilidades necesarias para asegurar el respaldo de los resultados y el traslado expedito de los mismos. 


Los partidos políticos que participan en la elección o plebiscito, los candidatos independientes en su caso, los medios de comunicación y el público en general, podrán acceder al sitio web que el Servicio Electoral disponga, a objeto de conocer los resultados de la elección, a medida que se vayan ingresando al sistema computacional conforme al artículo 76 bis. Los resultados deberán estar desplegados a nivel de Mesa Receptora de Sufragios, como a niveles agregados, de Colegio Escrutador, de comuna, circunscripción electoral, provincia, región y país, como también de distrito y circunscripción senatorial.


Los partidos políticos, los candidatos independientes que participan en la elección o plebiscito y los medios de comunicación que lo soliciten al Servicio Electoral, podrán también acceder a esos mismos resultados en archivos magnéticos o digitales no encriptados para efectuar los procesos que estimen convenientes.


El Servicio Electoral emitirá boletines parciales y final con los resultados de la elección o plebiscito.


Los resultados que entregue el Servicio Electoral en virtud de este artículo, tendrán carácter meramente informativo y no constituirán escrutinio para efecto legal alguno, debiendo señalar está condición en sus informes o boletines.”.


83) Deróguese el artículo 176.

84) Agréguese, a continuación del Título Final, que pasa a ser Título XI, el siguiente Título XII nuevo:

“TITULO XII

DE LAS JUNTAS ELECTORALES


Artículo 182.- En cada provincia habrá una Junta Electoral que tendrá las funciones que está ley y las demás leyes le encomienden.


Artículo 183.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Servicio Electoral, por acuerdo de su Consejo, mediante resolución del Director y previo informe de la Junta respectiva, podrá crear temporal o permanentemente otras Juntas Electorales, cuando circunstancias tales como la cantidad de población, la dificultad de comunicaciones o las distancias entre los diversos centros poblados lo hagan aconsejable.


La resolución designará a los integrantes de las nuevas Juntas Electorales, establecerá su territorio jurisdiccional y la localidad en que tendrán su sede. Dicha resolución se publicará dentro de quinto día en el Diario Oficial y, además, en un periódico de la localidad respectiva. En caso que no lo hubiere, la publicación se realizará en un periódico correspondiente de la capital provincial o regional. Sin perjuicio de lo anterior, podrán difundirse avisos por otros medios de comunicación social, cuando las circunstancias así lo requieran.


Artículo 184.- Las Juntas Electorales, en las provincias cuya capital sea asiento de Corte de Apelaciones, estarán integradas por el Fiscal Judicial de esta última, el Defensor Público de la capital de la provincia y el Conservador de Bienes Raíces de la misma. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario el último.


En las demás capitales de provincia, las Juntas se integrarán con el Defensor Público, el Notario Público y el Conservador de Bienes Raíces de ellas. Actuará de Presidente el primero de los nombrados y de Secretario el último.


Si hubiere más de uno de los funcionarios mencionados en los incisos precedentes, integrará la respectiva Junta el más antiguo de ellos en la categoría respectiva.


Los miembros de las Juntas Electorales serán permanentes y conservarán ese carácter en tanto desempeñen la función pública requerida para su designación.


Artículo 185.- Las Juntas Electorales que cree el Servicio Electoral de acuerdo con las normas del artículo 183 de esta ley, se integrarán con el Defensor Público, un Notario y un Conservador de Bienes Raíces que tengan competencia en todo o parte del territorio jurisdiccional que se les asigne y, si hubiere más de uno de ellos, por los que tengan su oficio en la localidad en que tendrá su sede la respectiva Junta, de acuerdo con su antigüedad en la categoría, excluidos los que deban integrar otras Juntas de conformidad con los incisos primero y segundo del artículo anterior.


Si no hubiere alguno de los auxiliares de la administración de justicia señalados en el inciso anterior, la Junta Electoral se integrará con un Secretario del Juzgado de Letras, con otro Notario o con el Secretario Municipal de la Municipalidad que tenga asiento en la localidad sede de la Junta. Sin embargo, la falta de Conservador solo podrá ser suplida por un Archivero Judicial o un Notario.


En estas Juntas actuará como Presidente el Defensor Público o, en su defecto, el miembro que designe el Servicio Electoral, y como Secretario el Conservador de Bienes Raíces o, a falta de éste, el Archivero Judicial o el Notario que nomine el Servicio Electoral. La permanencia de sus miembros será la misma indicada en el inciso final del artículo anterior.


Artículo 186.- Para los efectos de la designación de los integrantes de las Juntas Electorales, el Servicio Electoral requerirá de la Corte Suprema la nómina de los correspondientes funcionarios y auxiliares de la administración de justicia señalados en los artículos 184 y 185 anteriores, con jurisdicción en el territorio de competencia de la Junta.


Los miembros serán notificados de su designación por el Secretario de la Corte de Apelaciones respectiva, a requerimiento del Servicio Electoral. La notificación se hará personalmente o por carta certificada que contendrá copia íntegra de la resolución. Se entenderá practicada esta última notificación al tercer día hábil siguiente de la recepción de la carta por la oficina de correos.

Las Juntas Electorales se instalarán el quinto día siguiente a la notificación del último de sus miembros, a las quince horas.


Artículo 187.- Si en alguna provincia no se reuniere el número de funcionarios suficientes para integrar una Junta Electoral, el Servicio Electoral dispondrá, mediante resolución fundada, que será publicada en la forma señalada en el artículo 183 de esta ley, que sus funciones sean cumplidas por la Junta Electoral de la provincia de la misma Región que tenga mayores facilidades de comunicación terrestre con aquélla.


Artículo 188.- Las Juntas Electorales celebrarán sus sesiones en el oficio del Secretario y podrán funcionar válidamente con dos de sus miembros. Si faltare alguno de ellos será sustituido por la persona a quien corresponda reemplazarlo en sus funciones.


Corresponderá a los Presidentes velar por el fiel y oportuno cumplimiento de las funciones que la ley encomienda a las Juntas. Podrán convocarlas cuando lo estimen necesario o lo pidan otros miembros. Las Juntas se reunirán, además, en las ocasiones que señale la ley o cuando hubiere asuntos que requieran de su conocimiento, situación que los Secretarios informarán de inmediato a los Presidentes, caso en el cual aquéllos efectuarán las citaciones correspondientes.


Artículo 189.- De todas las actuaciones de la Junta se levantarán actas que se estamparán en un libro denominado Protocolo Electoral. En ellas se indicará la fecha de la sesión, la individualización de los miembros asistentes, las materias tratadas y las resoluciones adoptadas. Estas actas serán firmadas por todos los miembros asistentes.


El Protocolo Electoral será público y se sujetará a las reglas que rigen los registros notariales. Copia de él, deberá remitirse al Servicio Electoral para su publicación en su sitio web.


El Protocolo se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Reemplázase, en el artículo 99, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.


2) Sustitúyese, en el artículo 100, la expresión “5%” y la frase “inscritos en los Registros Electorales de la comuna”, por “10%” y “que sufragaron en la última elección municipal”, respectivamente.


3) Modifícase el artículo 101 en la siguiente forma:


a) Sustitúyase, el inciso segundo, por el siguiente:


“El decreto contendrá la o las cuestiones sometidas a plebiscito. La votación plebiscitaria se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente”.


b) Reemplázase, en su inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales de” por “habilitados para votar en”.


c) Derógase el inciso cuarto.


4) Modifíquese el artículo 107 de la siguiente forma:


a) Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:


“La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en la declaración mencionada en el artículo 3 de la ley N° 18.700, o su omisión, producen la nulidad de la declaración de ese candidato y la de todos sus efectos legales posteriores, incluyendo su elección.”.


b) Sustitúyase el inciso quinto por el siguiente:


“En lo demás, las declaraciones de candidaturas se regirán por los artículos 3°, con excepción del inciso tercero para el caso de los concejales, 3° bis, con excepción de su inciso tercero, 4°, incisos segundo y siguientes, y 5° de la ley 18.700.”


c) Agréguese el siguiente inciso final:


“Las declaraciones de candidaturas de concejales deberán ser presentadas por los partidos políticos o pactos electorales en un solo acto respecto de cada comuna.”


5) Sustitúyase el artículo 110, por el siguiente:


“Artículo 110.- Las declaraciones de pactos electorales, de los subpactos que se acuerden, así como la o las comunas excluidas de los subpactos, deberán constar en un único instrumento y su entrega se formalizará en un solo acto ante el Director del Servicio Electoral, dentro del mismo plazo establecido en el artículo 107 y en forma previa a las declaraciones de candidaturas.”.


6) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 113, la frase “inscritos en los registros electorales de” por “habilitados para votar en”.


7) Sustitúyase el artículo 119, por el siguiente:


“Artículo 119.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones municipales serán practicados por los tribunales electorales regionales, en conformidad a los Títulos IV y V de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, teniendo, en cuanto les fueren aplicables, todas las facultades que se conceden al Tribunal Calificador de Elecciones.


Las resoluciones que dicten los Tribunales Electorales Regionales, en el marco de la competencia que se les confiere por la presente ley, serán apelables para ante el Tribunal Calificador de Elecciones.


El plazo para comparecer en segunda instancia será el segundo día contado desde el respectivo certificado de ingreso. La resolución que proclame a los candidatos definitivamente electos, no será susceptible de recurso alguno.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, las instancias jurisdiccionales electorales deberán poner en conocimiento del Juzgado de Garantía competente, aquellos hechos o circunstancias fundantes de la reclamación, que a su juicio revistieren las características de delito.”.


8) Intercálase el siguiente inciso primero, nuevo, al artículo 121, pasando el actual a ser segundo:


“Artículo 121.- Se considerará que constituyen una lista, los pactos electorales, los partidos que participen en la elección sin formar parte de un pacto electoral y cada una de las candidaturas independientes que no formen parte de un pacto electoral.”.


9) Sustitúyese el artículo 122 por el siguiente:


“Artículo 122.- Se determinará el cuociente electoral, para lo cual los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como concejales corresponda elegir. Todos esos cuocientes se ordenarán en forma decreciente de mayor a menor y el que ocupe la posición ordinal correspondiente al número de consejeros a elegir será el cuociente electoral.


Para determinar cuántos son los elegidos en cada lista se dividirá el total de votos de la lista por el cuociente electoral. Se considerará la parte entera del resultado de la división, sin aproximar y despreciando cualquiera fracción o decimal.”.


10) Sustitúyese el número 3 del inciso primero del artículo 123, por el siguiente:


“3) Si el número de candidatos presentados es inferior al de los concejales que a la lista le corresponde elegir, se proclamará elegidos a todos los candidatos de la lista, debiéndose reasignarse el cargo sobrante recalculando el número de cargos elegidos por las demás listas. Para ello se repetirá el cálculo del inciso segundo del artículo anterior, utilizando como cuociente electoral al cuociente que ocupe la posición ordinal que siga en el orden decreciente de los cuocientes determinados según el inciso primero del artículo anterior. Si fuesen más de uno los cargos sobrantes, para determinar el cuociente electoral, se avanzará en el orden decreciente de los cuocientes del inciso primero del artículo anterior, tantas posiciones ordinales como cargos sobrantes existan.”.


11) Sustitúyese el artículo 124, por el siguiente:


“Artículo 124.- Para determinar los candidatos elegidos en una lista que corresponda a un pacto electoral, se procederá a sumar las preferencias de los candidatos incluidos en cada uno de los partidos o de los subpactos, según sea el caso.


Posteriormente se repetirá el procedimiento descrito en los artículos 122 y 123 anteriores, considerando para estos efectos como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso.”.


Artículo 4º.- Modifícase el inciso tercero del artículo 83 de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior, reemplazando la expresión “inscritos en los registros electorales de la provincia respectiva” por “con derecho a sufragio que hubieren sufragado en la respectiva provincia en la última elección municipal”.


Artículo 5º.- Incorpórense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos:


1) Derógase, en el inciso primero del artículo 2º, la frase “Asimismo, podrán asistir, sólo con derecho a voz, mediante un representante debidamente acreditado en la forma que señale el Director de Servicio electoral, a las actividades de las Juntas Inscriptoras establecidas por la ley N° 18.556.”


2) Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 5º, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


3) Modifícase el artículo 6º de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en los incisos primero y segundo, las expresiones “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscrito en los Registros Electorales de” por “habilitado para votar en”.


4) Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “inscrito en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.


5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 27, la expresión “estar inscrito en los Registros Electorales de la Región” por “que el domicilio electoral esté ubicado en una circunscripción de la Región”.”.


Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:


1) Modifícase el artículo 4° de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “electores”.


b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “inscritos en los Registro Electorales” por “electores”.


c) Reemplázase, en el inciso quinto, la expresión “inscritos en los Registros Electorales del”, por “electores en él”.


2) Sustitúyase el artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- Todo candidato a Presidente de la República, a Senador o a Diputado, deberá nombrar un Administrador Electoral, el que actuará como mandatario respecto de las funciones de control de los ingresos y gastos electorales que esta ley le asigna. Igual obligación pesará en el caso de candidatos a alcalde o a concejal. Si no se efectuare la designación las funciones de Administrador Electoral recaerán en el propio candidato.


Una misma persona podrá ejercer como Administrador Electoral para más de un candidato, siempre que las respectivas candidaturas hayan sido declaradas por un mismo partido político o pacto.


El nombramiento de éste deberá efectuarse ante el Director del Servicio Electoral, al momento de la declaración de la correspondiente candidatura o en la declaración jurada a que se refiere el inciso cuarto del artículo 3° de la ley N° 18.700.


La designación se formalizará por escrito, indicándose el nombre, cédula de identidad y domicilio del respectivo Administrador, el que deberá también suscribir este documento en señal de aceptación del cargo.


Este nombramiento podrá ser dejado sin efecto en cualquier momento, mediante comunicación del candidato correspondiente al Director del Servicio Electoral, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 37.


3) Sustitúyase el artículo 32, por el siguiente:


“Artículo 32.- Cualquier militante del respectivo partido político en las elecciones de Presidente de la República, de senadores, de diputados y de alcaldes y concejales, podrá ejercer el cargo de Administrador Electoral General.


El nombramiento de éste deberá efectuarse por el partido político ante el Director del Servicio Electoral, en la forma que establece el inciso cuarto del artículo 30, en forma previa a la declaraciones de candidaturas.”


4) Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 34, la expresión “inscritos en los Registros Electorales” por “con derecho a sufragio”.”.


Artículo 7º.- Modifíquese el artículo 9 de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones, de la siguiente forma:


a) sustitúyase al final del texto de la letra d) la expresión “, y” por un punto y coma.


b) Agréguese la siguiente letra e) pasando la actual a ser letra f):


“e) Reglamentar los procedimientos comunes que deban aplicar los Tribunales Electorales Regionales, en la forma señalada en el artículo 12 y consultando previamente la opinión de éstos, y”.


Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 2005:


a) Reemplázase la letra c) del número 1) del artículo 29, por la siguiente:


“c) Actuar de acuerdo con valores y normas de convivencia cívica, pacífica, conocer sus derechos y responsabilidades, y asumir compromisos consigo mismo y con los otros. Con este objeto, las mallas curriculares deberán considerar, en cada nivel, la asignatura de educación cívica.”.


b) Reemplázase la letra j) del número 2) del artículo 30, por la siguiente:


“j) Comprender y valorar la historia y la geografía de Chile, su institucionalidad democrática y los valores cívicos que la fundamentan. Las mallas curriculares de la enseñanza media deberán considerar el ramo de educación cívica y participación ciudadana como una asignatura independiente.


Artículo 9°.- Los trabajadores tendrán derecho irrenunciable a media jornada de descanso compensatorio remunerado por el tiempo que utilicen para ejercer su derecho a sufragio en las elecciones y plebiscitos a que se refiere la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. Tal descanso compensatorio se disfrutará en los tres meses siguientes al día de la votación, de común acuerdo con el empleador. 


La infracción de lo dispuesto en el presente artículo por parte del empleador, será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el artículo 506 del Código del Trabajo.


Artículo 10.- Quien hubiere ejercido su derechos a sufragio en la elección o plebiscito regulado por la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, inmediatamente anterior, tendrá derecho a ser preferido, frente a quienes no lo han hubieren hecho, en caso de igualdad de condiciones en la lista de elegibles para un empleo público.


Artículo 11.- Quien hubiere ejercido su derecho a sufragio en la elección o plebiscito regulado por la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, inmediatamente anterior, tendrá derecho a ser preferido en la adjudicación de becas por parte del Estado, frente a quienes no lo hubieren hecho, en caso de igualdad de condiciones.

Artículo 12.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de la presente ley se financiará con los recursos que se aprueben en los respectivos presupuestos anuales del Servicio Electoral.


Artículo 13.- La presente ley comenzará a regir a partir del día de su publicación, siempre que a esa fecha faltaren al menos 330 días para la realización de la próxima elección general, ya sea de alcaldes y concejales o de Presidente y parlamentarios. De lo contrario, regirá a partir del primer día del mes siguiente de realizada la última elección.


En todo caso, la disposición contenida en el nuevo artículo 24 de la ley N° 18.556, comenzará a regir el primer día hábil del tercer mes siguiente al de la publicación de la ley.

Artículos Transitorios


Artículo Primero Transitorio.- Las Juntas Inscriptoras en actual funcionamiento dejarán de recibir inscripciones desde la fecha en que empiece a regir la presente ley. A contar de esa fecha, las Juntas Inscriptoras tendrán un plazo de 5 días para remitir al Servicio Electoral todos los Registros Electorales de que dispongan, tanto en uso como en blanco.


Los secretarios de Juntas Electorales, en el plazo de veinte días desde la entrada en vigencia de esta ley, harán entrega al Servicio Electoral, en la forma que su Director disponga, de todos los ejemplares de los archivos electorales locales a su cargo.


El Director del Servicio Electoral dispondrá la inutilización y destrucción de esos ejemplares dentro del plazo de ocho meses, desde la vigencia de esta ley, previa su microfilmación.


A partir de la vigencia de esta ley y hasta 120 días antes de la primera elección en que se apliquen sus disposiciones, el Director del Servicio Electoral podrá disponer que las juntas inscriptoras que estime necesarias continúen su funcionamiento con al menos uno de sus miembros, con el objeto de recibir las solicitudes de cambio de domicilio que se señalan en el nuevo artículo 25 de la ley N° 18.556.

Artículo Segundo Transitorio.- Todas las personas que a la entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en los registros electorales de conformidad a la Ley 18.556, serán inscritas sin más trámite en el Registro Electoral manteniendo la misma mesa receptora de sufragios o registro.


Respecto de estas personas ya inscritas, el servicio Electoral queda eximido del deber de comunicar sus inscripciones, según lo dispuesto en el inciso primero del artículo 7º de la ley N° 18.556.


Artículo Tercero Transitorio.- Respecto de los chilenos y extranjeros no inscritos en los registros electorales, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, cumplan con los requisitos para ser inscritos automáticamente en el Registro Electoral, serán inscritos en él de conformidad a las reglas que a continuación se indican.


El Servicio Electoral asignará a los nuevos electores, a mesas receptoras de sufragio de la circunscripción electoral que corresponda a su domicilio electoral, distinguiendo entre hombres y mujeres. Los hombres serán inscritos siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, en las mesas de mujeres existentes en la circunscripción, que tengan menos de trescientos cincuenta electores, hasta completar dicho número. Las mujeres serán inscritas siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, en las mesas de hombres existentes que tengan menos de trescientos cincuenta electores, hasta completar dicho número.


Si realizado lo anterior, quedarán electores por asignar, ellos serán destinados sin distinción de sexo, siguiendo el orden correlativo de su rol único nacional, a nuevas mesas que se crearán para estos efectos en la circunscripción electoral, las que tendrán como máximo trescientos cincuenta electores.


Con a lo menos 210 días de anticipación a la primera elección donde rijan las disposiciones de esta ley, el Servicio Electoral notificará a los electores señalados en los incisos anteriores, mediante carta certificada, del hecho de su inscripción, así como de su domicilio electoral, circunscripción electoral, comuna y mesa receptora de sufragios en las que hubieren sido inscritos.


A partir de la fecha señalada en el inciso anterior, el Servicio Electoral deberá poner a disposición del público el sistema de consultas contemplado en el inciso segundo del nuevo artículo 7° de la ley N° 18.556 y durante los siguientes noventa días deberá promover su  uso entre los electores, por medio de una campaña a través de medios masivos de comunicación social, llamándolos a revisar su domicilio electoral y la circunscripción electoral donde está registrada su inscripción, convocándolos a corregir su domicilio electoral si fuese necesario, concurriendo a las Juntas Inscriptoras que estarán habilitadas para estos efectos.


Artículo Cuarto Transitorio.- Las mesas o registros existentes a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley se identificarán con una letra y un número. Las antiguas mesas o registros de varones con la letra “V” y las antiguas mesas o registros de mujeres con la letra “M”, y el número corresponderá al que actualmente tienen de acuerdo con la circunscripción electoral a la que corresponden.


Las nuevas mesas que se creen en virtud de esta ley, se identificarán sólo por un número, dicho número se asignará en forma correlativa, partiendo desde el número de mesa o registro más alto existente en la circunscripción electoral incrementado en uno.


Artículo Quinto Transitorio.- En la primera elección o plebiscito que se realice después de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las Juntas Electorales procederán con ocasión de la designación de vocales, a sortear tres de los cinco vocales que ejercieron en la última elección, quienes mantendrán su condición de vocales hasta la elección anterior a la de Diputados y Senadores. Respecto de los demás vocales se aplicará lo señalado en el artículo 41 de la ley N° 18.700.


En la primera elección o plebiscito que se realice después de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las Juntas Electorales procederán con ocasión de la designación de miembros de los Colegios Escrutadores, a sortear tres de los seis que eligieron, quienes mantendrán su condición de miembro del Colegio Escrutador hasta la elección anterior a la de Diputados y Senadores. Respecto de los demás miembros de los Colegios Escrutadores se aplicará lo señalado en los artículos 82 y 85 de la ley N° 18.700.


Artículo Sexto Transitorio.- La primera de las revisiones anuales que deberán realizar las empresas de auditoría, según lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N° 18.556, deberá efectuarse cinco meses después de la publicación la presente ley.


Artículo Séptimo Transitorio.- En la primera propuesta que haga el Presidente de la República al Senado para que éste preste su acuerdo a la designación de los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 18.556, indicará dos consejeros que durarán cuatro años en sus cargos y tres consejeros que durarán ocho años.

En la primera sesión que celebre, el Consejo elegirá su Presidente. Esta reunión será presidida inicial y provisoriamente por el consejero de mayor edad que asista.


Artículo Octavo Transitorio.- Durante los cinco primeros años de vigencia de esta ley, las Juntas Electorales podrán designar como delegados a cargo de las oficinas electorales de los locales de votación, a las personas que hubieren integrado un junta inscriptora a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


Artículo Noveno Transitorio.- Mientras no sean designados los integrantes del Consejo Directivo del Servicio Electoral, a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, sus funciones y atribuciones serán asumidas por el Director del Servicio Electoral.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 9 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente Accidental), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 14 noviembre de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LOS SENADORES SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, GARCÍA, HORVATH Y WALKER (DON IGNACIO), SOBRE ESTABLECIMIENTO DE UN RÉGIMEN INDEMNIZATORIO ESPECIAL, A TODO EVENTO, APLICABLE A CONTRATOS DE TRABAJO POR OBRA O FAENA

(S 1426-12)

CONSIDERACIONES

I.- La indemnización por despido en materia laboral en Chile se encuentra regulada en el Código del Trabajo, en su artículo 163 que preceptúa los casos en que el trabajador tiene derecho a ser indemnizado y fija como requisitos copulativos que el contrato de trabajo haya estado vigente durante 1 año o más; y que el empleador le ponga término a la relación laboral invocando las causales del inciso primero del artículo 161 del mismo Código, esto es, necesidades de la empresa, establecimiento o servicio.
En cuanto al monto de la misma, el citado artículo dispone que el monto de ésta será acordado en el contrato de trabajo individual o colectivo, y a falta de este acuerdo o si el monto determinado mediante él es inferior al que la ley dispone, se deberá pagar una indemnización equivalente a treinta días de la última remuneración mensual por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados, teniendo como límite 33 días de remuneración.
II.- A su turno, la ley N°19.010 de 1.990 incorporó al Código del Trabajo una indemnización especial para los trabajadores de casa particular recogiendo la idea de brindarles un tipo de indemnización al término de la relación laboral.
Regulada este tipo de indemnización en el artículo 163 inciso 4 del Código del Trabajo, presenta como características:
En primer lugar, que a diferencia de la indemnización general descrita anteriormente, es una indemnización a todo evento. Al margen de la causal por la cual sea despedido el trabajador, incluso tratándose de una imputable a su conducta, tiene derecho a la indemnización ante el despido,
En segundo lugar, su financiamiento es por parte del empleador mediante un aporte correspondiente al 4,11 por ciento la remuneración, depositado mensualmente en la administradora de fondo de pensiones a la que esté afiliado el trabajador. 

En tercer lugar, en cuanto al monto, éste corresponderá al total de los aportes acumulados más la rentabilidad que se haya obtenido por ellos, teniendo como duración máxima 11 años por cada trabajador.
III.- En este escenario, la problemática que se pretende abordar, es la situación de vulnerabilidad en la cual se encuentran los trabajadores por obra o faena ante el despido, habida consideración de los siguientes puntos.
A) Desde ya se descarta la posibilidad que estos trabajadores accedan a la indemnización del trabajador de casa particular, carecen de esta calidad, definida en el artículo 146 del Código del Trabajo.
B) En cuanto a la posibilidad de acceder a la indemnización por años de servicio.
A. El artículo 159 del Código del Trabajo en su numeral 5, contempla como causal de término del contrato de trabajo la conclusión del trabajo o servicio que dio origen al mismo.
Al respecto, la Jurisprudencia administrativa, al igual que la doctrina ha establecido como característica esencial del contrato por obra o faena su duración supeditada a la conclusión de la obra. En efecto, el Dictamen de la Dirección del Trabajo N° 2380/100 del año 2004 define el contrato por obra o faena como aquella convención en virtud de la cual el trabajador se obliga con el respectivo empleador a ejecutar una obra material o intelectual específica y determinada, cuya vigencia se encuentra circunscrita o limitada a la duración de aquella.
A su turno, la doctrina ha establecido que para encontrarnos ante un contrato de tal índole, es necesario que la prestación no sea indefinida y la obra o faena debe ser determinada de tal forma que para ambas partes resulte evidente la conclusión de ella.

Por tanto, si bien el contrato por obra o faena no se encuentra definido en el Código del Trabajo, la doctrina y jurisprudencia administrativa están contestes en que es característica esencial de este tipo de contratación el que su duración está supeditada a la de la obra o faena y por ende, su término natural estará siempre vinculado al término de la obra, motivo por el cual no es factible que los trabajadores contratados mediante esta modalidad accedan al beneficio de la indemnización por despido contemplada en el artículo 161, toda vez que el contrato ha terminado la causal prevista en el numeral 5 del artículo 159.
B. Ante la posibilidad que el trabajador sea apartado de la obra o faena antes de la conclusión de la misma:
Ante esta situación, el empleador no podrá invocar la causal del numeral 5 del artículo 159, empero, no hay norma legal que disponga el pago alguno de indemnización. Ante esto, los Tribunales Superiores de Justicia, en dos fallos, han señalado que ha de indemnizarse el lucro cesante correspondiente al monto de las remuneraciones futuras de haberse cumplido el contrato (Sentencia Corte Suprema, Rol 4029-2003, año 2004; Sentencia Corte Suprema, Rol 246-2005, año 2005).
C. En cuanto a la posibilidad de conversión del contrato por obra o faena en contrato a plazo indefinido con el objeto de hacer procedente el pago de indemnización, a diferencia de lo que sucede en los contratos de plazo fijo en los que se establece en el artículo 159 del Código del Trabajo una presunción legal que convierte un contrato de plazo en indefinido si el trabajador ha prestado servicios discontinuos en virtud de dos o más contratos a plazo, durante doce meses o más en un periodo de quince meses, contados desde la primera contratación, tratándose de los contratos por obra o faena, nuestra legislación no cuenta con norma de tal carácter.
Pese a ello, existe un fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago del año 2006 ROL 5047-2006 que sostuvo que cuando los contratos por obra o faena se desarrollan durante un lapso superior al año, el contrato se transforma en uno de duración indefinida, basándose en el “sentido común”, procediendo luego de su término la indemnización por años de servicio.

Sostiene:
3° Que de lo anterior se desprende que, si bien es legítimo contratar para determinado servicio, trabajo o faena, y que por consiguiente también lo es el asumir que el vínculo se ha extinguido al mismo tiempo que dichos servicios, trabajo o faena, es de sentido común que cuando esos se desarrollan durante un lapso superior al año antes referido, igualmente el contrato se transforma en uno de duración indefinida;
4° Que ello no puede ser de otra manera si se atiende a todos los beneficiarios anexos a un contrato de trabajo que no sólo es garantía de sobrevivencia para el trabajador sino y también de calidad de vida para quienes dependen de él, todos quienes han adquirido con el transcurso del tiempo la certeza de que contarán con los ingresos y demás seguridades inherentes a la relación de trabajo que ya ha durado durante un año y más;
De lo expuesto se concluye que en nuestra legislación los trabajadores por obra o faena se encuentran desprovistos de un sistema indemnizatorio ante el término del contrato de trabajo, ya sea por despido o por el término de la obra. Si bien los tribunales de justicia se han manifestado en este sentido, en Chile la jurisprudencia no constituye Derecho y por lo demás, la búsqueda de este tipo de soluciones ante los Tribunales de Justicia obliga a judicializar búsqueda de soluciones y por el mismo motivo expresado anteriormente, soluciones diversas frente a casos similares.
Dada las especiales características esencialmente transitorias de los servicios que se prestan en estos contratos, no se les puede asegurar estabilidad laboral a estas personas, sin embargo, constituye un avance y una necesidad, proveerles de un sistema indemnizatorio para otorgarles mayor tranquilidad y sustento en los periodos de cesantía.
PROYECTO DE ACUERDO

Es por todas estas consideraciones que venimos en presentar el siguiente:

Solicita a S.E Presidente de la República don Sebastián Piñera Echenique, envíe un proyecto de ley mediante el cual se establezca un régimen indemnizatorio especial y a todo evento ante el término del contrato de aquellas personas que trabajan con la modalidad de contrato por obra o faena.

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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